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PRESENTACIÓN
El imaginario colectivo en Colombia cuando se trata 
de grupos indígenas los relaciona principalmente con 
áreas rurales; sin embargo, según el Censo General de 
Población  (DANE, 2005), el 21,5%  del total de la po-
blación indígena del país, es decir aproximadamente 
297.485 personas, se encuentra en las cabeceras muni-
cipales. La presencia indígena urbana es tan significa-
tiva, que  incluso supera la de los departamentos con 
mayor población indígena como Cauca y La Guajira. 
Dado lo anterior, conocer más, tanto en la sociedad 
civil como a nivel institucional, sobre esta presencia 
indígena en contextos de ciudad, contribuye a dar vali-
dación, en la práctica, de los derechos que tienen estos 
indígenas, comenzando por el reconocimiento de sus 
formas propias de organización.

Esta necesidad de conocimiento supone una serie de 
retos y desafíos para visibilizar los múltiples proble-
mas que estos grupos indígenas enfrentan y a partir 
de ello poder dar curso, institucional y organizativa-
mente, a la solución de sus necesidades. Son 25 años 
desde la expedición de la Constitución Política de 
1991, en los que Colombia está tratando de buscar 
maneras para adoptar medidas que conduzcan a lo-
grar la protección de esta población así como linea-
mientos de política que permitan garantizar el goce 
efectivo de sus derechos. 

Recientemente se lograron avances en este camino 
dentro del marco de los 96 acuerdos firmados entre los 
pueblos indígenas y el Gobierno Nacional en el Plan de 
Desarrollo 2010-2014. Mediante las consultas que el 
Gobierno Nacional, realizó con las organizaciones in-
dígenas y sus autoridades en el marco de la Mesa Per-
manente de Concertación, en el que se estableció un 
Protocolo que marca el procedimiento para el reconoci-
miento de cabildos indígenas urbanos.

Con el propósito de apoyar la definición de este Proto-
colo, el Programa para  Afrodescendientes e Indígenas 
de USAID y el Ministerio de Interior, en desarrollo de 
un  acuerdo de trabajo conjunto, definieron como una 
de las líneas prioritarias el apoyo técnico y financiero 
para el cumplimiento de este compromiso. Para la ela-
boración del Protocolo, durante los pasados dos años se 
realizaron estudios que permitieron obtener elementos 
sociodemográficos, jurídicos, conceptuales, y prácticos, 
para que la Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías 
y Rom del Ministerio del Interior pudiera avanzar en la 
adopción de políticas pertinentes, en un marco de reco-
nocimiento y goce efectivo de derechos. 

Las actividades desarrolladas se enfocaron específica-
mente a realizar la caracterización sociodemográfica 
de la población indígena asentada en las principales 

ciudades del país, cuya condición migratoria se origi-
na en los procesos de desplazamiento forzado, amena-
za de sus territorios y búsqueda de nuevas y mejores 
condiciones de vida. Adicionalmente, se logró analizar 
y precisar, a través de un estudio jurídico que recogió 
la jurisprudencia nacional e internacional, el conjunto 
de derechos que cobijan a los indígenas que viven en 
contexto de ciudad, a la luz de la normatividad vigen-
te. Dentro del proceso de socialización y concertación 
surtido para establecer el protocolo, se desarrollaron 
mesas de trabajo entre el Ministerio del Interior y los 
delegados indígenas, en las cuales se recogieron apor-
tes que permitieron obtener criterios y propuestas 
muy importantes para definir los contenidos del mis-
mo. Fue relevante en este proceso de concertación la 
Reunión Nacional de Cabildos Urbanos que se llevó 
a cabo en la ciudad de Cali en el mes de septiembre 
de 2014, donde se presentó de manera preliminar el 
documento de Protocolo de Atención a Indígenas en 
Contexto de Ciudad, el cual fue discutido y validado 
para posteriormente ser presentado en la Mesa Perma-
nente de Concertación, de acuerdo a lo estipulado en 
los compromisos adquiridos.

El presente documento recoge y sintetiza los aspectos 
más relevantes del proceso realizado en torno a la cons-
trucción de este Protocolo. Aporta elementos valiosos y 

precisos en torno a la información de la situación actual 
de los grupos indígenas asentados en las diferentes ciu-
dades, los retos y dificultades que enfrentan, sus parti-
cularidades culturales, los vínculos que mantienen con 
sus territorios de origen y sus procesos organizativos, 
entre otros. También incluye de forma ordenada los ele-
mentos que desde el punto de vista jurídico y normativo 
deben orientar los mecanismos de atención y en general 
de oferta estatal, para una respuesta adecuada a las ne-
cesidades de estas comunidades. 

Por el esfuerzo realizado conjuntamente entre el Minis-
terio del Interior y los pueblos indígenas que habitan 
en contexto de ciudad, las organizaciones que los repre-
sentan y otras organizaciones indígenas que apoyan el 
proceso; por la rigurosidad con que se abordó la reco-
lección de información y producción de su contenido 
y finalmente, por ser este documento producto de un 
profundo proceso de concertación entre el Estado Co-
lombiano y las comunidades indígenas, el Programa 
para Afrodescendientes e Indígenas de USAID conside-
ra éste un documento de gran valor y utilidad para las 
diferentes instituciones, entes territoriales y comunida-
des, en la búsqueda del respeto y reconocimiento efecti-
vo de los derechos de estas comunidades indígenas que 
siguen siendo hoy en día uno de los grupos más vulne-
rables pero a la vez mas invisibilizados de la sociedad.
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1. PRESENTACIÓN
Autor Carlos Ariel Ruíz.

En Colombia, como en todos los países de la región1, ha 
habido, hay y evidentemente seguirá habiendo pobla-
ción indígena residiendo temporal o permanentemente, 
voluntaria o involuntariamente, fuera de áreas rurales 
propiamente dichas, consideradas por múltiples facto-
res el entorno más coherente con sus estilos de vida. De 
hecho sus demandas históricas de territorio son de una 
clara acepción rural.

Las estadísticas oficiales disponibles permiten suponer 
que este segmento de la población tiende a crecer, y 
sin embargo ni en la agenda política del movimiento 
social, ni en las políticas públicas ha habido un tra-
tamiento sistemático e integral de su realidad, excep-
to aquellos planteamientos que de manera prioritaria 
dan cuenta del fenómeno del desplazamiento forzado2, 
el despojo de sus territorios y en general las diferentes 
formas de victimización que ciertamente explican la 
llegada de una buena parte de la población indígena 
a los cabeceras municipales y a las grandes ciudades.

No obstante el tema es más complejo, primero, porque 
la presencia de los indígenas en las ciudades se remonta 
incluso a los procesos más tempranos de urbanización 

del país; segundo, porque la violencia no es la única 
causa por la cual han salido de sus territorios; tercero, 
porque muchos no están en esa situación de interinidad 
que supone el desplazamiento forzado, y por el contra-
rio tienen vocación de permanencia (están y se van a 
quedar); cuarto porque el contexto urbano es también 
un contexto en el que las identidades étnicas intentan 
con más o menos éxito persistir; y quinto porque mu-
chos pueblos en razón a sus patrones de asentamiento 
y tamaño históricamente tuvieron diferentes modalida-
des de ciudad.

Este fenómeno plantea varias preguntas que pretende-
mos problematizar en el presente documento como: ¿la 
vida en ciudad es compatible con las identidades indí-
genas?, ¿Cuáles son las razones por las cuales hay indí-
genas en ciudad?, ¿Cuáles son los mecanismos y estrate-
gias de reproducción y afirmación étnico-cultural?; ¿los 
supuestos jurídicos y antropológicos del actual régimen 
de derechos de las pueblos indígenas son coherentes y 
suficientes con su vida en ciudad?, ¿cuál es su situación 
social, económica y cultural?, ¿cuáles son las formas so-
cietales que adoptan y qué tipo de protección jurídica se 
les deba dar a sus instancias organizativas?

1 Se estima que el 40% de los indígenas en América Latina están en ciudades de diferente tamaño u grado de urbanización
2 Ciertamente el desplazamiento forzado de indígenas es dramático. En los últimos 20 años el total de desplazados de estos grupos equivale al 11% del total de la población indíge-
na del último censo (2005), y al 2,3% del total de población desplazada siendo en este aspecto consecuente con la participación porcentual indígena.
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2. DATOS GENERALES DE LA
REALIDAD INDÍGENA EN CIUDAD
Según datos del censo 2005 por lo menos el 21,5 % 
(297.485 personas)3 del total de indígenas del país se 
encuentran en cabecera municipal. No se tiene certeza 
de la cantidad de indígenas en centros urbanos propia-
mente dichos, excepto Bogotá que registró 15.017 per-
sonas, es decir, el 5% del total ubicado en cabeceras y el 
1,08% del total nacional.

Por razones obvias se puede argumentar que no todas 
estas cabeceras se ajustan al concepto de lo urbano, 
entendido tanto como un proceso de aglomeración es-
pacial, como un proceso de orden socio-cultural signa-
do por la intensidad de las relaciones sociales, la alta 
mediación del Estado en las mismas, la disputa por el 
acceso al suelo, la demanda social de bienes y servicios 
orientados a la integración a la ciudad, etc. Tanto es así 
que teóricos como H. Lefebvre (1971) utilizaron los tér-
minos de “sociedad urbana” y “revolución urbana” para 
dar cuenta de la ciudad como un todo dotado de fun-
ción simbólica, lúdica y social, y de las rupturas que ha 
significado su configuración; mientras que M. Castells 
advirtió que la ciudad es tanto aglomeración espacial 
como un fenómeno ideológico porque difunde valores 
y creencias propias de la cultura urbana (Castells, 1976) 

Muchas cabeceras municipales no tienen estas carac-

terísticas, casi que podrían corresponder a modelos de 
pequeñas ciudades agrarias, y de manera intuitiva po-
demos suponer que están (las características) en direc-
tamente relación con el tamaño de las mismas, de modo 
que se podría acordar que en la medida que el número 
de habitantes se incremente mayor tiende a ser el grado 
de urbanización.

Al respecto y para fines analíticos arbitrariamente po-
demos sostener que cabeceras con una población por 
encima de 100 mil personas comienzan a acusar rasgos 
típicamente urbanos, mientras que muchos que es-
tén por debajo de este umbral conservan el ethos más 
o menos característico de la ruralidad aunque en una 
relación campo-poblado, y es bajo este contexto que 
las preguntas que nos venimos haciendo sobre los in-
dígenas en ciudad tienen pleno sentido. La  presencia 
permanente de grupos indígenas ciertamente es menos 
dilemática en esta última tipología.

Si bien son pocos los análisis sociodemográficos especí-
ficos de esta población4, resulta  razonable suponer que 
con algunas pocas excepciones todos los grupos étnicos 
tienen población fuera de la zona rural. De hecho no es 
descabellado presumir que entre el 10% y el 15% del total 
de los indígenas reside en ciudades propiamente dichas.

3 Se presume que en el próximo censo nacional estas estas cifras aumenten por múltiples factores, entre ellos la intensificación del desplazamiento y la profundización de la con-
ciencia de identidad gracias a procesos organizativos y expectativas de acceso a derechos diferenciados.
4 Acdivoca en el año 2014 contrató una caracterización sociodemográgica de los indígenas en cabecera municipal, con base en los datos del censo 2005, realizada por Andrés Lara

Nº DEPARTAMENTO POBLACION 
TOTAL 

INDIGENA 
CABECERA 

INDIGENA 
RURAL

TOTAL 
INDIGENA 

% INDIGENA 
DEPTO 

%INDIGENA 
NACIONAL 

1 La Guajira 655.943 31.060 247.194 278.254 42,42% 20,18% 
2 Cauca 1.182.787 17.214 230.773 247.987 20,97% 17,98% 
3 Nariño 1.498.234 20.409 134.367 154.776 10,33% 11,22% 
4 Córdoba 1.462.909 41.736 109.328 151.064 10,33% 10,96% 
5 Sucre 762.263 38.285 44.641 82.926 10,88% 6,01% 
6 Tolima 1.312.304 18.042 37.849 55.891 4,26% 4,05% 
7 Cesar 878.437 5.316 39.517 44.833 5,10% 3,25% 
8 Chocó 388.476 1.679 39.535 41.214 10,61% 2,99% 
9 Caldas 898.490 8.447 29.822 38.269 4,26% 2,78% 

10 Putumayo 237.197 13.745 24.151 37.896 15,98% 2,75% 
11 Antioquía 5.601.507 6.247 21.766 28.013 0,50% 2,03% 
12 Atlántico 2.112.001 24.231 3.742 27.973 1,32% 2,03% 
13 Risaralda 859.666 4.791 19.876 24.667 2,87% 1,79% 
14 Valle 4.052.535 12.459 9.386 21.845 0,54% 1,58% 
15 Amazonas 46.950 2.106 16.567 18.673 39,77% 1,35% 
16 Vichada 44.592 2.204 15.437 17.641 39,56% 1,28% 
17 Bogotá D.C. 6.778.691 15.017 . ·-16 15.033 0,22% 1,09% 
18 Vaupés 19.943 6.293 5.288 11.581 58,07% 0,84% 
19 Guainía 18.797 4.780 6.779 11.559 61,49% 0,84% 
20 Huila 1.000.711 1.692 8.642 10.334 1,03% 0,75% 
21 Magdalena 1.136.819 1.896 7.149 9.045 0,80% 0,66% 
22 Meta 713.772 2.234 6.164 8.398 1,18% 0,61% 
23 Cundinamarca 2.228.478 3.282 4.117 7.399 0,33% 0,54% 
24 Norte de Santander 1.208.520 5.382 1.807 7.189 0,59% 0,52% 
25 Boyacá 1.211.186 956 4.820 5.776 0,48% 0,42% 
26 Caquetá 337.932 1.547 3.171 4.718 1,40% 0,34% 
27 Casanare 281.294 734 3.326 4.060 1,44% 0,29% 
28 Arauca 153.028 184 3.066 3.250 2,12% 0,24% 
29 Santander 1.913.260 1.608 773 2.381 0,12% 0,17% 
30 Quindío 518.691 1.581 564 2.145 0,41% 0,16% 
31 Bolívar 1.836.640 1.667 375 2.042 0,11% 0,15% 
32 Guaviare 56.758 621 1.369 1.990 3,51% 0,14% 
33 San Andrés 59.573 40 22 62 0,10% 0,00% 

Total 41.468.384 297.485 1.081.399 1.378.884 3,33% 

Adicionalmente los indígenas en ciudad en los últimos años han venido conformando cabildos urbanos en un 
número que actualmente puede ser alrededor de 170, con la clara pretensión de reclamar sus derechos, recrear sus 
identidades y evocar su sistema acostumbrado de gobierno. Tampoco se tiene datos del número de personas adscri-
tas a estas organizaciones, pero ciertamente es un número creciente.
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3. EL TRATAMIENTO JURÍDICO
A manera de hipótesis de trabajo podemos decir que existe 
una construcción jurídica del indígena, o que en los ins-
trumentos jurídicos nacionales e internacionales subyace 
una representación estereotipada del indígena que no da 
cuenta de la realidad de los indígenas en ciudad.

Tal representación esquemáticamente prefigura un sujeto 
inmerso en relaciones comunitarias o colectivas, adscrito 
a un territorio, bajo unas relaciones con la Naturaleza so-
lidarias y recíprocas, y con la capacidad subjetiva y socie-
tal de revelar su conciencia de identidad mediante dife-
rentes mecanismos exclusivos de adscripción y cohesión. 
De cierta manera todos son atributos de la ruralidad.

Ciertamente en la vivencia del indígena de la ciudad 
todos estos supuestos se relativizan y en algunos casos 
hasta desaparecen, y sin embargo las identidades indí-
genas se las arreglan para persistir.

En contexto urbano, por ejemplo, se impone la disper-
sión residencial, la exposición directa a intensas relacio-
nes multiculturales, el desarrollo de actividades econó-
micas mediadas por racionalidades modernas, la lógica 
también moderna de lo asociativo y deliberativo en la 
construcción de los vínculos, la fragmentación de los 
espacios en los que los indígenas recrean sus relaciones, 
y en general se verifican diferencias sustantivas respecto 
a las comunidades tradicionales y rurales.

Tal singularidad pone en crisis precisamente los supues-
tos básicos de las disposiciones jurídicas reservadas para 
los indígenas, y a la vez obliga a que se operen adecua-
ciones que garanticen la observancia de sus derechos.

Para que así sea se requiere ante todo resolver una cues-
tión que aunque parezca obvia vista en detalle se presta 
para polémicas, como es: ¿es posible que bajo las condi-
ciones que impone la vida en ciudad se conserven, afir-
men y prosperen las  identidades indígenas?. O dicho 
de otra manera: la vida en ciudad es compatible con las 
identidades étnicas?

Las evidencias disponibles demuestran que sí es compa-
tible aun cuando su permanencia en contextos urbanos 
responda a causas ajenas a su voluntad. De algún modo y 

en medio de múltiples adversidades varios grupos indíge-
nas se las están arreglando para seguir siendo lo que son, 
y para ello están acudiendo a distintos mecanismos como:

• Las relaciones de intercambio con sus comunidades 
y territorios de origen

• La adscripción política a procesos de sus organiza-
ciones y autoridades de origen.

• La generación de distintas modalidades de encuen-
tro y reencuentro, y de formas de organización políti-
ca que evocan a las figuras tradicionales o las que más 
prevé la legislación colombiana, como es la de cabildo.

• El desarrollo de prácticas culturales de corte religio-
so o espiritual mediante agentes especiales en torno a 
los cuales se convocan.

• La exaltación de ámbitos subjetivos y familiares en los 
que pese al entorno la conciencia de identidad se expresa.

• La construcción y/o apropiación de algunas formas 
de espacialidad, que aunque dispersa son ámbitos en 
los que los grupos indígenas se encuentran y recrean 
sus identidades

Sobre esto volveremos más adelante.

3.1. Los supuestos de los derechos
indígenas y la vida en ciudad

Los indígenas contemporáneos que por diferentes razones 
viven permanente o temporalmente en las ciudades adole-
cen de una particular desprotección en materia de garan-
tía de sus derechos especiales, primero, porque el nivel de 
conocimiento institucional y público de su realidad, con-
diciones de vida y procesos es casi que nulo; segundo, por-
que existe una serie de premisas jurídicas completamente 
atávicas que no permiten la realización de sus derechos 
fundamentales5; y, tercero, porque no han habido claras 
políticas públicas de reconocimiento e inclusión de esta 
población, excepto algunos importantes pero variables es-
fuerzos de incorporación del tema indígena en la agenda 
de distintos gobiernos locales y regionales6.

5 Como el derecho al reconocimiento, a la  autonomía y a la participación, en particular nos referimos a la premisa de que el único titular de los derechos colectivos es la Comuni-
dad, entendida esta como un fenómeno societal propio de grupos humanos cohesionados con fuertes consensos y residentes en zonas rurales;
6 Se sabe por ejemplo de políticas públicas a favor de estos grupos en Cali y Bogotá
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A pesar de ello es casi un hecho notorio la precariedad 
de sus condiciones materiales de vida, el escaso reco-
nocimiento de su deferencia, el poco trato institucio-
nal acorde a ello, el limitado acceso a la oferta laboral  
disponible y el consecuente desempeño en actividades 
de baja calificación y baja remuneración, el incremento 
de esta población por razones distintas a la migración 
histórica campo-ciudad (como el desplazamiento for-
zado), etcétera; como también la certeza que pese a la 
fragmentación de las relaciones sociales propias de la 
urbe los indígenas desarrollan múltiples maneras de 
recrear su identidad y culturas tradicionales, bajo unas 
condiciones de desconocimiento, subalternidad, margi-
nalidad y hasta de discriminación.

En efecto, por razones históricas e ideológicas el IN-
DIGENA ha sido representado como un sujeto cuya 
identidad está determinada por su vida en COMUNI-
DAD, de tal suerte que por fuera de la misma pareciera 
estar condenado a ser un ciudadano más o simplemen-
te a no existir ni jurídica ni físicamente. Esta particular 
concepción se inspira en una amplia literatura antro-
pológica y sociológica, además de múltiples evidencias 

etnológicas que ciertamente han demostrado como, 
por ejemplo, en varias culturas tradicionales el Indi-
viduo virtualmente no existe fuera de su colectividad 
o, incluso, que una de las peores formas de negación 
no es la muerte sino el extrañamiento comunitario, 
entendido como la expulsión o rechazo de su gente. 
Adicionalmente el concepto de Comunidad es usado 
con una doble connotación: 1. como un modelo de 
relaciones sociales en la que predominan los vínculos 
directos, intersubjetivos, cara a cara, a diferencia del 
tipo de organización denominado Sociedad en la que 
las relaciones son mediadas y los intereses que las ani-
man se racionalizan con arreglo a fines; y 2. como una 
concepción evolucionista de la historia en la medida 
que la Comunidad es asumida como un estadio pre-
vio (premoderno) al estadio inevitable de la Sociedad 
(moderno). Basta recordar planteamientos de clásicos 
de las ciencias sociales como E. Durkheim (1995) y F. 
Tönnies (1997), y muchos más  que en efecto asimila-
ban lo comunitario a la premoderno y sostuvieron una 
mirada teleológica del cambio social al advertir que 
eran conformaciones que serían sucedidas por formas 
modernas de organización social. 

Esta particular concepción ha trascendido al terreno de 
lo jurídico y en distintos regímenes nacionales como el 
de Colombia se parte del supuesto que las posibilida-
des reales de preservación de las identidades indígenas 
están directamente asociadas a la vivencia colectiva y, 
más exactamente, a la VIDA EN COMUNIDAD, de tal 
suerte que el sistema de derechos indígenas consagran 
precisamente a ésta como un sujeto colectivo de dere-
chos y, para múltiples efectos, la pertenencia individual 
a la misma es una condición sine qua para el pleno dis-
frute de los derechos que son específicos para los indí-
genas. Dicho en otros términos, las identidades étnicas 
son vistas como un fenómeno colectivo que en todos los 
casos suponen la convivencia comunitaria.

Para muchos esta concepción puede resultar polémica, 
porque parece condenar a los indígenas a un comunita-
rismo por fuera del cual pierden o renuncian a los ele-
mentos más sustantivos y definitorios de su identidad 
étnica, y por el énfasis que se ha puesto en el aislamiento 
y en la falta de interacciones sociales, culturales y eco-
nómicas con otros sistemas. 

Para provocar el debate conviene hacerse las siguientes 
preguntas adicionales:

➢ ¿Si la vida en comunidad es una condición funda-
mental para la construcción, afirmación y persisten-
cia de las identidades étnicas, qué suerte sufren éstas 
cuando por múltiples razones los sujetos o individuos 
portadores de dichas identidades se ven abocados a 
vivir fuera de sus comunidades aun en los momentos 
más significativos de sus ciclos vitales?

➢ ¿Si la garantía de los derechos colectivos de los pue-
blos indígenas suponen vida en comunidad y a la vez 
guardan un vínculo indisoluble con los derechos indi-
viduales de las personas indígenas, qué suerte corren 
estos últimos si por alguna circunstancia la vida en 
comunidad no es posible o viable?

➢ ¿Es posible que las identidades étnicas persistan y se 
reproduzcan dentro de un tipo de relaciones distintas 
a las consideradas típicas de La Comunidad, tomada 
en el sentido antropológico?

Si adoptamos una perspectiva radicalmente conser-
vadora debemos concluir de forma apriorística que 
en modo alguno es posible que en contextos urbanos 
prosperen las identidades étnicas, toda vez que la vida 
en comunidad no sería viable o cuando menos sería 

Foto: Diana Jembuel (Indígena Misak).
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una experiencia excepcional; pero si adoptamos una 
perspectiva más relativista tenemos que darnos el be-
neficio de la duda. Optamos por esta última alterna-
tiva tanto por razones académicas como por razones 
políticas. Por razones académicas pues distintos es-
tudios en Latinoamérica vienen demostrando que las 
identidades étnicas indígenas se reeditan en las ciuda-
des, no obstante las condiciones de pobreza extrema, 
de marginalidad y de discontinuidad tanto histórica 
como espacial y social  (Guadalupe (Valdivia, sin año), 
Sin año),  (Molnar & Carrasco, Sin año); y por razones 
políticas pues en todo caso se trata de garantizar dere-
chos especiales.

Efectivamente, dentro de la tradición jurídica colom-
biana ha quedado una y otra vez establecido que la Co-
munidad Indígena o la vida en Comunidad es una con-
dición sine qua non para garantizar la diversidad étnica 
y cultural del país, y, por lo mismo, es objeto de una 
especial protección jurídica toda vez que para la plena 
garantía de los derechos especiales (específicamente los 
derechos colectivos) reservados para los pueblos in-
dígenas deviene como un sujeto colectivo, dotado de 
identidad sustantiva, tanto como, guardadas las dife-
rencias, la tiene la persona individualmente vista. Sin 
embargo por razones que explicaremos más adelante, 
la noción institucionalizada de Comunidad adolece de 
una serie de restricciones que no permiten dar cuenta 
ni de la diversidad de formas societales que tienen los 
pueblos indígenas, ni de fenómenos tan contemporá-
neos (o no tan contemporáneos) como la permanencia 
de indígenas en ciudad. 

Como ya se ha anotado, el indígena ha sido asimilado 
a la vida rural, inmerso en un complejo de relaciones 
pre-modernas, simples o directas, y vinculado a la tierra 
mediante sistemas primarios de producción y formas 
culturales de apropiación de la misma. 

Su representación en la legislación nacional ha sido to-
mada de modelos de vida propios de la región de los 
Andes imperantes en la época colonial, en virtud a los 
cuales se impusieron como rasgos definitorios institu-
cional y socialmente aceptados de ser indígena, tales 
como la disciplina colectiva, formas centralizadas de 
autoridad, el consensus cultural, la vida en encierro, el 
sedentarismo y ciertos estilos regulares de asentamiento 
espacial, entre otros; negándose con ello la diferencia 
y, lo que quizá es más significativo, imponiéndose un 
rasero al amparo del cual se ha intentado administrar la 
misma (o sea la diferencia étnica y cultural).

La noción de comunidad indígena responde precisa-
mente a tal imaginario, y ha sido institucionalizada a 
tal punto que dentro de las premisas básicas de las po-
líticas de reconocimiento y de garantía de los derechos 
diferenciales de los pueblos indígenas se han adoptado 
como positivas las siguientes premisas:

i. Qué la vida en común o colectiva es virtualmen-
te la única condición para que una cultura tradi-
cional persista.

ii. Qué un sujeto individualmente visto tiende a per-
der la identidad étnica y los elementos sustantivos 
de su personalidad que tal pertenencia ético-cultural 
les aporta, cuando pierde su vínculo con el colectivo.

iii. Qué la comunidad no es la sumatoria de las partes 
ni éstas son una prolongación mecánica del todo, sino 
una suerte de ente dotado de identidad propia gracias 
a la interacción sistémica y complejo de sus miembros.

La antropología contemporánea ha demostrado que la 
diversidad étnica del país no se acomoda a todos estos 
supuestos, como también que la vida en ciudad de los 
indígenas es un hecho que exige otras formas de aproxi-
mación. Detengámonos en esto último. 

Sin adoptar aun una definición sobre qué es lo urba-
no y ni precisar a partir de qué indicadores es posible 
hablar de cabeceras municipales urbanas, existe relativo 
consenso en cuanto a que vivir en ciudad comporta un 
ethos distinto y, más bien, opuesto a lo que se requiere 
para la persistencia de comunidades tradicionales. De 
suyo muchos teóricos de la modernidad han adverti-
do que éstas tienden a desaparecer en la medida que se 
imponen comportamientos individualistas, vínculos y 
relaciones con arreglo a intereses, secularización de la 
vida en general, propios de la urbanización (Lipovetsky, 
2000), (Bauman, 2003). También ha habido quienes des-
de una concepción teleológica de la historia han dicho 
que el estadio superior o cuando menos inevitable del 
cambio social es la Sociedad, en la que por definición las 
formas tradicionales de relacionarse desaparecen.

En medio de todo esto la situación de un importante 
porcentaje de la población indígena parece estar con-
denada a una suerte de vacío jurídico e institucional, 
porque se presume que en contextos urbanos no es ni 
sociológica ni antropológicamente posible hablar de 
Comunidades Indígenas, cuando menos en la acepción 
clásica de Comunidad que tempranamente acuñaron las 
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ciencias sociales; lo cual tiene una serie de consecuen-
cias en términos de la garantía de sus derechos pues no 
procedería la observancia de derechos colectivos como, 
por ejemplo, el derecho a la Consulta Previa, al territo-
rio, a una jurisdicción, etc. Dicho de otra manera, no 
hay claridad de parte del Estado colombiano sobre el 
estatus jurídico de los indígenas urbanos, ni si las ca-
tegorías convencionales de aproximación y tratamiento 
hasta ahora utilizadas son suficientes para dar cuenta de 
su especial situación.

De continuar aferrados a ciertos atavismos conceptua-
les de arraigo colonial, el esfuerzo sería o bien negar de 
facto la configuración de sujetos colectivos indígenas 
urbanos por considerarlos radicalmente opuestos a la 
dinámica citadina, o bien extrapolar el concepto de Co-
munidad hasta dar cuenta de ciertas configuraciones 
societales dadas bajo este contexto. De intentarse una 
recategorización de esta realidad, habría que preguntar-
se bajo qué nuevas dinámicas relacionales los indíge-
nas urbanos recrean su identidad y cultura y cómo tales 
pueden ser objeto de una protección jurídica similar al 
que reciben las comunidades tradicionales.      

3.2. La noción institucionalizada de 
comunidad indígena

Como vimos el Estado colombiano ha consagrado a 
LA COMUNIDAD ÉTNICA como un sujeto colecti-
vo con valor e identidad sustantiva, titular de derechos 

(colectivos) fundamentales. Sin embargo el carácter de 
Comunidad no es en todos los casos un asunto obvio 
y, en consecuencia, se requiere dotarse de conceptos e 
instrumentos de común aceptación que permitan esta-
blecer cuándo un conglomerado humano es o no es una 
comunidad indígena. 

En general el Estado ha adoptado el siguiente concep-
to de Comunidad Indígena que, como ya vimos, no se 
puede sustraer del debate teórico sobre el tema:

“Es el grupo o conjunto de familias de ascendencia amerin-
dia, que tienen conciencia de identidad y comparten valores, 
rasgos, usos o costumbres de su cultura, así como formas de 
gobierno, gestión, control social o sistemas normativos pro-
pios que la distinguen de otras comunidades, tengan o no 
títulos de propiedad, o que puedan acreditarlos legalmente, 
o que sus resguardos fueron disueltos, divididos o declarados 
vacantes.”(Artículo 2° del Decreto 2164 de 1995)

Adicionalmente la Corte Constitucional ha hecho los 
siguientes desarrollos:

“La comunidad indígena como sujeto de derechos 
fundamentales

8. La comunidad indígena ha dejado de ser solamente una 
realidad fáctica y legal para pasar a ser “sujeto” de derechos 
fundamentales. En su caso, los intereses dignos de tutela 
constitucional y amparables bajo la forma de derechos fun-
damentales, no se reducen a los predicables de sus miembros 
individualmente considerados, sino que también logran radi-

carse en la comunidad misma que como tal aparece dotada 
de singularidad propia, la que justamente es el presupuesto del 
reconocimiento expreso que la Constitución hace a “la diversi-
dad étnica y cultural de la nación colombiana” (CP art. 1 y 7). 
La protección que la Carta extiende a la anotada diversidad 
se deriva de la aceptación de formas diferentes de vida social 
cuyas manifestaciones y permanente reproducción cultural 
son imputables a estas comunidades como sujetos colectivos 
autónomos y no como simples agregados de sus miembros que, 
precisamente, se realizan a través del grupo y asimilan como 
suya la unidad de sentido que surge de las distintas vivencias 
comunitarias. La defensa de la diversidad no puede quedar 
librada a una actitud paternalista o reducirse a ser mediada 
por conducto de los miembros de la comunidad, cuando ésta 
como tal puede verse directamente menoscabada en su esfera 
de intereses vitales y, debe, por ello, asumir con vigor su propia 
reivindicación y exhibir como detrimentos suyos los perjuicios 
o amenazas que tengan la virtualidad de extinguirla. En este 
orden de ideas, no puede en verdad hablarse de protección de 
la diversidad étnica y cultural y de su reconocimiento, si no 
se otorga, en el plano constitucional, personería sustantiva a 
las diferentes comunidades indígenas que es lo único que les 
confiere estatus para gozar de los derechos fundamentales y 
exigir, por sí mismas, su protección cada vez que ellos les sean 
conculcados (CP art. 1, 7 y 14).  “

La existencia en el país de 81 grupos étnicos que hablan 64 
lenguas diferentes y que representan una población de apro-
ximadamente 450.000 indígenas es un reflejo de la diversi-
dad étnica del país y de su inapreciable riqueza cultural1 . La 
ley 89 de 1890 ya reconocía la existencia de las comunida-
des o parcialidades indígenas al permitir su representación 
mediante los Cabildos. Actualmente, la Constitución misma 
hace mención explícita de las comunidades indígenas (CP 
arts. 10, 96, 171, 246, 329 y 330). 

El reconocimiento de la diversidad étnica y cultural en la 
Constitución supone la aceptación de la alteridad ligada a la 
aceptación de multiplicidad de formas de vida y sistemas de 
comprensión del mundo diferentes de los de la cultura occi-
dental. Algunos grupos indígenas que conservan su lengua, 
tradiciones y creencias no conciben una existencia separada 
de su comunidad. El reconocimiento exclusivo de derechos 
fundamentales al individuo, con prescindencia de concepcio-
nes diferentes como aquellas que no admiten una perspectiva 
individualista de la persona humana, es contrario a los prin-
cipios constitucionales de  democracia, pluralismo, respeto a la 
diversidad étnica y cultural y protección de la riqueza cultural.

Los derechos fundamentales de las comunidades indígenas 
no deben confundirse con los derechos colectivos de otros gru-

pos humanos. La comunidad indígena es un sujeto colectivo 
y no una simple sumatoria de sujetos individuales que com-
parten los mismos derechos o intereses difusos o colectivos 
(CP art. 88). En el primer evento es indiscutible la titularidad 
de los derechos fundamentales, mientras que en el segundo 
los afectados pueden proceder a la defensa de sus derechos o 
intereses colectivos mediante el ejercicio de las acciones popu-
lares correspondientes.

Entre otros derechos fundamentales, las comunidades indíge-
nas son titulares del derecho fundamental a la subsistencia, 
el que se deduce directamente del derecho a la vida consagra-
do en el artículo 11 de la Constitución. Subrayado fuera del 
original.(SENTENCIA No. T – 380/93. Magistrado ponente: 
Eduardo Cifuentes Muñoz)

La noción de parcialidad o comunidad indígena ha es-
tado ligada a la vida rural y a una especie de consensus 
cultural que de alguna manera informa o uniforma a 
todos los sujetos que la componen. Consensus cultural 
manifiesto en una serie de rasgos compartidos como el 
idioma, las creencias, una continuidad espacial y unas 
formas de auto representación que, justamente, dan 
cuenta de su singularidad y diferencia. Huelga decir que 
por lo menos en la Ley 89 de 1890 bajo este concepto los 
indígenas eran vistos en encierro, inmersos en unas for-
mas de organización de corte centralizado y civil, pues 
se presumía su progresiva reducción a la vida en pueblo. 

Vista de esta manera La Comunidad resulta en princi-
pio opuesta a la experiencia urbana, especialmente en lo 
relativo a la dimensión territorial y al tipo de relaciones 
directas, intensas e intersubjetivas que el concepto su-
pone. Pero también es cierto que depende del caso, pues 
una situación es la de aquellas comunidades que por 
efecto del crecimiento de la ciudad han sido absorbidas 
quedando como una especie de archipiélagos espaciales 
y culturales, y otra la de los indígenas que por diferen-
tes razones abandonan sus comunidades de origen, se 
reencuentran en las ciudades y tejen varios tipos de re-
lación y organización sociales que, por un lado, les per-
mite reconstruir o afirmar sus identidades y, por el otro, 
ganarse un espacio en contextos o hábitats radicalmente 
distintos a los rurales de donde seguramente provienen. 

Muy probablemente en esta transición se operen cam-
bios culturales y discursivos significativos. De hecho por 
el creciente volumen de los indígenas en ciudad el asunto 

1 Arango Ochoa, Raúl en “Derechos Territoriales Indígenas y Ecología en las Selvas Tropicales de América”. Fundación Gaia, Cerec, Bogotá, 1992, pág. 226.

Foto: Tatiana Ramirez Camacho.
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de fondo no puede ser si constituyen o no Comunidad, 
sino cómo garantizar sus derechos étnicos y culturales, 
evitando el falso dilema de que para otorgarles las debi-
das garantías o deben volver a sus lugares de origen o tie-
nen que adoptar un tipo de organización social que muy 
probablemente no resulte viable en dichos contextos.

3.3. Elementos para el abordaje del asunto

Ante todo definamos el objeto principal del Estado para 
luego proceder a nuevos análisis. 

Al amparo del artículo 7 de nuestra CP, el mandato 
supremo es proteger la diversidad étnica y cultural de 
los indígenas, entre otros grupos étnicos, y esto incluye 
naturalmente la protección de las diferentes circunstan-
cias a través de las cuales esta realidad es posible. Por 
lo tanto lo primero que toca esclarecer es si en contex-
tos urbanos las identidades étnicas indígenas se recrean 
haciendo parte integral de dicha diversidad, o si, por 
el contrario, son condenadas a la extinción.  Segundo, 
en caso que la respuesta sea afirmativa identificar cuá-
les serían aquellas dinámicas societales y relacionales a 
través de las cuales ésta reproducción étnico-cultural 
se da. Tercero, si tales dinámicas son o no, o bajo qué 
circunstancias asimilables al concepto clásico de Comu-
nidad; y, cuarto, cuál puede ser la protección jurídica 
que existe o se pueda dar para esas otras formas socie-
tales urbanas e indígenas no asimilables al concepto de 
comunidad. Sin embargo antes de continuar conviene 
precisar de qué contextos urbanos hablamos.

3.3.1. Las identidades étnicas en contextos urbanos

Los debates teóricos sobre la etnicidad o las identi-
dades étnicas en general se pueden clasificar en tres 
corrientes (Castillo, 2006): primordialistas, circuntan-
cialitas y contructivistas.

Los primordialistas asumen que la identidad étnica es 
una suerte de construcción natural que emerge histórica-
mente entre los sujetos a fuerza de una convivencia pro-
longada, generando vínculos casi que espirituales, con 
un fuerte contenido emocional y simbólico, que se auto-
nomiza y se sobrepone a la voluntad de las personas ha-
ciéndolos sentir parte de un colectivo que tiene la fuerza 
de inhibir impulsos egoístas y determinar aspectos sus-
tanciales de las biografías y las preferencias existenciales. 
Durkheim llamó a este fenómeno solidaridad mecánica 
y lo empleó para estudiar la incidencia del suicidio en co-
munidades tradicionales, en las que algunas infracciones 

y conflictos desataban una serie de fuerzas psicológicas 
de extrañamiento, soledad, vergüenza que en ocasiones 
actúan autónomamente llevando a las personas a preferir 
quitarse la vida que enfrentar una existencia sin la apro-
bación del grupo. Retomaba así los aportes conceptuales 
de Ferdinan Tönnies que planteó una diferenciación en-
tre comunidad y sociedad, para dar cuenta de diferentes 
formas de cohesión social y para desarrollar una filosofía 
de la historia según la cual las sociedades marchan de sis-
temas simples a sistemas complejos.

Los circunstancialistas en cambio consideran que las 
identidades étnicas son producto de las circunstancias y 
de juegos relacionales, que por lo mismo tienden a cam-
biar según sean las  exigencias y los contenidos de los 
entornos en los que se encuentren los grupos humanos. 
Bajo esquemas de oposición los grupos étnicos más que 
fijarse a dictámenes primordiales, critican los circuns-
tancialistas, hacen una reinterpretación de la historia y 
en la medida de lo posible hacen reasignaciones de for-
ma y de contenido para seguir existiendo.

Los constructivistas buscan conciliar ambas perspectivas. 
Rescatan el factor dinámico y cambiante que exigen las 

circunstancias, y lo complementan con la importancia 
simbólica que suelen adquirir en los procesos identitarios 
factores como la tierra y el idioma. Stavenhagen (1992) 
opta también por una línea intermedia entre lo que con-
sidera son tres corrientes de abordaje de lo étnico: el pri-
mordialismo, el culturalismo y el estructuralismo. Para él 
las etnias responden a necesidades primordiales, tienen 
un fundamento cultural y también son grupos de esta-
tus colocados en situaciones asimétricas en el marco de 
estructuras históricamente dadas. Sostiene que las iden-
tidades y las relaciones étnicas dependen en gran medi-
da del contexto estructural en el que se den, de manera 
que sus contenidos y dinámicas deben ser comprendidas 
como respuestas políticas y culturales a los términos que 
en particular pongan los Estados. Si los términos de la 
sociedad en general son democráticos, dice, más opor-
tunidad van a tener los procesos étnicos de canalizar sus 
intereses y recoger lealtades (étnicas).

Stanley (1989) sugiere como atributos de las identida-
des étnicas que son colectivas, producto de la autoads-
cripción o autoafirmación, son conscientes y suscepti-
bles de verbalización, que substancializan o naturalizan 
varios rasgos (como el color de la piel, el territorio, la 

Foto: Diana Jembuel (Indígena Misak).
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religión, el idioma…), y los adhiere como si se trataran 
de una posesión innata o un legado mítico o histórico. 
Menciona que en general la etnicidad está constituida 
por dos procesos que se imbrican: A. seudiferenciación 
(seudo-specation) por el que cada una se asume como 
entidades sociales diferenciadas; y B. su carácter diná-
mico, de fronteras flexibles y hasta con sentido pragmá-
tico y oportunista.

Volviendo a Stavenhagen, para él en la constitución de 
las etnias intervienen factores interno y externos pero 
en complejos de interrelación, razón por la cual en el 
marco de los Estados modernos algunos grupos rede-
finen su posición emergiendo nuevas denominaciones, 
como ya lo anotamos más arriba. También intervienen 
factores objetivos (como la cultura material, el territo-
rio, el idioma, prácticas culturales) y subjetivos (como 
el autoreconocimiento, susceptibilidades emocionales), 
y ambos pueden ser cambiantes. En unos casos pueden 
pesar más unos que otros, o incluso cambiar parcial-
mente de contenido, por lo que las etnias se pueden 
situar en un eje de mayor o menor “etnización” con ca-
tegorías como “reetnización”, “desetnización”, etcétera. 
Entonces las etnias son grupos culturales basados en 
estructuras sociales (Stavehagen, 1992).

En idéntico sentido F. Barth (1976) critica las definicio-
nes por mucho tiempo predominantes de grupo étnico 
porque se han centrado en el inventario de contenidos y 
rasgos exclusivos, presuponen el aislamiento y el no re-
lacionamiento, presumen que responden indefectible-
mente a factores ecológicos o adaptativos, y dan la idea 
que todas las etnias  están aisladas  y que cada una con-
tiene una cultura que la define. Por el contrario, siendo 
formas de organización social la mirada debe ser hacia 
los criterios de autoadscripción de cada grupo y los cri-
terios de adscripción que operan en otros grupos para 
con ellos y con los que interactúan.

Los rasgos definitorios dejan de ser los que de manera 
“objetiva” asigne un observador, sino los que los mis-
mos actores consideren significativos. Su continuidad 
depende de la conservación de un límite o de la distin-
tividad, así los contenidos varíen.

Contrastan estas perspectivas con los enfoques interio-
rizados por las administraciones coloniales y republica-
nas, que han esperado y promovido que las identidades 
étnicas se encuentren fijas en contenidos culturales, his-
tóricos, narrativos y territoriales exclusivas y evidentes 
para cada grupo, negando y hasta pretendiendo quitar 

las características difusas, variables y transculturales 
que pese a todo conservan (Gentilli, 2012).

Sin embargo las reglas de juego de los Estados moder-
nos vistas de esta manera han tenido sus efectos, como 
lo hemos anotado con la transformación de los sistemas 
político-organizativos tradicionales, producto al final 
de cuentas de la necesidad de tener un nombre con el 
que existir ante las instituciones. 

Desde las perspectiva circunstancialistas y constructi-
vistas no habría razones para descartar la existencia de 
identidades étnicas en contextos urbanos e industriales.

Contrario a lo que durante mucho tiempo se creyó, las 
identidades étnicas indígenas en tanto construcciones 
sociales colectivas, encuentran formas de reproducción 
en contextos urbanos aún bajo condiciones de exclusión 
y subalternidad, como lo vienen demostrado distintos 
estudios sobre el tema en Latinoamérica. 

En Colombia no hay suficientes estudios que permitan 
saber cómo se comportan las identidades indígenas en 
ciudad, aunque ciertamente podemos citar una serie de 
hechos y rasgos que resultan especialmente significati-
vos para el trabajo propuesto. Veamos:

• La creciente conformación de cabildos urbanos en 
ciudades que a su manera reclaman reconocimiento 
y, sobre todo, tramitan las demandas de agremiación 
y afirmación étnica de una población indígena que 
migra a la ciudad o, por el contrario, las ciudad les 
ha llegado hasta hacerlos habitantes urbanos. Hasta 
la fecha el Ministerio del Interior ha pre-identificado 
más de 170 cabildos urbanos.

• La colonización por parte de los indígenas o la 
asignación por parte de otros sectores de una serie 
de espacios y roles en función, por ejemplo, de sus 
saberes y labores como servicio doméstico, la pro-
moción de sus prácticas tradicionales etno-botáni-
cas y mágicas y su adopción por parte de determi-
nados sectores citadinos, determinadas actividades 
económicas como la venta de artesanías y de mer-
cancía en general, etc.

• El posicionamiento político de los indígenas bien 
sea por su aporte electoral, un cierto imaginario co-
lectivo que les asigna una connotación idealizada de 
reencuentro con lo propio o de renovación de prác-
ticas viciadas y sospechosas, o todo a la vez.
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• La apertura de espacios institucionales por parte de 
administraciones locales y regionales, que frecuen-
temente se traducen en políticas y programas de in-
clusión, reconocimiento y atención diferencial.

• El traslado y posterior asentamiento de un grueso 
número de estudiantes universitarios indígenas, que 
además de conquistar espacios en las respectivas ins-
tituciones educativas, se proyectan a la ciudad bien 
sea como activistas políticos de sus propias causas, o 
como gestores de ideas que convocan a otros secto-
res sociales.

• El posicionamiento de cierta oferta de la industria 
cultural, que hace de lo étnico una fuente permanen-
te de producción artística.

Lo cierto es que lo indígena es también un hecho urba-
no y que al amparo de todos estos fenómenos inaugu-
ran complejos relacionales a través de los cuales recrean 
vínculos, construyen diferencias, conquistan espacios 
como ya dijimos, y al final de cuentas reclaman una ciu-
dadanía centrada en la diferencia.

Para comprender este fenómeno proponemos hacer 
una tipología de las causas y motivaciones por las cua-
les los indígenas se encuentran en las ciudades y, luego, 
describir las diferentes formas societales que adoptan 
para recrear la diferencia étnica.

En términos generales se pueden identificar cuatro ti-

pos de causas que explican la existencia de indígenas en 
nuestras ciudades:

• Por el traslado del campo-ciudad, bien sea por razo-
nes económicas, por el desplazamiento forzado o por 
el aprovechamiento temporal de oportunidades que no 
encuentran en sus territorios de origen, como el estu-
dio o el desempeño de cargos que ofrece el Estado, el 
sector privado y sus propias organizaciones étnicas.

• Por la Migración internacional, particularmente de 
aquellos indígenas comerciantes que pasan las fronte-
ras internacionales para comercializar sus productos y 
en ese ir y venir se han establecido en varias ciudades, 
se organizan como cabildos, se nacionalizan (especial-
mente las nuevas generaciones) y reclaman derechos de 
reconocimiento, participación, inclusión, entre otros.

•  Porque siendo pre-existentes a las ciudades, han 
terminado inevitablemente absorbidos en virtud al 
crecimiento urbano, es decir, porque la ciudad de al-
guna manera les ha llegado y no pueden escapar de 
su dinámica.

•  Por la emergencia o adopción de identidades étni-
cas por parte de sectores populares, que advierten en 
ello una oportunidad de acceso a derechos y opor-
tunidades que suelen ser más onerosos para otros 
sectores de la sociedad. Ni llegaron a la ciudad ni la 
ciudad le llegó, sino que emergieron al amparo del 
influjo de algunos líderes propiamente indígenas. 

En todo caso las formas societales que adopta esta po-
blación para afirmar y recrear su identidad étnica muy 
probablemente están asociadas a la manera como asi-
milan las causas por las cuales se han hecho citadinos. 
Es así como esquemáticamente podemos identificar los 
siguientes tipos de configuraciones:

A. Asociaciones de carácter económico-productivo 
conformado en buena parte por sujetos con iden-
tidad étnica indígena, tales como grupos artísticos, 
de artesanos y comerciantes. No necesariamente sus 
integrantes son de una misma etnia y el elemento 
movilizador es de carácter económico.

B. Cabildos urbanos de una sola etnia y con una ads-
cripción y membrecía definidas, usualmente confor-
mados por familias provenientes de un mismo pue-
blo, pero de distintos orígenes geográficos. Operan 
no por relaciones de vecindad sino por una rutina 
de encuentros, sensaciones y experiencias de solida-
ridad, intercambios sociales y culturales, agregación 
y gestión de necesidades compartidas. Tal tipo de 
organización deviene como una mixtura de autori-
dad indígena con poder relativo de reglar conductas 
y relaciones, y de asociación con arreglo a fines que 
de suyo compromete su legitimidad por el poder de 
gestionar oportunidades a sus asociados. 

C. Cabildos y organizaciones estudiantiles, normal-
mente de composición multiétnica y con un accio-
nar cercano a lo gremial, en la medida que suelen 

tramitar demandas de trato diferencial pero ligadas 
a su condición temporal de estudiantes.

D. Redes extensas y solidarias de unidades de paren-
tesco, conformadas por familias de una misma etnia 
pero sobre todo cohesionadas por vínculos cercanos 
o lejanos de consanguinidad y/o afinidad.

E. Comunidades indígenas propiamente dichas, pero 
desarraigadas total o parcialmente que se mueven 
en la ciudad de manera relativamente dispersa pero 
evocando y recreando los vínculos de solidaridad y 
pertenencia que han tenido en sus lugares de origen.

F. Redes sociales relativamente informales, cohe-
sionadas por sensaciones compartidas de agravio y 
victimización, además de un origen étnico o terri-
torial compartido.

G. Comunidades indígenas con tradición de autori-
dad y continuidades históricas, previas a la ciudad y 
ubicadas en área periurbana o directamente absor-
bidas por el fenómeno urbano y, no obstante, alter-
nando como tal con otros sectores sociales y con la 
misma institucionalidad.

Aunque el inventario no es exhaustivo nos permite de-
fender la idea que todo este complejo relacional custodia 
y actualiza las identidades étnicas de una manera que 
probablemente difiere de la que el Estado y los funcio-
narios se han imaginado, justamente en contextos que 

Foto: Comunica ONIC.
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pueden resultar adversos, y por lo mismo la cuestión 
que nos corresponde resolver es cuál es el conjunto de 
garantías jurídicas y políticas que se deben desarrollar 
para que esta vertiente de riqueza cultural sea protegido 
al amparo del mandato constitucional de proteger la di-
versidad étnica y cultural del país. 

A nuestra manera de ver esto requiere ante todo una apro-
ximación antropológica al indígena urbano, con el propó-
sito de relativizar la manera como históricamente ha sido 
representado, para posteriormente establecer la carta de 
derechos que deben aplicar para las diferentes situaciones.

3.3.2. El indígena urbano: 
aproximación sociológica.

Contrario a lo que la antropología clásica ha sostenido, 
la conciencia étnica no solo es un constructo colectivo 
sino también un elemento subjetivo y biográfico, que en 
contextos urbanos puede afirmarse bien sea bajo relacio-
nes comunitarias, o bajo relaciones asociativas, o bajo un 
conjunto de prácticas con grados mínimos de racionali-
zación política por parte de quienes las realizan. 

Veámoslo de otra manera: una persona indígena indivi-
dualmente vista porta una conciencia étnica que estruc-
tura rasgos importantes de su personalidad y situación 

existencial. Bajo un contexto relacional favorable dicha 
conciencia étnica no solo se refuerza sino que contri-
buye a fortalecer vínculos sociales diferenciadores; pero 
bajo un contexto desfavorable puede refugiarse en unos 
expedientes muy íntimos de la vida, al punto que con el 
paso de una generación a otra puede desaparecer, como 
en efecto ha pasado en muchos casos.

Un contexto relacional favorable para la reproducción de 
tal conciencia étnica puede ser de tres tipos: de carácter 
asociativo, de carácter comunitario, y redes informales de 
apoyo e intercambio. Desde un punto de vista weberiano 
(Max Weber) el primero implica una agregación de inte-
reses individuales, a través del cual los asociados mediante 
mecanismos electivos y deliberativos deciden pertenecer 
bajo determinadas condiciones y gratificaciones, como 
también dejar de hacerlo si tales condiciones se dejan de 
cumplir. El segundo, en cambio, implica lo que tradicio-
nalmente se ha asumido como una comunidad, es decir, 
consensus básico y preeminencia de lo colectivo sobre lo 
individual. El tercero tiene menos elaboración organiza-
cional y discursiva y, sin embargo, resulta en muchos casos 
clave para recrear relaciones solidarias y diferentes prácti-
cas étnicas de corte mágico, productivo, lúdico.  

De hecho proponemos clasificar las diferentes configu-
raciones societales de la siguiente

ASOCIATIVA • Asociaciones de carácter económico-productivo.
• Cabildos urbanos
• Cabildos y organizaciones estudiantiles, 

COMUNITARIA • Comunidades indígenas propiamente dichas, 
REDES SOCIALES • Redes extensas y solidarias de unidades de parentesco, 

• Redes sociales relativamente informales

Bajo el imperativo de proteger la diversidad étnica y cultural lo políticamente consecuente es la generación de 
una serie de oportunidades y de políticas para que uno u otro tipo de contexto relacional se dé, y para tal efecto 
proponemos de manera preliminar abordar los derechos en cuatro niveles: un nivel subjetivo, un nivel asociativo, 
un nivel comunitario y un nivel de redes sociales; y para cada uno abordar los derechos básicos que el Estado debe 
garantizar a fin de generar acciones político-administrativas coherentes y favorables.

NIVEL DERECHOS BÁSICOS
SUBJETIVO • Derecho a la autoidentificación étnica

• Derecho a asociarse con otros para construir, defender o profundizar socialmente la diferencia, como 
también para gestionar sus intereses ligados a la identidad étnica
• Derecho a pertenecer a una comunidad étnica, salvo que su comunidad le aplique el extrañamiento.
• Derecho al reconocimiento y a la no discriminación

ASOCIATIVA • Derecho a una personería jurídica
• Derecho a la participación diferencial
• Derecho a acciones políticas afirmativas

COMUNITARIA • Todos los derechos colectivos fundamentales, incluidos los derechos de autonomía 
REDES SOCIALES • Derecho a determinadas libertades, como a la libertad de cultos, a la congregación, a la tranquilidad 

y al respeto, etc.  

3.3.3. La acción del Estado frente a las diferentes configuraciones societales 
de los indígenas en ciudad.

De acuerdo a lo que venimos diciendo, todas las configuraciones sociales que los indígenas urbanos adoptan o 
crean para defender y afirmar su identidad, deberían ser objeto de una especial protección jurídica y/o política por 
parte del Estado, aunque de una manera que sea consecuente con su naturaleza. 

Para el caso específico de los tipos relacionales denominados en este documento como Redes y  Asociaciones, con-
sideramos que no se les pueda tratar como comunidades y que, no obstante, todos deben ser objeto de diferentes 
medidas políticas, jurídicas y administrativas orientadas a garantizar:

• El reconocimiento social y político
• La inclusión social
• La participación y la concertación
• Acciones afirmativas
• El trato diferencial.

Para las comunidades indígenas propiamente dichas, la situación es claramente distinta porque de suyo compor-
tan una dimensión territorial, una jurisdicción de mando, una unidad de cuerpo y los demás características que 
antes mencionamos.

Más exactamente queremos decir que la protección jurídica de los diferentes tipos societales urbanos no significa re-
conocerlas ni tratarlas como Comunidad con toda la carta de derechos colectivos que implica dicho reconocimiento 
y estatus, en parte porque tales provisiones están hechas para las comunidades tradicionales, pero también porque 
hacerlo comporta una dimensión conflictiva al someter intereses colectivos de la sociedad a la consideración de un 
sector que en todo caso es minoritario. Adicionalmente significaría continuar con los atavismos al intentar acomodar 
bajo dicho concepto configuraciones societales que requieren ser reconocidas y tratadas como lo que son.

De otro lado el dilema de si son o no comunidades indígenas no resulta ni pertinente ni responsable para proceder 
con las obligaciones y responsabilidades que las autoridades locales, distritales, regionales y nacionales tienen para 
con la población y con los grupos indígenas, especialmente con los indígenas urbanos. 
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4. LA REALIDAD SOCIAL,
CULTURAL Y ECONÓMICA
DE LOS INDÍGENAS 
EN CIUDAD

Más allá de los supuestos de los derechos indígenas y la 
no previsión de la realidad urbana en los instrumentos 
jurídicos, conviene mirar la realidad social y económica 
de los grupos indígenas en ciudad.

Producto de una serie de reuniones y entrevistas hechas 
a líderes y miembros de más de 50 cabildos indígenas 
urbanos, se han establecido varios hechos que muestran 
la diversidad situaciones y de retos a atender.

4.1.La representación social 
del indígena en ciudad

Existe la idea generalizada que la presencia de los in-
dígenas en las ciudades es una anomalía, un no deber 
ser, o en su defecto una situación temporal o transi-
toria dado que según se presume aun por la misma 
dirigencia étnica su vocación es estar precisamente 
en zonas rurales, más exactamente en sus territorios, 
donde pueden recrear bajo condiciones de relativo 
aislamiento su identidad, sus formas de gobierno, sus 
maneras de organización social y otros derechos de 
Autonomía. 

4.2. Indígenas en contextos con 
diferentes grados de urbanización

Es prudente diferenciar el fenómeno de los indígenas en 
cabecera municipal y centro urbano según sea el grado 
de urbanización de dichos contextos, pues los retos y las 
implicaciones son distintos si se trata, por ejemplo, de 
una cabecera de 20 mil habitantes, o una ciudad de 2, 3 
o 7 millones de habitantes.

En los del primer tipo la relación campo-ciudad es flui-
da y estrecha y la presencia de los indígenas suele estar 
vinculada sus territorios de origen, bajo uno modelos 
mixtos eficientes.

En los del segundo tipo la situación es más compleja, y 
para ello es que conviene hacer las mayores previsiones.

4.3. Las causas de estar en ciudad

Desde el punto de vista de las causas y motivaciones por 
las cuales los indígenas están en ciudad y en cabeceras 
municipales en general, existe una diversidad de situa-
ciones que ameritan una caracterización más detallada. 

Los que están de manera temporal o transitoria es por 
factores asociados al desplazamiento forzado, el de-
sarrollo de actividades comerciales y la búsqueda de 
oportunidades económicas, el acceso a bienes y servi-
cios  que en sus territorios de origen son escasos o nulos 
(como la educación superior y la salud), la realización 
de trámites de distinta índole, la evasión de conflictos y 
sanciones internas; visita de familiares y amigos.

Los que se encuentran de forma permanente es por 
factores asociados a la expansión urbana, que progre-
sivamente ha terminado por absolver territorios y co-
munidades indígenas pre-existentes; la liquidación de 
varios resguardos en la época republicana y la progre-
siva asimilación de los indígenas a la vida nacional; la 
migración campo-ciudad que se presentó en el país en 
la primera mitad del siglo XX, y de la que no escapa-
ron varios pueblos indígenas; la violencia partidista de 
la segunda mitad del siglo XX y el desplazamiento po-
blacional que significó para vastos sectores rurales; la 
búsqueda de alternativas económicas en respuesta a las 
condiciones de estrechez espacial en los territorios de 
origen; el nacimiento de generaciones indígenas en ciu-
dad, que por razones obvias hicieron de las ciudades el 
principal escenario de sus planes de vida; y finalmente 
una cierta perpetuación de la condición de desplaza-
miento forzado debido a la falta de oportunidades y de 
garantías para retornar a sus territorios y hábitats, con el 
consecuente cambio cultural que esto plantea especial-
mente para pueblos tradicionales.

No siempre resulta fácil diferenciar la permanencia 
temporal de la permanencia permanente, entre otras 
razones porque muchas personas llegaron a las ciuda-
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des asumiendo que era una situación provisional, pero 
las circunstancias terminaron por llevarlos a quedarse 
definitivamente, así como hay otras que llevando déca-
das conservan la expectativa de retornar a sus comu-
nidades, a la vez que muchos van y vienen según sean 
sus necesidades y oportunidades al punto que estar en 
ciudad para algunos pueblos ha sido incorporado den-
tro de sus formas tradicionales de movilidad espacial. 

Puesto en una línea de temporalidad podemos hablar 
de la siguiente tipología:

• Los que nunca llegaron a las ciudades, sino que la 
ciudad les llegó y entraron a hacer parte de sus diná-
micas, cediendo  territorial y culturalmente a poder 
dispersor de las mismas.

• Los que  llegaron tempranamente a las ciudades, an-
tes de que fueran el fenómeno urbano que hoy son, y 
también entraron a hacer parte de sus procesos.

• Los que han venido llegando desde la década de los 
80, a ciudades ya claramente configuradas, producto 

del recrudecimiento del conflicto armado colombia-
no. Usualmente padecen de altos niveles de victimiza-
ción y aun no terminan por asimilar la vida en ciudad.

• Los que nacieron en ciudad y proyectan su vida en 
la misma.

Desde el punto de vista existencial hay grupos indígenas 
que ya asimilaron la vida en ciudad, conocen sus códi-
gos y ritmos, y aun desde la marginalidad se adaptaron 
y se mueven con relativa facilidad; pero también hay 
otros que no terminan por asimilar esta experiencia y 
padecen los traumas de la ruptura y la incertidumbre.

4.4. La organización social y política
de los indígenas en ciudad.

La tendencia observada es que los indígenas en ciudad se 
vienen organizando en torno a la figura de CABILDO, aun 
aquellos pueblos para los que no corresponde a su organi-
zación tradicional; sin embargo también conviene señalar 
que un segmento importante de personas y familias indí-
genas no se encuentran adscritas localmente a organiza-

ción étnica alguna, por razones culturales, numéricas o de 
otro tipo. En Cali por ejemplo, una indagación preliminar 
de le Secretaría Municipal de Salud dio cuenta de personas 
de etnias como Achagua, Cubeo, Ahuako, Siona Waunan, 
Wayúu, Yaruro, Totoró, Embera Chamí y Embera Katío, 
etcétera. Algo similar debe suceder en otras ciudades.

En el caso particular de los cabildos urbanos, el Minis-
terio del Interior ha pre-identificado a alrededor de 170 
organizaciones de este tipo a lo largo y ancho del país. 
Dentro de este universo se han identificado los siguien-
tes hechos relevantes:

• Cabildos con más de 30 años de existencia, aunque 
una proporción importante, quizá la mayoría, lleva 
entre 10 y 20 años de constitución. Un número rela-
tivamente menor lleva menos de 5 años. Es decir que 
no son un hecho sobreviniente, sino una realidad de 
lenta y progresiva maduración.

• Por regla general la composición de  estas organiza-
ciones es monoétnica, es decir que se declaran perte-
necer a una sola etnia. Quizá el caso que se constituye 
en una gran excepción es el cabildo CHIBCARIWAK 
de Medellín, que además de tener más de 30 años de 
existencia es de composición multicultural.

• Pese a la tendencia predominante a que los cabil-
dos se declaren de una sola etnia en particular, la 
realidad muestra que en ciudades grandes la com-
posición se hace heterogénea, por fenómenos como 
los vínculos matrimoniales que terminan dándole 
cabida a no indígenas a los listados indígenas, bajo 
las condiciones que cada cabildo establece. También 
es relativamente común la inclusión de personas 
pertenecientes a otras etnias que localmente no es-
tán organizadas dada el bajo número de sujetos au-
toidentificados. En cambio en ciudades y cabeceras 
más pequeñas, dependiendo de las características de 
cada pueblo, la pauta es adscribir solo a personas que 
clara e inequívocamente son de la misma etnia.

• El tamaño de las personas y familias adscritas a los 
cabildos es variable. Mientras que existen cabildos 
de más de 2 mil personas, otros están entre 30 y 60 
personas. No se dispone aún datos que permitan ha-
cer una hipótesis al respecto, ni un promedio.

• Si bien es tendencia general que por localidad o 
municipio solo haya un cabildo por etnia, en regio-

nes como la Costa Caribe se presenta más de un 
cabildo de la misma etnia en un mismo contexto. 
Este fenómeno es particularmente notorio en los 
Zenú y Pijao.

• Algunas etnias predominan a la hora de clasificar 
a los cabildos urbanos del país por este rasgo. En 
particular sobresale la Inga, los Zenú, los Pijao, los 
Yanacona, los Nasa y los Quichua como los pueblos 
con más número de este tipo de organizaciones. 
Contrasta este hecho con la forma como algunos 
pueblos indígenas teniendo un importante de po-
blación urbana, no tienen cabildos urbanos, como 
los Arhuako y los Wayúu. 

• También es una costumbre generalizada la pose-
sión periódica ante la respectiva alcaldía municipal, 
como una forma de obtener un poco de estatus y vi-
sibilidad ante la respectiva administración. Para tal 
efecto acostumbran cumplir con las formalidades 
previstas por la Ley 89 de 1890.

• La pertenencia, aval y respaldo de los territorios 
y autoridades mayores de origen, es una prácti-
ca que la mayoría de cabildos cumple por razones 
políticas y prácticas. Por razones políticas porque 
obtienen el respaldo y la inclusión en los procesos 
que como pueblo viven; y por razones prácticas 
porque con frecuencia es la manera como logran 
solventar algunos requerimientos como la certi-
ficación de pertenencia étnica por una autoridad 
indígena debidamente registrada, intercambios 
económicos, etcétera.

• Social, económica y políticamente los cabildos 
urbanos y sus miembros sostienen relaciones de 
solidaridad e intercambio con sus territorios y 
comunidades de origen, de una notable impor-
tancia práctica.

• La pretensión de ejercer autoridad y jurisdicción 
de mando sobre los afiliados de la manera acostum-
brada, suele entrar en tensión con el tamaño de la 
población, la dispersión poblacional y las tareas de 
representación y gestión. En varios casos logran 
ejercer auténtico control sobre las conductas de los 
afiliados, llegando incluso a sanciones por conduc-
tas no deseadas, y en otros casos los cabildos tienen 
menos poder regulador y su legitimidad emana de 
su capacidad de gestión.  



30 31

PO
LITICAS DE REC

O
NO

M
IENTO

: C
a
b
il
d
o
s
 In

d
ig

e
n
a
s en Contexto de C

iudad

4.5.	 Las condiciones de vida de
los indígenas en ciudad

A la luz de indicadores convencionales de calidad de 
vida, en especial los asociados al acceso a bienes y servi-
cios universales, los indígenas en ciudad podrían tener 
una mejoría relativa respecto a la población que está en 
sus territorios de origen. De hecho el manejo de habili-
dades interculturales, que habitualmente dan estatus en 
las comunidades indígenas, es claramente una ventaja 
comparativa estando en ciudad. 

No obstante si se tienen en cuenta las nociones propias 
de Vida Buena, el cambio que supone estar fuera de sus 
territorios comunidades de origen para la mayoría su-
pone un deterioro lamentado por todos, más aun por 
quienes llegaron recientemente a las ciudades por cau-
sas ajenas a su voluntad.

En las entrevistas hechas se pudo establecer que la dis-
criminación social manifiesta en diferentes prácticas 
sociales, la precariedad del empleo y falta de vivienda, 
junto con la precariedad del hábitat configuran un fe-
nómeno de pobreza del que pocos indígenas en ciudad 
pueden escapar. 

Es generalizada por ejemplo, su ubicación residencial y 
espacial en los sectores más inseguros y marginales de 
las ciudades, coexistiendo con entornos altamente ad-
versos signados por zona de alto riesgo natural,  infor-
malidad habitacional, accionar de grupos delincuencia-
les, carencia de servicios residenciales básicos, etcétera.

Las ocupaciones de las que ordinariamente obtienen in-
gresos suelen estar afectadas por la informalidad laboral 
y la baja calificación técnica, ubicándolos en los niveles 
más subalternos de las relaciones sociales. Hablamos de 
oficios como las ventas ambulantes, el servicio domésti-
co, la vigilancia de esquina, el jornaleo ocasional.

No obstante algunas familias han obtenido cierto ascen-
so social, particularmente de los migrantes y desplaza-
dos de mediados del siglo pasado, que gracias a la edu-
cación formal y cierta estabilidad laboral de los padres 
han podido lograr mejores condiciones de vida. 

De otro lado la mayoría refiere un acceso a la oferta uni-
versal de educación básica y media y de salud, en este 
último caso bien como población pobre con Sisben, o 
como población indígena en virtud a los autocensos y a 

las políticas de reconocimiento de las entidades públi-
cas de salud. En ambos tipos de servicios la dificultad 
anotada es la ausencia de enfoques y planes diferencia-
dos, que justamente garantice un tratamiento acorde a 
la diferencia étnica.

En este acápite es necesario señalar que pese a las con-
diciones extremas de pobreza que afronta la población 
indígena en ciudad, la conciencia de identidad y sus 
dotaciones culturales hacen una diferencia importan-
te para asumir su realidad material e incluso superarla, 
haciéndola menos vil. 

4.6. La construcción, recreación y 
afirmación de la identidad 
étnica indígena

Sin excepción la interculturalidad intensa es una reali-
dad que informa los procesos étnico-indígenas en con-
textos urbanos. Son variados los mecanismos con los 
cuales los indígenas en ciudad afirman y recrean sus 
identidades. Algunos son eficientes y otros, por el con-
trario, afrontan grandes retos. Entre los primeros están:

• Las relaciones de intercambio material, cultural y 
social con sus comunidades y territorios de origen

• La adscripción política a procesos de sus organiza-
ciones y autoridades de origen.

• La generación de distintas modalidades de en-
cuentro y reencuentro, y de formas de organización 
política que evocan a las figuras tradicionales o las 
que más prevé la legislación colombiana, como es 
la de cabildo.

• El desarrollo de prácticas culturales de corte re-
ligioso o espiritual mediante agentes especiales en 
torno a los cuales se convocan, usualmente venidos 
de sus territorios de origen

• La exaltación de ámbitos subjetivos y familiares 
en los que pese al entorno la conciencia de identi-
dad se expresa.

•	 La construcción y/o apropiación de algunas 
formas de espacialidad, que aunque dispersa son 
ámbitos en los que los grupos indígenas se encuen-
tran y recrean sus identidades.
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• La búsqueda de diferentes formas de acceso a la tierra 
(rural), como estrategia para desarrollar modelos mix-
tos (urbano-rurales) de organización socioeconómica.

• La promoción e implementación de proyectos de 
revitalización étnica y cultural, incluso con apoyo 
institucional, como escuelas indígenas. 

• La adopción de diferentes estrategias de visibiliza-
ción en las ciudades, como acuerdos políticos con 
gobernantes, ejecución de proyectos y actividades 
culturales de trascendencia para la ciudad, etc.

Los que por el contrario acusan una situación crítica son:

• La conservación y reproducción de los idiomas na-
tivos, que en ausencia de un entorno social favorable 
se repliegan en el mejor de los casos a la intimidad 
de sus casas. Lo cierto es que entre una generación a 
otra es un patrimonio que tiende a perderse.

• Las relaciones de parentesco, que claramente se ven 
trastocadas por las relaciones multiculturales que en 
ciudad afrontan y que de una u otra manera afectan 
las maneras acostumbradas de los vínculos matri-
moniales y otras formas de relacionamiento.

4.7. Las relaciones y los 
vínculos sociales

Claramente las relaciones sociales que los indígenas en 
ciudad están afectadas por la dispersión residencial y 
la movilidad espacial, de modo que en muchos casos a 
pesar de pertenecer a una misma etnia son de orígenes 
territoriales y comunitarios distintos. 

Estos factores hacen que las relaciones que establecen no 
sean del tipo de las que se verifican en sus comunidades 
de origen, donde por el contrario suelen estar menos ex-
puestas a los influjos de la multiculturalidad y cotidiana-
mente los contactos son directos y permanentes.

Varias son pues las características de las relaciones so-
ciales que se constatan en contexto urbano:

• Relaciones mediadas por acuerdos que se renue-
van periódicamente

• Encuentros periódicos e igualmente pactados

• Base social dispersa con oportunidades menos in-
tensas de interacción cotidiana.

Dicho de otra manera, son configuraciones sociales 
cualitativamente distintas a las que se presentan en las 
comunidades tradicionales.

4.8. Los intercambios con los 
territorios y las comunidades de origen

Las relaciones con las comunidades y territorios de 
origen son una realidad que trasciende lo familiar en 
muchos casos y alcanza niveles importantes de efica-
cia económica, cultural y política, en especial para la 
preservación de las identidades indígenas en contex-
tos urbanos.

Ordinariamente se participa en eventos culturales 
de los territorios de origen, recibe temporalmente 
a familiares y paisanos, se hacen envío de artículos 
tradicionales y modernos no disponibles en los res-
pectivos contextos.

El aval de las autoridades de origen es una práctica 
que tiende a generalizarse, particularmente en aque-
llos pueblos indígenas que tienen larga tradición orga-
nizativa bajo la figura del cabildo, como son los Inga, 
los Kofán, los Yanacona, los Zenú, los Nasa, los Misak 
y los Pasto. 

Todos los indígenas entrevistados exaltaron este fenóme-
no, y ciertamente es algo que debe ser incorporado den-
tro de las políticas globales para los pueblos indígenas.
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5. A MANERA DE 
CONCLUSIÓN
Ni en los tratados y declaraciones internacionales, ni en 
la legislación nacional existe acepción alguna para los 
indígenas en razón al contexto en el que se encuentren, 
sin embargo en Colombia ha hecho carrera la noción 
de indígena urbano como si se tratara de un estatus que 
por la supuesta pérdida de identidad y pocas probabili-
dades socioculturales de establecer y vivir en comuni-
dad, requiriera de una tratamiento cargado de reservas 

y de sospechas, aun por parte de las mismas organiza-
ciones étnicas y grupos de origen.

No obstante las evidencias disponibles señalan que su 
presencia en las ciudades y cabeceras municipales no 
es necesariamente una anomalía o ni un hecho tran-
sitorio. La tendencia es que el número de indígenas 
en estos entornos se viene incrementando, y que a 

su manera también contribuyen a la construcción y 
vivencia del fenómeno urbano en prácticamente toda 
América Latina.

Normalmente esta realidad es abordada desde la pers-
pectiva de las migraciones y de la pobreza, es decir, como 
un hecho a superar, y pocas veces es problematizada des-
de la perspectiva identitaria y cultural, por lo tanto como 
un rasgo incluso estructural del pluralismo citadino.

En Colombia bajo la sombra de la indiferencia estatal 
y del movimiento nacional indígena, los indígenas se 
las vienen arreglando desde hace un buen tiempo para 
construir, recrear y afirmar sus identidades, y el paso 
más significativo de esta determinación viene siendo 
la conformación de cabildos urbanos que aunque casi 
nunca obtienen el reconocimiento administrativo por 
parte del gobierno, operan como estrategia para agregar 
intereses, invocar derechos, ganar visibilidad política y 
gestionar sus necesidades.

Prueba de ello es la consagración en los acuerdos deri-
vados de la Consulta del Plan Nacional de Desarrollo 
2010-2014 de una obligación del gobierno tendiente 
a la adopción de un protocolo para el eventual regis-
tro de estos cabildos. Desde el año 2012 se inició un 
proceso tendiente a cumplir esta tarea, y nos consta 
que se logró activar una movilización social altamen-
te dialogante y participativa con un buen número de 
cabildos urbanos del país, que finalmente condujo a la 
concertación directamente con los dolientes de un do-
cumento (el protocolo) en el que se lograron plasmar 
todos los aportes que las partes hicieron a la vez que 
se daba cuenta de los temores y reservas que existen 
al respecto, entre ellas la promoción del abandono de 
los territorios de origen, la creación o legitimación de 
formas de autoridad étnica desprovistas de control por 
parte de sus autoridades de origen, y la invocación de 
derechos colectivos como la Consulta Previa, el terri-
torio colectivo y la jurisdicción especial indígena.

Lo que se logró construir ciertamente debe dar tranqui-
lidad al respecto. No hay en sus demandas desafueros ni 
ánimo de confrontación, solo existe el reclamo de de-
rechos legítimos que de por sí deben ser garantizados 
por el Estado en tanto son indígenas, como el derecho 
al reconocimiento, a la organización, a la igualdad y a 
acciones afirmativas, entre otros más.

Su desprotección como un sector de la sociedad cla-
ramente diferenciado es notoria y preocupante. En 

este universo hay personas víctimas de las violencias, 
migrantes temporales o permanentes, grupos absor-
bidos por la expansión urbana, etcétera. Virtualmente 
todos los grupos indígenas tienen personas y familias 
en estos contextos, incluso en términos cuantitativos 
los indígenas urbanos pueden ser tanto o más que el 
grupo étnico más grande de Colombia.  De hecho 
hay cabeceras municipales y pequeñas ciudades que 
mayoritariamente son indígenas, sin embargo pasan 
desapercibidos para los decisores de política pública 
y los legisladores. 

Solo para hacernos a una imagen del grado de densi-
dad pluricultural tratemos de poner en una matriz de 
múltiples entradas a los habitantes de ciudades de 102 
pueblos indígenas, con diferente vocación de perma-
nencia (transitoria, permanente, provisional); expues-
tos a entornos de diferente tamaño y grados de urbani-
zación; movidos por diferentes causas estructurales que 
explican su presencia (nacieron, llegaron por voluntad 
propia o en contra de ella, preexistentes a las fronteras 
urbanas y absorbidos por su expansión); con diferen-
tes grados de preservación de sus culturas ancestrales; 
adelantando organizadamente estrategias de revitaliza-
ción étnica con resultados disímiles; y el resultado es un 
complejo de realidades que han sido poco estudiadas y 
que en todo caso hacen parte del pluralismo que el Es-
tado está obligado en reconocer y proteger, aunque no 
sea así por prejuicios, desconocimiento o simple postu-
ra discriminatoria.

No hay que ser profeta para advertir que los indígenas 
en ciudad se van a incrementar. Ellos no escapan a las 
tendencias mundiales de urbanización así insistamos 
en verlos como un accidente o una calamidad, que algo 
o mucho de eso hay. A nuestro juicio el auténtico reto 
no es en insistir en devolverlos a sus territorios, entre 
otras razones porque nos guste o no las ciudades han 
sido y son también parte de su territorialidad, así como 
comienza a serlo el ciberespacio.

Quizá el primer derecho que debemos reconocerle a es-
tos indígenas, y a todos en general, es el derecho a vivir 
su contemporaneidad y esta pasa también por las calles, 
los autobuses, las industrias, los barrios, las esquinas.
Es hora entonces de replantear esa visión funcional del 
espacio urbano que así como proscribe la informalidad, 
los habitantes de calle, la diversidad sexual, en aras de 
una estética de lo limpio, lo ordenado y el consumo, 
también sataniza la existencia de indígenas urbanos o 
en ciudad. 
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Ramiro Andrés Lara Rodríguez1

Resumen
Este documento presenta desde un enfoque demográ-
fico, la situación general de la población indígena que 
habita contextos urbanos en Colombia. Con base en 
una tipología analítica que se aproxima a la diversidad 
de situaciones espaciales y demográficas de las ciuda-
des y municipios del país (Lara; 2014), se presenta el 
desarrollo demográfico y socioeconómico de esta po-
blación, para finalmente postular algunas conclusiones 
y recomendaciones para la construcción de la política 
pública de indígenas en contextos urbanos y el protoco-
lo de inscripción de cabildos en ciudad. La pregunta que 
orienta este trabajo ¿Cuál es la situación socioeconómi-
ca y demográfica de la población indígena que habita en 
contextos urbanos en Colombia? Las fuentes de datos 
es el censo de población y vivienda DANE (2005) y los 
registros poblacionales de los cabildos realizados por 
cuenta de las mismas comunidades.   

Introducción 
La presencia de comunidades indígenas en contextos 
urbanos es, tan sólo en América Latina, un fenómeno 
de gran interés y una fuente de reflexión en la que han 
participado tanto la comunidad académica como los 
organismos del estado. Alrededor de este tema en par-
ticular se ha construido un corpus de interpretaciones 
que reflejan su complejidad por lo cual su análisis es un 
ejercicio que demanda la articulación de enfoques teó-
ricos y metodológicos diversos. 

Si bien este documento se concentra en un enfoque de-
mográfico, parte de una revisión de literatura sobre los 
lineamientos teóricos y metodológicos que han orien-
tado las investigaciones acerca de los indígenas en con-
textos urbanos. 

El primer capítulo revisa cinco enfoques transversa-
les en torno a los cuales se han construido los análisis 
más notables relativos al tema de interés: el histórico, 
el socio-económico, el cultural, el político y el demo-
gráfico. 

El segundo capítulo da cuenta de la sistematización del 
trabajo en campo que se desarrolló en el marco de un 
conjunto de talleres y entrevistas en varios municipios 
y ciudades colombianas por un grupo de profesionales 
de ciencias sociales del Ministerio del Interior2. Allí se 
rastrean las razones de la presencia de indígenas en con-
textos urbanos.

El tercer capítulo esboza dos elementos centrales que se 
basan en la información y el análisis de los capítulos I y 
II. El primero, introducir de forma general la situación 
de los indígenas que están asentados en las zonas urba-
nas de Colombia. El segundo, a partir de una tipología3 

propuesta para el tema, desarrollar las variables socioe-
conómicas de forma comparativa.  

El cuarto capítulo expone las conclusiones y reco-
mendaciones. 

1 Antropólogo y Demógrafo
2 Nohora Muchavisoy - Antropóloga, Myriam Sierra – Contadora, Carlos Orjuela - Antropólogo, Carlos Ariel Ruiz - Sociólogo, Edgar Méndez - Antropólogo, Carlos Chindoy - 
Abogado, Luis Lis-Ingeniero de sistemas
 Ver: “La población afro descendiente e indígena en América Latina – puntos de reflexión para el debate sobre Cairo + 20” (ALAP, 2015)
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CAPITULO I. 
Aproximaciones teóricas y
metodológicas para el 
estudio de los indígenas 
en ciudad
Antes de ahondar en la presentación de los ejes pro-
puestos (político, social, cultural, histórico y demográ-
fico), vale la pena revisar cuáles han sido las principales 
herramientas metodológicas empleadas para aproxi-
marse al fenómeno de la presencia de comunidades in-
dígenas en contextos urbanos. Ya sea desde el ámbito 
disciplinar de la antropología, la historia, la sociología o 
la demografía, buena parte de los enfoques interesados 
en este tema en particular han privilegiado las siguien-
tes estrategias: la etnografía, la observación participante 
y la construcción de historias de vida (Aravena, 2008; 
Herrera, 2002; Alcaldía Mayor, 2008); la investigación 
basado en fuentes primarias y secundarias (Zambrano, 
2008; Gómez, 1998; Lira, 1995) y el análisis cualitati-
vo y cuantitativo de datos obtenidos a través de censos 
(Hernández, 2006; Motta, 2012).  No todos los estudios 
revisados optaron por circunscribirse tan solo a una de 
estas estrategias, circunstancia que revela la multiplici-
dad de enfoques a partir de los cuales es posible abordar 
esta problemática. 

Eje histórico

La perspectiva histórica, sustentada principalmente en 
trabajo con fuentes documentales y testimonios, busca 
ilustrar los orígenes y antecedentes de la presencia in-
dígena en contextos urbanos. Por una parte, están los 
estudios que destacan y analizan distintas facetas de las 
formas de organización social, de las costumbres y de las 
instituciones indígenas, comprendiéndolas en el escena-
rio que se estableció tras la fundación y consolidación 
de las ciudades hispanas en la colonia. Esta perspectiva 
permite entender la naturaleza de los encuentros entre 
indios, blancos, negros y demás habitantes del mundo 
urbano, revelando la existencia de relaciones de poder 
sustentadas en regímenes culturales, políticos y econó-
micos asimétricos (Zambrano; 2008; Gómez, 1998). A 
partir de este enfoque es posible advertir que la relación 
de las comunidades indígenas con el espacio geográfico 
sobre el cual se establecieron las ciudades antecede a es-
tas últimas, y que el proceso paulatino de urbanización 

que se inició en el siglo XVI representó la imposición de 
un modelo de organización social, de explotación de los 
recursos naturales y de ocupación del territorio que aún 
hoy sigue generando desigualdades.

Por otra parte, hay estudios con perspectiva histórica 
que se refieren a los prolongados procesos de migra-
ción que, aunque comenzaron en el periodo colonial, 
siguen aún vigentes. Estas aproximaciones se han de-
tenido a analizar las distintas contingencias históricas 
que generaron el desplazamiento de comunidades indí-
genas desde sus territorios ancestrales hacia las ciuda-
des, mostrando además cómo la migración implicó su 
adaptación paulatina a la vida urbana y su organización 
dentro de ésta. Aunque la literatura existente hace re-
ferencia a procesos que se remontan a la consolidación 
de la sociedad colonial y a la conformación de las re-
públicas en lo que actualmente denominamos América 
Latina (Mejía, 2000; Lira, 1995; Gómez, 1998), sobre-
sale el interés por aquellos que se dieron paralelos a la 
ascendente urbanización que se inició promediando el 
siglo XX y a los ocasionados por conflictos y violencia 
interna (Aravena, 2008; Herrera, 2002; Romero, 1999). 

Ponderando estas perspectivas, hay que destacar la forma 
en que la reconstrucción y referencia al pasado se ha perfi-
lado como un instrumento que opera en el presente y cuyo 
papel contribuye a trazar una genealogía de las comunida-
des en cuestión. Esto ha contribuido a que los indígenas en 
contextos urbanos formulen y reconozcan una tradición 
propia, a partir de la cual promueven reivindicaciones po-
líticas, económicas y culturales significativas.

Eje socio-económico

El enfoque socio-económico, por su parte, se ha preocu-
pado por indagar alrededor de las estrategias que usan 
los indígenas para articularse a la estructura económi-
ca de la ciudad contemporánea. Partiendo de la noción 
que la mayoría de estas comunidades se encuentran en 
una situación marginal que los aísla del conjunto de la 
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sociedad y que les restringe a el acceso al mercado la-
boral, a los servicios y a los derechos ciudadanos, este 
enfoque se detiene a analizar las estrategias que les per-
miten sobrevivir en la ciudad y generar capital a partir 
de iniciativas independientes.

Además de relatar cómo estas estrategias implican vin-
cularse a sectores tradicionales de la economía como 
el servicio doméstico, la construcción, el comercio de 
alimentos y bienes manufacturados o la agricultura, al-
gunos de estos estudios han subrayado la emergencia 
de una ‘economía étnica’, entendida como nichos de 
mercado construidos alrededor de prácticas y saberes 
tradicionales y locales (Motta 2012: 21). Es así que la 
preparación y el consumo de plantas medicinales y 
enteógenos, la fabricación de artesanías o la represen-
tación de rutinas se han convertido en una fuente de 
ingresos que mitiga las condiciones de marginalidad 
social y rezago material que caracteriza a un alto por-
centaje de los indígenas que habitan contextos urbanos. 

Estos mecanismos, sin embargo, no se antojan suficien-
tes para zanjar las iniquidades y jerarquías estructurales 
existentes; lo que señalan estos estudios es que la ma-
yoría de comunidades indígenas en contextos urbanos 
continúan viviendo en situación marginal y sin acceso 
pleno al mercado laboral existente.

Eje Cultural

El análisis de los elementos culturales que distinguen a 
las poblaciones indígenas en la ciudad es, probablemen-
te, una de las cuestiones más comunes en la literatura 
sobre este tema, particularmente en aquella que se ins-
cribe en la antropología. Recurrentemente se ha subra-
yado que la relación entre el ámbito urbano y las prác-
ticas, los saberes y la cultura material indígena genera 
un modelo de sociabilidad cruzado por tensiones, que 
determina la cotidianidad de los actores involucrados. 
De acuerdo con los análisis señalados, esas tensiones 
tienen dos manifestaciones principales: la reafirmación 
de la identidad cultural y la aculturación.

En lo que a procesos de reafirmación se refiere, los es-
tudios que privilegian este enfoque suelen subrayar los 
mecanismos que les permiten a los indígenas identifi-
carse como comunidad particular dentro del ámbito 
urbano. Allí se destacan cuáles has sido las estrategias 
desplegadas para conservar la lengua, el vestido, la ali-
mentación, la medicina, las prácticas y los saberes que 
se estiman tradicionales; a través de historias de vida 
y ejercicios etnográficos, estos estudios dan cuenta de 
diversos procesos orientados a formular acciones afir-
mativas que reivindican la identidad étnica: la organiza-
ción de cabildos urbanos, la promoción de políticas de 

etno-educación, la apropiación simbólica del territorio, 
la reproducción de prácticas y técnicas tradicionales y la 
reconstrucción de la memoria colectiva son algunas de 
las más llamativas (Alcaldía Mayor, 2008; Hecht, 2008; 
Bernal, 2012).

Respecto a aquellos enfoques que examinan la acultu-
ración, entendida como un proceso de intercambio asi-
métrico que modifica estructuras tradicionales (Bernal, 
2012: 88),  lo que más se destaca es la forma en que la 
cultura de masas de las ciudades ha logrado imponer 
sus prácticas y estilos de vida sobre la de aquellos acto-
res que se reconocen parte de comunidades indígenas. 
Partiendo de esa tesis, estos estudios subrayan la manera 
en que el racismo, la discriminación y el enaltecimiento 
de la sociedad moderna capitalista han provocado una 
disolución paulatina de los grupos étnicos minoritarios 
dentro de los esquemas sociales y económicos de la ciu-
dad, situación que conlleva la desaparición de lenguas, 
prácticas, saberes y manifestaciones que configuran 
cosmovisiones distintas a la del orden hegemónico. 

Llama la atención que una buena parte de los trabajos 
que abordan el tema de la presencia de comunidades 
indígenas en contextos urbanos privilegiando el eje cul-
tural, parten de reconocer una supuesta dicotomía entre 
identidad propia y ajena. Este enfoque en particular corre 
el riesgo de entender la identidad como una condición 
escencial, desconociendo su carácter dinámico e históri-
co. En ese sentido, hay que rescatar los aportes que no se 
detienen en identificar y enumerar cuáles son los ‘rasgos 
originarios y verdaderos’ que permiten distinguir una 
cultura dada, sino que intentan analizar los intercambios 
culturales explicando sus densidades y direcciones. 

Eje político

Estrechamente relacionado con lo expuesto anterior-
mente, el eje político se centra en mostrar cómo la rea-
firmación de la etnicidad ha servido a las comunidades 
indígenas para gestionar reivindicaciones en el ámbito 
de la ciudad. Partiendo del argumento que los indígenas 
en general han sido sometidos a procesos de margina-
lización e invisibilización que limitan su ejercicio de la 
ciudadanía, este enfoque destaca las estrategias políti-
cas orientadas a garantizar el goce de derechos sociales, 
económicos y culturales y a profundizar la autonomía 
frente a los organismos del estado. 

Con esa perspectiva, los trabajos que destacan el poten-
cial político de los indígenas urbanos se han preocupado 

por analizar los procesos de organización, las estrategias 
de visibilización y los modos en que estas comunidades 
fortalecen su tejido social a partir de la reproducción 
de sus prácticas ancestrales. Lo que salta a la vista es 
cómo las formas tradicionales de gobierno y control so-
cial, el uso de efectivo de la lengua, la apropiación del 
territorio urbano y la convocatoria alrededor de rutinas 
tradicionales pueden servir para que el estado y la ley 
reconozcan la singularidad de estas comunidades y les 
brinde una atención diferencial (Alcaldía Mayor, 2008; 
Aravena, 2008).

Desde luego que las exigencias legítimas de los indígenas 
no se han traducido, necesariamente, en la posibilidad 
real de acceso a una ciudadanía plena; el interés limi-
tado de los organismos del estado y una marginalidad 
histórica y estructural han provocado que muchas de 
las iniciativas señaladas se restrinjan a su formulación 
o demanda. Así las cosas, los trabajos que se enfocan 
en esta dimensión de la presencia indígena en ciuda-
des también insisten en subrayar las continuas tensio-
nes que existen entre estos, los sectores mayoritarios de 
la sociedad y el estado, dejando ver una problemática 
constante e inacabada.  

Eje demográfico

La demografía estudia los cambios en las poblaciones 
humanas así como su estructura en momentos determi-
nados del tiempo. Para establecer tales cambios estudia 
en particular tres eventos: la mortalidad, la fecundidad 
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y la migración. A propósito de ellos se han establecidos 
teorías de comportamiento demográfico hegemónico 
que tienen que ver con el concepto de desarrollo. Esta 
forma de expresar la realidad social y las condiciones de 
vida de estas comunidades se basa en datos estadísticos 
y criterios cuantitativos que permiten tener una dimen-
sión de las problemáticas que los afectan. 

Por lo general, estos documentos se han elaborado a 
partir de variables similares: el sexo, la edad, la ocu-
pación, la lengua, los niveles de escolaridad, la condi-
ción socio-económica, la distribución en el territorio, 
el origen y la pertenencia a un grupo étnico son las 
más comunes. Al comparar y analizar desde un enfo-
que cualitativo esta serie de datos es posible vislumbrar 
muchas de las circunstancias descritas en los otros ejes 
temáticos, lo cual resulta de gran utilidad al momento 
de defender posiciones como las mencionadas (Her-
nández, 2006; Motta, 2010). Ahora bien esta postura en 
la mayoría de los casos se fundamenta en mediciones y 
estimaciones para la sociedad general en el marco de la 
teoría de la transición demográfica la cual postula que 
los cambios en la población se producen en razón a una 
racionalidad la cual proviene sólo de una sociedad in-
dustrial urbana y no de sociedades agrarias tradiciona-
les o aquellas cuya dimensión cultural e histórica son 
evidentemente diferentes a la sociedad hegemónica.  

En tanto,  la teoría contempla tres tipos de poblacio-
nes: a) pre-transicionales, donde por causa de los avan-
ces técnicos en la agricultura, el avance de la medici-
na y la educación; las tasas de mortalidad descienden 

manteniéndose estable los niveles de fecundidad lo 
que produce un crecimiento poblacional exponencial: 
b)  transicionales, donde la mujer empieza a participar 
activamente de los mercados de trabajo y la educación, 
estableciendo la anticoncepción como una práctica más 
frecuente, reduciendo ostensiblemente las tasas de fe-
cundidad; d)  post-transicionales, en la cual las tasas de 
fecundidad y mortalidad son bajas, propias de socieda-
des post-industriales. Las tres etapas mencionadas están 
relacionas con la idea de una “racionalidad económica”, 
que lleva a las personas a tomar decisiones que vayan en 
sentido de las ideas centrales de la teoría y sustenten la 
idea de sociedades desarrolladas. 

Un poco en tensión con esta postura teórica, indagamos 
las medidas o agregados que pueden aproximarse a la 
realidad indígena en contextos urbanos insinuando va-
riables de orden cultural introduciendo la Demografía 
Étnica Participativa. Este enfoque propone en general 
dos cosas. La primera es que los métodos demográficos 
existentes para calcular los cambios en las poblaciones 
étnicas deben contener variables distintivas a las de la 
sociedad en general. La segunda, que estas comunida-
des en el marco de la autonomía y el gobierno propio 
pueden generar proceso de elaboración de variables, 
instrumentos y estrategias de sistematización a partir 
de su historia de población. Si bien este texto no alcanza 
a abordar estos temas, sí es un primer paso que se con-
centra en desarrollar una tipología lejana a los estudios 
convencionales de demografía espacial y por otro lado 
sistematiza algunos ejercicios que han elaborado los in-
dígenas en contextos urbanos.
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CAPÍTULO II.
Hacia la ciudad: 
migraciones internas y territorio
Es del interés del presente trabajo partir de algunos 
elementos empíricos que nos permitan determinar la 
diversidad de situaciones poblacionales que presenta 
la población indígena en contextos urbanos. Es por 
ello que el presente capítulo presenta algunas de las 
conclusiones más relevantes que en entrevistas, re-
uniones y talleres con funcionarios del Ministerio 
del interior resaltaron. Su trabajo de recolección de 
información se concentró “en Sincelejo, Medellín-, 
Armenia, Cali, Puerto Asís, Florencia, Bogotá; lo-
calizados en los departamentos de Sucre, Antioquia, 
Quindío, Putumayo, Caquetá respectivamente y Dis-
trito capital. En cada uno de estos puntos se contó 
con la participación de indígenas habitantes de otros 
municipios aledaños procurando la participación de 
diversos pueblos organizados en organizaciones de 
cabildos urbanos. Es estos escenarios se indagó sobre 
la historia de origen de la organización, la composi-
ción de la población indígena y sus condiciones de 
vida, los criterios de adscripción y pertenencia al ca-
bildo, los vínculos con las comunidades y territorios 
de origen, las formas de reconocimiento e inclusión 
por parte de municipios, departamentos y otras enti-
dades púbicas, las formas de recrear o conservar las 
culturas tradicionales y la identidad étnica en con-
textos urbanos, las funciones de gobierno y autoridad 
indígena y las formas de reconocimiento e inclusión 
en organizaciones y procesos indígenas nacionales 
y regionales . De este ejercicio se extrajeron y siste-
matizaron los principales aspectos que justifican la 
presencia de indígenas en contextos urbanos que se 
presentan con el propósito de ser la base de la cons-
trucción de tipologías analíticas para dar cuenta de 
esta población” (Lara; 2015; pg ). Las conclusiones 
generales al respecto se relatan a continuación. 

Las estructuras familiares en la ciudad están disgrega-
das por la ausencia de territorio, lo cual dificulta las 
prácticas tradicionales y la vida comunitaria permeada 
por el sistema económico, lo que reproduce el riesgo 
de perder la cultura. Así la dualidad indisociable entre 
territorio y estructura social es fragmentada y las situa-
ciones de discriminación y vulnerabilidad se acentúan. 
Así, si bien el territorio desde todas sus dimensiones 
tiende a desaparecer, también es un elemento de resis-

tencia. En otras palabras, se pierde una relación física 
con el espacio, la relación con el ambiente y los recursos 
naturales; pero en algunos de los casos, las dimensiones 
del “pensamiento”, del espacio político y espiritual tra-
ducido en la memoria individual y colectiva, se activan 
como elementos de resistencia.   

La dispersión habitacional en la ciudad, hace difícil que 
se lleven a cabo las prácticas comunitarias así como el 
ejercicio de normas y saberes propios comunitarios. 
Si se pudiera garantizar el acceso y la participación a 
estos elementos podría pensarse en la reconstrucción 
de las prácticas tradicionales y por ende algunos ele-
mentos originarios.

La unidad identidad, cultura y territorio deja de ser. Si 
bien uno tiene que ver con los otros y todo con lo uno, 
en el espacio urbano se ve amenazado no sólo por lo ex-
puesto en todo lo anterior sino también por los discur-
sos étnicos esencialistas que entre otras cosas justifican 
y sostienen los instrumentos jurídicos. 

Se manifiesta que los cabildos urbanos son autoridad 
indígena, poseen un reglamento interno y espiritual, 
desde la cosmovisión. El poder que ejercen no es arbi-
trario, la autoridad funciona sobre una base comunita-
ria de forma regulada. Los cabildos urbanos serian una 
estructura organizacional para volver a organizar la 
cultura, pensar temas de identidad cultural, territorio, 
etno-educación, etno-salud, usos y costumbres.  

De los puntos anteriores se puede deducir en el abor-
daje del problema desde tres perspectivas. La primera 
sostiene que la cultura puede producirse y reproducirse 
según el contexto en el que se desarrollen e interactúen 
sus protagonistas. Para nuestro caso, que pueden origi-
narse factores de índole cultural del contexto urbano. 
Una segunda postura donde los elementos simbólicos 
y culturales pueden ser replicados en el nuevo contexto. 
Y una tercera donde hay una mezcla heterogénea de las 
dos primeras. 

No sobra aclarar que acudir a un esencialismo étnico, 
podría ser un elemento que pusiera en riesgo la iden-
tificación de factores de cada uno de las tres posturas 
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pero además empañaría la búsqueda del conocimiento 
de los procesos étnicos indígenas en la ciudad. No se 
trata entonces de tomar una o la otra en particular, sino 
con base en los elementos empíricos poder identificar 
procesos diferenciados con dinámicas complejas que 
hace posible la pervivencia de los indígenas en ciudad y 
poder re-pensar conceptos como el de etnicidad, terri-
torio, cultura en el marco de nuestros hallazgos. De tal 
manera expongamos los factores que pueden empezar a 
diferenciar los procesos de poblamiento de los indíge-
nas en la ciudad señalando las principales causas.       

a) Violencia, desplazamiento y despojo producido 
de la década de los 80s y en adelante

b) La primera violencia del siglo XX

c) Presiones económicos dados los procesos históricos 

d) El crecimiento implícito de la ciudad que llego 
hasta territorios indígenas

e) Población flotante en las ciudades buscando alter-
nativas económicas y sociales

f) El crecimiento de población indígena en ciudad 
con varias generaciones originales de la misma

De lo anterior podemos presumir que hay algunos in-
dígenas que están en los municipios y ciudades desde 
el mismo momento de su origen, siendo su presencia 
una variable evidentemente importante en la confi-
guración social, cultural y seguramente espacial del 
área urbana. Este caso, documentado por Zambrano 
(2008), permite establecer la participación en la vida 
comunitaria desde la misma formación de lo que se 
entendía como urbano y nos hace deducir que deben 
existir formas originarias de organización que van a la 
par con la consecución misma de lo que se entiende 
por urbano.   

Otra situación es cuando la conformación de lo urba-
no, ya institucionalizada, permitió la llegada de indí-
genas que según los relatos, data de la primera violen-
cia hacia 1920. 

Posteriormente otro movimiento migratorio hacia 
la mitad del siglo XX por las presiones dadas por los 
procesos de la industrialización y la centralización de 
la fuerza de trabajo que hizo movilizar población ha-
cia las áreas urbanas. Seguramente este factor coincide 
con el comienzo de la transición demográfica que como 
veremos posteriormente no incidió notablemente en 
las estructuras de población de los indígenas. De ser 
así, podemos entender que el discurso a propósito de 

la modernización y el desarrollo no tuvo cabida en los 
migrantes indígenas.  

Otros que llegaron por la avalancha de guerra en todo el 
territorio nacional. 

Según esta cronología podemos concluir las siguientes 
situaciones: a) Indígenas originarios de ciudad; b) In-
dígenas con más de dos generaciones en la ciudad; c) 
Indígenas llegados por desplazamiento forzado y cuya 
nueva generación nació en las ciudades o municipios; 
d) Indígenas llegados a la ciudad por desplazamiento 
u otro factor con sus unidades familiares sin ningún 
miembro originario de las ciudades.

Varias betas de análisis. Uno, las formas de organización 
familiar en el marco del proceso temporal de la migra-
ción justificable bajo todo punto de vista por su relación 
directa con el territorio. Dos, las causas de su llegada a 
los centros urbanos. Tres, la participación en las diná-
micas propias de la configuración de la ciudad de los 
indígenas como grupo en ocasiones minoritario pero 
otras mayoritario tal como veremos. Cuatro, la distri-
bución espacial, demográfica y socioeconómica de los 
indígenas en contextos urbanos. 

El capítulo posterior desarrolla principalmente el cuar-
to punto, señalando tangencialmente algunos elemen-
tos de los demás.    

Foto: Comunica ONIC.
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Capitulo III. 
Caracterización demográfica y socioeconómica 
Análisis con registros poblacionales propias de los cabildos 

La pirámide poblacional de la izquierda en color verde y azul oscuro corresponde a los datos que hasta ahora han 
sido entregados por los pueblos indígenas referentes a sus registros poblacionales en archivo digital. A continua-
ción se presentan la distribución de frecuencias de aquellos cabildos que tienen sus registros en formato digital

En primer lugar debemos distinguir que la declaración sobre la pertenencia a un pueblo no siempre es clara. Para 
llegar e estas estimaciones, así como para evaluar la calidad de la fuentes fue necesario reunir todos los datos por 
variables y desde allí realizar una sola base de datos. De ahí surge la propuesta para el encuentro nacional de cabil-
dos urbanos de unificar los criterios de registro de información poblacional para uno; tener un registro detallado 
sobre la pertinencia al cabildo con las acepciones y excepciones que esto conlleva y dos; la información para llevar 
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a cabo los procesos de caracterización que se requiera según modelos propios que puedan ser comparable a las 
mediciones hegemónicas.

Al comprar de forma parcial, observamos que la estructura de las fuentes indígenas es muy disímil a la estructura 
que se construyó con fuentes oficiales del DANE. Por supuesto que la densidad es mucho mayor en con las fuentes 
oficiales dad su cobertura. Notamos en ambos casos que la fecundidad se ha reducido y que la mayor parte de la 
población se encuentra en edades de entre 10 y 19 años.

Al observar, los casos particulares por departamento no tamos que la mayor parte de población se encuentra en 
Cauca, Valle del Cauca y Sucre, que son los departamentos donde se encuentran la mayor parte de municipios 
agrupados en ambas tipologías. No obstante en Cauca la estructura poblacional difiere notablemente de los 
otros dos departamentos siendo los altos niveles de fecundidad un factor que sigue siendo relevante. Esto nos 
hace notar que en ciudades poblacionalmente grandes los comportamiento demográficos se han trasformados 
mientras en municipios relativamente pequeños como en Caquetá, Putumayo y Cauca la alta fecundidad sigue 
siendo un factor relevante. 

Por otro lado ciudades como Bogotá y el mismo comportamiento en Cundinamarca marcan una evidente influen-
cia de movilidad como sitios receptores. Esto indica, como es evidente que desde una perspectiva demográfica, 
hay una diversidad de situaciones de la población indígena en ciudad que traducido a política pública deben ser 
identificadas y tratadas de forma particular.

BOGOTÁ

CAQUETÁ

CAUCA

PUTUMAYO

QUINDIO

SUCRE

CUNDINAMARCA

VALLE DEL CAUCA
2640 PERSONAS

466 PERSONAS

1007 PERSONAS

836 PERSONAS

505 PERSONAS

609 PERSONAS

4391 PERSONAS

3569 PERSONAS

ANALISIS CON BASE EN LOS AUTOCESNSOS ENTREGADOS HASTA EL MOMENTO POR LAS COMUNIDADES 
INDÍGENAS AL MINISTERIO DEL INTERIOR

Numero de bases de datos 
entregadas hasta la fecha de 

forma digital: 32
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Contexto General

Análisis Departamental 

Tal como evidencia el mapa, la clasificación general del tamaño de las ciudades según su densidad de población según la 
CEPAL para el caso colombiano esta entre 20000  y 7276320 personas. El límite superior corresponde a Bogotá que cons-
tituye un caso particular dado que triplica en población a varias ciudades que pertenecen al mismo rango como Medellín, 
Cali, Bucaramanga y Barranquilla. Así los contextos varían de municipio a municipio sólo contemplado la densidad 
poblacional, lo que tienen seguramente efectos sobre la vida del indígena en cada una de estas ciudades y municipios.

En Colombia, un 76% de la población reside en ciudades El nivel de urbanización varía según el departamento, siendo 
Bogotá el más urbanizado, con casi un 100% de población con este tipo de residencia. También se destaca Atlántico, en 
la región Caribe. En otros departamentos la población urbana es inferior al 50%, es el caso de Vichada en la Amazonía y 
Cauca y Nariño en la región Pacífica. Tales departamentos es donde se asienta la mayor parte de grupos étnicos indíge-

nas. En otros seis departamentos bordea el 50%: Boyacá en la región Andina; Córdoba y La Guajira en la región Caribe; 
Putumayo y Amazonas en la región Amazonía y Chocó en la región Pacífica.

Fuente. Distribución Espacial de la Población y Urbanización en América Latina y el Caribe (DEPUALC),  CEPAL/CELADE, [en línea], ‹http://www.eclac.org/celade/depualc/›.

Se presenta otra beta de análisis cuando podemos determinar patrones espaciales en los asentamientos de los 
pueblos indígenas. Por ejemplo es claro que los Coyaimas son originarios del departamento del Tolima o que los 
Wayuu de La Guajira. ¿Cuáles son las razones de poblamiento de los indígenas en ciudades y municipios?
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Distribución de los pueblos indígenas 
en las principales ciudades

Examinamos en este punto a las tres ciudades principales: 
Bogotá, Medellín y Cali (Anexo 3). Profundizamos sobre 
la distribución de indígenas según el pueblo en cada una.

De forma general encontramos que para el caso de 
Bogotá el pueblo mayoritario son los Muiscas (5712) 
seguidos de los Coyaimas (2658), los Nasa (736), los 
Wayuu (562) y Otaveleños (518). Otros pueblos como 
los Uitoto (278), Yanacona (196), Senu (204), Kamkua-
mo (111), Sikuani (139), Pastos (274), Inga(360), 
Guambiano(119) y Embera-katio(158), presentan una 
cantidad significativa de personas. Los demás están 
agrupados en 81 grupos incluyendo extranjeros. Esto 
concluye que en la ciudad de Bogotá están casi la tota-
lidad de los pueblos de todo el país en grupos reduci-
dos o representativos de personas. 

En la ciudad de Medellín, mucho más pequeña en nú-
mero de población indígena los pueblo más representa-
tivos son los Wayuu (595), los Nasa (352), los Embera ( 
133), Embera Chami (323), y Embera Katios (193). Los 
demás están agrupados en 73 grupos donde podemos 
llegar a una conclusión similar que en Bogotá.   

En la ciudad de Cali, la mayor de cantidad de personas 
están en el pueblo Nasa (2589), Yanacona (920), Guam-
bianos (510), Pasto (383), Nukak (377), Muisca (322), 
Coyaimas (362) e Inga (132). De igual forma que en los 
casos anteriores existen casi la totalidad de los pueblos 
asentados en esta ciudad. 

Varios elementos se tornan importantes en estos resul-
tados. El primero es que la distribución tiene que ver 
con la densidad poblacional general de cada uno de los 
pueblos. Los Wayuu, el pueblo más grande del país, es-
tán presentes en Medellín y Bogotá. Sin embargo, el pue-
blo más grande poblacionalmente en áreas urbanas es el 
Senu. El segundo es que seguramente hay dinámicas de 
migración particulares para cada caso según los pueblos 
que mayoritariamente se encuentran en estas ciudades. 
Tercero, la variable geográfica de cercanía con las áreas 
urbanas debe ser un elemento que influya en las dinámi-
cas de migración y asentamiento por dos razones: a) La 
facilidad de llegada y b) La facilidad para tener una rela-
ción con el lugar de origen. Y por último resulta relevante 
la presencia significativa de los Nukak en Cali.          

Estructuras de población

Revisemos ahora la estructura de población de los indíge-
nas en ciudad para el año 2005. Los niveles de fecundidad 
empezaron a cambiar 15 años antes del censo, es decir que 
para años anteriores al 1990 la población se comportó de 
manera similar a la generalidad de un grupo étnico: altos 
niveles de fecundidad y de mortalidad. Contrastando la 
información del trabajo en campo de los investigadores de 
la dirección de comunidades indígenas, se establece como 
conclusión que han existido movimientos migratorios 
previo a esta fecha por lo cual deducimos que durante todo 
el periodo previo a 1990 la dinámica población pudo ser 
muy similar a la de un contexto rural. Entre 1990 y 2005 
los niveles de fecundidad se han reducido, manteniéndose 
estable la  mortalidad y seguramente una migración ho-
mogénea con más participación de los hombres.  
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Sin embargo, al observar las estructuras de edad sexo de otras ciudades capitales (Anexo 1), se destaca que el 
comportamiento desagregado no sucede de la misma forma por lo cual hay profundizar sobre el tema migratorio 
motivo de análisis en el siguiente acápite. 

En tanto, los hogares aún son grandes siendo el promedio del tamaño del hogar de 5,62 personas. Esto es congruen-
te al observar que por cada mujer en edad fértil existen casi 4 niños entre 0 y cuatro años, por lo cual los niveles de 
fecundidad aún son elevados. De cada 100 personas un poco menos de 63 hacen parte de la población económica-
mente activa, siendo una población en general joven. 

Variables socioeconómicas y culturales

Es este punto, revisaremos las siguientes variables: la situación de las viviendas referente a los servicios básicos, el 
tema del habla de lengua indígena, la participación de los niños y niñas en la escuela, los niveles de analfabetismo.     

Antes de proferir los elementos de análisis, hay que mencionar que la unidad de observación para cada una de las 
tablas y gráficas presentadas en este punto son las personas. En particular para el caso de las viviendas por ejemplo, 
pueden existir personas indígenas que habiten con otras no indígenas, lo que sumará como un caso correspon-
diente a tal situación. Si hubiera en una vivienda varios indígenas, el agregado los incluirá a todos. Por otro lado, 
presentamos las cifras en su valor absoluto para el mejor entendimiento de los datos y resta poner las cantidades en 
porcentaje para poder comparar con el total de la población nacional (Anexo 2).   

Entrando en materia, la situación más grave en materia de servicios básicos es la ausencia de alcantarillado en 
aproximadamente la tercera parte de la población seguido de la ausencia de acueducto y de electricidad en 50588 y 
17032 indígenas respectivamente. La mayor parte de indígenas no tienen servicio de gas ni de teléfono siendo estos 
datos destacables en un contexto urbano. 

Observamos que el habla indígena en edades jóvenes aun es significativa. Sin embargo, de forma comparativa la 
población que no habla duplica a la que si lo hace, comportamiento similar en otros grupos de edad. Si bien es pre-

ocupante la pérdida de la lengua, debemos observar los 
contextos de socialización en los cuales seguramente la 
lengua es utilizada exclusivamente al interior de las mis-
mas comunidades. El comportamiento de esta variable 
puede ser consecuencia de los procesos migratorios 
pero también a la pervivencia de la lengua como una 
forma de resistencia cultural. La primera hipótesis su-
giere cruzar la información con las variables referentes 

a los cambios migratorios. La segunda es objeto de una 
revisión más profunda. Ahora bien el uso del español 
puede derivar en un mecanismo de inclusión en la vida 
urbana. Sin embargo esta pregunta no está explicita en 
el censo. Al respecto de estas tres cuestiones recabare-
mos los resultados parciales de la encuesta de transmi-
sión de lengua indígena realizada por la Universidad 
Externado próxima a ser publicada. 

Gráfica 1

En la gráfica dos podemos concluir que los niños y niñas aprender a leer y escribir tardíamente, lo que está relacio-
nado con el retraso en la entrada a la escuela expuesta en la gráfica tres. Debe ser claro que esta variable se refiera 
al uso escrito y comprensivo de textos en español. Seguramente no habrá indicadores formales que no den indicios 
sobre analfabetismo de la lengua del pueblo por lo cual los mismos indicadores demográficos y sociodemográficos 
son excluyente dado que no corresponden a un enfoque étnico diferencial. El uso exhaustivo de otras fuentes de 
información y cruces descriptivos posteriores resulta imprescindible.

Agotada esta reflexión notamos que en las edades de entre 10 y 40 años la proporción de analfabetismo es mucho 
menos que en edades posteriores, concluyendo que los adultos mayores tienen aproximadamente la misma canti-
dad. Seguramente si se analizara el uso de la lengua propia los resultados serían inversos resaltando la importancia 
de la población adulta en la transmisión de la lengua como impronta cultural y de resistencia en contextos urbanos.   

Tabla 1

Tabla 2
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Gráfica 2

De la misma forma, la asistencia a la escuela está construida desde la concepción de escuela tradicional occi-
dental. De tal manera, la medición resulta excluyente dado que en el marco de un proceso de construcción y 
re-significación de lo étnico en zonas urbanas; los contenidos homogéneos para toda la población resultarían 
una situación negativa en la pervivencia cultural. Así, el problema no está concentrado en la asistencia sino en 
la ausencia de oferta de etnoeducación para los pueblos indígenas en la ciudad. Lo anterior es paradójico, dado 
que podría suceder también que un tipo de educación de este corte fuera un mecanismo de exclusión en la vida 
cotidiana que exige la ciudad 

Presentadas las implicaciones del análisis de los datos, si pensamos netamente en la interpretación del indicador, 
el retraso de entrada a la escuela resulta preocupante así como la deserción posterior a los 12 años. Esto significa 
que la mayor parte de niños y niñas indígenas en ciudad sólo alcanzan a cursar la primaria siendo menos de la 
mitad que llegan a lograr el bachillerato. Presentamos los datos absolutos y la gráfica contrastando la informa-
ción con edades escolares.  

Tabla 3

Gráfica 3
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Movilidad y Desplazamiento

La migración como fenómeno demográfico es el más difí-
cil de medir porque necesariamente no sucede en la vida 
de un individuo como sucede como la mortalidad y la 
fecundidad, pero sobre todo por lo complejo que resulta 
detectar los flujos migratorios. Por otro lado, la definición 
temporal es incierta. Por ejemplo, no podríamos afirmar 
que una salida del país es definitiva o temporal. De tal ma-
nera, la definición de migrante o desplazado, puede variar 
desde el punto de vista sociodemográfico. Sumado a lo an-
terior, las causas del suceso migratorio son múltiples veces 
lo que hace el asunto mucho más complejo. 

Para el caso del desplazamiento forzado las cifras varían 
considerablemente “según la fuente y su tipo, es decir, 
si son oficiales —de la Agencia Presidencial para la Ac-
ción Social y la Cooperación Internacional, a través del 
Registro Único de Población Desplazada (RUPD)— o 
no oficiales —organizaciones no gubernamentales u 
organismos internacionales (Agencia de las Nacio-
nes Unidas para los Refugiados (ACNUR), Consulto-
ría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento 
(CODHES), Internal Displacement Monitoring Centre 
(IDMC)” (CEPAL; 2012)4

Tomamos algunos datos de fuentes secundarias más 
próximas como las provenientes de OIM, ACNUR, 
CODHES y CEPAL. De este último tomamos el mi-
cro-dato del censo de población y vivienda DANE 
(2005), poniendo acento en la información espacial con 
la que contamos. 

La OIM menciona que “la dinámica de la migración 
colombiana, a diferencia de la migración que se da en 
otros países de América Latina, se presenta en diversos 
tipos, dimensiones y dinámicas. (...) Para el caso de la 
migración interna, su dinámica está caracterizada por el 
desplazamiento forzado interno. (...) Bajo este contexto, 
la complejidad del fenómeno migratorio colombiano 
no hace posible en muchas ocasiones que existan cifras 
exactas de cada tipo de migración” (OIM, 2009) (cit Ca-
brera et al, 2009; CEPAL, 2012) 

El proceso de desplazamiento tal como evidencian al-
gunos datos del informe de campo, causa procesos de 
des-territorialización y por ende elementos de carácter 

simbólico y cultural. Además, al tratarse en muchos 
casos de etnias de reducido tamaño, los frecuentes ata-
ques de los que son víctimas suponen una amenaza 
para su pervivencia comunitaria y cultural (Soledad y 
Egea, 2010).

Según el IDMC y el Norwegian Refugee Council 
(NRC), las cifras de desplazados varían entre 3 y 4 
millones (IDMC y NRC, 2010); Ibáñez y Velásquez 
(2008) señalan que el total de población desplazada 
sería de aproximadamente 3.080.457 personas, equi-
valentes a 689.351 hogares. Por otra parte, a partir de 
cifras de la Agencia Presidencial para la Acción Social 
y la Cooperación Internacional retomadas por Sole-
dad y Egea (2010), desde 2001 a 2009 se registraron en 
Colombia un total de 2.588.334 personas desplazadas 
internamente, un 6,3% de la población total del país en 
2005, lo que supone un desplazamiento medio anual 
de 287.593 personas.

Los grupos étnicos, incluido el pueblo Rom, represen-
tan el 8,2% de la población desplazada, y este porcentaje 
ha estado aumentando en los últimos años, duplicán-
dose entre 2002 y 2006, lapso en el que pasó de cerca 
del 6% a más del 12% (Ibáñez y Velásquez, 2008). Según 
Soledady Egea (2010), el volumen de personas despla-
zadas pertenecientes a alguna etnia supera al de los que 
no se identifican con ninguna, y la razón de esta gran 
diferencia probablemente resida en que, frente a la pre-
gunta de autorreconocimiento que se realiza mediante 
el RUPD, un 77,2% de dicha población no respondió o 
señaló no saber.

Entre 2001 y 2009, el 21,3% de la población de origen 
étnico desplazada era indígena (Soledad y Egea, 2010) 
lo que resulta preocupante dado que proporcionalmen-
te son mucho menos que el grupo afrocolombiano. 
Según la ACNUR, aproximadamente 70.000 personas 
desplazadas internas registradas son indígenas, lo que 
deriva en el casi 6% de la población indígena según el 
censo de 2005. 

Entre estas comunidades el desplazamiento se ha incre-
mentado en los últimos cinco años, y creció más que el 
del resto de la población entre 2006 y 2008. De acuerdo 
con las cifras oficiales, entre 2004 y 2008 se desplaza-
ron 48.318 personas pertenecientes a pueblos indígenas 

(aproximadamente el 70% del total del desplazamiento 
indígena registrado) (ACNUR) 

Los departamentos desde los que se desplaza más po-
blación de los grupos étnicos son como se puede pre-
ver, aquellos con mayor cantidad de personas pertene-
cientes a ellos. De los departamentos Nariño, Valle del 
Cauca y Chocó, de la región Pacífica, ha sido expulsa-
da el 40% de la población desplazada de alguna etnia, y 
otro 25% de Antioquia, Cauca, Córdoba y Magdalena. 
El 53% de la población indígena desplazada (respecto 
al total de indígenas del país) pertenece a cinco depar-
tamentos: Cauca, Putumayo, Nariño, Cesar, La Guajira 

y Tolima, en tanto que el 77,8% del total de afrodes-
cendientes desplazados corresponde a siete departa-
mentos, y de estos, el 50% de los expulsados residía 
solo en tres (Nariño, Valle del Cauca y Chocó). 

Encontramos que en datos absolutos, entre 2000 y 2005, 
cambiaron su residencia 64480 personas indígenas que 
estaban habitando en municipios para el año del censo, 
lo que corresponde al 28% de la población asentada en 
áreas urbanas. Evidentemente esto no da cuenta de la 
generalidad del universo de victimas indígenas puesto 
que sólo acotamos nuestra medición a los que residen 
en los municipios.  

4 Los datos a nivel de hogares tampoco parecieran arrojar cifras más exactas, pues como señalan Ibáñez y Velásquez (2008) respecto de la Encuesta Nacional de Hogares Desplaza-
dos (ENHD) de 2004, “la tasa de  subregistro en Colombia es cerca del 30%”. Sin embargo, lo cierto es que se trata del segundo país en el mundo que detenta la mayor cantidad de 
personas que se desplazan forzosamente, después de Sudán (ACNUR, 2007).

Las edades con mayor cantidad de personas desplazadas están entre los 20 y los 29 años. Si bien este rango esta 
perturbado por la estructura de edad, es importante anotar que proporcionalmente esta cifra corresponde a un 
poco menos de la mitad del número total de personas en este rango, lo que no sucede en los demás grupos cuan-
do notamos que aproximadamente la tercera parte son los que han migrado.  

En el censo de 2005 se indagó en las razones por las cuales las personas habían cambiado de residencia en los 
cinco años previos al relevamiento. Dentro de las alternativas de respuesta ofrecidas, “la amenaza para su vida” 
fue el motivo de cambio de residencia para el 10,2% de los indígenas, y el 3,8% de la población nacional.

Acá podemos notar que la causa más frecuente del traslado hacia las ciudades son las razones de índole familiar. 
A la luz de los hallazgos cualitativos esto tiene que ver con el tema de las estructuras familiares y directamente 
con el territorio. Podrimos establecer como hipótesis que las formas de organización familiar se replican en el 
contexto urbano de manera similar que, en el lugar de origen, o simplemente se reactivan estos lazos de apoyo 
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familiares que toman nuevos rumbos en la vida urbana. 
Estos desplazamientos además pueden ser familiares y 
vinculados con la siguiente causa migratoria sobre las 
razones familiares. Siguiendo esta línea interpretativa, 
esta tesis podría operar para las demás causas desplega-
das excepto en el tema del pueblo nómada u otra razón 
puesto que al unir “otra razón” distorsiona el sentido de 
pertenecer a un pueblo con estas características.      

Los departamentos con mayor atracción de población 
indígena son Bogotá en la región Andina (2.289 inmi-
grantes) y Valle del Cauca en la región Pacífica (2.037 
inmigrantes). A la inversa, los departamentos con ma-
yor expulsión de población indígena son Cauca (2.256 
emigrantes), Bogotá (1.189 emigrantes) y La Guajira 
(1.160 emigrantes) (CEPAL, 2011). Estas cifras son di-
cientes al suponer que los movimientos migratorios se 
dan mayor medida hacia ciudades urbanas.  Los datos 

permiten concluir que, en términos absolutos, los de-
partamentos que reciben mayor cantidad de población 
migrante  son Bogotá y Valle del Cauca, justamente los 
que tienen el mayor volumen de emigrantes siendo el 
saldo migratorio positivo. 

El mapa 2 presenta las tasas de migración neta a nivel 
departamental, calculadas como la relación entre la mi-
gración neta por cada mil habitantes. Se observa que los 
departamentos de Quindío, Cundinamarca y Bogotá, 
de la región Andina, alcanzaron las mayores tasas de 
migración neta de la población indígena entre 2000 y 
2005, registrándose 20,4 migrantes indígenas por cada 
mil habitantes en Quindío, 18,5 en Cundinamarca y 
16,2 en Bogotá (véase el cuadro 14). Los departamentos 
con tasas netas de migración reciente negativas para la 
población indígena fueron Bolívar (-28,6), en la región 
Caribe, y Guaviare (-18,4), en la región Amazonía.

Mapa 2. 
Migración neta indígena y tasa de migración neta indígena y del resto de la 
población por departamento

Foto 7: Comunica ONIC.
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En el mapa 3 se puede observar que las principales corrientes migratorias de la población indígena ocurren entre 
Cauca y Valle del Cauca en ambos sentidos, desde Caldas a Risaralda, desde Antioquia a Córdoba, de Tolima a 
Bogotá, de Cauca a Huila, de Putumayo a Nariño y entre Sucre y Córdoba en ambos sentidos.

Mapa 3. 
Migración neta indígena y tasa de migración neta indígena y del resto de la 
población por departamento

Las corrientes más importantes del resto de la pobla-
ción se producen principalmente en la región Andina 
y van desde Quindío, Antioquia, Santander, Boyacá, 
Cundinamarca y Valle del Cauca (región Pacífica) hacia 
Bogotá, y desde Bogotá hacia Meta, Tolima y Boyacá

Análisis comparativo.  Situación 
socioeconómica de los indígenas en seis 
municipios del país y las tipologías de análisis

Para el desarrollo comparativo entre los contextos ur-
banos con presencia indígena se contó con la propuesta 
metodológica desarrollada en el documento “La pobla-
ción afro descendiente e indígena en América Latina 
– puntos de reflexión para el debate sobre Cairo + 20” 
(Lara, ALAP, 2015). Tal propuesta identifica principal-
mente dos situaciones demográficas y espaciales de la 
población indígena en contextos urbanos. La primera, 
ciudades donde la proporción de indígenas es pequeña 
en razón al total de la población. La segunda municipios 
donde la mayoría de población es indígena con respecto 
al total del municipio. De acuerdo a esto se desarrolla-
ron tres maneras de tipificar estas poblaciones. 

1. Por concentración poblacional indígena: Se denotan 
aquellos municipios que tienen mayor población indí-
gena hasta los que tienen cantidades más pequeñas. 

2. Por concentración poblacional total de las ciuda-
des: Se da cuenta de los municipios con población 
indígena pero presentada con base en el tamaño po-
blacional total de los municipios5

3. Por proporción de indígenas en la ciudad con res-
pecto al total de habitantes del municipio

Este capítulo se divide en dos partes. La primera un 
contexto general a nivel nacional de los indígenas en 
contextos urbanos. La segunda es el análisis detallado 
de 6 ciudades del país comparadas también con los mu-
nicipios agrupados según la clasificación propuesta por 
proporción de población indígena en ciudad de 30 en 
30 puntos porcentuales. Así, presentamos dos tipologías 
que corresponden a aquellos municipios cuya pobla-
ción indígena representa más del 70 % (Tipología I) del 
total de la población total y los que tienen entre el 40 y 
el 70 % de la población indígena (Tipología II). 

En este punto exponemos los primeros resultados de or-
den sociodemográfico a nivel nacional. Es posible obser-
var estas mismas variables a escalas más pequeñas como 
departamentos y municipios así agregar algunos según 
las tipologías convenidas. Por ejemplo, notamos en la ta-
bla 2 que nueve municipios tienen más del 70% de po-
blación indígena así que analíticamente podríamos agru-
parlos para notar su comportamiento sociodemográfico. 

La lectura entonces de estos de estos resultados parcia-
les, deben posibilitar diferentes alternativas de cons-
trucción analítica para evaluar su pertinencia a la luz de 
la construcción del protocolo de inscripción de cabildos 
urbanos y los lineamientos de política. Es importante 
anotar las dificultades que aún existen en el país en el 
tema de auto-reconocimiento étnico, así como la omi-
sión censal referida por el DANE.  

Recordemos que el total de indígenas en ciudad corres-
ponde a 298.275 de un total nacional de 1.392.623 que 
representa el 21 % de la población indígena y el 0,71% 
del total de la población nacional (41.468.384). Están 
distribuidas en 84 etnias muchas de las cuales están en 
peligro de extinción. Examinamos a continuación ex-
clusivamente el grupo de población indígena que para 
el año 2005 se encontraba en áreas urbanas.  

Análisis de tipologías

Empecemos recordando, que las ciudades con mayor 
número de indígenas son Sincelejo, Bogotá, Rioha-
cha, Manaure y Cali. Juntas no representan más del 
20% del total de indígenas asentados en cabeceras 
para el año 2005. De tal manera, si bien el número de 
indígenas en cada uno de esas ciudades o municipios 
es significativo, la dispersión poblacional es evidente; 
tanto así, que el 30% de la población está distribuida 
en municipios con menos de dos mil indígenas, tal 
como vimos en el capítulo anterior. Por otro lado, en 
ciudades más grandes, como Bogotá, Medellín y Cali 
la proporción de indígenas respecto a la población 
total es baja. 

Mientras tanto, en los municipios señalados en amari-
llo hay una proporción de indígenas considerable con 
respecto a la población total del área urbana. En par-
ticular notamos con mayor incidencia a Chima, San 

  En Colombia, se clasifican según su población los municipios del a siguiente forma: Menos de 20.000; b) De 20.000 a 49.999; c) De 50.000 a 99.999; d) De 100.000 a 499.000 
habitantes; e) De 500.000 a 999.999; f) De 1.000.000 a 7.276.620 habitantes. Destaquemos todos los municipios con altas proporciones de indígenas en contextos urbanos están en 
las en la primera clasificación de menos de 20.000 habitantes.
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Andrés de Sotavento en el departamento de Córdoba, Palmito en el departamento de Sucre, Uribía en la Guajira 
y Tubará en Atlántico. 

En otras ciudades como Sincelejo, Riohacha, Maicao, San Marcos y Mocoa, existen un número considerable de 
indígenas con respecto al total del municipio. 

Estas diferencias pueden derivar en diversas situaciones políticas y organizativas de los indígenas en ciudad, así 
como formas de apropiación de la ciudad, formas de ver el territorio como mecanismo de resistencia, sin olvidar 
niveles de racismo y exclusión.

Tabla 1
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La siguiente tabla, representa la relación de la población 
indígena con respecto a al total del área urbana. El pri-
mer grupo denota los municipios que tienen más del 
70% de población indígena. Sin embargo notamos que 
la densidad poblacional es pequeña. En otras palabras, 
son municipios pequeños mayoritariamente indíge-
nas. Esto tiene algunos atenuantes de tipo técnico dado 
que los indicadores demográficos funcionan mejor con 
agregados de datos más grandes, por lo cual en un aná-
lisis posterior convendría agrupar las poblaciones. Sin 
embargo, indagar sobre esta dinámica resulta muy inte-
resante puesto que cabría la posibilidad de estimar in-
dicadores específicos de fecundidad y mortalidad acu-
diendo a métodos indirectos y bajo el supuesto de una 
población netamente indígena. 

Otro elemento importante es que en las dos tablas, re-
ferentes a los desplegados de la tipología uno y dos, hay 
municipios en común. Es decir que tienen la caracterís-
tica de una densidad de población indígena importante 
con respecto al nivel nacional pero además son mayo-
ritariamente la población del municipio. Es el caso de 
San Andrés de Sotavento, Tubará, Coyaima, y en menor 
medida Uribia y Palmito, subrayando el caso importan-
te de Sincelejo como ciudad capital.

Un trabajo de campo sobre estas particularidades con-
cluiría en el análisis en un espacio urbano eminente-
mente indígena que conduciría a una hipótesis: La 

existencia de elementos de orden cultural, político y co-
munitario donde la etnicidad puede constituir un ele-
mento sustantivo de lo urbano. 

En el presente capitulo profundizaremos de forma com-
parativa seis ciudades del país que por un lado, reflejan 
las situaciones de las diferentes clasificaciones aborda-
das en el capítulo anterior. Reunimos en dos tipologías 
los municipios cuya proporción de población indígena 
con respecto al total es mayor al 40%. La Tipología I reú-
ne a Cordoba-Nariño, Mallama-Nariño, Jambalo-Cau-
ca, Coyaima-Tolima, Chima-Cordoba, Coaspud-Nari-
ño, San Andrés de Sotavento-Cordoba, Aldana-Nariño 
y Tubará-Atlantico; todos estos municipios con más del 
70 % de su población indígena. La tipología II reúne a 
Palmito-Sucre, Toribio-Cauca, Cururu-Vaupes, Uri-
bia-La Guajira, San Sebastián-Cauca, Purace-Cauca, 
Riosucio-Caldas, Mitu-Vaupes, Cumbal-Nariño, Iniri-
da-Guainia, Santa Cruz-Nariño y Puerto Nariño-Ama-
zonas; todos estos municipios con porporciones que 
asilan entre el 40 y el 70% de población indígena en sus 
cabeceras. Estas tipologías corresponden a varios mu-
nicipios de varias zonas del país cuyas realidades si bien 
son distintas, demográficamente son contrastables con 
otros espacios urbanos urbanos del país, cuyos agrega-
dos de población presentamos a continuación. De ma-
nera que en el análisis de las variables socioeconómicas 
aparecerán comparativamente cada uno de estos muni-
cipios y tipologías analíticas. 

Tabla 2

Foto 6: Juan Pablo Gutiérrez.
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Dividimos los municipios y tipologías de análisis por densidad poblacional para ilustrar las diferencias de forma 
más clara. En la primera estructura de población, a la izquierda, notamos que la tipología I y II tiene un compor-
tamiento demográfico que aun sustenta altos niveles de fecundidad, siendo las primeras edades las que más tienen 
población, mientras para el caso de Sincelejo demarcado en líneas verdes y Bogotá sombreada en amarillo y azul 
esta dinámica es inversa, puesto que presentan que se ha reducido el número de niños y de niñas, lo que puede 
corresponder a dinámicas de migración diferentes. Parecido a las tipologías I y II notamos la estructura sombreada 
en líneas verdes de Riohacha, lo que puede corresponder a la dinámica convencional de un grupo étnico con altos 
niveles de fecundidad y mortalidad. En tanto Galapa, permanece con los niveles de fecundidad medianamente 
estables, para terminar observando que en Cali y Medellín el comportamiento es similar que en Bogotá y Sincelejo. 
Concluimos diciendo que a mayor sea el tamaño de la ciudad la estructura de población indígena tiene unos cam-
bios significativos con respecto a poblaciones que se asientan en municipios pequeños. Efectivamente pueden exis-
tir excepciones como lo es Riohacha que a pesar de su tamaño, su población indígena sigue teniendo altos niveles 
de fecundidad. En archivo anexo mostramos por separado todas las estructuras de población y su correspondiente 
análisis de demografía estática.    

Estructuras Edad y Sexo Acceso a servicios públicos

Las variables desplegadas en esta sección hacen alusión convencional de 
NBI. Bajo esta lógica la ausencia de Alcantarillado o Acueducto denota 
que el hogar tiene Necesidades básicas insatisfechas. En esta oportunidad 
y en adelante, hay que destacar que la unidad de análisis son las personas 
y no los hogares por lo cual no podemos afirmar o denegar este indicador. 
Por otro lado, consideramos importante sobre todo para los hermanos y 
hermanas indígenas que aparezcan los datos en su valor absoluto por lo 
cual tal información se encuentra anexa. Destacamos que en las Tipologías 
I y II la ausencia de alcantarillado alcanza niveles de casi 40%, mientras 
la electricidad en los municipios que reúnen éstas dos categorías. En las 
ciudades más grandes como el caso de Medellín, Bogotá y Cali el acceso 
a servicios es mejor aunque no satisfactorio. Por ejemplo en la ciudad de 
Medellín un poco menos del 17% de la población no tiene acceso a Al-
cantarillado ni Acueducto. La situación es más preocupante en ciudades 
más pequeñas, por ejemplo en Galapa, la mitad de población indígena no 
tiene acceso al servicio de alcantarillado. Sumado a todo lo anterior, la in-
formación referida da cuenta de la situación de las viviendas indígenas en 
ciudades lo que representa un mundo de carácter simbólico que a la luz de 
la política debe ser analizado e incluido de forma diferencial.
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Asistencia a la escuela

En esta gráfica se compara el porcentaje de población 
que no asiste a la escuela de cada uno de los municipios 
en cuestión por edades desde los 6 a los 18 años. En 
todos los casos la situación es preocupante, sobretodo 
en edades posteriores a los 13 años, donde suponemos 
hay una deserción importante por el cambio de la pri-
maria al bachillerato. Los casos más preocupantes en 
las primeras edades corresponden a Riohacha y Mede-
llín, donde las demás zonas se comportan relativamente 
igual. Subrayamos que en las Tipologías I y II la tenden-
cia de participación es buena en comparación con otros 
municipios, incluyendo las edades posteriores donde 
se presume los niños y niñas pasan a bachillerato. Esto 
nos puede indicar que mientras más grande sea la ciu-
dad, menores pueden ser las posibilidades de partici-
par en la escuela, puesto que en ciudades intermedias 
la tendencia es menos preocupante que por ejemplo en 
Medellín. Particularmente en Cali, notamos que a par-
tir de los 13 años, los niños y niñas no participan en la 
escuela, hasta el punto que a los 17 años, un poco más 
de la mitad de esta población no asiste a la escuela. Este 
comportamiento a esta edad es similar a la Tipología 
I y en Bogotá. Esta última ciudad también denota una 
grave situación en esta materia en casi todas las edades, 
siendo Sincelejo el caso menos dramático.   

Habla de Lengua indígena 

En este análisis recogemos comparativamente la si-
tuación de habla de la población indígena por edades 
quinquenales. Para este propósito habría que incluir 
otras variables de análisis, como es el caso del pueblo 
indígena y la pervivencia de su lengua, pero además el 
habla del castellano. Esta imposibilidad de la fuente de 
información debe ser motivo de debate para su inclu-
sión en censos de población posteriores. Con estos ate-
nuantes, observamos que el municipio donde aún per-
dura la lengua de forma significativa en todas las edades 
es Riohacha donde seguramente está mayoritariamente 
el pueblo Wayuu. En este caso es importante cómo la 
curva decrece en edades mayores, entre los 60 y los 75 
años, siendo un factor de indagación en campo o sobre 
la calidad de la fuente de información. Por otra parte en 
los municipios que hacen parte de la Tipología II, nota-
mos que en casi todos los rangos de edad, la mitad de 
población es hablante de lengua indígena, seguida por 
la ciudad de Medellín donde el fenómeno es muy inte-
resante, dado que al parecer hay mayor porcentaje de 
hablantes a las primeras edades que en edades adultas. 
En Bogotá la mayor proporción de hablantes (casi 30%) 
están entre los 15 y los 40 años, sin embargo reiteramos 
que habría que cruzar la información por pueblo en to-
dos los casos. Finalmente notamos que Sincelejo y Ga-

lapa son las ciudades donde se sabe o existe una lengua 
indígena, donde en la mayoría de las edades no supera 
más del 10 % la población hablante.   
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Analfabetismo

Acá se da cuenta de los niveles de analfabetismo de 
la población indígena por edades quinquenales. Em-
pecemos evidenciando que el caso más preocupante 
es Riohacha, que sin embargo es los municipios que 
muestran mayores niveles de uso de la lengua propia. 
Esto sostiene aún más la tesis de la necesidad de medir 
estas variables desde un enfoque étnico-demográfico 
diferente. Por un lado la exclusión al no usar el caste-
llano, sobretodo en contextos urbanos, pero por otro, 
la exclusión por la misma pérdida de la lengua. En 
todo caso notemos que el siguiente caso es el de Sin-
celejo, diferente en todo sentido al de Riohacha, mu-
nicipio en el cual no hay una pervivencia significativa 
de la lengua indígena. En el caso de Cali y Bogotá, ciu-
dades donde los niveles de analfabetismo son bajos en 
relación al resto de municipios, en particular edades 
superiores a los 50 años. Es preocupante que en todos 
los casos los niveles de analfabetismo son altos en el 
primer rango de edad, asilando ente el 12 y el 30%, lo 
cual resulta significativo y puede estar asociado como 
vimos antes al retardo de entrada a la escuela como se 
puede ver en la gráfica que refiere los niveles de asis-
tencia a la escuela.   

Migración 

Presentamos este análisis en edades decenales principal-
mente porque en el marco de la diversidad de formas de 
migrar, familiar, individual o colectiva, creemos que ésta 
presentación que puede resultar más útil. De otra parte, 

como ya se ha mencionado, el censo pregunta sobre el 
movimiento migratorio 5 años antes de la fecha de empa-
dronamiento por lo cual, el quinquenio 2000-2005 es al 
que hace alusión esta gráfica. Se observa que en el perio-
do de tiempo en cuestión, las ciudades a donde se condu-
jeron los flujos migratorios fueron hacia Bogotá, Mede-
llín y Cali, mayoritariamente en las edades desde los 20 
hasta los 39 años, población joven económicamente acti-
va, que puede ir en busca de oportunidades económicas. 
Luego Riohacha representa una migración importante, 
pero que se concentra en otro grupo de edad más adulta 
(entre los 40 y los 49 años), donde no dejan de ser impor-
tantes edades anteriores. Los municipios contenidos en 
las Tipología I, II y Sincelejo, representan puntos recepto-
res importantes con comportamiento similares en edades 
adultas donde seguramente llegan personas y familias de 
lugares cercanos, siendo Galapa un punto de recepción 
casi nulo. Concluyamos diciendo que se pueden eviden-
ciar por lo menos dos tipos de movimientos migratorios, 
uno hacia ciudades grandes y otro hacia ciudades peque-
ñas e intermedias afectando con toda seguridad la estruc-
tura población indígena del municipio. Adicionalmente, 
es posible tener ciertos espacios urbanos que no han sido 
producto de esta migración, por lo menos en el periodo 
de mención.  
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Tamaño de los hogares indígenas 

Uno de los indicadores importantes para dar cuanta de los hogares es su tamaño. Acá vemos que los hogares de los 
municipios agrupados en la Tipología I y II son grandes, al igual que en el municipio de Riohacha y Sincelejo. Sin 
embargo, en ciudades demográfica y espacialmente más grandes los hogares indígenas son más pequeños, como el 
caso de Cali, Medellín y en mayor medida Bogotá.

El censo de 2005 ofrece varias posibles respuestas a la situación laboran que desempeño el ciudadano durante la 
última semana anterior al empadronamiento. Acá elegimos presentar sobre si la persona trabajó o se realizó oficios 
del hogar, dado que en su mayoría este valioso oficio es realizado por las mujeres. Notamos que el municipio con 
más participación en espacios laborales es Cali, Medellín y Bogotá, mientras en los municipios intermedios y aque-
llos reunidos en las Tipologías I y II solo trabajó entre el 22 y el 41% de la población lo que concluye en situaciones 
de desempleo preocupantes para la población indígena. De todas formas, si complementamos las cifras con los 
datos referentes a la participación en los oficios del hogar, notamos que en este espacio participan de forma más 
activa las personas indígenas que están en las ciudades o municipios donde los niveles de empleo son mejores. Es 
decir, que en el espacio domestico participan mucho más las personas de municipios pequeños, lo que conduce a 
platear nuevas hipótesis sobre por ejemplo el cuidado de los niños, las transmisión de la lengua y la oferta laboral 
para los indígenas en las ciudades de nuevo teniendo en cuenta su particularidad étnica.  

Mortalidad
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La calidad de las estadísticas vitales en el país para la 
población étnica en general es muy baja. Hay que recu-
rrir a métodos indirectos para los cálculos de indicado-
res tan dicientes como la esperanza de vida al nacer o 
el cálculo de las tasas de mortalidad o fecundidad. Sin 
embargo, para efectos de corrección el censo pregunta 
sobre el número de habitantes de un hogar que falleció 
en el último año, información que acá se presenta de 
forma sistematizada con propósitos netamente compa-
rativos, dado que en particular las tasas no están calcu-
ladas sobre la población media del periodo inter-censal 
sino con la población final que se censo en el 2005. Con 
esta precisión metodológica, proporcionamos 3 gráficas 
para dar cuenta de manera segmentada qué pasa en las 
primeras edades del ciclo vital, en la adultez y en los 
adultos mayores.  

Presentamos periodos decenales porque en algunas de 
las edades la declaración de la pregunta es nula, luego 

no acumula y no estaría proporcionando datos para 
la medición. Notamos en primer lugar que en edades 
jóvenes las ciudades de Cali y Riohacha las personas 
mueren con mayor frecuencia, seguidas de Bogotá. Este 
patrón continúa para el caso específico de Riohacha, 
pero no para el de Cali. Es interesante notar que hay una 
tendencia casi general a tener más fallecimientos entre 
los 30 y 39 años que entre los 40 y los 49 años excepto 
el caso de la Tipología II, siedo esta situación muchas 
intensa en Medellín. Ya para las edades finales notamos 
que en Bogotá la tasa de muertes es mucho mayor al 
resto de municipios, por lo cual es importante detallar 
las razones por las cuales las abuelas y abuelos mueren 
con más frecuencias en esta ciudad, seguida por Mede-
llín y Sincelejo. De todas maneras los espacios urbanos 
pequeños constituidos mayoritariamente por población 
indígena tienen una mejor situación en estos niveles 
que los otros municipios lo que podríamos concluir en 
una mejor calidad de vida en estos espacios.   
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Conclusiones
1. Quisimos mostrar los principales enfoques a partir de 
los cuales se ha abordado la presencia indígena en con-
textos urbanos. Como se mostró, ésta es una problemá-
tica compleja que involucra múltiples dimensiones; por 
esa razón los trabajos mencionados optaron por privi-
legiar alguna de estas aunque intentando no desatender 
las demás. Es así que cualquier estudio que pretenda 
ofrecer un panorama claro de este fenómeno debe in-
tentar articular su dimensión histórica, socio-económi-
ca, cultural, política y demográfica de forma rigurosa, 

pues solo de esa manera se podrá obtener un diagnosti-
co relativamente acertado de una realidad tan compleja.
2. Desde el punto de vista sociodemográfico es posible 
hablar de espacios urbanos conformados por población 
indígena. Es decir una *urbanidad* indígena. Estos es-
pacios urbanos son poblacionalmente pequeños. Estos 
últimos tienen comportamientos demográficos diferen-
tes siendo los niveles de fecundidad un factor relevante. 
No obstante con todo y eso, se han configurado con ras-
gos propios de espacios urbanos.  

3. Las ciudades con mayor número de indígenas son 
Sincelejo, Bogotá, Riohacha, Manaure y Cali. Juntas no 
representan más del 20% del total de indígenas asenta-
dos en cabeceras para el año 2005. De tal manera que 
uno de los primeros hallazgos importantes, es que si 
bien el número de indígenas en cada uno de esas ciu-
dades o municipios es significativo, la dispersión pobla-
cional es evidente; tanto así, que el 30% de la población 
está distribuida en municipios con menos de dos mil in-
dígenas. Por otro lado en ciudades más grandes, como 
Bogotá, Medellín y Cali la proporción de indígenas res-
pecto a la población total es baja. 

1. En las grandes ciudades como Medellín, Cali y Bo-
gotá existe presencia de la mayoría de pueblos indíge-
nas, y a su vez son escenarios de recepción de pobla-
ción desplazada. 

2. Las condiciones socioeconómicas de los indígenas en 
ciudad son precarias, y los instrumentos de medición 
aun no tienen un enfoque diferencial para esta población

3. Existen patrones migratorios de los indígenas para lle-
gar a las ciudades. Si bien el desplazamiento forzado es 
una causa importante es esta movilidad no es la única. 
Existen otros elementos familiares, culturales y económi-
cos que casan la llegada de esta población a la ciudad. Por 
tanto, puede ser interesante plantear estos flujos de movi-
lidad como parte integral de la vida comunitaria. 

4. Puede existir un vínculo comunitario entre la po-
blación asentada en las zonas rurales y la asentada en 
las urbanas. 

5. Con respecto a los Auto censos, de los 15.354 perso-
nas registradas, 2113 su declaración de edad es incier-
ta, en 1341 casos no aparece registrado la información 
sobre su sexo. En consecuencia, hay que formular un 
procedimiento de levantamiento de información de los 
censos comunitarios unificado, que permita rastrear 
elementos por ejemplo, de estructura familiar, cultura, 
educación etcétera.

6. Estos instrumentos de recolección, sistematización 
y socialización de la información no sólo deben deter-
minas derechos colectivos e individuales, si no también 
conducir a una demografía indígena propia que dialo-
gue con la medición homogénea.   

7. Un análisis del fenómeno que supone la presencia 
indígena en contextos urbanos debe considerar los si-

guientes elementos. En primer lugar, requiere definir las 
categorías centrales de análisis, lo que implica delimitar 
qué se entiende por conceptos como indígena, urbano, 
territorio y contexto cultural; cualquier aproximación 
que aspire a comprender un fenómeno de esa enverga-
dura debe definir el ámbito teórico y conceptual por el 
cual transita. 

8. Es necesario caracterizar los procesos de pobla-
miento y entender las condiciones particulares de 
cada asentamiento. Esto quiere decir que para analizar 
la presencia de indígenas en ámbitos urbanos hay que 
establecer una diferencia –o al menos ser conciente de 
ella- entre las comunidades que migraron como con-
secuencia de una contingencia particular (búsqueda 
de servicios y oportunidades laborales, violencia, de-
cisión autónoma) y aquellas que consideran la ciudad 
su territorio ancestral o tradicional. Ello supone des-
articular la dicotomía que piensa al indígena como un 
personaje ajeno al mundo urbano, entendiéndolo más 
como un actor que habita y usufructúa los distintos te-
rritorios disponibles en el país como lo hace cualquier 
otro ciudadano. Desde luego, esta perspectiva no niega 
la relación simbiótica que existe entre las comunidades 
indígenas y sus territorios ancestrales, simplemente 
propone otras dimensiones de esa territorialidad. Las 
evidencias históricas nos indican, por un lado, que los 
indígenas han sido protagonistas de procesos migra-
torios cuya dirección es del campo a la ciudad; igual-
mente, nos muestran que las ciudades crecieron en 
territorios indígenas y que fue la ciudad la que ocupó 
esos espacios.

9. Por lo tanto, que realizar un diagnóstico del fenóme-
no de presencia indígena en contextos urbanos es una 
tarea compleja y con múltiples determinaciones. Es ne-
cesario preguntarse si es pertinente un modelo general 
que opere en la totalidad del contexto nacional, o si por 
el contrario resulta más conveniente idear modelos re-
gionales que tengan en cuenta los particularismos lo-
cales. Parece indicado que el diseño de la política pú-
blica demanda considerar esas circunstancias diversas, 
orientándola a garantizar que las comunidades indíge-
nas gocen de una ciudadanía plena que se haga efectiva 
en contextos urbanos o rurales. En ese sentido, las estra-
tegias diferenciales deben considerarse como medidas 
transitorias que contribuyan a zanjar la enorme brecha 
que existe entre las comunidades indígenas y otros sec-
tores de la población, y no como estrategias permanen-
tes incapaces de modificar las diferencias sociales histó-
ricas y estructurales.
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Presentación
Autor Alejandra Rey Anaya

Desde una visión estadística, política y cultural, el 
concepto de lo indígena en contexto de ciudad no está 
plenamente identificado y concebido; lo indígena se 
ha relacionado normativa y académicamente con una 
realidad territorial y sociocultural delimitada, y todo 
aquello que tiende a escaparse de dicha realidad suele 
ser concebido como una pérdida de tradiciones y des-
arraigo cultural, porque hemos considerado lo indíge-
na como(o todavía es concebido) una figura poética e 
ideológica del nativo conservador, mítico y ancestral 
que debe estar en lo profundo de la selva, la montaña 
y el desierto, en pocas palabras lo que Astrid Ulloa de-
nominó el “nativo ecológico”. Esta visión generalizada 
de lo indígena, si bien puede dar cuenta de los indíge-
nas que se desarrollan en contextos rurales,  en donde 
hay unos patrones, características y elementos que los  

identifica,  (como el derecho a la propiedad colectiva 
de sus territorios ancestrales), deja  en debilidad mani-
fiesta a aquellos pueblos indígenas que por  diferentes 
causas, como el conflicto armado interno y circuns-
tancias sociales y económicas, han tenido que dejar su 
territorio indígena y adentrarse en nuevas realidades 
distintas a las de su cultura; también deja por fuera a 
aquellos pueblos indígenas a los cuales la ciudad le ha 
llegado y ha absorbido parte de su territorio  y tradi-
ciones culturales.

En función de estas realidades los pueblos indígenas 
han migrado y se han desplazado, adaptándose a nuevas 
contextos y nuevas configuraciones políticas, sociales y 
culturales, ofrecidas por las ciudades. Los indígenas en 
ciudad, eran una realidad hasta hace unos años desco-

nocida para legisladores y entidades públicas, pero fe-
nómenos como el del desplazamiento forzado, así como 
el desarrollo socioeconómico que se ha generado en 
ciudades como Bogotá, Medellín, Cali y Popayán entre 
otras, ha sido un detonante no sólo para generar proce-
sos migratorios y de desplazamiento por parte de estos 
pueblos, sino también, para visibilizar y evidenciar  su 
situación y realidades (quienes van a las ciudades esca-
pando de realidades alternas o  situaciones  conflictivas 
que ponen en riesgo su comunidad o familia).

En este orden de ideas, para poder generar mecanismos 
jurídicos y políticos que permitan atender las necesidades 
básicas de los indígenas en contexto de ciudad,  es nece-
sario primero delimitar cuales son las circunstancias y 
motivaciones que conllevan a los indígenas a abandonar 
su territorio ancestral y desplazarse a la ciudad; si bien el 
desplazamiento forzado en Colombia, para muchas pobla-
ciones es una razón para migrar a la ciudad, pueden existir 
otras motivaciones o necesidades puntuales que conllevan 
al indígena a cambiar su lugar de residencia por otro.

Al respecto el Dane, al exponer las razones o motivaciones 
que tienen los indígenas para cambiar de su lugar de resi-
dencia o de origen, expone que el 33.57% de los indígenas 
que se desplazan a otras zonas del país distintas a su lugar 
de origen lo hacen por motivaciones  familiares, el 20.5% 
lo hace  por motivaciones laborales, el 12.27% por cues-
tiones de seguridad personal, el 10.17% por necesidades 
educativas, el 8.81% por otras razones, el 7.72% por riesgo 
de desastre natural y el 7.41 % por motivos de salud1. 

Con lo anterior, se puede inferir que las motivaciones 
o necesidades puntuales pueden variar, y que en mu-
chas ocasiones los pueblos indígenas migran a la ciu-
dad en busca de mejores condiciones de vida, las cua-
les pueden no encontrarse en sus territorios, en donde 
existen carencias de tipo estructural (para una vida en 
condiciones dignas), como el acceso a la salud, la falta 
de instituciones educativas adecuadas, la ausencia de vi-
viendas dignas y fenómenos como el conflicto armado. 
Estas situaciones se conjugan para generar otro tipo de 
ideales y expectativas  que de acuerdo a su visión sólo se 
pueden materializar en la ciudad.

Como puede verse, existen diferentes patrones fácticos 
acompañados de sus correspondientes  motivaciones,  
que incitan a que los indígenas migren o se desplacen 

a las ciudades; conocer estas realidades y visibilizarlas 
a todo nivel, se convierte en una necesidad prioritaria 
para los indígenas en la ciudad. El no atender sus situa-
ciones, los ponen en una situación de vulnerabilidad, 
que en últimas afecta sus derechos humanos. En ese 
orden de ideas, es necesario visibilizar su existencia y 
las condiciones de vida en las que se encuentran en los 
contextos urbanos, con el propósito de que el Estado en 
su conjunto, garantice y respete sus derechos. 

No obstante a lo anterior, el presente estudio jurídico se 
convierte en una herramienta y un antecedente necesa-
rio, que  debe estar de cara a la realidad indígena urba-
na, por lo que explorar la viabilidad jurídica en materia 
de reconocimiento jurídico sobre la existencia de los 
Cabildos Urbanos y/o la propuesta jurídica de las for-
mas organizativas de los pueblos indígenas en Ciudad, 
se convierte en una necesidad prioritaria. 

Es importante resaltar que el estudio jurídico y la pro-
puesta normativa deben estar acordes con el ordena-
miento jurídico colombiano, en cumplimiento de los 
principios de legalidad, legitimidad y debido proceso, 
solo de esta manera se podrá  establecer el reconoci-
miento de sus formas organizativas, la garantía y obser-
vancia de sus derechos, de manera imparcial.

Por lo anterior, el estudio se centrará en realizar el estu-
dio legal y jurisprudencial de los derechos fundamenta-
les colectivos de los PI y su incidencia en los indígenas 
en contexto urbano. Análisis jurídico dela legislación 
especial indígena en el contexto indígena de ciudad. Re-
conocimiento de derechos a las poblaciones indígenas 
en los contextos de ciudad.

El análisis jurídico sobre los derechos de los pueblos in-
dígenas en el ordenamiento jurídico nacional e interna-
cional con la finalidad de identificar, si los derechos re-
conocidos en estos órdenes jurídicos, son predicables a 
la población indígena en contexto de ciudad. Estos dos 
sistemas jurídicos, darán cuenta sobre el tipo de garan-
tías que debe brindar el Estado a los indígenas de acuer-
do a las dinámicas propias que se tejen en la ciudad. En 
ese sentido, se establecerán unas preguntas orientadoras 
que conducirán al corazón del asunto, con la finalidad 
de evitar desviarnos del tema principal y de esta manera 
identificarla tipología de derechos para los indígenas en 
contextos urbanos, desde un enfoque diferencial.

1 DANE, (2005), “Estimación de la migración 1973-2005”, en: http://www.dane.gov.co/files/investigaciones/poblacion/migraciones/doc_est_mig_1973_2005.pdf
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PRIMERA PARTE
1. Derechos fundamentales 
colectivos de los Pueblos indígenas

Con el presente estudio se pretende analizar los dere-
chos de los pueblos indígenas reconocidos por el De-
recho Internacional de los Derechos Humanos de los 
Pueblos Indígenas y el derecho nacional indígena co-
lombiano a la luz de las condiciones de vida colectiva 
indígena que se tejen en los contextos urbanos, para que 
de esta manera se pueda establecer si los derechos reco-
nocidos en estos dos órdenes jurídicos, son predicables 
o no en los contextos de ciudad, con el fin de que pue-
dan ser materializados en la práctica. 

Este   estudio contempla modulaciones que reconocen  
la actualidad indígena urbana, pero articulada a sus 
comunidades indígenas de origen; de esta manera  el 
tejido social y étnico en los pueblos indígenas sea solo 
uno, y se eviten divisiones que afecten la historicidad, 
el devenir indígena, y la esencia identitaria que los ca-
racteriza y los diferencia de la cultura mayoritaria en el 
marco de la libre autodeterminación. 

Es de anotar  que la libre autodeterminación de los Pueblos 
indígenas (de ahora en adelante PI), fue la primera lucha 
que llevaron, a cabo  los diferentes movimientos indígenas 
de los distintos Estados del mundo ante el seno de las Na-
ciones Unidas (de ahora en adelante NU). Los PI exigieron 
a los diferentes Sistemas Internacionales de Protección de 
los Derechos Humanos y a los Estados (en donde habitan), 
el reconocimiento a su ancestralidad, cosmovisión,  terri-
torialidad y  autonomía. Todo esto, en el marco de la libre 
autodeterminación, de sus propias formas de desarrollo y 
de sus modelos de auto-conservación, para la protección 
de los elementos culturales y étnicos que los  identifica.   

Es así como el estudio  no puede desdibujar los elemen-
tos estructurales que definen el concepto de etnicidad 
que identifica a los PI indígenas en Colombia y que los 
diferencia de otros sectores de la población, incluso de 
otros grupos étnicos. En ese sentido, el análisis jurídico 
debe atender a la legislación especial indígena y a la ju-
risprudencia diferenciada de los órganos de protección 
de derechos humanos, tanto del ámbito doméstico (Cor-
te Constitucional), como el ámbito internacional (Corte 
IDH) en materia indígena; por lo que el concepto debe 
partir desde el ordenamiento jurídico indígena vigente 
(quien irradia el que hacer y las acciones del Estado). 

Este capítulo, se divide en dos partes . En la primera 
parte   se revisará en la normatividad y en la jurispru-
dencia, los conceptos de pueblos indígenas, comunidad 
y cabildo, para establecer sus relaciones y diferencias en 
las definiciones normativas y jurisprudenciales;  con el 
propósito de identificar, si la población indígena que se 
encuentra en la ciudad, está inmersa en la concepción 
normativa indígena del ordenamiento jurídico nacional 
e internacional, que define estos conceptos. El segundo 
paso, consiste en identificar, si los derechos fundamen-
tales colectivos reconocidos a los PI, se les puede garan-
tizar a los indígenas en contextos de ciudad, teniendo 
en cuenta las realidades que se tejen en la urbanización.

Para el segundo paso, se realizará una línea jurispru-
dencial sobre los derechos fundamentales colectivos de 
los PI, a partir de las sentencias de la Corte Constitucio-
nal. Es necesario resaltar que se trabajarán las senten-
cias hito que han construido el precedente obligatorio 
de los derechos fundamentales colectivos de los PI. No 
obstante a ello, se identificarán la sentencia fundadora 
y la sentencia arquimédica, que se abordarán más ade-
lante. Inmediatamente, se establecerá si los derechos 
fundamentales colectivos reconocidos en la legislación 
internacional,  nacional y  los desarrollos jurispruden-
ciales  son predicables y/o aplicables a los indígenas en 
contextos urbanos. 

1.1 Conceptos- Pueblos Indígenas, comunidad 
indígena, cabildo y autogobierno

Definición normativa y jurisprudencial de 
Comunidad indígena

Normas internacionales

Frente al concepto de comunidad indígena, no existe 
una definición clara y precisa por parte de los instru-
mentos internacionales en materia de protección de 
derechos de los pueblos indígenas. Dentro delos pri-
meros artículos del Convenio 169 de la OIT, se aborda 
el concepto de pueblos indígenas, pero no existe una 
definición de comunidad indígena, y de hecho esta, 
solo es abordada en el artículo 17 del Convenio, de la 
siguiente manera:

“Artículo 17: Deberá consultarse a los pueblos indígenas 
interesados siempre que se considere  su capacidad de 
enajenar sus tierras o de trasmitir  de otra forma sus 
derechos sobre estas tierras fuera de su comunidad; 

Por su parte la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los pueblos indígenas, tampoco 
define el concepto de comunidad indígena, pero en su 
artículo 9 resalta el derecho de los pueblos indígenas a 
pertenecer a una comunidad indígena:

“Artículo 9: Los pueblos indígenas y los individuos in-
dígenas tienen derecho a pertenecer a una comunidad 
o nación indígena, de conformidad con las tradicio-
nes y costumbres de la comunidad o nación de que se 
trate. Del ejercicio de ese derecho no puede resultar  
discriminación de ningún tipo”

Teniendo en cuenta lo anterior, se puede colegir que el con-
cepto de comunidad indígena, hace referencia a las formas 
organizativas de los pueblos indígenas, las cuales poseen 
unas tradiciones y características culturales comunes, que 
permiten identificar a una comunidad indígena de otra. 

El análisis anterior, puede ser fundamentado a través 
del artículo 13 de la Declaración, en donde se hace re-
ferencia al derecho que tienen los pueblos indígenas de 
dar nombres a sus comunidades, lugares y personas:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utili-
zar, fomentar y transmitir  a las generaciones futuras  sus 

historias, idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas 
de escritura y literaturas, y a atribuir  nombres a sus co-
munidades, lugares y personas, así como a mantenerlos”

De igual manera en el artículo 35, se hace mención de nue-
vo al concepto de comunidad, al referirse al derecho que 
tienen los pueblos indígenas de determinar las responsabi-
lidades de sus individuos dentro de las comunidades:

Artículo 35: Los pueblos indígenas tienen derecho a de-
terminar las responsabilidades de los individuos para 
con sus comunidades

En este orden de ideas, se puede inferir que el concepto 
de comunidad indígena, en la Declaración, es concebi-
do como una forma de organización, reunión y asocia-
ción de los pueblos indígenas, que dota a sus miembros 
de ciertos derechos, deberes y obligaciones que son de-
finidos a partir de su cultura y tradiciones.

Normas nacionales

En  la Constitución Política de Colombia, se menciona 
cuatro veces a las comunidades indígenas como sujeto 
de derechos; sin embargo no existe una definición nor-
mativa que haga referencia al contenido, concepto,  o 
elementos que definan en qué consisten o que se puede 
entender por comunidades indígenas. 

Los artículos constitucionales que hacen referencia a las 
comunidades indígenas, son el 1712, 3293 y 3304.

2 ARTICULO  171. El Senado de la República estará integrado por cien miembros elegidos en circunscripción nacional. Habrá un número adicional de dos senadores elegidos 
en circunscripción nacional especial por comunidades indígenas. Los ciudadanos colombianos que se encuentren o residan en el exterior podrán sufragar en las elecciones para 
Senado de la República. La Circunscripción Especial para la elección de senadores por las comunidades indígenas se regirá por el sistema de cuociente electoral. Los representantes 
de las comunidades indígenas que aspiren a integrar el Senado de la República, deberán haber ejercido un cargo de autoridad tradicional en su respectiva comunidad o haber sido 
líder de una organización indígena, calidad que se acreditará mediante certificado de la respectiva organización, refrendado por el Ministro de Gobierno.
3 ARTICULO  329. La conformación de las entidades territoriales indígenas se hará con sujeción a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, y su delimita-
ción se hará por el Gobierno Nacional, con participación de los representantes de las comunidades indígenas, previo concepto de la Comisión de Ordenamiento Territorial. Los 
resguardos son de propiedad colectiva y no enajenable. La ley definirá las relaciones y la coordinación de estas entidades con aquellas de las cuales formen parte.
4 ARTICULO  330. De conformidad con la Constitución y las leyes, los territorios indígenas estarán gobernados por consejos conformados y reglamentados según los usos y 
costumbres de sus comunidades y ejercerán las siguientes funciones :
1. Velar por la aplicación de las normas legales sobre usos del suelo y poblamiento de sus territorios.
2. Diseñar las políticas y los planes y programas de desarrollo económico y social dentro de su territorio, en armonía con el Plan Nacional de Desarrollo.
3. Promover las inversiones públicas en sus territorios y velar por su debida ejecución.
4. Percibir y distribuir sus recursos.
5. Velar por la preservación de los recursos naturales.
6. Coordinar los programas y proyectos promovidos por las diferentes comunidades en su territorio.
7. Colaborar con el mantenimiento del orden público dentro de su territorio de acuerdo con las instrucciones y disposiciones del Gobierno Nacional.
8. Representar a los territorios ante el Gobierno Nacional y las demás entidades a las cuales se integren; y
9. Las que les señalen la Constitución y la ley.
PARAGRAFO. La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades indíge-
nas. En las decisio-nes que se adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas comunidades.
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Desde el punto de vista legal o reglamentario, el Decreto 
2164 de 1995 en su artículo 2, inciso 2  define jurídica-
mente el concepto de comunidad, de la siguiente manera: 

“Comunidad o parcialidad indígena. Es el grupo o con-
junto de familias de ascendencia amerindia, que tienen 
conciencia de identidad y comparten valores, rasgos, 
usos o costumbres de su cultura, así como formas de 
gobierno, gestión, control social o sistemas normativos 
propios que la distinguen de otras comunidades, tengan 
o no títulos de propiedad, o que no puedan acreditarlos 
legalmente, o que sus resguardos fueron disueltos, divi-
didos o declarados vacantes”.

Por su parte, otras leyes como la Ley 685 de 2001, al re-
ferirse al concepto de comunidad indígena, establece la 
correlación entre territorio y comunidad indígena: 

Artículo 123. Territorio y Comunidad Indígenas. Para 
los efectos previstos en el artículo anterior, se entienden 
por territorios indígenas las áreas poseídas en forma re-
gular y permanente por una comunidad, parcialidad o 
grupo indígena de conformidad con lo dispuesto en la 

Ley 21 de 1991 y demás leyes que la modifiquen, am-
plíen o sustituyan.

Al respecto, es necesario destacar que la Ley 21de 1991, 
mediante la cual se aprueba el Convenio 169 de la OIT 
no habla puntualmente sobre comunidad indígena, sino 
que aborda directamente la definición de pueblo indí-
gena. Para la OIT la conciencia y el fuero interno en 
cuanto al auto-reconocimiento, es un factor determi-
nante  para determinar y garantizar los derechos que se 
encuentran contenidos en el Convenio 169 de la OIT .

 Definición jurisprudencial

A continuación, se presentará las interpretaciones juris-
prudenciales de la Corte Constitucional en relación al 
concepto de comunidad indígena, como los preceden-
tes judiciales obligatorios que conminan al Estado en su 
conjunto a acatar las sub-reglas constitucionales crea-
das por el Alto Tribunal, para  garantizar la protección 
de los elementos estructurales que corresponden a los 
derechos fundamentales colectivos de los PI, como el 
concepto de comunidad.  

 La OIT expresa lo siguiente: “Además, el párrafo 2 del mismo artículo establece que: «la conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un criterio fundamental 
para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones del presente Convenio.  OIT, (2010), “Monitoreo de los derechos de los pueblos indígenas y tribales a través de los 
convenios de la OIT”, en:  http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---normes/documents/publication/wcms_150209.pdf, pag 49

A continuación, se presentará las interpretaciones jurisprudenciales de la Corte Constitucional en relación al con-
cepto de comunidad indígena, como los precedentes judiciales obligatorios que conminan al Estado en su conjunto 
a acatar las sub-reglas constitucionales creadas por el Alto Tribunal, para  garantizar la protección de los elementos 
estructurales que corresponden a los derechos fundamentales colectivos de los PI, como el concepto de comunidad. 
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Definición normativa y 
jurisprudencial de Pueblos Indígenas

Normas internacionales

Desde la normatividad internacional, el concepto de 
pueblo indígena es definido a través  el Convenio 169 de 
la OIT en su artículo 1, inciso 1 párrafo b, como: “pue-
blos en países independientes, considerados indígenas 
por el hecho de descender de población que habitaban 
en el país o en una región geográfica a la que pertenece 
el país en la época de la conquista o la colonización o 

del establecimiento de las actuales fronteras estatales y 
que, cualquiera que sea su situación jurídica, conserven 
todas sus propias instituciones sociales, económicas, 
culturales y políticas, o parte de ellas6”.

Esta definición es complementada por el preámbulo de 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Dere-

chos de los pueblos Indígenas, que si bien, no define 
puntualmente  el concepto de pueblos indígenas, esta-
blece que estos son iguales a todos los demás pueblos, 
y que al mismo tiempo tienen derecho a ser diferentes, 
a considerarse a si mismo diferentes y a estar libres de 
toda forma de discriminación.

Dentro de la misma declaración se asignan y reconocen 
derechos fundamentales a los pueblos indígenas, rela-
cionados directamente con la libre determinación de su 
condición política, la búsqueda libre de su desarrollo 
económico, social y cultural, así como al derecho a la 
autonomía, al autogobierno en relación con sus asuntos 
internos y locales, así como el derecho a las tierras, te-
rritorios y recursos que tradicionalmente han poseído 
entre otros derechos.

Por su parte la Declaración de Rio sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo,  establece en su principio 
22, que los pueblos indígenas desempeñan un papel 
fundamental en la ordenación del medio ambiente y 
en el desarrollo, debido a sus conocimientos y prác-
ticas tradicionales. Frente a esto, la Declaración es-
tablece que los Estados deberían reconocer y apoyar 
debidamente su identidad, cultura e intereses y hacer 
posible su participación efectiva en el logro del desa-
rrollo sostenible.

De acuerdo a lo anterior, el pueblo indígena desde la 
normatividad internacional se puede definir como pue-
blos en países independientes, descendientes de comu-
nidades indígenas, que conserven todas sus institucio-
nes sociales, económicas, culturales y políticas propias, 
con un arraigo territorial y cultural que los diferencia de 
otras identidades, grupos o pueblos étnicos.

Normas Nacionales

En nuestro ordenamiento jurídico nacional, existen po-
cas interpretaciones o definiciones puntuales del con-
cepto de pueblo indígena, ya que este suele ser  rela-
cionado directamente con el concepto de  comunidad 

indígena, el cual es el que irradia el ordenamiento jurí-
dico (artículo 2, inciso 2 del decreto 2164 de 1995). 

No obstante a lo anterior, los pueblos indígenas en la 
Constitución Política de Colombia, son mencionados 
dos veces: en los artículos 96  y 246; sin embargo estas 
normas constitucionales no hacen referencia al signifi-
cado y/o definición del  concepto de PI.

En materia de leyes y decretos, el Decreto 2164 de 
1995por medio del cual se reglamenta parcialmente el 
Capítulo XIV de la Ley 160 de 1994 en lo relacionado 
con la dotación y titulación de tierras a las comunida-
des indígenas para la constitución, reestructuración, 
ampliación y saneamiento de los Resguardos Indígenas 
en el territorio nacional,  en su artículo 3, señala como 
sujetos destinatarios  de la norma, a los PI y las comu-
nidades indígenas, sin hacer distinción alguna entre los 
dos conceptos. Veamos:  

Los territorios tradicionalmente utilizados por pueblos 
indígenas nómadas, seminómadas o agricultores itine-
rantes para la caza, recolección u horticultura, que se 
hallaren situados en zonas de reserva forestal a la vi-
gencia de la Ley 160 de 1994, sólo podrán destinarse 
a la constitución de resguardos indígenas. Las reservas 
indígenas, las demás tierras comunales indígenas y las 
tierras donde estuvieren establecidas las comunidades 
indígenas o que constituyan su hábitat, sólo podrán ad-
judicarse a dichas comunidades y en calidad de resguar-
dos.(subrayado fuera de texto)

Definición Jurisprudencial

La jurisprudencia que se expone a continuación conden-
sa  definiciones, características y subreglas  proferidas por 
la Corte Constitucional, que permitirán determinar si el 
concepto de pueblos indígenas es aplicable o no a indíge-
nas en contexto de ciudad. A continuación se expondrán 
las definiciones y características  que la Corte Constitu-
cional ha identificado y mencionado, en varias sentencias 
ubicadas en dos periodos (1991-2000; 2001-2013). 

 Artículo 1, numeral 1, literal b del Convenio 169 de la OIT
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Definición normativa y
jurisprudencial  de Cabildo indígena

Normas internacionales

Dentro de las normas internacionales que abordan los de-
rechos de los pueblos indígenas, no existe una definición y 
mención particular frente al cabildo, pero si se hace constan-
te referencia a las autoridades tradicionales de estos pueblos,  
y a la capacidad auto-gubernativa que tienen  los mismos 
para asumir el control de sus formas de vida, de desarrollo 
propio y sus usos y costumbres. El convenio 169 de la OIT 
por ejemplo, consagra en su preámbulo, la necesidad que 
tienen los estados parte y la misma OIT de tener en cuenta 
las aspiraciones y capacidad de estos pueblos de asumir  el 
control de sus propias instituciones  y formas de vida. 

De igual manera en el artículo 9 del mismo convenio, la 
OIT exhorta a los estados parte para que respeten los mé-
todos tradicionales a los cuales los pueblos indígenas ac-
ceden para la represión de sus delitos, siempre y cuando 
ello sea compatible con el sistema jurídico nacional; aun-
que esta mención está dirigida particularmente al tema 
de justicia propia, es necesario resaltar que para su apli-
cación,  es obligatorio que los pueblos indígenas posean 
unas autoridades y sistemas propios de justicia, los cuales 
deben ser respetados y garantizados por los estados, de 
acuerdo al artículo 27 del Convenio 169 de la OIT:

“Artículo 27: 1. Los programas y los servicios de edu-
cación destinados a los pueblos interesados deberán 
desarrollarse y aplicarse en cooperación con éstos a fin 
de responder a sus necesidades particulares, y debe-
rán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, 
sus sistemas de valores y todas sus demás aspiraciones 
sociales, económicas y culturales.2. La autoridad com-
petente deberá asegurar la formación de miembros de 
estos pueblos y su participación en la formulación y 
ejecución de programas de educación, con miras a 
transferir progresivamente a dichos pueblos la respon-
sabilidad de la realización de esos programas, cuando 
haya lugar.3. Además, los gobiernos deberán reco-
nocer el derecho de esos pueblos a crear sus propias 
instituciones y medios de educación, siempre que tales 
instituciones satisfagan las normas mínimas estableci-

das por la autoridad competente en consulta con esos 
pueblos. Deberán facilitárseles recursos apropiados 
con tal fin”.

Frente a lo anterior, no existe una definición del Con-
venio 169 de la OIT, sobre las autoridades tradicionales 
y sobre los cabildos indígenas, sin embargo,  se aborda 
el carácter autonómico que tienen los pueblos indíge-
nas para definir y delimitar sus propias instituciones y 
medios de educación, lo que significa que están orga-
nizados, regidos y estructurados por una autoridad o 
estructura gubernativa especifica.

En ejercicio de la libre determinación, la Declaración de 
las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, en su artículo 47 señala que los PI tienen de-
recho a la autonomía y autogobierno. De igual manera, 
en el artículo 3 de la norma precitada, se establece que 
los PI tienen derecho a determinar libremente su con-
dición política y a perseguir libremente su desarrollo 
económico, social y cultural:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre deter-
minación. En virtud de ese derecho determinan libre-
mente su condición política y persiguen libremente su 
desarrollo económico, social y cultural”.

En su artículo 5, la Declaración consagra el derecho que 
tienen los pueblos indígenas a conservar sus propias insti-
tuciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y cultu-
rales; también reconoce el derecho que tienen actualizar-
las, cuando estas comunidades lo consideren pertinente; 
esta autonomía interna, también les confiere el derecho a  
participar en la vida política, económica, social y cultural 
del estado en representación de sus comunidades.

Este derecho de preservar, fortalecer, y desarrollar sus 
sistemas o instituciones políticas, económicas, jurídicas y 
sociales, se vuelve a mencionar una vez más en el artículo 
20 de la Declaración, en donde se expresa la libertad de 

los pueblos indígenas para  dedicarse a sus actividades 
económicas tradicionales, así como a desarrollar sus ins-
tituciones y sistemas  políticos, económicos y sociales.

Normas nacionales

La Constitución Política de Colombia hace referencia a 
los consejos indígenas en su artículo 330, designándoles 
unas funciones especiales y determinadas; actualmente 
las ejercen los cabildos8.

A nivel de leyes, se tiene como norma principal en cuanto 
al reconocimiento de la identidad indígena, la Ley 89 de 
1890. Esta norma, es una de las pioneras  en cuanto a lo 
que atañe a los cabildos. Al respecto en su artículo 3, se 
define que: En todos los lugares en que se encuentre es-
tablecida una parcialidad de indígenas habrá un pequeño 
Cabildo nombrado por éstos conforme a sus costumbres. 
El período de duración de dicho Cabildo será de un año, 
de 1º. De Enero a 31 de Diciembre. Para tomar posesión 
de sus puestos no necesitan los miembros del Cabildo de 
otra formalidad que la de ser reconocidos por la parciali-
dad ante el Cabildo cesante y á presencia del Alcalde del 
Distrito. Exceptúense de esta disposición las parcialida-
des que estén regidas por un solo Cabildo, las que podrán 
continuar como se hallen establecidas.

De igual manera, la Ley 89 de 1890 en su artículo 4 resalta 
la importancia del autogobierno ancestral de estas comuni-
dades, al destacar el papel que juegan  los estatutos particu-
lares y leyes propias de las comunidades indígenas dentro 
de su gobierno económico; sin embargo, se destaca  que la 
importancia de estos aspectos solo va hasta que no entren 
en contraposición con las leyes establecidas y los derechos 
de otros ciudadanos, por lo que se regula en su artículo 6, el 
papel que juegan los gobernadores en sus cabildos:

“Articulo. 6º. Los Gobernadores de indígenas cumpli-
rán por sí o por medio de sus Agentes las órdenes le-
gales de las autoridades que tengan por objeto hacer 
comparecer a los indígenas para algún servicio públi-
co ó acto a que estén legalmente obligados”.

Por otro lado, esta ley define unas funciones específi-
cas para los cabildos relacionadas directamente con la 
organización y control interno dentro de las comunida-
des. Es necesario destacar que las funciones del cabildo, 
mencionadas dentro de esta ley, conciben de manera 
transversal el territorio o tierra de resguardo, como un 
aspecto principal para el desarrollo de la comunidad in-
dígena. En este orden de ideas, de acuerdo al artículo 7 
de la Ley 89 de 1890, las funciones de un cabildo son:

1. Formar y custodiar el censo distribuido por fami-
lias, anotando al margen, al fin de cada año, las altas 
y bajas que haya sufrido

2. Hacer protocolizar en la Notaría de la Provincia 
respectiva, dentro de seis meses, contados desde la 
fecha de la publicación de esta Ley, todos los títulos y 
documentos pertenecientes a la comunidad que go-
biernan y custodiar las copias que les expidan, pre-
vio el correspondiente, registro

3. Formar un cuadro, y custodiarlo religiosamente 
de las asignaciones de solares del resguardo que el 
mismo Cabildo haya hecho o hiciere entre las fami-
lias de la parcialidad

4. Distribuir equitativa y prudencialmente, con 
aprobación del Alcalde del Distrito, para el efecto 
de elaborar entre los miembros de la comunidad las 
porciones de resguardos que se mantengan en co-

7 Articulo 4 Declaración universal de los derechos de los Pueblos Indígenas: Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho a la libre determinación, tienen derecho a la autono-
mía o al autogobierno en las cuestiones relacionadas con  sus asuntos internos y locales, así como a disponer de medios para financiar sus  funciones autónomas

8 De conformidad con la Constitución y las leyes, los territorios indígenas estarán gobernados por consejos conformados y reglamentados según los usos y costumbres de sus 
comunidades y ejercerán las siguientes funciones (subrayado fuera de texto):
1. Velar por la aplicación de las normas legales sobre usos del suelo y poblamiento de sus territorios.
2. Diseñar las políticas y los planes y programas de desarrollo económico y social dentro de su territorio, en armonía con el Plan Nacional de Desarrollo.
3. Promover las inversiones públicas en sus territorios y velar por su debida ejecución.
4. Percibir y distribuir sus recursos.
5. Velar por la preservación de los recursos naturales.
6. Coordinar los programas y proyectos promovidos por las diferentes comunidades en su territorio.
7. Colaborar con el mantenimiento del orden público dentro de su territorio de acuerdo con las instrucciones y disposiciones del Gobierno Nacional.
8. Representar a los territorios ante el Gobierno Nacional y las demás entidades a las cuales se integren; y
9. Las que les señalen la Constitución y la ley. 
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mún, procurando sobre todo que ninguno de los 
partícipes, casados o mayores de diez y ocho años, 
quede excluido del goce de alguna porción del mis-
mo resguardo

5. Procurar que cada familia sea respetada en lo po-
sible en la posesión que tenga, sin perjuicio de que 
se le segregue en beneficio de las demás, cuando sea 
necesario, la parte excedente que posea

6. Arrendar por términos que no excedan de tres 
años los bosques o frutos naturales de éstos y los te-
rrenos del resguardo que no estén poseídos por al-
gún indígena; y disponer la inversión que deba darse 
a los productos de tales arrendamientos

7. Para que los contratos puedan llevarse á efecto se 
necesita la aprobación de la Corporación Municipal 
del Distrito, la cual procederá con conocimientos de 
las necesidades y utilidad del arriendo, y tomando 
todas las precauciones que crea convenientes

8. Impedir que ningún indígena venda, arriende ó 
hipoteque porción alguna del resguardo, aunque 
sea a pretexto de vender las mejoras, que siempre se 
considerarán accesorias a dichos terrenos

Por su parte el decreto 2164 de 1995, en su artículo 2, 
define el concepto de cabildo indígena, como:

“Cabildo Indígena. Es una entidad pública especial, cu-
yos integrantes son miembros de una comunidad indíge-
na, elegidos y reconocidos por ésta, con una organización 
socio política tradicional, cuya función es representar le-
galmente a la comunidad, ejercer la autoridad y realizar 
las actividades que le atribuyen las leyes, sus usos, cos-
tumbres y el reglamento interno de cada comunidad”.

En el caso de aquellas comunidades que se constituyan 
como resguardo indígena, de acuerdo al artículo 22 del 
Decreto 2164 de 1995, la administración y manejo se 
llevará a cabo por parte de los cabildos y autoridades 
tradicionales de estas comunidades, teniendo en cuenta 
sus usos y costumbres. 

El concepto de cabildos indígenas no es la única defini-
ción para referirnos a las instituciones organizativas de 
los PI, también se tiene otras formas para referirse a es-
tas: autoridades indígenas, y su referencia jurídica, está 
definida en el artículo 2 del Decreto 2164 de 1995:como 
miembros de la comunidad que ejercen, dentro de la 
estructura propia de la respectiva cultura, un poder de 
organización, gobierno, gestión o control social; dichas 
autoridades frente a algunas entidades tienen la misma 
representación  y atribuciones que los miembros del ca-
bildo indígena.

La importancia de las autoridades tradicionales indíge-
nas, no solo se refleja en el decreto anteriormente men-
cionado, sino también en otras normas como en la Ley 
691 de 2001, mediante la cual se reglamenta la partici-
pación de los grupos étnicos en el Sistema General de 
seguridad social. Dicha ley en su artículo 4, define a la 
autoridad indígena, no solo como aquella que adminis-
tra y determina la prestación del servicio básico de sa-
lud, sino también como la institución especial, que tiene 
una organización propia y un estatus jurídico especial: 

“Artículo 4o. Autoridades. Además de las autoridades 
competentes, del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud, serán para la presente ley, instancias, orga-
nismos e instituciones, las autoridades tradicionales 
de los diversos Pueblos Indígenas en sus territorios, 
para lo cual siempre se tendrá en cuenta su especial 
naturaleza jurídica y organizativa”.

2. Análisis de los conceptos de 
comunidad, pueblos indígenas y 
comunidades indígenas en los 
contextos de ciudad

Una vez abordado los conceptos jurídicos desde la le-
gislación y la jurisprudencia sobre los conceptos de co-
munidad, pueblos indígenas y comunidades indígenas, 
se procederá a indagar si estos son predicables a la rea-
lidad indígena urbana. En ese orden de ideas,  es ne-
cesario plantearse la siguiente pregunta: ¿los indígenas 
en contextos urbanos están inmersos en las categorías 
jurídicas y jurisprudenciales de comunidad indígena, 
pueblos indígenas y cabildos?

2.1 Concepto de Pueblos Indígenas, 
Comunidades indígenas en contextos de ciudad

La legislación y jurisprudencia ha construido los pa-
trones normativos acercándose a la realidad fáctica de 
los conceptos, derechos, requisitos y elementos de la 
temática indígena. En ese orden de ideas, revisaremos 
si  esta construcción normativa de los conceptos  de co-
munidad indígena, pueblos indígenas está incluida en la 
realidad indígena urbana.

Es necesario iniciar advirtiendo un hallazgo descubier-
to en la investigación y, es que los conceptos de pueblos 
indígenas y comunidades indígenas en el ordenamiento 
normativo y jurisprudencial, no tienen distinciones es-
tructurales de un concepto frente a otro, la norma y la 
jurisprudencia lo usan indistintamente para referirse de 
forma práctica y categórica a los asuntos y problemas 
jurídicos que llegan a ser o necesitan ser solucionados 
a través de la norma o del Alto Tribunal, y que deben 
ser resueltos; solo en algunos casos puntuales en que el 
conflicto jurídico nace en una comunidad en específico, 
la Corte hace referencia  a la comunidad indígena y no 
al pueblo indígena.  No obstante a ello, en el Auto 004 de 
2009 de seguimiento de la sentencia T-025 de 2004, la 
Corte Constitucional se refirió a planes de salvaguarda 
en beneficio de 34 Pueblos Indígenas en vulnerabilidad 
y en riesgo de extinción biológica y cultural. En  esta 
sentencia, la Corte comprendió, que un pueblo Indíge-
na podría estar en más de un departamento y que este 
puede comprender las comunidades que necesariamen-

te considere el pueblo, para salvaguardar su superviven-
cia e integridad étnica y cultural (por estas razones es 
que en este mismo segmento se tratará simultáneamen-
te los conceptos de comunidad y pueblo indígena).

De lo anterior, se puede colegir que el pueblo indígena es 
el género y la comunidad es la especie. No obstante a ello, 
es necesario determinar si las configuraciones colectivas 
que se presentan en la ciudad, están dentro de las catego-
rías de pueblos indígenas y comunidad indígena. 

El concepto de pueblo indígena, está consagrado como 
ya se ha señalado, en el artículo 1, inciso 1 párrafo b, 
del Convenio 169 de la O.I.T con el siguiente conteni-
do: “pueblos en países independientes, considerados 
indígenas por el hecho de descender de población que 
habitaban en el país o en una región geográfica a la que 
pertenece el país en la época de la conquista o la colo-
nización o del establecimiento de las actuales fronteras 
estatales y que, cualquiera que sea su situación jurídica, 
conserven todas sus propias instituciones sociales, eco-
nómicas, culturales y políticas, o parte de ellas ”.

La Organización Internacional del Trabajo (en adelante 
la O.IT), respecto a la definición de pueblos indígenas, 
en el Informe de los Derechos de los Pueblos Indígenas 
y Tribales en la práctica, señaló los elementos que des-
criben a los pueblos que pretende proteger: i) continui-
dad histórica, es decir que son sociedades anteriores a la 
conquista o la colonización; ii) conexión territorial (sus 
ancestros habitaban el país o la región); iii) instituciones 
políticas, culturales, económicas y sociales distintivas 
(retienen algunas o todas sus instituciones propias)9.

Ahora revisemos si las poblaciones en contextos de ciu-
dad, cumplen con estos elementos. 

En primer lugar, las poblaciones indígenas que llegan a 
las ciudades tienen una raíz, un arraigo y una pertenencia 
en relación a sus comunidades de origen y, estas cumplen 
con el elemento de ser descendientes de poblaciones que 

9  Como puede verse, la norma determina los siguientes elementos: a. Elemento identitario: Pueblos que de desciendente de poblaciones que habitaban en el País; b. Elemento tem-
poral, que las poblaciones ascedentes de los pueblos actuales, habitaban en el época de la conquista o colonización (continuidad histórica); c.  elemento subjetivo: conservación de 
sus usus y costumbres sin importar su situación jurídica.
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habitaban en el País antes de la época de la conquista o la 
colonización o del establecimiento de las actuales fronteras 
estatales. En segundo lugar, de acuerdo al análisis realizado 
en la primera parte de este estudio, en cuanto a los patro-
nes fácticos, se identificó que los indígenas que migran o se 
desplazan a la ciudad, la mayoría de las veces tienen con-
tacto y relación con sus comunidades de origen, como es el 
caso de los cabildos estudiantiles. Además la conexión te-
rritorial, de los indígenas en contextos de ciudad,  se puede 
mirar con dos enfoques: i. relación con sus comunidades 
de origen y ii que sus ancestros habitaban la región y en el 
país antes de la colonización o conquista. 

Y en tercer lugar, las poblaciones en contextos de ciudad 
han ido conformando en las ciudades, la figura de cabil-
do, visibilizando su presencia, sus derechos y solicitan-
do su reconocimiento. 

De otro lado, el Foro Permanente para las Cuestiones 
indígenas,  señaló que  los pueblos indígenas no deben 
considerarse divididos entre el medio urbano y el me-
dio rural sino más bien como pueblos con derechos y 
una identidad cultural común, en proceso de adapta-
ción a circunstancias y entornos cambiantes

Como puede verse, no se puede llegar a escindir la visión 
indígena y lo que comprende su ser, su esencia, su ori-
gen, su identidad de lo que significa ser indígena, por lo 
que la comprensión de su propio ser, solo puede hacerla 
los pueblos indígenas desde su fuero interno, desde sus 
procesos de auto-identificación y relación con lo que son 
y con elementos externos que los rodean; por lo que pe-
dirle a un indígena que deje de serlo, sería además de vio-
latorio de sus derechos, algo irrespetuoso e inútil, porque 
no puede separarse de su esencia, no importa el contexto 
en que se encuentren, como es el contexto urbano. No 
obstante a ello, vale la pena preguntarse ¿Los contextos 
de ciudad son compatibles con la dinámica del ese ser 
que comprende el mundo indígena? ¿Las dinámicas pro-
pias de ese ser indígena en contextos rurales son iguales 
a las dinámicas propias de ese ser indígena en la ciudad?  

Para responder a estas preguntas, es necesario revisar 
con detenimiento los argumentos que señala el Foro 
Permanente para las Cuestiones Indígenas respecto a 
las poblaciones indígenas en contextos de ciudad, de lo 
cual se puede inferir las siguientes conclusiones: i. Uni-

dad. No puede existir divisiones, ni categorizaciones de 
lo que comprende el ser indígena, por lo que no pue-
den dividirse, ni clasificarse como indígenas rurales e 
indígenas urbanos; se debe hablar de un solo cuerpo: 
Pueblos indígenas; ii Identidad común. Los indígenas 
en contextos de ciudad, su origen no parte del vacío, 
estos tienen una relación y un origen con sus comuni-
dades de base10 y iii. Dinamismo. Los pueblos indígenas 
en contextos de ciudad, están enfrentados a  procesos 
de adaptación  y a circunstancias y entornos cambiantes

Para la presente investigación, se hace necesario mirar 
otros elementos importantes de los Instrumentos inter-
nacionales del Derecho Internacional de los Derechos 
de los Pueblos Indígenas, como  el criterio de auto iden-
tificación, ya que es  el primer requisito jurídico para 
establecer la condición de indígena  tanto en el sentido 
individual como colectivo. El artículo 1.2 del Convenio 
169 de la OIT establece que la conciencia de su identi-
dad indígena o tribal deberán considerarse un criterio 
fundamental para determinar  los grupos  a  los  que  se  
aplican  las  disposiciones  del  presente  Convenio.

De la misma manera, la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los   Derechos   de   los   Pueblos   Indíge-
nas   dispone  en  su artículo 33 que los pueblos indíge-
nas tienen derecho a determinar su propia identidad o 
pertenencia conforme a sus costumbres y tradiciones.  
De igual forma en su artículo 9 establece que:  

“Los   pueblos   y   los   individuos   indígenas   tienen   
derecho a pertenecer a una comunidad o nación indíge-
na, de conformidad con las tradiciones y costumbres de 
la comunidad  o  nación  de  que  se  trate”

Por otro lado, el Proyecto de Declaración Americana 
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas en su ar-
tículo 1.2, consagra que “la  auto identificación  como   
pueblos indígenas serán un criterio fundamental para 
determinar a quienes se aplica la presente Declaración. 
Los Estados respetarán el derecho a dicha auto identi-
ficación como indígena en forma individual o colecti-
va, conforme a las practicas e instituciones  propias  de  
cada  pueblo  indígena”.

De las anteriores normas internacionales, se puede co-
legir que definitivamente la auto identificación es un 

10 Es necesario que las autoridades pertinentes comprendan las múltiples identidades de los pueblos indígenas dentro de las zonas urbanas y su relación continua con sus tierras 
tradicionales, sus recursos naturales y el medio ambiente en las zonas rurales

derecho humano de los pueblos indígenas y una obli-
gación para el Estado, en cuanto al reconocimiento, 
respeto, protección y garantía de este derecho. Esto sig-
nifica, que las poblaciones indígenas que se encuentran 
en contexto de ciudad, no deben ignorarse, ni discrimi-
narse porque no estén en sus territorios ancestrales y 
porque su residencia actual sea la ciudad, ya que como 
lo señala el Foro Permanente los pueblos indígenas no 
deben considerarse divididos entre el medio urbano y el 
medio rural sino más bien como pueblos con derechos 
y una identidad cultural común, en proceso de adapta-
ción a circunstancias y entornos cambiantes

En cuanto a la jurisprudencia de órganos jurisdicciona-
les de protección de derechos humanos, como la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos, se han dado 
importantes pautas en cuanto al concepto de pueblos 
indígenas ya los procesos de auto-identificación.  

Asimismo, en el Caso Saramaka la Corte resolvió que el 
hecho que algunos miembros individuales de dicho pue-
blo vivan fuera del territorio tradicional y en un modo 
que difiere de otros Saramakas que viven dentro del te-
rritorio tradicional y de conformidad con los usos y cos-
tumbres de este pueblo, definitivamente no afecta la dis-
tinción de este grupo, ni los derechos comunitarios de los 
que son beneficiarios.  De igual forma, la Corte advirtió 
que si algunos miembros auto-identificados de este pue-
blo, pueden afirmar derechos  de orden colectivo del mis-
mo, “es  una   cuestión que debe resolver sólo el pueblo 
Saramaka de conformidad con sus propias costumbres, y  
no  el  Estado  o  esta  Corte  en  el  presente  caso”11.  

Además,  la  falta  de  identificación individual respecto 
de las tradiciones y leyes Saramaka por parte de algunos 
miembros de la comunidad no puede utilizarse como 
un pretexto para denegar dicho pueblo sus derechos12.

En cuanto a las reclamaciones de las familias beneficia-
rias en el caso Yakye Axa, quienes fueron beneficiarias 

también en el Caso Sawhoyamaxa, la Corte al respecto 
señaló que  “la  decisión  de   estas familias de sepa-
rarse de la Comunidad Yakye Axa para integrar la Co-
munidad Sawhoyamaxa, ambas comunidades indígenas 
del pueblo Enxet-Lengua, así como la decisión de los 
miembros de la Comunidad Sawhoyamaxa de aceptar-
los como parte de su comunidad, no puede  más  que  
ser  respetada  por  este  Tribunal”13

Como puede verse, la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, ha señalado que los procesos de auto 
identificación y autodeterminación étnica pertenecen 
exclusivamente a los pueblos indígenas y tribales.  En 
cuanto al análisis, se puede inferir de las sentencias, que 
este derecho se desarrolla indistintamente de los con-
flictos o problemas que se presenten internamente en 
estos pueblos.  En ese sentido, podemos concluir que si 
las configuraciones indígenas que se encuentran en la 
ciudad se auto identifican como pueblos indígenas, es 
un derecho que no puede negárseles, aunque como ya se 
ha estudiado deben estar acordes y a la luz de las defini-
ciones normativas estudiadas en las precitadas normas 
internacionales, porque como lo ha señalado la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado, los derechos y 
el enfoque diferencial indígena debe ser solo para los 
pueblos indígenas, de lo contrario la realidad indígena, 
se desdibujaría y se desbordaría al beneficiar a grupos 
o individuos que no sean indígenas. De igual forma, la 
demanda no podría satisfacerla la oferta institucional. 

Si bien el derecho a la auto identificación es un dere-
cho humano, este debe comprender otros elementos. 
Al respecto la Corte Constitucional en la Sentencia 
T-792/2012 ha establecido que un pueblo indígena, es 
aquel que posee la voluntad de preservar o  reconstruir 
sus  costumbres ancestrales, así como un linaje ances-
tral, y que se auto reconocen como pueblos aborígenes 
culturalmente diversos”. Sin embargo, en esta  senten-
cia,  la Corte Constitucional establece como criterios 
para identificar a un pueblo indígena,  los siguientes: (i) 

11 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka, supra. Párr. 164
12 Los argumentos dela Corte IDH, frente a los procesos de identificación del pueblo Saramaka, se centran en el siguiente argumento: El primer argumento del Estado se refiere a 
que la inclusión voluntaria de algunos miembros del pueblo Saramaka en la “sociedad moderna” ha afectado su distinción cultural, de modo que sería dificultoso definirlos como 
una personalidad legal. Es decir, el Estado cuestiona si se puede definir legalmente a los Saramaka de una forma que se tome en cuenta los distintos grados en que varios miembros 
auto-identificados del pueblo Saramakase adhieren a las leyes, costumbres y economía tradicional del pueblo Saramaka, particularmente de aquellos que viven en Paramaribo o 
fuera del territorio reclamado por los Saramaka. En este sentido, la Corte ha declarado que el pueblo Saramaka puede definirse como un grupo tribal (supra párrs. 80-84) cuyos 
miembros gozan y ejercen ciertos derechos, como el derecho a la propiedad, en una manera colectiva distintiva (supra párrs. 87-96). El hecho que algunos miembros individuales 
del pueblo Saramaka vivan fuera del territorio tradicional Saramaka y en un modo que difiere de otros Saramakas que viven dentro del territorio tradicional y de conformidad con 
las costumbres Saramaka no afecta la distinción de este grupo tribal ni tampoco el uso y goce comunal de su propiedad. Asimismo, la cuestión de si algunos miembros auto-iden-
tificados del pueblo Saramaka pueden afirmar ciertos derechos comunales en nombre de la personalidad jurídica de dicho pueblo es una cuestión que debe resolver sólo el pueblo 
Saramaka de conformidad con sus propias costumbres, y no el Estado o esta Corte en el presente caso. Además, la falta de identificación individual respecto de las tradiciones y 
leyesSaramaka por parte de algunos miembros de la comunidad no puede utilizarse como un pretexto para denegar al pueblo Saramaka el derecho a la personalidad jurídica”.
13 Caso Sawhoyamaxa, supra, párr. 206.
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auto reconocimiento como comunidad étnica y cultu-
ralmente diversa; (ii) descendencia directa de habitan-
tes de la América precolombina; (iii) conexión con un 
territorio, entendido este como el ámbito cultural en el 
que desarrolla su vida en comunidad, y no solo como 
un espacio geográfico predeterminado;  (iv) la presencia 
de instituciones, costumbres y comportamientos colec-
tivos distintivos y específicos. (se escogió esta jurispru-
dencia, porque es la sentencia arquimédica del concepto 
de pueblos indígenas y además recoge todo el preceden-
te jurisprudencial de este concepto) 

El auto reconocimiento se encuentra de presente en esta 
sentencia, sin embargo tenemos otros elementos o cri-
terios para establecer a quien se le identifica o reconoce 
como pueblo indígena, como el de la descendencia de los 
habitantes de la América precolombina y la referencia a 
la conexión territorial, pero no solo desde el enfoque ma-
terial o espacio geográfico sino también desde el ámbito 
cultural en el que desarrolla su vida en comunidad y por 

último la presencia de instituciones representativas.  En 
ese orden de ideas, los criterios establecidos por la Corte, 
son los mismos que señala la OIT, excepto la interpreta-
ción territorial que hace la Corte Constitucional. 

De igual forma en esta misma sentencia se señala que 
los pueblos indígenas son  poblaciones con un pasado 
histórico y cultural amplio, que han sido afectadas por 
patrones de discriminación. Dichos pueblos poseen 
sistemas de organización social propios, y modos de 
desarrollo propios que han sido afectados por esta dis-
criminación

Sin realizar de nuevo el análisis jurisprudencial14-15 ya 
analizado en esta materia, es importante resaltar que 
estas definiciones conceptuales y jurídicas realizadas 
por la Corte Constitucional, también tratan el elemento 
subjetivo de auto identificación, como criterio funda-
mental para determinar a quienes se les aplica los crite-
rios que conciernen a los pueblos indígenas.

14 El análisis jurisprudencial realizado en el siguiente estudio, arrojo las siguientes sentencias y subreglas, en relación al concepto de comunidad indígena:

Sentencia T-380/1993: La Corte Constitucional define el concepto de comunidad indígena como un sujeto colectivo y no una simple sumatoria de sujetos individuales que com-
parten los mismos derechos o intereses difusos o colectivos. A criterio de la Corte, en las  comunidades indígenas, se condensan modos particulares de ser y actuar en el mundo, 
constituidos a partir de valores, creencias, actitudes y conocimientos, que de ser cancelados o suprimidos - y a ello puede llegarse si su medio ambiente sufre un deterioro severo-, 
induce a la desestabilización y a su eventual extinción. La Corte Constitucional, al respecto llama la atención sobre la necesidad de tener en consideración los siguientes aspectos 
en relación con el concepto de comunidad indígena (Subreglas): Son Sujeto de derechos fundamentales que no solo cobijan al individuo sino a la comunidad. La comunidad no se 
debe confundir con otros grupos humanos.

En la sentencia T-254/1994, la Corte Constitucional, afirma que las comunidades indígenas son verdaderas organizaciones, sujetos de derechos y obligaciones, que, por medio de 
sus autoridades, ejercen poder sobre los miembros que las integran hasta el extremo de adoptar su propia modalidad de gobierno y de ejercer control social.En este orden de ideas 
la Corte Constitucional define a las comunidades indígenas, como entidades públicas con autonomía y gobierno propio sobre sus miembros, los cuales conservan características 
étnicas y culturales comunes que los diferencian de los demás y que no constituyen una mera intención de asociación, ya que reúnen creencias, tradiciones, pasado histórico y 
otros aspectos que permiten dar cuenta de una comunidad indígena. Como subreglas constitucionales la Corte Constitucional, destaca que, las diferencias conceptuales  y valo-
rativas, que se presenten en el análisis  de  órdenes jurídicos diversos como el de las comunidades indígenas, debe tener en consideración las siguientes reglas de interpretación: i)
A mayor conservación de usos y costumbres, mayor autonomía, ii) Los derechos fundamentales constitucionales constituyen el mínimo obligatorio de convivencia para todos los 
particulares, iii)Las normas legales imperativas (de orden público) de la República priman sobre los usos y costumbres de las comunidades indígenas, siempre y cuando protejan 
directamente un valor constitucional superior al principio de diversidad étnica y cultural, iv)Los usos y costumbres de una comunidad indígena priman sobre las normas legales 
dispositivas

En Sentencia T-342/1994, la Corte Constitucional,  define a las comunidades indígenas como un recurso natural humano, que se estima parte integral del ambiente y que merecen 
de la protección integral del estado, debido a que se encuentran ubicados en territorios con ecosistemas excepcionales, características y valores ecológicos que deben conservarse 
como parte integrante que son del patrimonio natural y cultural de la Nación, Cualquier acción, aplicada de manera  premeditada en las comunidades indígenas, en materia de 
salud y educación, puede  violar o amenazar la diversidad étnica y cultural de una población indígena.
	
En la sentencia  SU-510/1998, la corte se refiere a las comunidades indígenas como sujetos de derechos fundamentales; dichos derechos pueden ser individuales y colectivos. Para 
la Corte Constitucional, el hecho de pertenecer a una comunidad indígena asentada en un territorio  ancestral y con unas particularidades sociales y culturales plenamente defini-
das, representa el acceso a una serie de derechos que no poseen el resto de los colombianos, y que por ende les permite el desarrollo pleno de su identidad étnica y cultural. Como 
subreglas la Corte Constitucional establece  el hecho de que se debe considerar la autonomía política y jurídica de las comunidades indígenas, como la capacidad que tienen estas  
para gobernarse y ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito 

En la Sentencia T-1130/2003, la Corte Constitucional ha llamado la atención sobre el hecho de que las comunidades indígenas, no son solo un cumulo de individuos que compar-
ten unos derechos  o intereses comunes, sino que aparte de estar conformadas por varias personas, poseen  un vínculo comunitario establecido desde el nacimiento y que, salvo 
su libre abandono o renuncia, termina con la muerte, por otro lado tienen una relación con su comunidad que no se limita a determinados aspectos puntuales y específicos, sino 
que cubre un “entero plexo de interacciones en cuanto que se hace partícipe en una forma definida de vida. De acuerdo a la Corte Constitucional, los miembros de una comunidad 
indígena, deben tener: 1) Un vínculo comunitario establecido desde el nacimiento, arraigado en unas tradiciones y cultura, 2) Procesos de relacionamiento comunitario que van 
mas allá de simples asociaciones organizativas

En la Sentencia C-864/2008, de acuerdo a la Corte Constitucional, la comunidad indígena es un verdadero sujeto colectivo, con unas autoridades tradicionales reconocidas, y una 
correspondencia especial a la cosmovisión y tradiciones propias de su cultura, en donde el individuo forma parte de un todo social; en este orden de ideas “la comunidad indígena 
es un verdadero sujeto colectivo y no una sumatoria de individuos particulares que comparten una serie de derechos o intereses difusos (C.P., artículo 88)  De esta manera, 
aquellas comunidades étnicas en las que no está presente este elemento cultural totalizador no serían destinatarias de la Ley acusada, pues ésta ha sido diseñada a partir de este 
ethos particular de dichas culturas amerindias. Dentro la presente sentencia, la Corte Constitucional, define como elementos necesarios para definir un grupo étnico, (dentro de 
los cuales se encuentran las comunidades indígenas), los siguientes aspectos: 1) La existencia de rasgos culturales  y sociales compartidos por los miembros del grupo, lo cual los 
diferencian de los demás sectores sociales, 2)La existencia de una identidad grupal que lleve a los individuos  a asumirse como miembros de la colectividad en cuestión

En la Sentencia T-601/2011, la Corte Constitucional, define el concepto de comunidad indígena  como un conjunto de familias de ascendencia amerindia que comparten senti-
mientos de identificación con su pasado aborigen y mantienen rasgos y valores propios de su cultura tradicional, formas de gobierno y control social internos que las diferencian 
de otras comunidades rurales. De igual manera resalta el hecho de que son sujetos de derechos fundamentales, que ante el ordenamiento jurídico nacional gozan de un peso 
mayor de acuerdo al principio de maximización de la autonomía, y que el Estado debe garantizar que se respeten los principios dediversidad cultural e integridad étnica de los 
cuales son poseedores. Las comunidades indígenas, poseen unos derechos y especificidades particulares, que la Corte resalta de la siguiente manera: i) Las comunidades indígenas 
son sujetos de derechos fundamentales; ii) Esos derechos no son equivalentes a los derechos individuales de cada uno de sus miembros ni a la sumatoria de estos; iii) Los derechos 
de las comunidades indígenas no son asimilables a los derechos colectivos de otros grupos humanos. Iv) Gozan de un rango constitucional especial, v) Los derechos fundamen-
tales que poseen, no son equivalentes a los derechos individuales  de cada uno de sus miembros  ni a la sumatoria de estos, vi)El derecho de autonomía, tiene límites cuando se 
encuentra con el núcleo duro de los derechos humanos

En la Sentencia T-792/12, la Corte Constitucional reconceptualiza el concepto de comunidad indígena, en los  procesos de reetnizacion , definiéndolo como grupos que tienen proce-
sos más o menos recientes de recuperación de su identidad étnica y, en esa medida, satisfacen el criterio de auto reconocimiento como comunidad indígena (criterio subjetivo), o bien 
no realizan ni siquiera de forma mínima ninguno de los presupuestos objetivos, pues sus miembros no comparten una lengua, una forma de vestir, tradiciones religiosas o formas de 
solucionar los conflictos, etc.; o bien la presencia de estos elementos es aún objeto de amplias discusiones políticas entre las comunidades y el Estado, o las comunidades en proceso de 
reetnización y aquellas cuya identidad étnica se encuentra más consolidada. De igual manera la Corte Constitucional como subreglas constitucionales, define los requisitos, mediante 
los cuales  se puede verificar si efectivamente a una comunidad en proceso de reetnizacion se le debe conceder la protección de la diversidad étnica y cultural:

(i) Que los miembros que pertenecen a la comunidad se auto-reconocen como indígenas y pueden dar razones que sustentan esta auto- identificación;
(ii) Que puede corroborarse que la comunidad está adelantando un proceso de reconstrucción étnica y no otro tipo de proceso organizativo, pues se observa que el trabajo comu-
nitario se dirige principalmente a lograr la reconstrucción de la costumbres ancestrales, la lengua de la comunidad, y el reconocimiento por parte de otras comunidades indígenas, 
entre otras; esto es, que pueda concluirse que la comunidad trabaja por la  recuperación o reapropiación de los elementos que conforman usualmente los criterios objetivos de 
identificación de las comunidades indígenas; 
(iii) Que este proceso se realiza de buena fe, y sin la intención de apropiarse indebidamente de los recursos del Estado o de abusar de los derechos de los pueblos indígenas, y 
(iv) Que, aun cuando los anteriores elementos estén presentes, la protección de otros principios constitucionales involucrados, o la aplicación de las reglas del derecho de la socie-
dad mayoritaria, no reviste una mayor importancia que la protección del proceso de reconstrucción étnica en el caso concreto.

15 Las subreglas constitucionales señaladas por la Corte Constitucional en su amplia jurisprudencia, en relación al concepto de pueblo indígena, son:

En la Sentencia C-139/1996, la Corte Constitucional alterna constantemente entre el concepto de pueblo indígena y comunidad indígena, y los ubica como conceptos similares. Al 
respecto, la Corte define a un pueblo indígena, como un conjunto de individuos y personas, mediadas por unas características étnicas y culturales, con unos derechos especiales 
que  protegen  su singularidad cultural. Dicha singularidad es un aspecto importante para definir a un pueblo indígena, y la misma no puede sobrepasar las normas constitu-
cionales establecidas. La Corte Constitucional, frente a los derechos de los grupos étnicos y en especial de los derechos de los pueblos indígenas, crea las siguientes subreglas 
constitucionales: “Los derechos étnicos deben ser construidos y contextualizados como derechos de los pueblos y de las colectividades antes de que puedan proteger, como 
derechos humanos, a los individuos que pertenecen a tales pueblos y colectividades. “En otras palabras, las comunidades indígenas reclaman la protección de su derecho colectivo 
a mantener su singularidad cultural, derecho que puede ser limitado sólo cuando se afecte un principio constitucional o un derecho individual de alguno de los miembros de la 
comunidad o de una persona ajena a ésta, principio o derecho que debe ser de mayor jerarquía que el derecho colectivo a la diversidad”.

En la Sentencia SU-510/1998, la Corte Constitucional, define el concepto de pueblos indígenas, como pueblos ancestrales, con un pasado histórico y cultural, que debe ser respe-
tado y protegido tanto por las autoridades estatales, como por el resto de los colombianos. La afectación a sus tradiciones y creencias, así como la imposición forzosa de formas 
de pensamiento distintos, afectan su integridad étnica y  cultural.	  Las Subreglas frente al concepto de pueblo indígena dentro de esta sentencia, son: i) Aparte de 
aumentar el abanico de elecciones, los pueblos indígenas corresponden a una realidad histórica y sociológica que, sólo a riesgo de comprometer la paz social, podían ser ignorados 
en el momento constituyente.

En la Sentencia T-282/2011, para la Corte Constitucional, los pueblos indígenas son sujetos de especial protección constitucional, debido a la existencia de patrones históricos, 
sociales y jurídicos  que han debilitado  sus formas de representación social y cultural. Para la Corte Constitucional, los pueblos indígenas se definen por: i) Su diferencia cultural: 
La identidad de los pueblos indígenas hace referencia a la existencia de tradiciones diferenciadas a las del grupo mayoritario (Diferencia cultural, ii)Linaje: La identidad de los 
pueblos indígenas, también está relacionada con la relación directa con los pueblos que habitaban el continente previa la conquista y la colonia, iii) La identidad de los pueblos 
indígenas, también está relacionada con la voluntad de reconstruir los modos de vida tradicionales olvidados

En la sentencia T-235/2011, la Corte Constitucional, define el concepto de pueblos indígenas, como sujetos de derechos colectivos de especial protección, con un pasado histórico  
cargado de procesos de discriminación y rechazo, que han afectado sus tradiciones y características socioculturales.	
		
En la sentencia  T-236/2012, la Corte Constitucional, establece el hecho de que los pueblos indígenas son beneficiarios de una doble protección por parte del Estado, por un lado 
se debe proteger a la comunidad indígena como sujeto de derecho y se protege, de otro lado, a los individuos pertenecientes a esa comunidad, pues sin esa protección – ha dicho la 
Corte – sería impensable la materialización de la protección del derecho colectivo en cabeza de la comunidad indígena en cuanto tal. La jurisprudencia referida no ha hecho más 
que ampliar y profundizar el amparo de que goza el derecho constitucional fundamental al reconocimiento y debida protección de la diversidad étnica y cultural de los pueblos 
indígenas en Colombia”. La Corte , frente al concepto de pueblos indígenas, realiza la siguiente interpretación del Convenio 169 de la OIT: En la parte preliminar del Convenio se 
destacan, entre otros, los siguientes reconocimientos y observaciones: (i) que en muchos países los pueblos indígenas no pueden gozar de sus derechos humanos fundamentales 
en el mismo grado en el que lo hace el resto de la población; (ii) que las leyes, valores, costumbres y cosmovisiones propias de los pueblos indígenas han sufrido, con frecuencia, 
una fuerte erosión; (iii) que es preciso recordar la gran contribución que los pueblos indígenas y tribales han realizado a la diversidad cultural, a la armonía social y ecológica de la 
humanidad y a la cooperación y comprensión internacionales

En la Sentencia T-792/2012, la Corte Constitucional,  define a un pueblo indígena como aquel que posee la voluntad de preservar o  reconstruir sus  costumbres ancestrales, así 
como un linaje ancestral, y que se auto reconocen como pueblos aborígenes culturalmente diversos”. La Corte Constitucional establece como criterios para identificar un pueblo 
indígena,  los siguientes: (i) auto reconocimiento como comunidad étnica y culturalmente diversa; (ii) descendencia directa de habitantes de la América precolombina; (iii) cone-
xión con un territorio, entendido este como el ámbito cultural en el que desarrolla su vida en comunidad, y no solo como un espacio geográfico predeterminado;  (iv) la presencia 
de instituciones, costumbres y comportamientos colectivos distintivos y específicos.

En la Sentencia T-001/2012, la Corte Constitucional define a los pueblos indígenas como poblaciones con un pasado histórico y cultural amplio, que han sido afectadas por patro-
nes de discriminación. Dichos pueblos poseen sistemas de organización social propios, y modos de desarrollo propios que han sido afectados por esta discriminación. La Corte 
Constitucional, en esta sentencia, resalta las características actuales de los pueblos indígenas: “(i) la existencia de patrones históricos de discriminación que les impiden el pleno 
ejercicio de sus derechos y su cultura; (ii) la presión ejercida sobre sus territorios, su forma de ver el mundo, su organización social, sus modos de producción y su concepción 
sobre el desarrollo, originada en la explotación de los recursos naturales y la formulación de proyectos de desarrollo de diversa naturaleza en sus territorios ancestrales; (iii) el 
grave impacto que el conflicto armado ha generado en su modo de vida, reflejado en desplazamiento forzado y afectaciones de especial gravedad a sus territorios ancestrales, usa-
dos como corredores estratégicos o escenarios directos del conflicto; y (iv) la marginación económica, política, geográfica y social que, por regla general, enfrentan como grupos 
minoritarios”
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Es importante resaltar que la Corte Constitucional re-
coge también los elementos que dispuso la Organiza-
ción Internacional del Trabajo en esta materia, dándole 
una interpretación extensiva  al territorio, no solo desde 
el punto de vista material, (como un espacio geográfico 
determinado), sino también desde el ámbito cultural en 
el que se desarrolla la comunidad. 

Anteriormente, se analizó y se concluyó que los criterios 
señalados por la OIT en cuanto a pueblos indígenas, son 
aplicables a los indígenas en contextos de ciudad. Estos 
criterios son muy similares a los que utiliza la Corte Cons-
titucional, pero con una matiz más extensiva en cuanto 
al tema territorial, (como se dijo en el párrafo anterior), 
porque incluye el ámbito cultural, lo que significa que en 
nuestra realidad indígena colombiana se puede hablar de 
comunidades indígenas con o sin territorio. En ese orden 
de ideas, una de las características de las poblaciones in-
dígenas en la ciudad es la ausencia de territorio, excepto 
las comunidades sin movimiento, previamente asentadas 
en la ciudad con título jurídico16. Esto significa que los in-
dígenas en contexto de ciudad cumplen con este criterio, 
ya que la regla general consiste en no poseer resguardos 
o parcialidades indígenas, sin embargo se desarrollan en 
ámbitos culturales, sociales y políticos.

Finalmente, en cuanto a las interpretaciones normativas 
respecto a las definiciones de comunidad, es necesario re-
visar si son aplicables o no a los indígenas en contextos de 
ciudad. El decreto 2164 de 1995 define el concepto de co-
munidad o parcialidad indígena,  de la siguiente manera: 

“Comunidad o parcialidad indígena. Es el grupo o 
conjunto de familias de ascendencia amerindia, que 
tienen conciencia de identidad y comparten valores, 
rasgos, usos o costumbres de su cultura, así como for-
mas de gobierno, gestión, control social o sistemas 
normativos propios que la distinguen de otras comu-
nidades, tengan o no títulos de propiedad, o que no 
puedan acreditarlos legalmente, o que sus resguardos 
fueron disueltos, divididos o declarados vacantes”.

Esta definición es transcendental e importante para las 
cabildos indígenas urbanos que buscan ser visibilizados 
y reconocidos por las autoridades gubernamentales, 
porque desde lo cuantitativo no fija un límite mínimo 
o máximo de personas que puedan integrar un grupo o 
un conjunto de familias, que en todo caso, constituyen 
una comunidad; desde el aspecto territorial, no exige que 
para ser considerado parcialidad tenga necesariamente 
que poseer un resguardo u otro título de propiedad; des-
de el punto de vista de procedencia, tampoco hace dife-
renciación si la comunidad debe ser rural o urbana17.

En cuanto a la jurisprudencia18, la sentencia arquimédi-
ca que recoge el precedente jurisprudencial de comuni-
dad, es la sentencia T-792 de 2012. En esta sentencia, la 
Corte ha precisado los siguientes criterios para hablar 
de comunidad indígena: 

(i) Que los miembros que pertenecen a la comunidad se 
auto-reconocen como indígenas y pueden dar razones 
que sustentan está auto- identificación;
(ii) Que puede corroborarse que la comunidad está ade-
lantando un proceso de reconstrucción étnica y no otro 
tipo de proceso organizativo, pues se observa que el tra-
bajo comunitario se dirige principalmente a lograr la 
reconstrucción de la costumbres ancestrales, la lengua 
de la comunidad, y el reconocimiento por parte de otras 
comunidades indígenas, entre otras; esto es, que pueda 
concluirse que la comunidad trabaja por la  recupera-
ción o reapropiación de los elementos que conforman 
usualmente los criterios objetivos de identificación de 
las comunidades indígenas; 
(iii) Que este proceso se realiza de buena fe, y sin la inten-
ción de apropiarse indebidamente de los recursos del Esta-
do o de abusar de los derechos de los pueblos indígenas, y 
(iv) Que, aun cuando los anteriores elementos estén 
presentes, la protección de otros principios constitucio-
nales involucrados, o la aplicación de las reglas del de-
recho de la sociedad mayoritaria, no reviste una mayor 
importancia que la protección del proceso de recons-
trucción étnica en el caso concreto.

16 Indígenas absorbidos por la ciudad: Indígenas que siendo pre-existentes a las ciudades, han terminado inevitablemente absorbidos en virtud al crecimiento urbano, es decir, 
porque la ciudad de alguna manera les ha llegado y no pueden escapar de su dinámica.
No obstante a los anterior, existe una tercera tipología  que es muy excepcional, pero que debe ser analizada:
Indígenas a los que les impusieron contextos urbanos: Esta tercera categoría hace referencia a las comunidades indígenas a las que se les creó un municipio o corregimiento en el 
territorio ancestral; ejemplo de ello, el Resguardo Arara Bacatí de Lagos de Jaimacurú del Vaúpes.
17 Motta, Nancy. Jenny Posso, (2007), “Hacia el reconocimiento de una identidad indígena urbana en Cali”, Santiago de Cali, Alcaldía de Santiago de Cali
18 “la comunidad indígena ha dejado de ser solamente una realidad fáctica y legal para pasar a ser “sujeto” de derechos fundamentales. En su caso, los intereses dignos de tutela 
constitucional y amparables bajo la forma de derechos fundamentales, no se reducen a los predicables de sus miembros individualmente considerados, sino que también logran 
radicarse en la comunidad misma que como tal aparece dotada de singularidad propia, la que justamente es el presupuesto del reconocimiento expreso que la Constitución hace a 
“la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana”.

La anterior sentencia es la última que trata el tema de 
reconocimiento y comunidad, y guarda estrecha rela-
ción con los patrones fácticos que estamos analizando 
respecto al problema jurídico que hemos planteado ¿Las 
poblaciones indígenas en contextos de ciudad cumplen 
con los mismos requisitos normativos y jurisprudencia-
les que se le exige a una comunidad  que dice ser indíge-
na en materia de reconocimiento?

Es importante anotar, que esta jurisprudencia es la última 
y es una sentencia hito respecto al concepto de comuni-
dad; además es precedente obligatorio19 porque crea las 
sub-reglas constitucionales en materia de reconocimien-
to a comunidades. En ese orden de ideas, revisaremos si 
estos criterios son aplicables a los indígenas en contextos 
de ciudad, para poder responder a la pregunta:

1. Las poblaciones indígenas en contextos de ciudad se 
auto reconocen como pueblos indígenas, de tal suerte 
que sus instituciones representativas, las llaman cabil-
do indígena (como se  presentó en la primera parte de 
este estudio, en cuanto a los patrones fácticos).

2. El proceso organizativo que adelantan los indíge-
nas y cabildos en contextos urbanos se centran en 
procesos de reconstrucción o reproducción étnica 
en las ciudades. Esto significa que los indígenas en 
contextos de ciudad, buscan reproducir o reconstruir 
elementos culturales, como la lengua, la cosmogonía, 
formas organizativas, etc; de igual manera, sus comu-
nidades de origen los reconocen como indígenas, y 
en algunas instituciones del Estado, les han otorgado 
algún tipo de reconocimiento, como la posesión de 
cabildos urbanos, en el marco de la ley 89 de 1.890. 

Por otro lado, en la ciudad  trabajan colectivamente por 
conservar sus usos y costumbres y reproducir en las 
ciudades sus patrones culturales. No obstante a esta in-
terpretación, es necesario revisar los elementos y requi-
sitos consensuados en cuanto a los criterios objetivos 
de identificación que han construido los indígenas con 
el Ministerio del Interior  a través del protocolo, para 
otorgar reconocimiento y posesionar a los cabildos.

3. En este criterio que es subjetivo, vale la pena pregun-
tarse ¿Los procesos organizativos y la búsqueda de re-

conocimiento institucional que adelantan los indígenas 
en contextos de ciudad son de buena fe y sin la inten-
ción de apropiarse indebidamente de los recursos del 
Estado o de abusar de los derechos de los pueblos indí-
genas?. Esta respuesta, solo puede darla los indígenas, 
quienes son el lado activo de la solicitud de reconoci-
miento; sin embargo la jurisprudencia constitucional 
y el consejo de Estado han señalado en diversas oca-
siones a las instituciones de gobierno, como el Minis-
terio del Interior, que esta entidad tiene la obligación 
legal y constitucional de administrar y supervisar que 
los derechos fundamentales colectivos  y los recursos 
para este fin sean solo para las comunidades indígenas, 
de lo contrario se atentaría contra el principio de la di-
versidad étnica y cultural de la Nación y la demanda 
institucional desbordaría su oferta.20 

No obstante a lo anterior, antes que la supervisión y 
administración de recursos y derechos los realice el Es-
tado, las comunidades, las Asociaciones y las Organiza-
ciones Indígenas, son los principales actores llamados 
en hacer un primer control, supervisión y construcción 
de mecanismos para verificar realmente que los que so-
licitan reconocimiento, si sean comunidades indígenas.

4. Por último, la reconstrucción étnica en contextos 
urbanos no afecta la protección de otros principios 
constitucionales involucrados, o la aplicación de las 
reglas del derecho de la sociedad mayoritaria

Finalmente podemos concluir en esta parte de la inves-
tigación que los indígenas en contextos de ciudad,  se 
deben tratar como pueblos indígenas  y en palabras del 
Foro Permanente con derechos y una identidad cultural 
común, en proceso de adaptación a circunstancias y en-
tornos cambiantes.

Análisis del  concepto de cabildo indígena en 
los contextos de ciudad

El anterior análisis y sus conclusiones han dado pautas 
importantes en el presente estudio jurídico de las formas 
organizativas indígenas que se presentan en las ciuda-
des, como, establecer que las configuraciones indígenas 
en contextos urbanos, también son pueblos indígenas de 
acuerdo al ordenamiento jurídico indígena vigente.

19 Corte Constitucional, Sentencia T-792 de 2012,; M.P Luis Ernesto Vargas Silva
20 En este orden de ideas, la acción del Estado en orden a la protección a la diversidad étnica y cultural implica que se vigile el ingreso de personas extrañas al grupo indígena, quienes 
solo pueden buscar gozar con los beneficios políticos y económicos que el Estado les otorga como tal, como la exoneración del servicio militar, prestación del servicio de salud, edu-
cación, dotación de tierras entre otros, lo que implica que con mayor razón deban realizarse los estudios socioculturales que determinen la pertenencia étnica a la comunidad indígena 
(Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Primera,  Radicación número: 25000-23-24-000-2001-0963-01(AC-0963. MP: Olga Ines Navarrete Barrero)
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En cuanto a Cabildos Urbanos se refiere, las Normas in-
ternacionales como la Declaración de las Naciones Uni-
das sobre los  Derechos  de  los  Pueblos  Indígenas  hacen 
referencia a la libre determinación y al derecho que tie-
nen las comunidades indígenas a la autonomía  o autogo-
bierno,21 como el derecho que tienen a determinar libre-
mente su condición política y a perseguir libremente su 
desarrollo económico, social y cultural22. Igualmente, en 
la Declaración se  consagra el derecho que tienen los pue-
blos indígenas a conservar sus propias instituciones po-
líticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, como 
también reconoce el derecho que tienen actualizarlas, 
cuando estas comunidades lo consideren pertinente23.

En cuanto al Convenio 169 de la O.I.T  se le otorga par-
ticipación a los PI y  se señala que el Gobierno debe te-
ner una acción coordinada con estos24; de igual forma se 
le requiere a los gobiernos para que se adopten medidas 
especiales para salvaguardar las instituciones representa-
tivas de estos25, por lo que debe reconocerse, respetarse 
y protegerse las instituciones de los pueblos indígenas26.

En relación a  la piedra angular del convenio: La Con-
sulta Previa, se establece que esta debe realizarse con 
los pueblos indígenas y en particular a través de sus 
instituciones representativas27, y por último los pueblos 
indígenas tienen derecho a conservar sus instituciones 
propias, por lo que la legislación nacional deberá tomar 
debidamente en consideración sus costumbres o su de-
recho consuetudinario28. 

De lo anterior, podemos colegir que estas normas in-
ternacionales no consagran criterios  que establezcan 

o definan en qué consiste un autogobierno, o que este 
tenga que cumplir con unos requisitos para que sean 
reconocidos. En ese orden de ideas, el derecho a tener, 
conservar, actualizar las instituciones representativas, 
solo le compete a los PI en el marco de su derecho a la 
libre autodeterminación.  En ese  sentido, se puede infe-
rir que los cabildos indígenas en contextos urbanos, no 
tienen que cumplir con unos requisitos jurídicos para 
su configuración, en un sentido estricto.  

Para la OIT, en algunas instancias el término “institu-
ciones” se usa para hacer referencia a las instituciones 
u organizaciones físicas, mientras que en otras pueden 
tener un significado más amplio que incluyen las prác-
ticas, costumbres y patrones culturales de los pueblos 
indígenas. El preámbulo de la Declaración de las Na-
ciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos In-
dígenas reconoce la interrelación inherente entre las 
costumbres, tradiciones o instituciones de los pueblos 
indígenas. La Declaración reconoce la urgente necesi-
dad de respetar y promover  los derechos intrínsecos 
de los pueblos indígenas, que derivan de sus estructu-
ras  políticas, económicas,sociales y culturales, de sus 
tradiciones espirituales, de su historia y de su filosofía. 
Especialmente losderechos a sus tierras, territorios y re-
cursos (Preámbulo de la Declaración Párrafo 7). Especí-
ficamente, con la relación a las instituciones indígenas29.

Las culturas y tradiciones de los pueblos son dinámicas 
y responden a las realidades y necesidades de nuestro 
tiempo. Presentan un vasto espectro de formas de or-
ganización e instituciones diferenciadas. Algunos han 
retenido sus sistemas tradicionales jurídicos, sociales, 

administrativos y de gobierno, mientras que otros han 
adoptado o se han visto forzados a adoptar nuevas ins-
tituciones y formas de organización30. 

A veces las sociedades indígenas son percibidas como 
estáticas y homogéneas, lo que supone erróneamente 
que si cambian o adoptan formas de organización dife-
rentes podrían ser menos “indígenas”. Sin embargo en 
realidad, las sociedades indígenas son multifacéticas y 
dinámicas. Las disposiciones del Convenionúm.169 no 
deberían entenderse como que están restringidas úni-
camente a las instituciones  tradicionales, sino que se  
aplican a las prácticas actuales del desarrollo social, cul-
tural y económico de los pueblos indígenas. (…) Esto 
también significa que los pueblos indígenas tienen de-
recho a establecer instituciones contemporáneas, si las 
instituciones tradicionales ya no son adecuadas para 
satisfacer sus necesidades e intereses31.

Como colorario de todo lo anterior, podemos interpre-
tar que para los pueblos indígenas en contextos de ciu-
dad, sus instituciones representativas como la figura de 
Cabildo,  son configuraciones reales, contemporáneas, 
multifacéticas,  dinámicas y actualizadas a los diferentes 
contextos y desafíos que presenta la urbe,  por lo que 
el Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas, es 
muy sabio al señalar que los pueblos indígenas no de-
ben considerarse divididos entre el medio urbano y el 
medio rural sino más bien como pueblos con derechos 
y una identidad cultural común, en proceso de adapta-
ción a circunstancias y entornos cambiantes (subrayado 
fuera de texto).Esto, significa que los indígenas en con-
textos urbanos, no dejan de ser indígenas o son menos 
indígenas porque no están en las ciudades. 

La normatividad internacional de los Pueblos Indígenas 
analizada hasta el momento, y la interpretación auto-
rizada que realiza la O.I.T respecto al autogobierno, es 
aplicable a los indígenas en contextos de ciudad, sin em-
bargo es importante revisar que señala el ordenamiento 
jurídico interno al respecto. 

El Decreto 2164 de 1.995 define los conceptos de Cabildo 
y Autoridades Tradicionales. En el 2 artículo se consa-
gra los patrones normativos de la figuras de  Autoridades 
Tradicionales y Cabildos. Veamos a continuación:  

21 Declaración de Naciones Unidas. Artículo 4 Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho de libre determinación, tienen derecho a la autonomía o al autogobierno en las 
cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, así como a disponer de los medios para financiar sus funciones autónomas.
22 Declaración de Naciones Unidas. Artículo 3. Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho determinan libremente su condición 
política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.
23 Declaración de Naciones Unidas Artículo 5 . Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y 
culturales, manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural del Estado.
24 Convenio 169 de la O.I.T Artículo 2 Num 1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordi-
nada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad
25 Convenio 169 de la O.I.T. Artículo 4 1. Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las 
culturas y el medio ambiente de los pueblos interesados.
26 Convenio 169 de la O.I.T. Artículo 5. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:
a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, religiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente en consideración 
la índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva como individualmente;
d) deberá respetarse la integridad de los valores, prácticos e instituciones de esos pueblos; 
c) deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos interesados, medidas encaminadas a allanar las dificultades que experimenten dichos pueblos al afrontar 
nuevas condiciones de vida y de trabajo.
27 Convenio 169 de la O.I.T. Artículo 6
1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:
a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislati-
vas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;
28 Convenio 169 de la O.I.T. Artículo 8. 1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse debidamente en consideración sus costumbres o su derecho 
consuetudinario. 
2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales 
definidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos para 
solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio.
29 LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES EN LA PRÁCTICA - UNA GUÍA SOBRE EL CONVENIO NÚM. 169 DE LA OIT

AUTORIDAD TRADICIONAL.  Las autoridades tra-
dicionales son los miembros de una comunidad indí-
gena que ejercen, dentro de la estructura propia de la 
respectiva cultura, un poder de organización, gobierno, 
gestión o control social.

Para los efectos de este Decreto, las autoridades tradi-
cionales de las comunidades indígenas tienen, frente al 
INCORA,  la misma representación y atribuciones que 
corresponde a los cabildos indígenas.

CABILDO INDIGENA.  Es una entidad pública espe-
cial, cuyos integrantes son miembros de una comuni-
dad indígena, elegidos y reconocidos por ésta, con una 
organización sociopolítica tradicional, cuya función es 
representar legalmente a la comunidad, ejercer la auto-
ridad y realizar las actividades que le atribuyen las leyes, 
sus usos, costumbres y el reglamento interno de cada 
comunidad.

Los Pueblos Indígenas tienen sus propios sistemas de 
control social y de resolución de conflictos. La autori-
dad puede corresponder a una estructura organizativa 
definida, con funciones, jerarquías, formas de elección 
y procedimientos, como sucede con los cabildos indíge-
nas, institución adoptada por el derecho indiano espa-
ñol por la ley 89 de 1.89032.  

Los indígenas en contextos de ciudad se han auto re-
conocido como Cabildos, y no como autoridades tra-
dicionales, en el marco de su libre determinación. En 
ese orden de ideas, es necesario para esta investigación, 
responder la siguiente pregunta: ¿Las instituciones re-
presentativas de los indígenas en ciudad están inmersas 
en la categoría normativa de cabildo consagrada en el 
artículo 2 del Decreto 2164?

Para poder responder esta pregunta, revisemos la sen-
tencia arquimédica que recoge el precedente judicial 
de la Corte sobre la materia33. En la Sentencia T-371 de 
2013, la Corte Constitucional, define el concepto de  au-
togobierno, como la capacidad que tiene un grupo indí-
gena para decidir por sí solo los asuntos de su territorio 
(en el marco material, cultural, espiritual, político y ju-
rídico) conforme con sus referentes propios, dentro de 
los límites establecidos por la Constitución y la ley.  De 

30 Ibídem
31 Ibídem
32 Luis Carlos Osorio Rendón y Francisco Salazar González- Derechos Humanos y Pueblos Indígenas. Programa Presidencial de Derechos Humanos. (2006). Pág 11 
33 Corte Constitucional, Sentencia T-371 de 2013; M.P, Jorge Iván Palacio Palacio
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igual manera, la Corte resalta que los PI son autónomos 
para definir sus propias prioridades, en el marco del de-
recho fundamental colectivo a la libre  autodetermina-
ción, en la medida en que las comunidades indígenas 
tienen la capacidad de elegir con base en su autonomía 
y autodeterminación a sus autoridades tradicionales y 
las formas de gobierno que organizan,  controlan y ad-
ministran los asuntos de la comunidad.  En ese sentido, 
las comunidades indígenas frente al autogobierno tie-
nen derecho a: 

• Escoger la modalidad de gobierno que las debe regir;

•  Consolidar y determinar sus organismos políticos 
y sus funcionarios tradicionales; 

• Instituir de manera propia de acuerdo con sus usos 
y costumbres y lo establecido en la ley, las funciones 
que les corresponde asumir a tales autoridades; 

• Determinar los procesos y requisitos de elección de 
sus dirigentes, así como las modificaciones y actuali-
zaciones de dichas normas; 

• Definir las instancias internas de resolución de 
sus conflictos electorales. Lo anterior, sin descono-
cer las limitaciones establecidas por la Constitu-
ción y el legislador.

Como sub-regla constitucional, la Corte Constitucional 
señaló que la elección de una autoridad  debe ser deter-
minada por la misma comunidad y no es necesaria la 
presencia del alcalde dentro de la posesión de las auto-
ridades tradicionales puesto que la decisión autónoma 
de la comunidad “debe ser respetada por la autoridad 
administrativa, siendo este solamente un veedor” 

Mediante esta  sentencia, la Corte aclaró que es el propio 
pueblo y no el Estado quien debe decidir quiénes repre-
sentaran a la comunidad en sus procesos organizativos. La 
Corte ha interpretado, que las comunidades indígenas a 
través de sus instituciones propias, (sean Cabildos y Auto-
ridades Tradicionales) se comportan diferente a otros gru-
pos humanos, por lo que no son una simple sumatoria de 
sujetos individuales que comparten los mismos derechos o 
intereses difusos o colectivos34, sino  que son comunidades 
indígenas con verdaderas organizaciones, sujetos de de-
rechos y obligaciones, que, por medio de sus autoridades, 
ejercen poder sobre los miembros que las integran hasta el 
extremo de adoptar su propia modalidad de gobierno y de 
ejercer control social (subrayado fuera de texto)35.

Los Cabildos y las autoridades tradicionales de las co-
munidades indígenas, tienen un rango especial en el 
ordenamiento jurídico colombiano, asimilable a las de 
una autoridad del Estado, porque se les ha reconocido 
como autoridades públicas especiales. En tal sentido, 
el Alto Tribunal define el concepto de cabildo indígena 
como entidades públicas especiales elegidas y recono-
cidas por la comunidad indígena, encargadas de repre-
sentar legalmente a la comunidad y de ejercer las fun-
ciones que les atribuyen la ley y sus usos y costumbres36. 
De otro lado, también ha señalado que las autoridades 
tradicionales de los pueblos indígenas, son aquellas per-
sonas que detentan el poder comunitario y están con-
formadas  generalmente por los gobernadores y por los 
cabildos indígenas, quienes llevan símbolos de mando 
de acuerdo a su tradición37.

En cuanto a las funciones que deben ejercer los Cabil-
dos Indígenas, tanto el artículo 330 de la Constitución 
Política de Colombia y la Ley 89 de 1.890 han estableci-
do las siguientes funciones: 

34 Corte Constitucional- Sentencia T-380 de 1.993
35 Corte Constitucional- Sentencia T-254/1.994
36 Corte Constitucional- Sentencia T-973/2009
37 Corte Constitucional- Sentencia T-973 de 2009

Funciones de las au-
toridades indígenas y 

cabildos

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA LEY 89 DE 1890
Artículo 330. De conformidad con la Con-
stitución y las leyes, los territorios indígenas 
estarán gobernados por consejos conformados y 
reglamentados según los usos y costumbres de sus 
comunidades y ejercerán las siguientes funciones:

1. Velar por la aplicación de las normas legales 
sobre usos del suelo y poblamiento de sus terri-
torios.

2. Diseñar las políticas y los planes y programas 
de desarrollo económico y social dentro de su 
territorio, en armonía con el Plan Nacional de 
Desarrollo.

3. Promover las inversiones públicas en sus terri-
torios y velar por su debida ejecución.

4. Percibir y distribuir sus recursos.
5. Velar por la preservación de los recursos 
naturales.

6. Coordinar los programas y proyectos pro-
movidos por las diferentes comunidades en su 
territorio.

7. Colaborar con el mantenimiento del orden 
público dentro de su territorio de acuerdo con 
las instrucciones y disposiciones del Gobierno 
Nacional.

8. Representar a los territorios ante el Gobierno 
Nacional y las demás entidades a las cuales se 
integren; y

9. Las que les señalen la Constitución y la ley.

Artículo 7º. Corresponde al Cabildo de cada parciali-
dad:
1º. Formar y custodiar el censo distribuido por familias, 
anotando al margen, al fin de cada año, las altas y bajas 
que haya sufrido,
2º. Hacer protocolizar en la Notaría de la Provincia 
respectiva, dentro de seis meses, contados desde la fecha 
de la publicación de esta Ley, todos los títulos y docu-
mentos pertenecientes a la comunidad que gobiernan y 
custodiar las copias que les expidan, previo el corre-
spondiente, registro;
3º. Formar un cuadro, y custodiarlo religiosamente, de 
las asignaciones de solares del resguardo que el mismo 
Cabildo haya hecho o hiciere entre las familias de la 
parcialidad;
4º. Distribuir equitativa y prudencialmente, con aproba-
ción del Alcalde del Distrito, para el efecto de elaborar 
entre los miembros de la comunidad las porciones de 
resguardos que se mantengan en común, procurando 
sobre todo que ninguno de los partícipes, casados ó 
mayores de diez y ocho años, quede excluido del goce de 
alguna porción del mismo resguardo;
5º. Procurar que cada familia sea respetada en lo posible 
en la posesión que tenga, sin perjuicio de que se le seg-
regue en beneficio de las demás, cuando sea necesario, 
la parte excedente que posea;
6º. Arrendar por términos que no excedan de tres años 
los bosque o frutos naturales de éstos y los terrenos del 
resguardo que no estén poseídos por algún indígena; y 
disponer la inversión que deba darse á los productos de 
tales arrendamientos.
Para que los contratos puedan llevarse á efecto se 
necesita la aprobación de a Corporación Municipal del 
Distrito, la cual procederá con conocimientos de las 
necesidades y utilidad del arriendo, y tomando todas las 
precauciones que crea convenientes; y
7º. Impedir que ningún indígena venda, arriende ó 
hipoteque porción alguna del resguardo, aunque sea a 
pretexto de vender las mejoras, que siempre se consider-
arán accesorias a dichos terrenos.

PO
LITICAS DE REC

O
NO

M
IENTO

: C
a
b
il
d
o
s
 In

d
ig

e
n
a
s en Contexto de C

iudad



110 111

Estas funciones establecidas en el orden legal, no deben 
entenderse como mandatos superiores o contrarios a 
los instituidos y regulados por las mismas autoridades 
indígenas y la comunidad, ya que como se ha señalado 
anteriormente, el derecho a la libre determinación, es 
un derecho fundamental colectivo de los pueblos indí-
genas, que ampara la supervivencia étnica y cultural de 
estos pueblos; sin embargo varias comunidades indíge-
nas han apropiado los elementos normativos del artí-
culo 330 de la Constitución Política de Colombia y el 
artículo 7 de la Ley 89 de 1.890, por lo que sus procesos 
organizativos son complementados con estas normas y 
con decisiones jurisprudenciales. 

La anterior presentación normativa sobre la figura de 
cabildo, es con el fin de dar cuenta a la siguiente pregun-
ta hipotética ¿El ordenamiento jurídico indígena actual 
es aplicable a los indígenas en contextos urbanos?¿Los 
cabildos indígenas urbanos están inmersos en la legisla-
ción especial indígena? 

Teniendo en cuenta las argumentaciones jurídicas que 
se han realizado respecto al derecho a la libre determi-
nación, es  necesario destacar que las instituciones in-
ternas que adopten los pueblos indígenas como la figura 
de cabildo, es un asunto interno que le compete solo a 
estos en el marco de sus leyes de origen, y sus usos y 
costumbres38. El autogobierno constituye la principal 
dimensión política de la autodeterminación. 

En esta misma línea argumentativa y bajo las reco-
mendaciones del Foro Permanente para las Cuestio-
nes Indígenas y la Organización Internacional del 
Trabajo- O.I.T, las instituciones representativas de los 
Pueblos Indígenas en contextos de ciudad, son figuras 
político-organizativas que representan a la población 
indígena en la urbanización y que buscan reproducir en 
estos contextos, su ser indígena y la esencia que los au-
to-identifica, por lo que el reconocimiento se convierte 
en un factor necesario y clave para el mejoramiento de 
sus condiciones de vida y desarrollo de sus derechos.  

Negar la realidad indígena urbana, no solo es una ame-
naza a sus procesos auto determinativos, sino que tam-
bién se convierte en un patrón de discriminación al  ser 
invisibilizada y no reconocida; además,  al día de hoy se 
conocen hasta el momento 170 cabildos urbanos.  La 

Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom del 
Gobierno Nacional y los cabildos indígenas urbanos de 
todo el País, ante estos nuevos procesos, están constru-
yendo “el Protocolo de Registro de los Cabildos Indíge-
nas en ciudades, municipios, y/o áreas Metropolitanas 
en Colombia”. Esta iniciativa del Gobierno Nacional y 
de los Cabildos, es un hito en materia de reconocimien-
to en nuestro orden político-  jurídico de un Estado 
multicultural, porque además de ser un hecho histórico 
en Colombia, confiere a los pueblos indígenas en con-
texto de ciudad, un estatus legal sobre su existencia, que 
les permite construir con las Instituciones del Estado, 
el tratamiento jurídico y de política pública diferencial 
frente a sus condiciones reales de vida. 

El protocolo ha establecido que en términos del proceso 
político organizativo de los cabildos indígenas de muni-
cipios y/o distritos se debe tener en cuenta que:

1. Los Indígenas en ciudad (urbano y rural) son una 
expresión legitima y legal 
2. Existen fuertes evidencias de la lucha de los indí-
genas en ciudad
3. La razón de ser de los indígenas en la ciudad es 
principio de salvaguarda de identidad propia
4. El registro es garantía del fortalecimiento del go-
bierno propio, la defensa de la identidad y cosmovi-
sión de los pueblos indígenas
5. Estos cabildos han incidido en procesos de toma 
de decisión de los Cabildos de origen y cuentan con 
su reconocimiento

a) El registro de los cabildos indígenas de mu-
nicipios y/o distritos favorece la existencia de la 
comunidad organizada y de esta forma poder 
garantizar la institucionalidad de derecho propio 
de una generación a otra, esto permite que la es-
tructura organizativa de autoridad propia tenga 
un estatus requerido y de acceso a derechos en la 
jurisdicción ordinaria, así como la garantía de los 
derechos consuetudinarios. 

En cuanto a las funciones de los Cabildos indígenas es-
tablecidas en el artículo 330 de la Constitución Política 
de Colombia y la Ley 89 de 1.890 definitivamente están 
enfocadas al aspecto territorial, de organización comu-
nitaria, de administración y de seguridad, sin embargo 

el territorio, es el eje central de estas funciones.  En ese 
orden de ideas es necesario preguntarse ¿Qué pasa si 
una comunidad y un cabildo no tienen territorio?¿El 
hecho de no tener un territorio, una comunidad y ca-
bildo, es causal de no reconocimiento y acceso a  los 
recursos del Estado?

La Corte Constitucional en la sentencia T-792 de 2012 
manifiesta que la capacidad de autogobierno de una 
comunidad indígena, no está necesariamente atada a 
un territorio, y resalta el ejemplo del cabildo muisca 
de Tunja, señalando que aunque no poseen territorio, 
si desarrollan actividades de control y organización 
interna, que permite suponer un ejercicio de autogo-
bierno; de igual manera al interior del cabildo, la co-
munidad se auto -reconoce  como indígena y sustenta 
esta información a partir de sus actividades.

De igual manera, el Alto Tribunal establece que las comu-
nidades indígenas  en territorios no reconocidos, también 
poseen formas  de control y organización interna que son 
reconocidas por las autoridades nacionales	

Igualmente, en esta sentencia la Corte Constitucio-
nal resalta dos aspectos importantes para identificar 
a una comunidad indígena y su capacidad de auto-
gobierno:

“la Corte ha entendido que las comunidades indígenas 
ostentan el derecho a “i) ser reconocidas por el Estado y 
la sociedad como tales, en virtud de una conciencia de 
identidad cultural diversa, y; ii) a que no se pueda negar 

arbitrariamente la identidad real de la comunidad y de 
sus miembros”. 

En vista de que el Foro Permanente para las Cuestiones In-
dígenas, la Organización Internacional del Trabajo (O.I.T), 
la Corte Constitucional han establecido pautas argumen-
tativas de interpretación y recomendaciones respecto a 
las instituciones representativas de los pueblos indígenas 
en contextos de ciudad y que el Ministerio del Interior ha 
construido una propuesta normativa de reconocimiento 
de la existencia de los cabildos urbanosa través del registro 
ante el Estado, solo queda construir propuestas normativas 
consensuadas con los pueblos indígenas urbanos para es-
tablecer el tratamiento, los mecanismos, los procedimien-
tos y la asignación de recursos con un enfoque diferencial 
para la garantía de sus derechos. 

No obstante a lo anterior, es necesario y transcendental 
que los pueblos indígenas en ciudad, con el aval de sus 
comunidades indígenas de origen, construyan los con-
tenidos y la verificación de los  requisitos para el acceso 
al registro, con el propósito de supervisar que los tipos 
organizacionales que se registren, cumplan con las con-
diciones y requisitos de un cabildo indígena. 

Finalmente y para esta investigación los indígenas, en 
contextos urbanos deben considerarse dentro de la ca-
tegoría normativa de pueblos indígenas y sus institucio-
nes representativas como cabildos indígenas. En cuanto 
al reconocimiento institucional, los cabildos indígenas 
y la Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom 
deben construir los requisitos legales para tal efecto. 38 Anaya James- Los Pueblos Indígenas en el Derecho Internacional; Editorial Trotta, (2005), página 224
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SEGUNDA PARTE
3. Línea jurisprudencial de los 
derechos fundamentales colectivos
de los Pueblos Indígenas

Las decisiones de los altos órganos de cierre y de los 
jueces en general, se dan en razón de los problemas ju-
rídicos. La justicia, es quien debe dirimir los diferentes 
conflictos de tipo humano, social, político y económico 
desde el ordenamiento jurídico vigente; sin embargo, los 
instrumentos tradicionales del derecho positivo, no dan 
los patrones normativos suficientes, que den cuenta en 
todos los casos,  las diferentes soluciones y/o alternati-
vas  para resolver las controversias que llegan a la justicia.  
Esto sucede por diferentes razones: i. No existe normati-
vidad que regule los patrones fácticos de un tema deter-
minado; ii. La indeterminación de una norma singular; 
iii. Las contradicciones normativas frente a un mismo 
punto de derecho y iv. La proliferación de normas vigen-
tes que tratan un mismo problema jurídico.

En el caso sub examen, el reconocimiento de las formas 
organizacionales de los indígenas en contextos urbanos a 
partir de la LEI, es nuestro problema jurídico principal. 
En este, se busca establecer si la legislación puede darnos 
cuenta de estas formas organizativas, por esta razón, fue 
que se recopilo todos los patrones normativos encontra-
dos en la legislación sobre los conceptos y/o definiciones 
jurídicas de PI, comunidades indígenas y cabildos.

Ahora, es necesario indagar sobre los derechos colecti-
vos de los PI en la jurisprudencia, para que de esta ma-
nera la investigación sea mucho más integral y cercana  
a la realidad indígena en contextos urbanos. 

No obstante a lo anterior, se responderá la siguiente 
pregunta a través de la jurisprudencia ¿Es posible o no 
garantizar los derechos fundamentales colectivos de los 
pueblos indígenas en contextos de ciudad?  

La Corte Constitucionalen la sentencia T-380 de 1.994 
ha señalado que “[E]l reconocimiento exclusivo de de-
rechos fundamentales al individuo, con prescindencia de 
concepciones diferentes como aquellas que no admiten 

una perspectiva individualista de la persona humana, es 
contrario a los principios constitucionales de democra-
cia, pluralismo, respeto a la diversidad étnica y cultural 
y protección de la riqueza cultural”. Esta concepción de-
mocrática y pluralista, se funda con el advenimiento de 
la Constitución Política de 1.991. La nueva carta de na-
vegación reconoce visiones diversas, como la etnicidad, 
por lo que la visión mono -legal y unicultural, deja de ser 
vigente y pasa a convertirse en solo un referente histórico. 
En ese orden de ideas, se reconoce la existencia de grupos 
étnicos en Colombia,(entre otros grupos),como la base 
cultural y patrimonial del País. Esta inclusión democrá-
tica y pluralista en  la carta, es lo que permite establecer 
que los derechos fundamentales, no sean exclusivos de la 
persona humana, en el sentido singular y plural, sino que 
reconoce otros sujetos colectivos, como los PI, a quie-
nes se les debe garantizar sus derechos fundamentales, 
desde el enfoque colectivo. Esta línea de reconocimiento 
de derechos, ha sido reiterada por la Corte Constitucio-
nal, en diferentes fallos: “Los derechos fundamentales 
de las comunidades indígenas no deben confundirse 
con los derechos colectivos de otros grupos humanos. 
La comunidad indígena es un sujeto colectivo y no una 
simple sumatoria de sujetos individuales que comparten 
los mismos derechos o intereses difusos o colectivos. En 
el primer evento es indiscutible la titularidad de los de-
rechos fundamentales, mientras que en el segundo los 
afectados pueden proceder a la defensa de sus derechos o 
intereses colectivos mediante el ejercicio de las acciones 
populares correspondientes39” 

En esta sentencia,  por primera vez la Corte hace refe-
rencia  a los derechos fundamentales colectivos de los 
PI. “[L]os derechos fundamentales de los cuales son 
titulares las comunidades indígenas son, básicamente, 
el derecho a la subsistencia, derivado de la protección 
constitucional a la vida (C.P., artículo 11); el derecho a 
la integridad étnica, cultural y social, el cual se despren-
de no sólo de la protección a la diversidad y del carácter 

pluralista de la nación (C.P., artículos 1° y 7°) sino, tam-
bién, de la prohibición de toda forma de desaparición 
forzada (C.P., artículo 12); el derecho a la propiedad 
colectiva (C.P., artículos 58, 63 y 329); y, el derecho a 
participar en las decisiones relativas a la explotación de 
recursos naturales en sus territorios.40

En la sentencia C-058 de 1.994 de control de constitu-
cionalidad,  el problema jurídico se centra en la cons-
titucionalidad de la Ley 48  de 1993, en los siguientes 
términos: “Una norma -el artículo 27- es relativa a la 
exención del servicio militar de los indígenas “que re-
sidan en su territorio y conserven su integridad cultu-
ral, social y económica”. En este orden de ideas, la Corte 
Constitucional plantea:¿lo conforme con la Constitu-
ción es la exención del servicio militar de todos los in-
dígenas o de sólo aquellos que reúnan dos condiciones: 
una espacial -que residan en su territorio- y otra de 
identidad -que conserven su integridad cultural, social 
y económica-?”41 (subrayado y negrillas fuera de texto)

Esta pregunta se relaciona con nuestro caso sub- examen, 
ya que los indígenas que se encuentran en contextos urba-
nos, están solicitando la exención del servicio militar en 
beneficio de los jóvenes indígenas que residen en la ciudad. 
Los argumentos de la corte servirán para argumentar posi-
bles alternativas de solución a su situación militar. 

En esta sentencia, la Corte hace referencia sobre los de-
rechos fundamentales colectivos de los PI para decidir 
sobre el asunto y, una vez más establece que la comuni-
dad indígena ha dejado de ser solamente una realidad 
fáctica y legal para pasar a ser un “sujeto” de derechos 
fundamentales42. De esta manera, la Corte advierte que 

39 Corte Constitucional- SentenciaT-380 de 1993, MP. Eduardo Cifuentes Muñoz

no puede en verdad hablarse de protección de la diver-
sidad étnica y cultural y de su reconocimiento, si no se 
otorga, en el plano constitucional, personería sustantiva 
a las diferentes comunidades indígenas que es lo único 
que les confiere estatus para gozar de los derechos fun-
damentales y exigir, por sí mismas, su protección cada 
vez que ellos les sean conculcados (CP art. 1, 7 y 14)43.  

Al referirse a los derechos fundamentales colectivos 
de los PI, el Alto tribunal reitera dos argumentos. El 
primero consiste en reproducir la titularidad de los 
derechos fundamentales colectivos en cabeza de las 
comunidades indígenas, distinguiéndolas de otros 
grupos o colectivos44. El segundo argumento, hace re-
ferencia puntualmente a establecer cuáles son los de-
rechos fundamentales colectivos de las comunidades 
indígenas. Veamos: 

“Entre otros derechos fundamentales, las comunidades 
indígenas son titulares del derecho fundamental a la sub-
sistencia. Este se deduce directamente del derecho a la 
vida consagrado en el artículo 11 de la Constitución”.

“La cultura de las comunidades indígenas, en efecto, co-
rresponde a una forma de vida que se condensa en un 
particular modo de ser y de actuar en el mundo, cons-
tituido a partir de valores, creencias actitudes y conoci-
mientos, que de ser cancelado o suprimido -y a ello puede 
llegarse si su medio ambiente sufre un deterioro severo-, 
induce a la estabilización y a su eventual extinción. La 
prohibición de toda forma de desaparición forzada  (CP 
art 12) también se predica de las comunidades indígenas, 
quienes tienen un derecho fundamental a su integridad 
étnica, cultural y social”45

40 Ibidem. 
41 El actor ha demandado dos normas diferentes de la Ley 48 de 1993, “por la cual se reglamenta el servicio de reclutamiento y movilización”, entre ellas, el artículo 27, que tiene que 
ver con nuestro caso sub-examen. Sentencia C-058 de 1994, MP. Alejandro Martínez Caballero
42 Ibidem
43 Ibidem
44 La doctrina internacional define a las minorías como grupos de personas numéricamente inferiores al resto de la población de un Estado, en situación no dominante, cuyos miem-
bros poseen, desde el punto de vista étnico, religioso o lingüístico, unas características diferentes a las del resto de la población y manifiestan un sentido de solidaridad en lo que atañe 
a la conservación de su cultura, sus tradiciones, su religión y su idioma. La residencia en el territorio de la comunidad, como condición para eximirse de prestar el servicio militar im-
puesta por la ley a los indígenas, es incompatible con los elementos de derecho internacional que definen la pertenencia a una minoría, y que, de comprobarse, otorgan iguales derechos 
a todos los miembros del grupo étnico, religioso o lingüístico.
45 Corte Constitucional, Sentencia C-058 de 1994; M.P Alejandro Martínez Caballero
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De lo anterior se puede inferir, que del derecho a la vida 
(CP art.11) se desprende el derecho a la subsistencia de 
los PI. Esto significa que cada PI tiene derecho a per-
vivir como pueblo y mantener sus formas de vida y de 
reproducción biológica y cultural. Este derecho a la sub-
sistencia, es una sub-regla constitucional derivada del 
derecho a la vida. 

En cuanto al derecho a la integridad personal, es un 
derecho en cabeza de la persona (individualmente con-
siderada), como el derecho a la vida, sin embargo, la 
Corte regla otro derecho en materia de PI, derivado del 
derecho a la integridad personal: El derecho a la  in-
tegridad étnica, cultural y social. Este derecho, se con-
vierte en sub-regla constitucional, y por lo tanto es de 
obligatorio cumplimiento, porque es un derecho fun-
damental y esta investido de todas las características de 
este tipo de derechos, como la aplicación inmediata y su 
correspondiente mecanismo procesal constitucional de 
protección: La Acción  de Tutela.

En cuanto al problema jurídico, la Corte considera que el 
legislador fue acertado al establecer la protección legal a 
los indígenas en cuanto a la exención del servicio militar 
obligatorio a favor de ellos, con el requisito de que resi-
dan en su territorio y conserven su integridad cultural, 
social y económica. Igualmente, limitar dicha protección 
a los indígenas que “vivan con los indígenas y como los 
indígenas”46. El análisis de la Corte presupone que hay 
una relación directa entre el factor territorial y la conser-
vación de la cultura.  La Corte basa este argumento, en 
que si lo jóvenes indígenas no residen o viven en sus te-
rritorios, están expuestos necesariamente a la pérdida de 
los elementos distintivos del grupo étnico; en ese sentido 
el elemento territorial es un requisito sine quanon, que 
identifica la pertenencia  a la comunidad indígena. 

Como consecuencia de lo anterior, la Corte Constitu-
cional Declara exequible el artículo 27 (parcial) de la 
Ley 48 de 1993.

En la Sentencia T-349de 1996, (MP. Carlos Gaviria 
Díaz), la Corte Constitucional amplia el contenido de 
uno de los derechos fundamentales colectivos recono-
cidos por la jurisprudencia  a los PI, la supervivencia 
étnica y cultural. Al respecto, la Corte reconceptualizó 
este derecho,  sumándole  otro enfoque: el ámbito au-
tonómico, en donde se desenvuelven las comunidades 

indígenas. “Considerando que sólo con un alto grado de 
autonomía es posible la supervivencia cultural, puede 
concluirse como regla para el intérprete la de la maxi-
mización de la autonomía de las comunidades indíge-
nas y, por lo tanto, la de la minimización de las restric-
ciones a las indispensables para salvaguardar intereses 
de superior jerarquía. Esta regla supone que al ponderar 
los intereses que puedan enfrentarse en un caso concre-
to al interés de la preservación de la diversidad étnica 
de la Nación, sólo serán admisibles las restricciones a 
la autonomía de las comunidades, cuando se cumplan 
las siguientes condiciones: que se trate de una medida 
necesaria para salvaguardar un interés de superior je-
rarquía; que se trate de la medida menos gravosa para la 
autonomía que se les reconoce a las comunidades étni-
cas. (subrayado fuera de texto).

El reconocimiento al derecho autonómico, es un ele-
mento que hace parte del núcleo duro de la superviven-
cia étnica y cultural ¿Por qué la Corte establece que  sólo 
con un alto grado de autonomía es posible la supervi-
vencia cultural?, la sentencia analizada comprende en 
establecer los límites a la jurisdicción indígena, respecto 
a su ejercicio e imposición de sanciones. 

Los PI han manejado sus asuntos y la resolución de sus 
conflictos bajo sus propias instituciones, formas orga-
nizativas y de justicia propia. El pensamiento indíge-
na, tiene todo un modelo de organización de tradición 
ancestral y de derecho consuetudinario regido bajo sus 
“leyes de origen”, “la ley de la memoria”,  “el derecho 
mayor”, la ley de la coca y el tabaco”, “la ley del Yagé” 
etc. Estos instrumentos normativos, que son construi-
dos mucho antes que nuestros sistemas jurídicos de los 
cuáles gozamos en la actualidad,  han  resistido fuerte-
mente ante toda forma de discriminación, asimilación 
y destrucción. Esta resistencia, se ha dado a través de 
la visibilización de sus modelos de vida ante el mundo 
y hasta hace muy poco se han visto resultados, como  el 
Convenio 169 de la O.I.T y la Declaración de Naciones 
Unidas para los Derechos de los Pueblos Indígenas.

Los derechos adquiridos y positivizados en el ordena-
miento jurídico, como el reconocimiento a la JEI, han 
permitido que el sistema jurídico nacional entienda las 
bases culturales, y el ser étnico que identifica a los PI; un 
ejemplo de ello, es la Corte Constitucional, quien se ha 
preocupado por indagar los conceptos de pueblo indí-

gena, identidad, territorio, etnicidad, cultura etc;  (estas 
definiciones y contenidos han sido construidos desde la 
antropología, la sociología y el derecho).  

En esta sentencia, la Corte intenta definir y afinar los 
conceptos de conciencia étnica y cultural.  En cuanto 
al primero, este alto tribunal manifiesta que se puede 
explicar de la siguiente manera: “(...) [es] la conciencia 
que tienen los miembros de su especificidad, es decir, 
de su propia individualidad a la vez que de su diferen-
ciación de otros grupos humanos, y el deseo consciente, 
en mayor o menor grado, de pertenecer a él, es decir, de 
seguir siendo lo que son y han sido hasta el presente”47 

En cuanto al segundo concepto, de lo que significa cul-
tura. La Corte manifiesta que, “se refiere a los elementos 
materiales que distinguen al grupo, comúnmente reu-
nidos en el concepto de “cultura”48. Este término hace 
relación básicamente al “conjunto de creaciones, ins-
tituciones y comportamientos colectivos de un grupo 
humano. (...) el sistema de valores que caracteriza a una 
colectividad humana.”49 En este conjunto se entienden 
agrupadas, entonces, características como la lengua, las 
instituciones políticas y jurídicas, las tradiciones y re-
cuerdos históricos, las creencias religiosas, las costum-
bres (folklore) y la mentalidad o psicología colectiva que 
surge como consecuencia de los rasgos compartidos”50.

Pasando a otra sentencia, encontramos la sentencia 
T-496 de 1996 (MP. Carlos Gaviria Díaz), que con-
firma la sub-regla constitucional sobre los derechos 
fundamentales colectivos de los PI, en los siguientes 
términos: “Es conveniente resaltar en el marco de esta 
normatividad, que para que la protección a la diversi-
dad étnica y cultural sea realmente efectiva, el Estado 
reconoce a los miembros de las comunidades indíge-
nas todos los derechos que se reconocen a los demás 
ciudadanos, prohibiendo toda forma de discrimina-
ción en su contra, pero además, y en aras de proteger 

la diversidad cultural, otorga ciertos derechos radica-
dos en la comunidad como ente colectivo. En otras pa-
labras, coexisten los derechos del individuo como tal, 
y el derecho de la colectividad a ser diferente y a tener 
el soporte del Estado para proteger tal diferencia”

La anterior jurisprudencia, es una sentencia confirma-
dora de principios y  reitera la sub-regla constitucional y 
la afirma como precedente obligatorio de la Corte.   

En la sentencia SU-039 de 1997, (MP. Antonio Barrera 
Carbonell) Frente a los derechos fundamentales de las co-
munidades indígenas, la Corte Constitucional aclaró que 
éstos “no deben confundirse con los derechos colectivos 
de otros grupos humanos. La comunidad indígena es un 
sujeto colectivo y no una simple sumatoria de sujetos in-
dividuales que comparten los mismos derechos o intereses 
difusos o colectivos (CP art. 88). En el primer evento es 
indiscutible la titularidad de los derechos fundamentales, 
mientras que en el segundo los afectados pueden proceder 
a la defensa de sus derechos o intereses colectivos mediante 
el ejercicio de las acciones populares correspondientes”51. 

En cuanto a los derechos fundamentales colectivos, el alto 
Tribunal señala por primera vez que la consulta previa es 
un instrumento que es básico para preservar la integridad 
étnica, étnica, social, económica y cultural de las comuni-
dades de indígenas y para asegurar, por ende, su subsisten-
cia como grupo social. ( subrayado fuera de texto)52

En esta sentencia, la Corte confirma la líneajurisprudencial 
de los derechos fundamentales colectivos, al incorporar la 
consulta previa como instrumento para preservar la inte-
gridad étnica, étnica, social, económica y cultural de las 
comunidades  indígenas y para asegurar, por ende, su sub-
sistencia como grupo social. En ese sentido, son dos de los 
derechos fundamentales que son garantizados a través de la 
consulta previa: i. la integridad étnica, étnica, social, econó-
mica y cultural y la supervivencia étnica y cultural del PI53.

46 Ibídem.

47 Corte Constitucional, Sentencia T-349 de 1996. M.P Carlos Gaviria Diaz
48  Ibídem. 
49 Corte Constitucional, Sentencia T-1127 de 2001, M.P Jaime Araujo Renteria
50 Corte Constitucional, Sentencia  T-778 de 2005,; M.P Manuel José Cepeda Espinosa
51 La Corte cita este argumento de la sentencia T-380 de 1993 y lo reitera en esta jurisprudencia de Consulta Previa.  
52 Corte Constitucional- sentencia SU-039 de 1997, (MP. Antonio Barrera Carbonell) 
53 La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas debe hacerse compatible con la protección que el Estado debe dispensar a la integridad social, cultural y econó-
mica de las comunidades indígenas, integridad que configura un derecho fundamental para la comunidad por estar ligada a su subsistencia como grupo humano y como cultura. Para 
asegurar dicha subsistencia se ha previsto, cuando se trate de realizar la explotación de recursos naturales en territorios indígenas, la participación de la comunidad en las decisiones 
que se adopten para autorizar dicha explotación. De este modo, el derecho fundamental de la comunidad a preservar la integridad se garantiza y efectiviza a través del ejercicio de otro 
derecho que también tiene el carácter de fundamental, como es el derecho de participación de la comunidad en la adopción de las referidas decisiones. La participación de las comu-
nidades indígenas en las decisiones que pueden afectarlas en relación con la explotación de los recursos naturales ofrece como particularidad el hecho de que la referida participación, 
a través del mecanismo de la consulta, adquiere la connotación de derecho fundamental, pues se erige en un instrumento que es básico para preservar la integridad étnica, social, 
económica y cultural de las comunidades de indígenas y para asegurar, por ende, su subsistencia como grupo social. De este modo la participación no se reduce meramente a una 
intervención en la actuación administrativa dirigida a asegurar el derecho de defensa de quienes van a resultar afectados con la autorización de la licencia ambiental, sino que tiene una 
significación mayor por los altos intereses que ella busca tutelar, como son los atinentes a la definición del destino y la seguridad de la subsistencia de las referidas comunidades.          
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Por otro lado, es necesario rescatar que la consulta pre-
via estaba identificada como derecho fundamental en 
la sentencia T-380 de 1.994, con el siguiente enfoque: 
el derecho a participar en las decisiones relativas a la 
explotación de recursos naturales en sus territorios.

En esta sentencia, la Corte cita su precedente jurispru-
dencial respecto a los derechos fundamentales colecti-
vos y, destaca que las comunidades indígenas, son titu-
lares de este tipo de derechos, por lo que no se les puede 
confundir con otros grupos humanos, con intereses di-
fusos. De la misma manera señala que los derechos fun-
damentales colectivos son: i.  El Derecho a la subsisten-
cia; ii. El derecho a la integridad étnica, cultural y social; 
iii. El derecho a la propiedad colectiva; y iv, el derecho a 
participar en las decisiones relativas a la explotación de 
recursos naturales en sus territorios54.

El precedente jurisprudencial de la Corte Constitucio-
nal en cuanto a la línea argumentativa establecida por 
esta Corporación relacionada  con los derechos funda-
mentales colectivos, es reiterado y confirmad opor la 
Corte en posteriores sentencias. Del año 2000 hasta la 
fecha, tenemos sentencias hito muy importantes como 
la sentencia C-461 de 2008, mediante la cual se resuelve 
la demanda de constitucionalidad contra la Ley 1151 de 
2007, “por la cual se expide el Plan Nacional de Desa-
rrollo 2006-2010”. En esta sentencia, la Corte confirma 
su precedente, pero reconceptualiza su interpretación 
de los derechos fundamentales colectivos, a través de la 
consulta previa.  Este derecho, sigue haciendo parte de 
los derechos fundamentales colectivos, pero si es afecta-
do o agredido, se afectan los demás  derechos colectivos 
fundamentales de los PI. Al respecto, la Corte señala 
que: Los procesos de consulta previa no son fines en sí 
mismos, sino medios para asegurar la protección de la 
supervivencia colectiva, la integridad cultural, los inte-
reses comunitarios y los derechos fundamentales de las 
comunidades indígenas y afrodescendientes. En conse-
cuencia, cada proceso de consulta previa “no se carac-
teriza por ser un simple ejercicio jurídico de respeto del 
derecho de defensa de quienes pueden verse afectados 
con una actuación del Estado, sino porque se busca 
asegurar por medio de esta consulta previa la efectiva 

protección de los intereses colectivos y derechos funda-
mentales de las referidas comunidades.

El deber de consulta  de la Corte es confirmado, pero no 
solo como un derecho fundamental, sino también como 
un medio para asegurar la protección de los otros derechos 
fundamentales, por lo que a juicio de la Corte la consul-
ta es un proceso cualitativamente diferente, de naturaleza 
constitucional, orientado a salvaguardar derechos funda-
mentales celosamente protegidos por la Carta Política.55

En cuanto a la reconceptualización del derecho funda-
mental colectivo a la consulta previa, la Corte establece 
como deber, la protección de otros derechos fundamen-
tales que no estaban instituidos en la línea jurispruden-
cial como fundamentales: el libre desarrollo de la perso-
nalidad, a la seguridad y a la salud,  “los deberes básicos 
de las autoridades que llevan a cabo la consulta previa son 
los de ponderar y explorar los siguientes cuatro elemen-
tos: “i) la posición y las propuestas que éstos ostentan y 
formulen, ii) la garantía de los derechos fundamentales 
de los miembros de los pueblos indígenas y de los demás 
habitantes de los respectivos territorios –tales como el 
derecho a la vida e integridad personal, al libre desarro-
llo de la personalidad, a la seguridad y a la salud-, iii) la 
protección del interés general de la nación colombiana a 
la diversidad étnica y cultural; y iv) el interés general y las 
potestades inherentes al Estado colombiano”56.

En cuanto al Auto 004 de 2009 sobre la Protección de 
derechos fundamentales de personas e indígenas des-
plazados por el conflicto armado en el marco de supera-
ción del estado de cosas inconstitucional declarado en la 
sentencia T-025/04, la Corte establece por primera vez 
un catálogo especial de derechos fundamentales tanto 
individuales, como colectivos a favor de los pueblos in-
dígenas, en el marco del desplazamiento forzado Vea-
mos: Derecho a la vida en condiciones de dignidad da-
das; b)  los derechos de los niños, de las mujeres cabeza 
de familia, los discapacitados y las personas de la tercera 
edad y de otros grupos especialmente protegidos; c) el 
derecho a escoger su lugar de domicilio; d) los derechos 
al libre desarrollo de la personalidad, a la libertad de ex-
presión y asociación; e) los DESC; f) la unidad familiar; 

g) el derecho a  la salud en conexidad con el derecho a la 
vida; h) el derecho a la seguridad personal; i) la libertad 
de circulación por el territorio nacional; j) el derecho al 
trabajo; k) el derecho a una alimentación mínima; l) el 
derecho a la educación; m) el derecho a una vida digna; 
n) el derecho a la paz; ñ) el derecho a la personalidad 
jurídica j) el derecho a  la igualdad; k) el derecho a la 
supervivencia étnica y cultural; l)el derecho a la integri-
dad étnica y cultural; y m) el derecho al territorio

Los derechos fundamentales colectivos como individuales 
que identifica la Corte como vulnerados, son en razón de las 
diversas y múltiples violaciones que han tenido que soportar 
los pueblos indígenas a causa del conflicto armado colom-
biano, por lo que la Corte aumenta el contenido de los de-
rechos fundamentales colectivos de los pueblos indígenas.

Por otro lado, en la sentencia C-063/10 sobre la afilia-
ción al sistema de seguridad social en salud de la po-
blación indígena desplazada, la  Corte Constitucional 
en cuanto a los derechos fundamentales colectivos de 
los pueblos indígenas reiteró su jurisprudencia, en los 
siguientes términos: los derechos fundamentales de los 
cuales son titulares las comunidades indígenas son, bá-
sicamente, el derecho a la subsistencia, derivado de la 
protección constitucional a la vida (C.P., artículo 11); el 
derecho a la integridad étnica, cultural y social, el cual 
se desprende no sólo de la protección a la diversidad y 
del carácter pluralista de la nación (C.P., artículos 1° y 
7°) sino, también, de la prohibición de toda forma de 
desaparición forzada (C.P., artículo 12); el derecho a la 

propiedad colectiva (C.P., artículos 58, 63 y 329); y, el 
derecho a participar en las decisiones relativas a la ex-
plotación de recursos naturales en sus territorios.

Esta sentencia, es la última sentencia de nuestra línea ju-
risprudencial de los derechos fundamentales colectivos 
de los pueblos indígenas, porque además de ser la sen-
tencia arquimédica al guardar relación con el problema 
jurídico de nuestra investigación, recoge el precedente de 
la Corte Constitucional relacionado con sus decisiones 
en el marco de los derechos fundamentales colectivos57. 

La línea jurisprudencial anteriormente analizada, es con 
el fin de recoger las argumentaciones jurídicas de la Corte 
para establecer su aplicabilidad o pertinencia en las confi-
guraciones indígenas en contextos urbanos. En ese orden 
de ideas se revisará las definiciones y sub-reglas consti-
tucionales de la Corte, sobre los derechos fundamentales 
colectivos de los pueblos indígenas: i. El territorio; ii. La 
Consulta Previa y iii. La Jurisdicción Especial Indígena. 

3.1 ¿Es posible o no garantizar los fundamentales
derechos colectivos de los pueblos indígenas en 
contextos de ciudad?

La Corte Constitucional ha establecido que el titular de 
los derechos fundamentales colectivos de los PI es la co-
munidad58. De acuerdo a este sub-regla constitucional, 
se podría plantear el siguiente problema jurídico¿Es po-
sible o no garantizar los fundamentales derechos colec-
tivos de los pueblos indígenas en contextos de ciudad?  

54 ha considerado que las comunidades indígenas, como tales, son sujetos de derechos fundamentales. Ha precisado que los derechos de las comunidades indígenas no deben ser 
confundidos con los derechos colectivos de otros grupos humanos. Con base en la anterior doctrina, ha señalado que los derechos fundamentales de los cuales son titulares las 
comunidades indígenas son, básicamente, el derecho a la subsistencia, derivado de la protección constitucional a la vida; el derecho a la integridad étnica, cultural y social, el cual 
se desprende no sólo de la protección a la diversidad y del carácter pluralista de la nación sino, también, de la prohibición de toda forma de desaparición forzada; el derecho a la 
propiedad colectiva; y, el derecho a participar en las decisiones relativas a la explotación de recursos naturales en sus territorios.
55 Corte Constitucional C- 461 de 2008
56 Ibidem

57 E] reconocimiento exclusivo de derechos fundamentales al individuo, con prescindencia de concepciones diferentes como aquellas que no admiten una perspectiva individualista de 
la persona humana, es contrario a los principios constitucionales de democracia, pluralismo, respeto a la diversidad étnica y cultural y protección de la riqueza cultural”. Corte Cons-
titucional, sentencia T-380 de 1993. Igualmente ha dicho la Corte: “[L]os derechos fundamentales de los cuales son titulares las comunidades indígenas son, básicamente, el derecho 
a la subsistencia, derivado de la protección constitucional a la vida (C.P., artículo 11); el derecho a la integridad étnica, cultural y social, el cual se desprende no sólo de la protección 
a la diversidad y del carácter pluralista de la nación (C.P., artículos 1° y 7°) sino, también, de la prohibición de toda forma de desaparición forzada (C.P., artículo 12); el derecho a la 
propiedad colectiva (C.P., artículos 58, 63 y 329); y, el derecho a participar en las decisiones relativas a la explotación de recursos naturales en sus territorios. Sentencia T-380 de 1993, 
MP. Eduardo Cifuentes Muñoz; Sentencia C-058 de 1994, MP. Alejandro Martínez Caballero; Sentencia T-349de 1996, MP. Carlos Gaviria Díaz; Sentencia T-496 de 1996 MP. Carlos 
Gaviria Díaz; SU-039 de 1997, MP. Antonio Barrera Carbonell. Frente a los derechos fundamentales de las comunidades indígenas la Corte Constitucional aclaró que éstos “no deben 
confundirse con los derechos colectivos de otros grupos humanos. La comunidad indígena es un sujeto colectivo y no una simple sumatoria de sujetos individuales que comparten los 
mismos derechos o intereses difusos o colectivos (CP art. 88). En el primer evento es indiscutible la titularidad de los derechos fundamentales, mientras que en el segundo los afectados 
pueden proceder a la defensa de sus derechos o intereses colectivos mediante el ejercicio de las acciones populares correspondientes”. Sentencia T-380 de 1993.
Así lo manifestó la Corte Constitucional en sentencia de Tutela No. 523 de 1997, Magistrado Ponente Carlos Gaviria Díaz, al decir que “[E]l reconocimiento constitucional de 
la diversidad étnica y cultural responde a una nueva visión del Estado, en la que ya no se concibe a la persona humana como un individuo abstracto, sino como un sujeto con 
características particulares, que reivindica para sí su propia conciencia ética. Valores como la tolerancia y el respeto por lo diferente, se convierten en imperativos dentro de una 
sociedad que se fortalece en la diversidad, en el reconocimiento de que en su interior cada individuo es un sujeto único y singular, que puede hacer posible su propio proyecto 
de vida”. En igual sentido, la Corte Constitucional en sentencia T- 617 de 2010, determinó que la pluralidad y la participación son principios fundantes del Estado; “estableció la 
obligación estatal de reconocer y proteger la identidad cultural (art. 7º C.P.); y consideró que todas las culturas merecen igual respeto por su dignidad (art. 70 C.P). 
De esa forma, el Estado colombiano se descubre como un conjunto de grupos sociales culturalmente diferentes, que valora positivamente esa diferencia y la considera un bien 
susceptible de protección constitucional”. 
Así lo señaló la Corte Constitucional en sentencia SU- 510 de 1998, Magistrado Ponente Eduardo Cifuentes Muñoz, diciendo que “el reconocimiento de la diversidad étnica y 
cultural obedece al imperativo de construir una democracia cada vez más inclusiva y participativa”.
  Convenio 169 de la OIT, “Sobre Pueblos Indígenas 
58 Los derechos fundamentales de las comunidades indígenas no deben confundirse con los derechos colectivos de otros grupos humanos. La comunidad indígena es un sujeto 
colectivo y no una simple sumatoria de sujetos individuales que comparten los mismos derechos o intereses difusos o colectivos. En el primer evento es indiscutible la titularidad 
de los derechos fundamentales, mientras que en el segundo los afectados pueden proceder a la defensa de sus derechos o intereses colectivos mediante el ejercicio de las acciones 
populares correspondientes. Corte Constitucional- Sentencia T-380 de 1.993 
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Para poder responder esta pregunta y hasta esta altu-
ra de la investigación, debemos  tener unos primeros 
hallazgos jurídicos sobre el objetivo principal de este 
estudio, con el fin de explorar la viabilidad jurídica en 
materia de reconocimiento legal sobre la existencia de 
los Cabildos Urbanos y/o la propuesta jurídica de las 
formas organizativas de los pueblos indígenas en Ciu-
dad. En ese orden de ideas, en la primera parte de esta 
investigación se concluyó que las configuraciones in-
dígenas y sus instituciones representativas en ciudad, 
hacen parte de la estructura normativa que define los 
elementos que constituyen los criterios de pueblos in-
dígenas, comunidad y cabildo  siempre y cuando la rea-
lidad fáctica de los indígenas no esté en contra,  o no 
cumpla con los criterios o requisitos que exige la norma.

Como puede verse, la investigación ya respondió la pri-
meras preguntas hipotéticas¿Cuál es el contenido nor-
mativo de las definiciones de  Pueblos Indígenas y co-
munidad?.¿Estos contenidos normativos son aplicables 
a las configuraciones y a los tipos organizacionales de 
los indígenas en ciudad?

De igual manera, por medio de una línea jurispruden-
cial se abordó la pregunta hipotética ¿En qué consisten 
los derechos fundamentales colectivos de los pueblos 
indígenas?, identificándose cuales son y su desarrollo 
jurisprudencial; sin embargo es necesario establecer si 
los derechos fundamentales al territorio, a la consulta 
previa y a lajurisdicción especial indígena son predica-
bles y aplicables  a los indígenas en contextos urbanos a 
la luz del orden legal y  jurisprudencial. 

Estas preguntas serán resueltas desde la legislación vigente 
y la jurisprudencia de la Corte Constitucional; por lo que se 
recogerán desde la legislación, los patrones normativos que 
definen cada uno de los conceptos respecto a los derechos 
especiales y colectivos de los PI, que son imperativos y de 
obligatorio cumplimiento para las Entidades del Estado.

Posteriormente, se identificarán las sub-reglas constitucio-
nales59, la ratio decidendi60 y algunos argumentos obiter-
dictum61 que han establecido, garantizado y protegido los 

derechos de los pueblos indígenas y, que se han convertido 
en precedentes jurisprudenciales obligatorios para todas 
las Entidades del Estado. En ese orden de ideas, el análi-
sis que se realizará a continuación, es con el propósito de 
dar respuesta al corazón del problema jurídico planteado y 
de esta manera tener los criterios necesarios para atender 
los subsiguientes problemas jurídicos:¿La legislación espe-
cial indígena y la jurisprudencia diferenciada de la Corte 
Constitucional es aplicable o practicable a los indígenas 
en contextos de ciudad?  Y  por último, de acuerdo a la 
respuesta a esta pregunta y al estudio  establecer ¿Cuáles 
son los derechos aplicables y/o practicables por los Pueblos  
Indígenas en contextos urbanos?

3.2 Territorios indígenas en contextos 
de ciudad

En este segmento, se realizará un resumen normativo 
sobre las definiciones y elementos jurídicos de los te-
rritorios indígenas, con el fin de establecer si podemos 
hablar de territorios indígenas en los contextos urbanos 
o si el reconocimiento a la propiedad colectiva en bene-
ficio de los PI es aplicable a los contextos de ciudad

El Convenio 169 de la O.I.T ha establecido que los Estados 
deben reconocerles el derecho a la propiedad y a la pose-
sión de las tierras que tradicionalmente han ocupado y ga-
rantizar su efectiva protección62. De igual forma, la norma 
propende por la protección, especial de los recursos natu-
rales existentes en las tierras  y territorios de los PI63

La Declaración de Naciones Unidas (de ahora en ade-
lante DU) ha señalado que los PI indígenas,  tienen de-
recho a mantener y fortalecer su propia relación espiri-
tual con las tierras, territorios, aguas, mares costeros y 
otros recursos que tradicionalmente han poseído u ocu-
pado y utilizado de otra forma y a asumir las responsa-
bilidades que a ese respecto les incumben para con las 
generaciones venideras64.

De la misma manera la DU y el Convenio 169 de la 
O.I.T han reconocido el derecho autonómico territorial 
de los pueblos indígenas y el derecho al reconocimiento 

legal y adjudicación de tierras al prescribir que, los Es-
tados establecerán y aplicarán, conjuntamente con los 
pueblos indígenas interesados, un proceso equitativo, 
independiente, imparcial, abierto y transparente, en el 
que se reconozcan debidamente las leyes, tradiciones, 
costumbres y sistemas de tenencia de la tierra de los 
pueblos indígenas, para reconocer y adjudicar los de-
rechos de los pueblos indígenas en relación con sus tie-
rras, territorios y recursos, comprendidos aquellos que 
tradicionalmente han poseído u ocupado o utilizado de 
otra forma. Los pueblos indígenas tendrán derecho a 
participar en este proceso65”  (subrayado fuera de texto)

En cuanto a la efectiva protección del derecho a la pro-
piedad de las tierras y los territorios que los pueblos in-
dígenas han ocupado, poseído o utilizado tradicional-
mente, Los Estados deben:

• Adoptar medidas para impedir toda exposición 
en la enajenación de tierras, territorio o recursos 
de los pueblos indígenas así como para evitar todo 
traslado forzoso66.
• Tener en cuenta que todo traslado de población re-
quiere el consentimiento previo, libre e informado 
de los pueblos indígenas afectados67.
• Proteger especialmente los recursos naturales exis-
tentes en las tierras y territorios de los pueblos indí-
genas, lo que implica respetar el derecho que tienen 
estos pueblos a participar en el uso, administración 
y conservación de dichos recursos, así como deter-
minar y elaborar las prioridades y estrategias para el 
desarrollo o la utilización de sus tierras o territorio y 
otros recursos68.
• Realizar consultas previas, libres e informadas con 
el fin de obtener el consentimiento de los pueblos 
antes de iniciar cualquier tipo de proyectos en las 
tierras y territorios indígenas69.
• Tener en cuenta que aunque los recursos del sub-
suelo existen en las tierras de los pueblos indígenas, 
sean de propiedad del Estado, los pueblos tienen de-
recho a ser consultados antes de autorizar o empren-
der la prospección o explotación de dichos recursos; 
así mismo tienen derecho a participar en los benefi-

cios de tales actividades70.
• Reconocer y adjudicar jurídicamente las tierras y 
territorios que los pueblos indígenas han usado tra-
dicionalmente. Este reconocimiento debe respetar 
las leyes, tradiciones, costumbres y sistemas de te-
nencia y transferencia de los pueblos indígenas71.
• Asegurar el derecho de los pueblos indígenas a 
conservar y proteger la capacidad productiva de sus 
tierras, territorios y recursos72.
• Por otro lado, un avance de la DU que debe ser vi-
sibilizada e materia de territorio, es que se instituye 
la figura de restitución,  reparación e indemnización  
justa, imparcial y equitativa, en los casos en que los PI 
hayan perdido, les hayan confiscado, tomado, ocupa-
do, utilizado o dañado su territorio  o hayan sido des-
poseídos de sus medios de subsistencia y desarrollo73.

A continuación, se describen los criterios normativos 
que contemplan o que conciben la propiedad colectiva 
de los PI,  en nuestro ordenamiento interno.

1. Desde el punto de vista constitucional:

a) Resguardos ordinarios o simplemente resguardos 
(artículo 329)
b) Resguardos con rango de municipio para efectos 
fiscales (artículo 357)
c) Las entidades territoriales indígenas (artículo 287)
d) Las tierras comunales de grupos étnicos, las tie-
rras de resguardo, son inalienables, imprescriptibles 
e inembargables

2. Desde el punto de vista legal y reglamentario:

a) Los Resguardos indígenas están investidos de re-
glas jurídicas especiales y  diferentes al de la propie-
dad privada, como la enajenabilidad,   la inaliena-
bilidad, la imprescriptibilidad  e inembargabilidad.  
Estas reglas tienen, sus antecedentes normativos en 
la ley 89 de 1.890, (vigente), al suspender la división 
de los Resguardos Indígenas y al establecer los meca-
nismos protectores frente a la integridad territorial, 
como la imprescriptibilidad y la inembargabilidad.

59 Son formulaciones que permiten aplicar el derecho abstracto a un caso concreto a través de reglas jurídicas prescriptivas, generales y abstractas. La función de las subreglas en 
la jurisdicción constitucional es permitir que el juez de tutela proteja los derechos fundamentales de una manera uniforme, sin violar el derecho a la igualdad. Los efectos de una 
subregla constitucional, tienen valor de precedente y puede y debe ser aplicada en casos similares, tanto por la misma Corte Constitucional como por los demás jueces de tutela. 
60 Son aquellas consideraciones normativas que sean realmente la razón necesaria para decidir el asunto
61 Son aquellos argumentos incidentales, secundarios, subdesarrollados o, incluso, meramente sugeridos que no se requieren para la conclusión alcanzada
62 Convenio 169 de la O.I.T- Artículo 14
63 Convenio 169 de la O.I.T- Artículo 15
64 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, Artículo 25

65 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos indígenas, Articulo 27
66 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas- Artículo 8
67 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas- Artículo 10
68 Convenio 169 de la OIT. Artículo 15. Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas- Artículo 29 y 32.
69 Convenio 169 de la OIT. Artículo 6. Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas- Artículo 19 y 32.
70 Convenio 169 de la OIT. Artículo 15.
71 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas- Artículo 27
72 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas- Artículo 29.
73 Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas- Artículo 28
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b) Con la ley 160 de 1.994, el Estado creo la obli-
gación de constituir, sanear y ampliar los Resguar-
dos Indígenas en cabeza de los PI, con el fin de 
dotarlos de las tierras que  tradicionalmente han 
ocupado o de entregarles las tierras que fueron 
arrebatadas violentamente (en su mayor parte) o 
por diferentes motivos, con el fin de garantizar su 
integridad e identidad étnica y cultural (art. 7 de 
la CP)
c) El Decreto 2164 de 1.995 definió jurídicamente 
el concepto de territorio, estableciendo, que son las 
áreas poseídas en forma regular y permanente por 
una comunidad, parcialidad o grupo indígena y 
aquellas que, aunque no se encuentren poseídas en 
esa forma, constituyen el ámbito tradicional de sus 
actividades sociales, económicas y culturales.
d) En la misma norma, se definió el concepto de 
reserva indígena en materia territorial, señalando 
que es un globo de terreno baldío ocupado por 
una o varias comunidades indígenas que fue de-
limitado y legalmente asignado por el INCORA 
a aquellas para que ejerzan en él los derechos de 
uso y usufructo con exclusión de terceros. Las re-
servas indígenas constituyen tierras comunales de 
grupos étnicos, para los fines previstos en el [Ar-
tículo 63 de la Constitución Política] y la [Ley 21 
de 1991].
e) La Ley 1454 de 2011, por medio de la cual se 
dictan normas orgánicas sobre ordenamiento te-
rritorial y se modifican otras disposiciones. En 
esta ley se supedito la regulación normativa a las 
Entidades Territoriales Indígenas, al señalar que 
las entidades territoriales indígenas en el parágra-
fo segundo del artículo 37 se indica que en virtud 
de lo que establece el artículo 329 de la C.P:  “…
el Gobierno Nacional presentará al Congreso de la 
República, dentro de los diez (10) meses siguientes 
a la vigencia de la presente ley, el proyecto de ley es-
pecial que reglamente lo relativo a la conformación 
de las Entidades Territoriales Indígenas, acogiendo 
los principios de participación democrática, auto-
nomía y territorio, en estricto cumplimiento de los 
mecanismos especiales de consulta previa, con la 
participación de los representantes de las comuni-
dades indígenas y de las comunidades afectadas o 
beneficiadas en dicho proceso.

La legislación especial indígena instituye la propiedad 
colectiva como un derecho especial en cabeza de los 
PI, diferente a la propiedad privada, por los siguientes 

rasgos:  i. Reconocimiento a  la posesión de las tierras 
que han ocupado de forma regular y permanente y de 
aquellas áreas que constituyen el ámbito tradicional de 
sus actividades sociales, económicas y culturales; ii. 
Institución de la figura jurídica de Resguardo; iii.  Re-
conocimiento de las Reservas Indígenas; iv. Mecanis-
mos de protección de los recursos Naturales, como la 
Consulta Previa; v. La relación espiritual con las tierras, 
aguas, mares costeros y otros; vi. La capacidad produc-
tiva de las tierras; vii. Formas jurídicas de adquisición 
de la tierra: constitución, saneamiento y ampliación de 
sus Resguardos; viii. Mecanismos de protección sobre la 
propiedad colectiva: enajenabilidad, inembargabilidad 
e imprescriptibilidad.

¿Las anteriores normas son aplicables en los contex-
tos urbanos? ¿En las ciudades, en la urbanización es 
posible la constitución, saneamiento y ampliación 
de Resguardos?

La Legislación especial indígena en materia territo-
rial, está pensada definitivamente para ser aplicada 
en el ámbito rural,  excepto los indígenas originarios 
con título, quienes estaban antes de la urbanización y 
fueron absorbidos. En la ciudad, este tipo de aconte-
cimientos son excepcionales, y la regla general  para 
la adquisición del dominio es la figura jurídica de la 
propiedad privada.

¿Es realmente aplicable la consulta previa en los 
contextos urbanos?¿Cuál es el nivel de participación 
que tienen los pueblos indígenas en contextos de 
ciudad dentro de los procesos de Consulta Previa?, y 
¿De qué manera les aplica y no les aplica en contex-
tos urbanos?

Dentro de la normatividad internacional existen unos 
parámetros y reglas claras frente a los aspectos en los 
que aplica y no aplica la consulta previa, sin embargo 
la aplicación de estos parámetros puede variar de país 
en país, por lo que no siempre se puede garantizar 
una plena participación de los pueblos indígenas en 
todos los procedimientos y momentos que establece 
el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas.

En Colombia, no existe como tal una ley que regule la con-
sulta previa, esta solo se encuentra reconocida por medio 
del Convenio 169 de la OIT (especialmente en los artículos 

574, 675,776 y 1577), el artículo 330 de la Constitución Política 
de Colombia78, el Decreto 1320 de 199879, la Directiva Pre-
sidencial 01 de 201080 y la Directiva presidencial No 10 de 
201381, que definen los procedimientos y ámbitos de apli-
cación de la consulta previa en pueblos indígenas. 

Para poder entender el nivel de participación de los 
pueblos indígenas en contextos de ciudad en  los proce-
sos de consulta previa, es necesario mirar a nivel gene-
ral, el grado de participación de estos pueblos dentro de 
los distintos ámbitos de participación que poseen en el 
ordenamiento normativo nacional.

En Colombia, la participación de los pueblos indígenas, 
se da en tres niveles, dentro de los cuales, estos ejercen su 
derecho a participar en cada una de las decisiones que los 
afecta, así como a participar de los ámbitos económicos y 
sociales del país. En este orden de ideas, estos son:

1. Un primer nivel de participación, consiste en la 
conformación, por vía constitucional de circuns-
cripciones electorales especiales tanto para indígenas 
como para comunidades negras, en las que se asegu-
ra su representación en el Congreso de la República. 
Actualmente los indígenas tienen dos curules en el 

Senado de la República y una en la Cámara de Repre-
sentantes,  lo cual no impide que los grupos étnicos 
también puedan llegar al Congreso de la República a 
través de la circunscripción ordinaria(Art 171 de la 
Constitución Política de Colombia y ley 649 de 2001).
2. Los espacios de concertación coordinados por la Di-
rección de asuntos indígenas, Rom y Minorías del Mi-
nisterio de Interior: Comisión Nacional de Tierras y la 
Mesa Permanente de Concertación con los pueblos y 
organizaciones indígenas (Decreto 1397 de 1996), así 
como la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
para Pueblos indígenas (Decreto 1396 de 1996) y la 
Mesa  Regional Amazónica (Decreto 3012 de 2005)
3. Los procesos de Consulta previa en sitio, como 
requisito para la realización  de proyectos, obras y 
actividades  que se vayan a desarrollar en los territo-
rios indígenas.

En relación al primer ámbito de participación  (la cir-
cunscripción electoral),  no se identifica dentro de la 
norma, la existencia de un requisito que cohíba la partici-
pación de líderes y autoridades indígenas de cabildos ur-
banos en las circunscripciones electorales establecidas en 
el artículo 171 de la Constitución Política de Colombia, 
ni tampoco requisitos al respecto en la Ley 649 de 200182. 

74 ARTICULO 5º: Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:  a) Deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, religiosas y espirituales propios 
de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente  en consideración la índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva  como individualmente;  b) Deberá respetarse la inte-
gridad de los valores, prácticas e instituciones de esos  pueblos;  c) Deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos  interesados, medidas encaminadas a allanar 
las dificultades que experimenten dichos pueblos al afrontar nuevas condiciones de vida y de trabajo.
75 ARTICULO 6o. 1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:  a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en  particu-
lar a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean  medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;  b) Establecer los medios a través de 
los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en 
instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les conciernan;  c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las ins-
tituciones e iniciativas de esos pueblos y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios  para este fin.  2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán 
efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas  propuestas.
76 ARTICULO 7o. 1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias  prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus 
vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, 
social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afec-
tarles directamente. 2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, deberá 
ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas regiones deberán  también elaborarse de 
modo que promuevan dicho mejoramiento. 3. Los gobiernos deberán velar porque, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de 
evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios 
deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas. 4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos 
interesados, para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan.
77 ARTICULO 15. 1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en  sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el 
derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y  conservación de dichos recursos.  2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los 
recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos 
interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación 
de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemniza-
ción equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades.
78 Artículo 330. Parágrafo. La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades 
indígenas. En las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas comunidades.
79 Por el cual se reglamenta la consulta previa con las comunidades indígenas y 
negras para la explotación de los recursos naturales dentro de su territorio.
80 Mediante la cual se garantiza el derecho fundamental a la consulta previa de los grupos étnicos
81 Por medio de la cual se establece la guía para la realización de la consulta previa
82 ARTÍCULO 1o. De conformidad con el artículo 176 de la Constitución Política habrá una circunscripción nacional especial para asegurar la participación en la Cámara de Repre-
sentantes de los grupos étnicos, las minorías políticas y los colombianos residentes en el exterior. Esta circunscripción constará de cinco (5) curules distribuidas así: dos (2) para las 
comunidades negras, una, (1) para las comunidades indígenas, una (1) para las minorías políticas y una (1) para los colombianos residentes en el exterior.
ARTÍCULO 2o. CANDIDATOS DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS. Los candidatos de las comunidades indígenas que aspiren a ser elegidos a la Cámara de Representantes por 
esta circunscripción deberán haber ejercido un cargo de autoridad tradicional en su respectiva comunidad o haber sido líder de una organización indígena, calidad que se acreditará 
mediante certificado de la respectiva organización refrendado por el Ministerio del Interior.
ARTÍCULO 9o. TARJETAS ELECTORALES. Los candidatos a la Cámara de Representantes que aspiren por esta circunscripción en el marco de lo establecido en los artículos 2o. y 3o., 
aparecerán en una tarjeta electoral de circulación nacional donde se distinguirán con claridad los candidatos de las comunidades indígenas y los candidatos de las comunidades negras.
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Ambos artículos establecen los siguientes requisitos de 
participación de los pueblos indígenas ante el Congre-
so: a. la trascendencia como autoridad dentro de una 
comunidad  b. la pertenencia a una organización indí-
gena. En función del primer requisito, los cabildos ur-
banos han trasplantado  los mismos mecanismos de los 
cabildos conformados en resguardos, para elegir  a sus 
autoridades indígenas, y estas se posesionan  cada año 
ante la alcaldía  de las distintas ciudades donde se en-
cuentran, por lo que no solo son reconocidas como au-
toridades por los miembros de una comunidad indíge-
na urbana, sino que también tienen un reconocimiento 
institucional por parte de las alcaldías locales, las cuales 
avalan y aceptan su nombramiento (es importante ano-
tar que no todas las autoridades locales reconocen los 
cabildos y sus autoridades). En teoría, las autoridades 
indígenas de los cabildos urbanos, tendrían parte de las 
mismas funciones de las autoridades de los cabildos or-
ganizados en resguardos (dispuestas en el artículo 7 de 
la Ley 89 de 1890), por lo que si tendrían capacidad de 
participar dentro de la circunscripción electoral, al ser 
autoridades indígenas dentro de una comunidad.

En relación al segundo aspecto, varias de las comunida-
des indígenas que se encuentran en contexto de ciudad, 
están asociadas a organizaciones regionales y naciona-
les, donde desempeñan intensas labores organizativas 
y políticas que les permite un reconocimiento a nivel 
nacional y local. Dicho reconocimiento puede permitir 
que una organización, defina  por medio de consensos 
y votaciones  a una autoridad o líder indígena en con-
texto de ciudad, para que los represente en las curules 
y espacios de participación política, dispuestos para los 
pueblos indígenas; por lo que en este aspecto, tampoco 
existiría un condicionamiento para que los líderes in-
dígenas en contexto de ciudad participen de las curules 
asignadas por parte de la circunscripción especial.

Para el segundo espacio de participación: espacios de 
concertación, tanto la ley como los decretos existentes al 
respecto, permiten la participación activa de las comuni-
dades indígenas dentro de los mismos, y al respecto no 
existe un criterio territorial, que delimite la participación 
de los pueblos indígenas en contextos de ciudad dentro 
de estos espacios, aunque se debe definir dentro del mo-
vimiento indígena, el rol y la forma participación.

Los pueblos indígenas en contexto de ciudad pueden 
participar como representantes de una organización 
indígena, o como miembros representantes de una ma-
croregional o región en particular. En el caso, por ejem-

plo de la Comisión Nacional de Territorios Indígenas, 
de acuerdo al artículo 1 del Decreto 1397 de 1996, esta 
debe contar con la participación del Presidente de la 
Organización Nacional Indígena de Colombia ONIC o 
un delegado por el Comité Ejecutivo, el Presidente de 
la Organización de Pueblos Indígenas de la Amazonia 
Colombiana OPIAC o un delegado por el Comité Eje-
cutivo, un delegado por cada macrorregión Corpes o las 
Regiones Administrativas de Planificación que se con-
formen de acuerdo con el artículo 306 de la Constitu-
ción Política; dentro de estos espacios de participación, 
también se encuentran los senadores indígenas,  que  
pueden llegar a ser senadores indígenas en contexto de 
ciudad. Para la participación de los pueblos indígenas 
en la Mesa de Concertación, se piden cargos similares 
a los de la Comisión Nacional de territorios, los cuales 
pueden ser ocupados por indígenas que se encuentran 
en contexto de ciudad (Art 10 Decreto 1397 de 1996). 

Por su parte, en la Mesa Amazónica,  el ámbito de parti-
cipación puede ser más restringido, debido a que se trata 
exclusivamente de representantes de la amazonia Co-
lombiana; sin embargo es necesario recordar que en esta 
parte del país, también se pueden encontrar indígenas en 
contextos de ciudad, asentados en las ciudades capitales 
de cada departamento o en las cabeceras municipales de 
los centros poblados. De acuerdo al artículo 2 del Decre-
to 3012 de 2005, la Mesa Amazónica debe contar con la 
participación del presidente de la Organización de Pue-
blos Indígenas de la Amazonia Colombiana, OPIAC, o 
un delegado por el Comité Ejecutivo, dos delegados In-
dígenas de las organizaciones indígenas por cada uno de 
los departamentos (de Amazonas, Caquetá, Guaviare, 
Guainía, Putumayo y Vaupés), elegidos mediante con-
senso por las respectivas organizaciones; los Delegados 
Indígenas ante el Consejo Directivo de Corpoamazonia 
y CDA, y el Presidente de la Organización Nacional In-
dígena de Colombia ONIC, o su delegado (como invita-
do permanente) entre otros; en cada una de las opciones 
mencionadas anteriormente, podemos encontrar indíge-
nas que se encuentran en contextos de ciudad (Cabeceras 
municipales, centros urbanos).

Teniendo en cuenta lo anterior, los indígenas en con-
texto de ciudad pueden participar de manera abierta 
en este tipo de espacios, siempre y cuando sean líde-
res,  tengan contacto con su territorio de origen y  hagan  
parte de sus organizaciones regionales.

Si bien, se establecen unos criterios territoriales como 
por ejemplo el hecho de pertenecer a la región amazó-

nica, no se delimita ni diferencia si deben ser represen-
tantes de contextos urbanos o contextos rurales, ya que 
se habla de delegados y miembros de las organizaciones 
regionales que se encuentran en cada uno de los depar-
tamentos, por lo que no existe tampoco un criterio que 
cohíba la participación de los pueblos o comunidades 
indígenas en contexto de ciudad.

En relación al tercer nivel de participación (Consulta 
previa) es necesario destacar inicialmente que existen 
dos tipos de consulta, los cuales varían en cuanto a los 
ámbitos de aplicación. Los dos niveles de aplicación de 
la consulta previa son:

• Consulta In situo: Llevadas a cabo en campo antes 
de los proyectos de exploración y explotación de re-
cursos naturales; establecidas principalmente en el 
Convenio 169 de la OIT, parágrafo del artículo 330 
de la Constitución Política de Colombia, el artículo 
76 de la Ley 99 de 1993, el decreto 1320 de 1998, la 
Directiva Presidencial No 01 de 2010 y la Directiva 
presidencial No 10 de 2013 

Con lo anterior y para seguir avanzando en el análisis, 
es necesario revisar si la consulta previa es aplicable o 
no para pueblos indígenas en contextos de ciudad, para 
tal fin se plantean dos preguntas:

- ¿Cuál es el nivel de obligatoriedad de la partici-
pación de los pueblos indígenas  en ciudad dentro 
de los procesos de consulta previa de medidas ad-
ministrativas y legislativas?
- ¿La Consulta In Situo es aplicable a los pueblos in-
dígenas que se encuentran en Contexto de ciudad?

4.3.1 ¿Cuál es el nivel de obligatoriedad de la
participación de los pueblos indígenas  en 
ciudad dentro de los procesos de consulta 
previa de medidas administrativas y legislativas?

El Convenio 169 de la OIT en su artículo 6 señala la 
obligación que tienen los estados de realizar procesos 
de consulta  previa al momento de desarrollar la ela-
boración de programas económicos  y sociales que les 
conciernan a los pueblos indígenas, así como la formu-
lación, aplicación y evaluación de planes de desarrollo 
nacionales y regionales.

De igual forma la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los pueblos indígenas, exhorta a 
los estados, para que implementen procesos de consulta 
previa en el desarrollo de proyectos económicos, acti-
vidades militares y el desarrollo de planes de desarrollo 
regional entre otras medidas.

Por su parte la CIDH, expresa que los procesos de Con-
sulta Previa no son solo aplicables  a los proyectos de ex-
ploración y explotación de recursos naturales, sino tam-
bién a la implementación de medidas administrativas 
y legislativas, que también tienen  un impacto directo 
sobre los derechos  o intereses de los pueblos indígenas. 
Para la CIDH el derecho  de los pueblos indígenas a ser 
consultados sobre las decisiones que pueden afectarlos, 
se relaciona directamente con el derecho a la identidad 
cultural, en la medida en que la cultura puede resultar 
afectada por tales decisiones83.

Por ejemplo en el Caso Yatama Vs Nicaragua,  la Corte 
IDH expuso  el caso de una organización política indí-
gena, que había sido retirada de los comicios para alcal-
día municipal  y departamental, debido a un resolución 
electoral que se emitió por parte del Estado, sin haber 
garantizado la efectiva participación del partido políti-
co Yatama, en su mayoría conformado por indígenas; al 
respecto la Corte IDH manifestó lo siguiente:

“[d]entro del derecho internacional en general, y en el 
derecho  interamericano específicamente, se requiere 
de protección especial para que los pueblos indígenas 
puedan ejercer sus derechos plena y equitativamente  
con el resto de la población. Además, quizá sea ne-
cesario establecer medidas  especiales de protección 
para los pueblos indígenas [,] a fin de garantizar su  
supervivencia física y cultural”, así como garantizar 
su participación efectiva  en los procesos de toma de 
decisiones que les afectan”;

En este caso, la implementación de una medida legisla-
tiva como la resolución electoral, debió haber requerido 
un proceso de consulta previa, ya que su cambio im-
pacto directamente la integridad étnica y cultural de los 
miembros de la organización indígena Yatama. 

Puede pensarse que la implementación de medidas admi-
nistrativas y legislativas, pueden no afectar a los pueblos 

83  CIDH, (2010), “Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales”
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indígenas, sin embargo, en el presente caso, se afectó su de-
recho a la participación política y a la capacidad de autono-
mía que tienen los pueblos indígenas dentro de su ámbito 
territorial, ya que los candidatos a las alcaldías municipales 
por Yatama, fueron escogidos por las comunidades indíge-
nas haciendo uso del derecho a la autonomía. 

En este orden de ideas, la Consulta previa, es aplicable no 
solo a proyectos de infraestructura  vial, o a proyectos de 
exploración y explotación de recursos naturales, sino que 
también hace referencia a la implementación de medidas 
administrativas y legislativas, las cuales suelen estar enca-
minadas al desarrollo de políticas o proyectos que afectan 
directamente su integridad étnica y cultural.

En el ordenamiento jurídico nacional, la sentencia SU-
039 de 1997 es el primer precedente jurisprudencial so-
bre medidas legislativas y administrativas, en donde se 
señala que la consulta  previa en este tipo de consulta no 
está establecida constitucional:

“Pero por lo demás, no existe disposición constitucional 
alguna que se refiera a la consulta previa en casos dife-
rentes al mencionado; vale decir, la Constitución guarda 
silencio en cuanto a las medidas, legislativas o adminis-
trativas, que se adopten en hipótesis distintas a la explo-
tación de recursos naturales en los territorios indígenas”.

Sin embargo, más adelante la Corte Constitucional en la 
Sentencia T-693 de 2012, avanzaría en su precedente, al ex-
poner que el ámbito temático de la Consulta previa, se debe 
llevar a cabo en cualquier aspecto o situación, que afecte 
directamente a la comunidad étnica, ya que es indispensa-
ble que se consulte a los pueblos indígenas sobre aquellas 
medidas, decisiones o proyectos susceptibles de afectarles.

Lo anterior no quiere decir que toda medida adminis-
trativa y legislativa requiera consulta, ya que la Corte 
Constitucional resalta la necesidad de evaluar la inci-
dencia directa de una medida, norma o proyecto a  la 
integridad étnica y cultural de los pueblos indígenas, 
para  de esta manera determinar el grado de afectación 
directa hacia estos. Al respecto, el ámbito de aplicación 
de la Consulta Previa no es limitado y abarca otros es-
pacios que pueden llegar a incidir directamente en la 
integridad étnica y cultural de los pueblos indígenas.

En este orden de ideas, se puede identificar una sub-re-
gla constitucional, y es que para que se puedan llevar 

a cabo procesos de consulta previa de medidas admi-
nistrativas o legislativas susceptibles de afectar a los 
pueblos indígenas, es necesario tener en cuenta la afec-
tación directa que la norma o medida puede generar. 
Al respecto, la Corte menciona recurrentemente que es 
necesario evaluar el grado de afectación directa, y este 
es el elemento por medio del cual se puede determinar 
si la consulta previa es aplicable o no para una comuni-
dad cuando se implementa una medida.

La afectación directa, permite determinar precisamente, 
de qué manera los pueblos indígenas se ven afectados o 
no por la implementación de una medida administrati-
va y legislativa. Al respecto la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-030/08, define la afectación directa como el 
impacto causado a la comunidad indígena a causa de la 
aplicación de las medidas administrativas y legislativas. 
La afectación directa al respecto es un aspecto casi que 
esencial para determinar si es necesario consultar  una 
medida administrativa y legislativa:

 “tratándose específicamente de medidas legislativas, 
es claro que el deber de consulta no surge frente a toda 
medida legislativa que sea susceptible de afectar a 
las comunidades indígenas, sino únicamente frente a 
aquellas que puedan afectarlas directamente, evento 
en el cual (…) la consulta contemplada en el artículo 
6º del Convenio 169 de la OIT deberá surtirse en los 
términos previstos en la Constitución y en la ley”. En 
este sentido, con base en la interpretación del Artículo 
6 del Convenio 169 de la OIT, la Corte diferenció dos 
niveles de afectación de los pueblos indígenas y triba-
les por las medidas legislativas: “el que corresponde a 
las políticas y programas que de alguna manera les 
conciernan, evento en el que debe hacerse efectivo un 
derecho general de participación, y el que corresponde 
a las medidas administrativas o legislativas que sean 
susceptibles de afectarlos directamente, caso para el 
cual se ha previsto un deber de consulta.”

Posteriormente, la Corte Constitucional, en la Senten-
cia C-317 de 2012 define el grado de afectación directa 
en relación a las medidas administrativas y legislativas, 
y lo determina como aquel impacto, que se mide cuan-
do  se logra comprobar que una medida legislativa y 
administrativa es susceptible de alterar  el estatus de la 
persona o de la comunidad, bien sea porque le impone 
restricciones o gravámenes, o, por el contrario, le con-
fiere beneficios84.

“La afectación directa se da independientemente de que 
sea positiva o negativa, aspecto que compete resolver 
precisamente en consulta con los pueblos afectados: 
“procede la consulta, cuando la ley contenga disposicio-
nes susceptibles de dar lugar a una afectación directa de 
los destinatarios, independientemente de que tal efecto 
sea positivo o negativo, aspecto éste que debe ser, preci-
samente, objeto de la consulta”

En relación a lo anterior, la Corte Constitucional, en la 
sentencia C-175/09, define unas reglas puntuales, para 
determinar el grado de afectación  de los grupos étni-
cos, a causa de la implementación de una medida admi-
nistrativa y legislativa:

i. La consulta se predica sólo de aquellas disposi-
ciones legales que tengan la posibilidad de afectar 
directamente los intereses de las comunidades. Por 
lo tanto, aquellas medidas legislativas de carácter 
general, que afectan de forma igualmente uniforme 
a todos los ciudadanos, entre ellos los miembros de 
las comunidades tradicionales, no están prima facie 
sujetas al deber de consulta, excepto cuando esa nor-
matividad general tenga previsiones expresas, com-
prendidas en el ámbito del Convenio 169 de la OIT, 
que sí interfieran esos intereses”.
ii. El deber de consulta previa respecto de medidas 
legislativas, resulta jurídicamente exigible cuando 
las mismas afecten directamente a las comunidades 
indígenas y afrodescendientes. Ello sucede cuando 
la materia del proyecto está relacionada con aspec-
tos que tienen una vinculación intrínseca con la de-
finición de la identidad étnica de dichos grupos. Por 
ende, no existirá deber de consulta cuando la me-
dida legislativa no pueda predicarse de forma parti-
cular a los pueblos indígenas y tribales y, a su vez, el 
asunto regulado no tenga relación con aspectos que, 
razonable y objetivamente, conformen la identidad 
de la comunidad diferenciada”.
iii. Para acreditar la exigencia de la consulta previa, 
debe determinarse si la materia de la medida legisla-
tiva tiene un vínculo necesario con la definición del 
ethos de las comunidades indígenas y afrodescen-
dientes. En otras palabras, el deber gubernamental 
consiste en identificar si los proyectos de legislación 
que pondrá a consideración del Congreso contienen 
aspectos que inciden directamente en la definición 
de la identidad de las citadas indígenas y, por ende, 
su previa discusión se inscribe dentro del mandato 
de protección de la diversidad étnica y cultural de la 
Nación colombiana”.

iv. “Como se señaló en la sentencia C-030/08, uno 
de los parámetros para identificar las medidas legis-
lativas susceptibles de consulta es su relación con las 
materias reguladas por el Convenio 169 de la OIT”.
v. “la determinación de la gravedad de la afectación 
de la medida legislativa o administrativa deberá 
analizarse según el significado que para los pueblos 
indígenas y tribales afectados tengan los bienes o 
prácticas sociales interferidas. En otras palabras, el 
mandato de reconocimiento y protección de la di-
versidad étnica y cultural, implica que el análisis del 
impacto de las medidas se realice a partir de las ca-
racterísticas específicas de la comunidad y la com-
prensión que éstas tienen del contenido material de 
dichas políticas”.
vi. “aquellas políticas que en razón de su contenido o 
implicaciones interfieran directamente con los inte-
reses de las comunidades diferenciadas”.

Con todo lo anterior, la Corte Constitucional resalta los 
requisitos necesarios al momento de implementar me-
didas administrativas y legislativas:

1. Los órganos encargados de definir y delimitar 
cuando es necesario cumplir con la obligación in-
ternacional de consultar a los pueblos indígenas en 
materia de medidas administrativas y legislativa, es 
en principio el Constituyente  y el legislador(Senten-
cia C- 169-2001)
2. La Corte Constitucional, al momento de determi-
nar cuándo resulta obligatorio efectuar la consulta 
previa a los grupos étnicos, debe estar sujeta a los 
lineamientos constitucionales y legales existentes, 
éstos últimos en la medida en que no desvirtúen el 
objeto y finalidad del Convenio 169 de la OIT, ni 
contraríen la plena vigencia de los derechos funda-
mentales de tales etnias (Sentencia C-169 de 2001).
3. El grado de conciencia de identidad indígena  o 
tribal  es un aspecto fundamental para determinar 
con quienes se debe consultar y con quienes no 
(Sentencia SU-383 de 2003)

Los criterios anteriormente establecidos, permiten deter-
minar las características puntuales de los pueblos indíge-
nas y las medidas en las que aplica o no la consulta previa.  

Teniendo en cuenta lo anterior, los procesos de consul-
ta previa son aplicables para los indígenas en contexto 
de ciudad, siempre y cuando se verifique una afectación 
directa a su integridad étnica y cultural, de acuerdo a 
las sub-reglas constitucionales planteadas por la Corte 84 Corte Constitucional, Sentencia C-317 de 2012
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Constitucional para definir el grado de afectación a cau-
sa de las medidas administrativas y legislativas85.

La participación de las mismas se realiza en cada una 
de las mesas de concertación y discusión explicadas 
al inicio de este documento; sin embargo es necesario 
resaltar que por parte de las organizaciones indígenas 
de carácter nacional y regional, se deben implemen-
tar mecanismos de concertación y participación de los 
pueblos indígenas que se encuentran en contextos de 
ciudad, para que estos puedan  participar activamen-
te sobre aquellas medidas administrativas y legislativas 
susceptibles de afectarles.

De igual manera, teniendo en cuenta lo anterior en 
contextos locales o distritales, es necesario generar 
mesas de concertación y consulta de aquellas medidas  
administrativas y legislativas a nivel local (decretos ex-
traordinarios, resoluciones, acuerdos), que permitan la 
participación de los indígenas en contexto de ciudad, 
dentro de las decisiones que se tomen a nivel distrital 
o municipal, las cuales también pueden afectar directa-
mente la integridad étnica y cultural de estos pueblos.

Por todo lo anterior la Consulta previa de medidas ad-
ministrativas y legislativas es aplicable en todo sentido 
a los indígenas en contexto de ciudad, siempre y cuan-
do se compruebe un grado de afectación directa sobre 
su cultura y tradiciones y que no contemple el aspecto 
territorial.

4.3.2 ¿La Consulta In Situo es aplicable a 
los pueblos indígenas que se encuentran en 
Contexto de ciudad?

La Consulta In situo, es una tipo de consulta que se lle-
va a cabo de manera directa con cada una de las co-
munidades o resguardos indígenas, a causa de que se 
encuentran en el área de influencia de un proyecto de 
exploración y explotación de recursos naturales, o de un 
proyecto, obra y/o actividad. 

Un elemento importante que define este tipo de con-
sulta, es el aspecto territorial, ya que lo que se busca 
prevenir es que el entorno sociocultural donde se de-
sarrollan los pueblos indígenas, no  se vea afectado por 

el desarrollo de proyectos de exploración y explotación 
de recursos naturales, o por la construcción de vías u 
obras que afecten las dinámicas ambientales, sociales y 
culturales de las comunidades en su territorio:

“Los Estados, al otorgar  concesiones  de exploración 
y explotación de recursos naturales  para utilizar bie-
nes y recursos comprendidos dentro de los territorios 
ancestrales, deben adoptar medidas  adecuadas para 
desarrollar consultas  efectivas previas al otorgamiento 
de la concesión, con las comunidades que puedan ser 
potencialmente afectadas  por la decisión. El derecho 
de toda persona  a participar en el gobierno (Art 23, 
CADH), aplicado a los pueblos  indígenas en el marco 
de los proyectos  de desarrollo que se realicen  en las 
tierras, territorios  y recursos naturales que usan u ocu-
pan, se traduce en procedimientos previos, libres e in-
formados de consulta, tal como dispone  el Convenio 
169 de la OIT. La explotación de los recursos naturales 
en territorios  indígenas sin la consulta y consentimien-
to de los pueblos indígenas afectados viola su derecho a 
la propiedad y su derecho a participar en el gobierno”86.

En el aspecto territorial, la Consulta previa, es el meca-
nismo idóneo para prevenir afectaciones directas al te-
rritorio y a la integridad étnica y cultural de los pueblos 
indígenas, ya que le permite a estos conocer el proyecto 
y las posibles afectaciones sociales, ambientales o cultu-
rales que se pueden dar a raíz del mismo. De acuerdo a 
la CIDH, para que la consulta pueda realmente proteger 
los derechos de los pueblos indígenas,  debe contener 
por lo menos los siguientes aspectos:

1. Marco regulatorio adecuado: Desde los ordena-
mientos jurídicos de cada país, se deben gestar  nor-
mas y leyes, que regulen el procedimiento de la con-
sulta previa, y garanticen el principio de legalidad y 
la certeza jurídica a todos los actores implicados87. 
La legislación desarrollada por los estados deben 
garantizar mecanismos adecuados de participación 
para las comunidades indígenas, y esto incluye, tam-
bién a las poblaciones indígenas que se encuentran 
en contexto de ciudad. En el caso colombiano, si bien 
existen unas normas que regulan y organizan el tema 
de la Consulta previa, estas no son suficientes, ya que 
se centran en solo un aspecto de la Consulta previa 

(Proyectos de exploración y explotación de recursos 
naturales)88 y deja por fuera la regulación de otros 
tipos de consulta previa, de acuerdo al sector (vías, 
infraestructura, proyectos etno-educativos, teleco-
municaciones, investigaciones de todo tipo etc.)
2. Una consulta culturalmente adecuada: La CIDH 
señala que las consultas deben realizarse  a través 
de procedimientos  culturalmente adecuados, por 
medio de los cuales se garantice la participación 
de los pueblos indígenas, de conformidad con sus 
tradiciones y costumbres en los procesos de toma 
de decisiones respecto de las concesiones extrac-
tivas o de los planes  o proyectos de desarrollo o 
inversión89.
3. Una consulta informada: De acuerdo a la CIDH, 
los pueblos indígenas deben estar informados so-
bre los riesgos, implicaciones beneficios y afecta-
ciones sociales ambientales y culturales que pueden 
llegar a generar los proyectos dentro de su territo-
rio. El grado de información sobre el proyecto debe 
cubrir todos los aspectos, desde lo social, hasta lo 
ambiental y cultural. De igual manera esta caracte-
rística también implica que los pueblos indígenas 
se puedan enterar sobre los beneficios percibidos a 
causa de los proyectos.
4. Una consulta de buena fe, con la finalidad de llegar a 
un acuerdo: Exige la ausencia de cualquier tipo de coer-
ción por parte del estado o de la empresa, y el fin último 
es buscar un acuerdo y consenso entre las partes.
5. El deber de acomodo: De acuerdo a la CIDH, el 
deber de los estados  es el de ajustar  o incluso  cance-
lar  el plan o proyecto con base en los resultados de la 
consulta con los pueblos indígenas, o en defecto de 
tal acomodo, el de proporcionar motivos  objetivos  
y razonables  para no haberlo hecho.
6. El deber de adoptar decisiones razonadas: Las de-
cisiones tomadas deben ser razonables con las ne-
cesidades de las comunidades, y las mismas deben 
estar sujetas a revisión por parte de las instancias 
administrativas y judiciales de nivel superior.

Frente a lo anterior, vemos unas reglas puntuales en rela-
ción al concepto de consulta previa, que no son aplicables 

a los indígenas en contexto de ciudad, debido a que no po-
seen territorio y que este debe cumplir con unas exigencias 
legales, como ya se estudió en el capítulo de territorio. 

Ya en el ordenamiento jurídico nacional, la Corte Cons-
titucional define la consulta In Situo, como un espacio 
de participación, por medio del cual se busca que los 
pueblos indígenas decidan sobre los proyectos socia-
les, económicos y ambientales susceptibles de afectarles 
dentro de su territorio90. En pocas palabras la consulta 
in situo, es la consulta que se lleva en campo, cuando el 
grado de afectación previsible está enmarcado directa-
mente en un contexto territorial plenamente definido y 
limitado en un ambiente cartográfico. 

Frente a la Consulta in Situo, la Corte Constitucional ha 
establecido un precedente jurisprudencial importante, 
mediante el cual se han definido las reglas y procedi-
mientos necesarios en la Consulta.

Uno de los primeros antecedentes en cuanto a sub-re-
glas constitucionales en materia de Consulta Previa, es 
la Sentencia SU -039 de 1997, en donde la Corte Cons-
titucional definió el proceso de Consulta previa, como 
un mecanismo de diálogo y entendimiento entre las 
comunidades indígenas y las empresas  interesadas en 
explorar y explotar recursos naturales en zonas donde 
se ha comprobado la existencia de territorios indígenas.

Para la Corte Constitucional, los procesos de explora-
ción y explotación de recursos naturales requieren la  
armonización frente al manejo y aprovechamiento de 
estos en un territorio indígena,  con la protección de 
la integridad étnica, cultural, social y económica de los 
pueblos indígenas, que en relación a su territorio, desa-
rrollan  sus manifestaciones artísticas, culturales, orga-
nizativas y políticas. etc; por ende, debe buscarse  un ba-
lance entre el desarrollo económico del país  que exige 
la explotación  de dichos recursos  y la preservación de 
dicha integridad que es condición para la subsistencia  
del grupo humano indígena91

A juicio de la Corte, la participación de las comunidades 

85 Corte Constitucional, Sentencia C-175/09, M.P Luis Ernesto Vargas Silva
86 CIDH, (2010), “Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales”
87 Ibídem. Pág. 116 párr. 298

88 Ejemplo de esto, lo podemos encontrar en el Decreto 1320 de 1998, la Directiva presidencial No 01 de 2010 y la Directiva presidencial No 10 de 2013. Aunque en la directiva No 1  
de 2010 se definen las etapas de la consulta previa, vemos que la explicación de los procedimientos es limitada para medidas administrativas y legislativas, mientras que para proyectos 
de exploración y explotación de recursos naturales o consulta in situo, vemos como hay un amplio espectro de normas dentro de la cual está el Decreto 1320 y la Directiva presidencial 
No 10 de 2013; esta última define todo un procedimiento para la realización de consultas in situo.
89 CIDH, (2010),  “Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales”, OEA, pág. 119, párr. 305
90 Corte Constitucional, Sentencia SU-039 de 1997, M.P Antonio Barrera Carbonell
91 Corte Constitucional, Sentencia Su-039/1997, MP Antonio Barrera Carbonell
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indígenas en las decisiones que pueden afectarlas en re-
lación con la explotación de los recursos naturales ofrece 
como particularidad el hecho o la circunstancia observada 
en el sentido de que la referida participación, a través del 
mecanismo de la consulta, adquiere la connotación de de-
recho fundamental, pues se erige en un instrumento que 
es básico para preservar la integridad étnica, social, eco-
nómica y cultural de las comunidades de indígenas y para 
asegurar, por ende, su subsistencia como grupo social.

Con lo anterior la Corte Constitucional, establece un 
criterio sustancial para determinar la aplicabilidad de 
la Consulta In Situo: el territorio, por medio del cual 
los indígenas desarrollan su cultura y tradiciones. Un 
segundo aspecto identificado por la Corte, es  la aplica-
ción del derecho a la participación, es decir la capacidad 
que tienen los pueblos indígenas de definir sus priorida-
des en el marco de los proyectos y medidas que los afec-
tan e inciden directamente en su cultura y tradiciones 
de acuerdo a lo estipulado en el Convenio 169 de la OIT.

Las Consulta Previa In Situo, es una forma adecuada 
para determinar el grado de conocimiento de los pue-
blos indígenas sobre los proyectos a ejecutar, así como 
la manera y procedimientos a utilizar para la extracción 
de estos recursos naturales92.

En la Sentencia C- 169 de 2001, la Corte Constitucional 
avanzó en el reconocimiento de la consulta previa como 
un derecho fundamental, al definirlo como un instru-
mento que busca preservar la integridad étnica, cultural 
y económica de los pueblos indígenas:

“la participación de las comunidades indígenas en las 
decisiones que puedan afectarlas en relación con la ex-
plotación de los recursos naturales ofrece como particu-
laridad (...) que la referida participación, a través del 
mecanismo de la consulta, adquiere la connotación de 
derecho fundamental, pues se erige en un instrumento 
que es básico para preservar la integridad étnica, social, 
económica y cultural de las comunidades de indígenas y 
para asegurar, por ende, su subsistencia como grupo so-
cial”. En otras palabras, los pueblos indígenas tienen un 
derecho fundamental a ser consultados en estos casos 

particulares, no sólo por ser la consulta una manifesta-
ción de su derecho fundamental -individual y colectivo- 
a la participación, sino por constituir el medio a través 
del cual se protegerá, en esos casos, su integridad física y 
cultural; en tal sentido específico, esta Corporación afir-
mó, en la misma oportunidad, que el Convenio 169 de 
la O.I.T. conforma, junto con el artículo 40-2 Superior, 
un bloque de constitucionalidad, en virtud de lo dis-
puesto por los artículos 93 y 94 de la Carta93”.

Con lo anterior los procesos de Consulta previa se con-
vierten en un mecanismo de diálogo, concertación y 
participación de los pueblos indígenas, en aquellas de-
cisiones que son susceptibles de afectarles. 

La Corte Constitucional en su jurisprudencia, señala 
constantemente la incidencia de los proyectos de explo-
ración y explotación de recursos naturales en territorios 
indígenas, por tal razón está se convierte en un meca-
nismo, que busca mitigar no solo las afectaciones a nivel 
ambiental, sino también social y cultural que ser dan en 
un territorio indígena. Este es importante y vital para la 
subsistencia y pervivencia étnica y cultural de los pue-
blos indígenas, por lo que una afectación al mismo pon-
dría en riesgo su existencia biológica y cultural.94.

Al respecto, el proceso de Consulta Previa no es un 
mero proceso de información, y requiere como tal de 
un amplio proceso de diálogo y concertación para evi-
tar afectaciones a la integridad étnica y cultural de los 
pueblos indígenas, así como a su territorio:

“Se ha recabado en el hecho de que: (i) la participa-
ción indígena debe ser real y efectiva en relación con 
los asuntos que afectan a las comunidades, particular-
mente respecto de la explotación de recursos natura-
les yacentes en sus territorios; (ii) los mecanismos de 
participación no pueden limitarse a cumplir una sim-
ple función informativa; y (iii), dichos mecanismos, 
particularmente el derecho de consulta previa, deben 
desarrollarse de buena fe, de manera apropiada a las 
circunstancias y con miras a alcanzar un acuerdo o lo-
grar el consentimiento de las comunidades indígenas 
acerca de las medidas legislativas propuestas”95.

Con lo anterior el tema territorial es salvaguardado 
por medio de la Consulta Previa, porque constitucio-
nalmente el estado colombiano tiene la obligación de 
proteger los valores culturales, ancestrales, sociales  y 
políticos de las comunidades indígenas, con el fin de 
asegurar su continuidad en el tiempo, y esto incluye 
la protección de su territorio ancestral. Ya que en él, 
es donde la cultura y las tradiciones de los pueblos in-
dígenas cobran vida y significación. De acuerdo a la 
sentencia T-737 de 2005, el Estado tiene la obligación 
de garantizar que los territorios en los cuales dichas 
comunidades  se asientan, y los recursos naturales que 
allí yacen, se protejan, administren y exploten, previa 
consulta con las comunidades.

Sin embargo en el artículo 2 del Decreto 1320 de 1998, 
esta disposición varia, y la consulta aplica no solo al te-
rritorio titulado, sino también al territorio que no se en-
cuentra titulado:

“ARTICULO 2o. DETERMINACION DE TERRITO-
RIO. La consulta previa se  realizará cuando el proyec-
to, obra o actividad se pretenda desarrollar en zonas de  
resguardo o reservas indígenas o en zonas adjudicadas 
en propiedad colectiva a  comunidades negras. Igual-
mente, se realizará consulta previa cuando el proyec-
toobra o actividad se pretenda desarrollar en zonas no 
tituladas y habitadas en forma regular y permanente 
por dichas comunidades indígenas o negras, de confor-
midad con lo establecido en el siguiente artículo”,

Para lo anterior el legislador dispone, que para identifi-
car a las comunidades indígenas que se encuentran en 
el área de influencia del proyecto, le corresponde al Mi-
nisterio del Interior la certificación e identificación de 
aquellas comunidades que se encuentran en un territo-
rio titulado, o en el caso contrario donde las comunida-
des  habiten de forma regular.

Por otro lado, en la sentencia arquimédica sobre con-
sulta previa, la  T-693 de 2012, la Corte Constitucional, 
menciona  una vez más el territorio como un requisito 
fundamental para el desarrollo de la Consulta Previa, 
solo que en esta sentencia avanza en el análisis, al men-
cionar que los procesos de consulta previa deben tener 
los siguientes requisitos:

“De lo anterior surge 1) que le corresponde al Ministe-
rio del Interior certificar la presencia de dichas comu-
nidades en un área específica; 2) que es competencia 
del Incora (ahora INCODER) certificar la existencia de 

territorios legalmente constituidos, si los hay; 3) que la 
obligación de realizar consulta previa surge tanto frente 
comunidades étnicas ubicadas en zonas tituladas como 
no tituladas pero habitadas de manera permanente por 
las mismas; 4) que es la presencia física de las comuni-
dades étnicas, negras o indígenas en la zona de influen-
cia, y no su constitución formal como resguardo o con-
sejo comunitario o su inscripción mediante resolución, 
la que determina la obligación de la consulta previa; y 
5) que aún en el evento en que no se haya certificado 
la presencia de comunidades negras o indígenas en la 
zona de influencia de un proyecto, si durante la realiza-
ción del estudio se constata la presencia de las mismas, 
debe garantizarse su derecho a ser consultadas”

Para el caso de la Consulta Previa In situo, es llevada 
a cabo cuando se van a realizar  proyectos de explo-
ración y explotación de recursos naturales, en áreas 
donde se encuentran comunidades indígenas con te-
rritorio titulado o no titulado, a estas últimas (comu-
nidades con territorio no titulado) aplica siempre y 
cuando se compruebe que existe un asentamiento de 
forma regular en dicho territorio. De igual manera la 
consulta previa in situo, también aplica, cuando se va-
yan a llevar a cabo obras de infraestructura vial que 
afecten el territorio de los pueblos indígenas, o cuando 
se vayan a construir infraestructuras como colegios u 
otro tipo de obras.

En este orden de ideas, la Consulta previa In situo 
en principio no es aplicable a indígenas en contex-
to de ciudad, ya que estos no poseen un territorio 
plenamente definido, y sus patrones de asentamien-
to pueden ser variables y no definidos, exceptuando 
aquellas comunidades o resguardos absorbidos por la 
ciudad, en donde debe operar un análisis e interpre-
tación distinta, toda vez que es un territorio titulado 
donde ejercen autonomía y en el cual si sería necesa-
ria la consulta previa.

En contextos de ciudad la Consulta previa In Situo no 
es aplicable, ya que los indígenas que se encuentran 
en está, no guardan un patrón constante de asenta-
miento, conexión y continuidad histórica dentro de 
un espacio geográfico especifico, al ser producto 
de procesos de revitalización cultural o procesos de 
migración de campo a ciudad que son relativamen-
te recientes y que no permiten hablar de territorios 
colectivos, toda vez que en la ciudad, ya hay construi-
da toda una configuración territorial alrededor de la 
propiedad privada. 

92 La Corte Constitucional en la sentencia Su-039 de 1997, expresa lo siguiente: 1.	 Que la comunidad tenga un conocimiento pleno sobre los proyectos destinados a explo-
rar o explotar los recursos naturales en los territorios que ocupan o les pertenecen, los mecanismos, procedimientos y  actividades requeridos para ponerlos en ejecución.
2. Que igualmente la comunidad sea enterada e ilustrada sobre la manera como la ejecución de los referidos proyectos puede conllevar una afectación o menoscabo a los elemen-
tos que constituyen la base de su cohesión social, cultural, económica y política y, por ende, el sustrato para su subsistencia como grupo humano con características singulares.
3.  Que se le dé la oportunidad para que libremente y sin interferencias extrañas pueda, mediante la convocación de sus integrantes o representantes, valorar conscientemente las 
ventajas y desventajas del proyecto sobre la comunidad y sus miembros, ser oída en relación con las inquietudes y pretensiones que presente, en lo que concierna a la defensa de 
sus intereses y, pronunciarse sobre la viabilidad del mismo.
93 Corte Constitucional, Sentencia C-169 DE 2001, MP, Carlos Gaviria Díaz
94 Corte Constitucional, Sentencia T-880 de 2006, M.P. Alfaro Tafur Galvis
95 Corte Constitucional, Sentencia C-891 de 2002, Magistrado Ponente: Jaime Araujo Renteria
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4.4 Jurisdicción Especial Indígena 
en contextos de ciudad

Pese a que el concepto de Jurisdicción ha sido estático 
en el tiempo, en cada periodo histórico ha tenido ca-
racterísticas propias que lo han determinado. Su eti-
mología presenta raíces latinas en las expresiones iuris: 
derecho y dicto: Dictar; es decir la facultad de dictar o 
aplicar el derecho sobre un territorio determinado. 

El Profesor LUIS M PONCE DE LEON ARMENTA cita 
en su obra la definición de la Real Academia Españo-
la en los siguientes términos: “La palabra Jurisdicción 
proviene del latín iurisdictio, onis, que significa poder o 
autoridad que tiene uno para gobernar o poner en eje-
cución las leyes o para aplicarlas en juicio”.96

En Colombia el concepto de Jurisdicción fue traído como 
una herencia del derecho romano. Previo a la conquista 
de indo américa, los pueblos originarios aplicaban di-
versas formas de gobierno y justicia que se extendieron 
a través de los imperios que construyeron. La conquista 
por su parte impuso el sistema normativo y jurisdiccional 
español el cual se fue adaptando a las particularidades del 
nuevo continente. Así por el ejemplo se crearon virreina-
tos como el de Nueva Granada o Perú que desconocieron 
por completo los derechos de los pueblos nativos para 
gobernarse por sus propias normas o costumbres.97 A 
través de estas instituciones se establecieron verdaderos 
órganos jurisdiccionales con competencias territoriales 
claramente definidas por la corona española.

A partir de esta época hasta mediados del siglo pasado, 
los pueblos indígenas fueron considerados como personas 
que debían ser sometidas, asimiladas y, finalmente, inte-
gradas a la cultura mayoritaria. Durante estos siglos nunca 
se les reconoció como grupos étnicos sujetos de derechos 
que debían ser respetados. La creación de los resguardos 
se convirtió en la primera forma de respeto a la forma de 
vida de los miembros de los pueblos indígenas, bajo el cual 
se  posibilitaba una segregación física de las comunidades. 

Jesael Giraldo expresa que esta forma administrativa 
“Era un instrumento de control por parte del conquista-

dor, pero al mismo tiempo se convirtió en una forma de 
preservación ya que conllevaba tanto la conservación 
de un espacio físico que les permitía desarrollar sus ac-
tividades económicas tradicionales, como de un espacio 
de autonomía, donde aún bajo la tutela de la Iglesia y 
de las autoridades civiles podían desarrollar formas de 
autogobierno  coherentes con sus cosmovisiones”.98

Con el advenimiento de la ley 81 de 1958 se introdujo 
una nueva concepción de las parcialidades indígenas 
para considerarlas como sectores atrasados del campe-
sinado. Este giro en la concepción de la tierra hizo que 
el resguardo se convirtiera en “un obstáculo, tanto como 
sistema de propiedad comunal de la tierra como espacio 
de preservación de los usos y costumbres tradicionales”99 
iniciando un proceso de disolución de los mismos que 
perduró hasta mediados de la década de los 70 en la cual 
se introdujo la noción que aún hoy perdura.

La Constitución Política de 1991 le reconoció derechos 
a los Pueblos Indígenas por los cuales habían luchado 
desde la conquista: igualdad, territorio, autonomía, au-
togobierno y jurisdicción son solo algunos de los dere-
chos que les han sido reconocidos y protegidos a partir 
de la vigencia de la Constitución. Estos derechos han 
sido elevados a la categoría de fundamentales a través 
de diversas sentencias de la Corte Constitucional. 

4.4.1 Definición legal.

En efecto, el artículo 1 de la Constitución expresa que 
“Art. 1º. Colombia es un Estado social de derecho, orga-
nizado en forma de República Unitaria, descentralizada, 
con autonomía de sus entidades territoriales, democrá-
tica, participativa y pluralista, fundada en el respeto de 
la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general”. Como lo ha expresado la Corte Constitucional 
esta noción incorpora cambios sustanciales sobre la cons-
titución de 1886. El más importante de ellos es la acep-
ción de “Estado Social de Derecho” donde debe primar 
el respeto al individuo y sus derechos. De igual forma 
esta disposición acepta nuestra nación como “pluralista” 
reconociendo la existencia de diversos grupos poblacio-

nales que pueden coexistir pacíficamente en el territorio. 
Por su parte el artículo 7 superior, tal y como se ha ano-
tado a lo largo de este documento, reconoce y protege la 
diversidad étnica y cultural de la nación Colombiana. 

Al reconocer dicha coexistencia se hace imperiosa la necesi-
dad de delimitar los campos jurisdiccionales de cada grupo 
poblacional. Para tal efecto el constituyente primario esta-
bleció el Título VIII (De la Rama Judicial), Capítulo V (De 
las Jurisdicciones Especiales), Artículo 246 (Jurisdicción Es-
pecial Indígena) el concepto sobre el cual los pueblos nativos 
podrían aplicar justicia según sus propios usos y costumbres.

Al respecto dispone el artículo 246 superior:

ARTICULO 246. Las autoridades de los pueblos indí-
genas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro 
de su ámbito territorial, de conformidad con sus pro-
pias normas y procedimientos, siempre que no sean 
contrarios a la Constitución y leyes de la República. 
La ley establecerá las formas de coordinación de esta 
jurisdicción especial con el sistema judicial nacional.

Varios requisitos pueden extractarse de esta disposición:

1. La Jurisdicción Especial Indígena es ejercida por 
sus autoridades. La noción de autoridad, deviene de 
la cosmovisión, tradiciones y cultura de las propias 
comunidades. Cada pueblo indígena podrá elegirlas 
según sus usos y costumbres pero deberán represen-
tar fidedignamente la comunidad misma. Esta auto-
ridad deberá ser inscrita en el registro que para el 
efecto lleva la Dirección de Asuntos Indígenas, Rom 
y Minorías del Ministerio del Interior. 

2. La Jurisdicción Especial Indígena es ejercida dentro 
de su ámbito territorial. Como se verá más adelante, 
a través de diversas sentencias la Corte Constitucio-
nal y la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de 
la Judicatura se establecensubreglas para interpretar 
y aplicar el fuero territorial en la Jurisdicción Especial 
Indígena. Por ahora basta decir que el ámbito territo-
rial se circunscribe a los territorios ancestrales o no 
que habitan los pueblos indígenas y sobre los cuales el 
Estado les ha reconocido la categoría de resguardos. 

3. La Jurisdicción Especial Indígena es ejercida de 
conformidad con sus propias normas y procedimien-

tos. En concordancia con lo establecido en los artí-
culos 1 y 7 superiores, a través de cual el Estado Co-
lombiano se reconoce como un estado pluralista que 
respeta la diversidad étnica y cultural (pluriétnico y 
multicultural),  se garantiza la efectividad del derecho 
consagrado en el artículo 246 ibídem. El respeto por 
las propias normas y procedimientos de los pueblos 
indígenas, garantiza a su vez la pervivencia cultural 
de las mismas comunidades en sus procesos jurisdic-
cionales aplicando sus usos y costumbres en aquellos 
escenarios, que ellas mismas consideren dentro de los 
límites establecidos por la constitución y la ley.

4. La Jurisdicción Especial Indígena es ejercida 
siempre que no sea contraria a la Constitución y 
leyes de la República. Por expresa disposición cons-
titucional los sistemas normativos de los pueblos 
indígenas no pueden ser aplicados sin restricción 
alguna. Para dichos efectos el estatuto superior 
fija la Constitución y la Ley como los límites a los 
procesos jurisdiccionales de los pueblos indígenas, 
bajo los cuales deberán desarrollar su actividad.

Pese a que el legislativo no ha expedido la ley de coordi-
nación entre Jurisdicción Especial Indígena y Jurisdicción 
Ordinaria, la Jurisprudencia ha sido profusa al analizar la 
diversidad de situaciones particulares que en su ejercicio 
ha conocido, estableciendo sub reglas que se convierten en 
verdaderos mandatos constitucionales al crear precedentes 
de obligatorio cumplimiento. No obstante lo anterior me-
diante la Ley Estatutaria de Administración de Justicia No 
270 de 1996, modificada por el artículo 5 de la ley 1285 de 
2009, se ratificó la función jurisdiccional en cabeza de los 
pueblos indígenas en los siguientes términos:

ARTICULO  12. DEL EJERCICIO DE LA FUNCION 
JURISDICCIONAL POR LA RAMA JUDICIAL. Mo-
dificado por el art. 5, Ley 1285 de 2009. El nuevo tex-
to es el siguiente: La función jurisdiccional se ejerce 
como propia y habitual y de manera permanente por 
las corporaciones y personas dotadas de investidura 
legal para hacerlo, según se precisa en la Constitución 
Política y en la presente Ley Estatutaria.

Dicha función se ejerce por la jurisdicción constitucio-
nal, el Consejo Superior de la Judicatura, la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, las jurisdicciones es-
peciales tales como: la penal militar, la indígena100  y 96 Real Academia Española. Diccionario de Lengua Española. 20ª ed. Madrid. Calpe. 1984. T II, Página 805 citado por DE LEON ARMENTA, Luis M. La Jurisdicción. Página 100. 

Universidad Autónoma de México. 
97 Es célebre la figura de Fray Bartolomé de las Casas en este periodo de tiempo por defender la dignidad, los valores y los derechos de los pueblos indígenas del territorio con-
quistado, cuyos aportes quedaron plasmados en el texto “Brevísima Relación de la Destrucción de Indias” publicada en 1552.  
98 GIRALDO, Jesael. AVANCES EN LA COORDINACION ENTRE EL SISTEMA JUDICIAL NACIONAL Y LA JURISDICCION ESPECIAL INDIGENA.
99 BEATRIZ EUGENIA SANCHEZ MOJICA, Revista Academia Colombiana de Jurisprudencia, No.330 de 2005, págs. 85 y ss. 100  Negrilla y subrayado fuera de texto. 
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la justicia de paz, y la jurisdicción ordinaria que cono-
cerá de todos los asuntos que no estén atribuidos por la 
Constitución o la ley a otra jurisdicción.

En este punto resulta indispensable precisar que me-
diante sentencia C-713 de 2008 sobre control automáti-
co al Proyecto de Ley estatutaria No. 023 de 2006 Sena-
do y No. 286 de 2007 Cámara, declaró EXEQUIBLE el 
inciso segundo, en el entendido de que la competencia 
residual de la jurisdicción ordinaria no comprende los 
asuntos de orden constitucional que por su naturaleza 
corresponden a la Corte Constitucional. Así mismo, 
en el entendido de que la Fiscalía General de la Nación 
ejerce excepcionalmente función jurisdiccional, y que la 
penal militar y la indígena ejercen función jurisdiccio-
nal pero no hacen parte de la rama judicial.

 ¿La Legislación Especial Indígena es aplicable a los 
indígenas en contextos de ciudad?

El primer presupuesto hipotético, buscará establecer 
si la legislación especial indígena (en adelante LEI), es 
aplicable o no a los contextos urbanos en donde hay 
presencia de pueblos indígenas. 

Para poder atender y responder a esta hipótesis, se re-
cogieron las normas más relevantes, respecto a los de-
rechos colectivos de los pueblos indígenas reconocidos 
tanto por la ley, como por la jurisprudencia y de acuer-
do a su contenido se analizaron y se ubicaron en una 
grafica normativa. 

Para el análisis normativo de la legislación especial indí-
gena, se utilizó la metodología de la línea jurispruden-
cial del Derecho de los Jueces de Diego Lopez Medina 
adaptada a las necesidades propias de la investigación.  
En ese orden de ideas, se identificó el  problema jurídico 
y se grafico un espacio abierto, con todas las posibles 
respuestas a la pregunta planteada. El campo abierto ge-
nera dos respuestas extremas posibles, que hace que la 
línea sea, en sus extremos, bipolar101.

Por lo anterior, el problema jurídico se centra en lo si-
guiente: ¿La Legislación Especial Indígena es aplicable 
a los indígenas en contextos urbanos?. Revisemos la in-
cógnita que busca indagar en el corazón del asunto en 
esta investigación. En primer lugar, la pregunta contem-
pla un elemento normativo: la legislación especial indí-

gena y en segundo lugar, este elemento está vinculado 
a unos patrones fácticos, que busca reunir los hechos 
materiales de los indígenas en contextos urbanos anali-
zados en la primera parte de esta investigación. 

En cuanto a sus extremos bipolares, tenemos el Rx: La 
Legislación Especial Indígena no es aplicable a indígenas 
en contextos de ciudad y  el Ry: La Legislación Especial 
Indígena es aplicable a indígenas en contextos de ciudad

Es importante resaltar que en la mitad de los extremos 
bipolares, en nuestro estudio se ubicaron normas en una 
zona gris, porque no hay claridad de los patrones norma-
tivos a la luz de nuestro estudio, por las siguientes razones: 

1. Vacíos normativos 
2. Ambigüedad en las definiciones 
3. Contradicciones normativas 

En la elaboración de las líneas, lo recomendable es gra-
ficarlas para que sea más entendible la posición de  los 
elementos normativos (leyes y decisiones jurispruden-
ciales), su desarrollo,  y los giros que hace la ley y la 
jurisprudencia. En ese orden de ideas, con la elabora-
ción de la línea jurisprudencial de los derechos funda-
mentales colectivos de los pueblos indígenas, y  las con-
clusiones arrojadas del estudio hermenéutico jurídico 
frente a cada uno de estos derechos: territorio, consulta 
previa, jurisdicción especial indígena, comunidad indí-
gena, pueblo indígena y cabildo a la luz de los contextos 
urbanos, fue que se pudo ubicar la legislación, (una vez 
analizado su contenido) en la gráfica. 

Un hallazgo encontrado en el estudio es que la legislación 
especial indígena, tiene una vocación  normativa respec-
to a pueblo indígena, comunidad y territorio. Esto signi-
fica que se encontraron leyes, en donde su hilo conductor 
son los conceptos de pueblos indígenas y comunidades, y 
también se encontraron leyes, en donde su hilo conduc-
tor son los criterios territoriales. De 41 leyes analizadas, 
el 34% reconoce derechos, deberes y obligaciones de los 
pueblos indígenas en función del territorio; el 39% de 
las leyes no posee este carácter y reconoce derechos en 
función del concepto de pueblo indígena o comunidad 
indígena, y el 27% de las leyes analizadas se encuentra en 
zona gris, es decir en algunas ocasiones reconoce dere-
chos en función del territorio, y en otras solo en función 
del concepto de pueblo y comunidad indígena.

A continuación, se señalan cada una de las normas que 
se ubicaron en los extremos bipolares y en la zona gris:

Normas que de acuerdo con el estudio no son aplica-
bles a indígenas en contexto de ciudad

De acuerdo a la normatividad revisada, las normas que 
no son aplicables a indígenas en contexto de ciudad son: 

- Ley 70 de 1993: Por la cual se desarrolla el artículo 
transitorio 55 de la Constitución Política; Art 6102 y 28103 
- Ley 80 de 1993:  Por la cual se expide el Estatuto General de 

Contratación de la Administración Pública; Art 2104 y 11105 

- Ley 48 de 1993: Por la cual se reglamenta el servicio 
de Reclutamiento y Movilización para defender la in-
dependencia nacional y las instituciones públicas, con 
las prerrogativas y las exenciones que establece la pre-
sente Ley; art 27106 
- Ley 160 de 1994: Ley mediante la cual se crea el 
Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo 
Rural Campesino, se establece un subsidio para la 
adquisición de tierras, se reforma el Instituto Co-
lombiano de la Reforma Agraria y se dictan otras 
disposiciones; Art 1107, 9108, 20109, 31110, 38111, 69112, 

101 El Derecho de los Jueces – Diego Eduardo Lopez Medina, segunda edición, legis

102 ARTÍCULO 6o. Salvo los suelos y los bosques, las adjudicaciones colectivas que se hagan conforme a esta ley, no comprenden: a. El dominio sobre los bienes de uso público. b. Las 
áreas urbanas de los municipios. c. Los recursos naturales renovables y no renovables. d. Las tierras de resguardos indígenas legalmente constituidos. e. El subsuelo y los predios rurales 
en los cuales se acredite propiedad particular conforme a la ley 200 de 1936. f. Las áreas reservadas para la seguridad y defensa nacional. g. Áreas del sistema de Parques Nacionales. 
Con respecto a los suelos y los bosques incluidos en la titulación colectiva, la propiedad se ejercerá en función social y le es inherente una función ecológica. En consecuencia, para el 
uso de estos recursos se tendrá en cuenta lo siguiente: a. Tanto el uso de los bosques que se ejerza por ministerio de ley, como los aprovechamientos forestales con fines comerciales 
deberán garantizar la persistencia del recurso. Para adelantar estos últimos se requiere autorización de la entidad competente para el manejo del recurso forestal. b. El uso de los suelos 
se hará teniendo en cuenta la fragilidad ecológica de la Cuenca del Pacífico. En consecuencia los adjudicatarios desarrollarán prácticas de conservación y manejo compatibles con las 
condiciones ecológicas.  Para tal efecto se desarrollarán modelos apropiados de producción como la agro silvicultura, la agroforestería u otros similares, diseñando los mecanismos 
idóneos para estimularlos y para desestimular las prácticas ambientalmente insostenibles.
103 ARTÍCULO 28. Si existieren áreas susceptibles de ser declaradas zonas mineras indígenas y a su vez zonas mineras de comunidades negras, el Ministerio de Minas y Energía podrá 
declarar dichas zonas como Zonas Mineras Conjuntas, en las cuales el desarrollo de actividades se realizará de común acuerdo entre los dos grupos étnicos y gozarán de los mismos 
derechos y obligaciones.
104 Artículo   2. De la Definición de Entidades, Servidores y Servicios Públicos. Para los solos efectos de esta Ley: 1o. Se denominan entidades estatales: a) La Nación, las regiones, los 
departamentos, las provincias, el Distrito Capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y los municipios; los esta-
blecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento 
(50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que 
ellas adopten, en todos los órdenes y niveles.
105 Artículo  11. De la competencia para dirigir licitaciones o concursos y para celebrar contratos estatales. En las entidades estatales a que se refiere el artículo 2.
1o. La competencia para ordenar y dirigir la celebración de licitaciones o concursos y para escoger contratistas será del jefe o representante de la entidad, según el caso.
La expresión “Concurso” fue derogada por el art. 32 de la Ley 1150 de 2007.
2o. Tiene competencia para celebrar contratos a nombre de la Nación, el Presidente de la República.
3o. Tiene competencia para celebrar contratos a nombre de la Entidad respectiva
b) A nivel territorial, los gobernadores de los departamentos, los alcaldes municipales y de los distritos capitales y especiales, los contralores departamentales, distritales y municipa-
les, y los representantes legales de las regiones, las provincias, las áreas metropolitanas, los territorios indígenas y las asociaciones de municipios, en los términos y condiciones de las 
normas legales que regulen la organización y el funcionamiento de dichas entidades
106 ARTÍCULO 27. EXENCIONES EN TODO TIEMPO. <Artículo CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Están exentos de prestar el servicio militar en todo tiempo y no pagan 
cuota de compensación militar: a. Los limitados físicos y sensoriales permanentes. b. Los indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad cultural, social y económica.
107 Artículo 1: …, esta Ley tiene por objetivo: ……..Segundo. Reformar la estructura social agraria por medio de procedimientos enderezados a eliminar y prevenir la inequitativa 
concentración de la propiedad rústica o su fraccionamiento antieconómico y dotar de tierras a los hombres y mujeres campesinos de escasos recursos mayores de 16 años que no la 
posean, a los minifundistas, mujeres campesinas jefes de hogar, a las comunidades indígenas y a los beneficiarios de los programas especiales que establezca el Gobierno Nacional 
(subrayado fuera de texto). (…) Octavo. Garantizar a la mujer campesina e indígena las condiciones y oportunidades de participación equitativa en los planes, programas y proyectos 
de desarrollo agropecuario, propiciando la concertación necesaria para lograr el bienestar y efectiva vinculación al desarrollo de la economía campesina.
108 Artículo 9: El artículo 11 del Decreto 2132 de 1992 quedará así: Objeto. El Fondo de Cofinanciación para la Inversión Rural tendrá como objeto exclusivo cofinanciar la ejecución 
de programas y proyectos de inversión para las áreas rurales en general y especialmente en las áreas de economía campesina y en zonas de minifundio, de colonización y las de comu-
nidades indígenas, que sean presentados por las respectivas entidades territoriales, en materias tales como asistencia técnica, comercialización incluida la postcosecha, proyectos de 
irrigación, rehabilitación y conservación de cuencas y microcuencas, control de inundaciones, acuacultura, pesca, electrificación, acueductos, subsidio a la vivienda rural, saneamiento 
ambiental, y vías veredales cuando hagan parte de un proyecto de desarrollo rural integrado
109 Artículo 20. Subsidio integral de reforma agraria:<Artículo modificado por el artículo 63 de la Ley 1450 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:>Establézcase un Subsidio Integral 
de Reforma Agraria, con cargo al presupuesto del INCODER, que podrá cubrir hasta el 100% del valor de la tierra y/o de los requerimientos financieros para el establecimiento del 
proyecto productivo agropecuario, según las condiciones socioeconómicas de los beneficiarios (…) PARÁGRAFO 2o. Las entidades territoriales, las organizaciones campesinas, las 
entidades sin ánimo de lucro, las asociaciones mutuales, los cabildos indígenas, los concejos consultivos de las comunidades afrocolombianas, las autoridades del pueblo Rom, los 
gremios agropecuarios y demás organismos que sean autorizados por el reglamento, podrán presentar solicitudes de subsidio a nombre de los beneficiarios.
110 Artículo 31. <artículo modificado por el artículo 27 de la ley 1151 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> El Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, podrá adquirir 
mediante negociación directa o decretar la expropiación de predios, mejoras rurales y servidumbres de propiedad privada o que hagan parte del patrimonio de entidades de derecho 
público, con el objeto de dar cumplimiento a los fines de interés social y utilidad pública definidos en esta ley, únicamente en los siguientes casos: a) Para las comunidades indígenas, 
afrocolombianas y demás minorías étnicas que no las posean, o cuando la superficie donde estuviesen establecidas fuere insuficiente;
111 Artículo 38: Las tierras cuya adquisición promuevan y obtengan los hombres y mujeres campesinos, o las que compre directamente el Instituto para programas de Reforma 
Agraria, se destinarán a los siguientes fines: a) Establecer Unidades Agrícolas Familiares, Empresas Comunitarias o cualquier tipo asociativo de producción. b) Para la constitución, 
ampliación, reestructuración y saneamiento de resguardos indígenas. Se entiende por Unidad Agrícola Familiar (UAF), la empresa básica de producción agrícola, pecuaria, acuícola o 
forestal cuya extensión, conforme a las condiciones agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, permite a la familia remunerar su trabajo y disponer de un excedente capita-
lizable que coadyuve a la formación de su patrimonio.
112 Artículo 69. La persona que solicite la adjudicación de un baldío, deberá demostrar que tiene bajo explotación económica las dos terceras partes de la superficie cuya adjudicación 
solicita y que la explotación adelantada corresponde a la aptitud del suelo establecida por el INCORA en la inspección ocular. En la petición de adjudicación el solicitante deberá 
manifestar, bajo la gravedad del juramento, que se entiende prestado al formular su pretensión expresamente, si se halla o no obligado legalmente a presentar declaración de renta y 
patrimonio. En caso afirmativo, la exigencia de la explotación económica deberá demostrarse con las declaraciones de renta y patrimonio correspondientes a los tres años anteriores a 
la fecha de la solicitud (…) No podrán hacerse adjudicaciones de baldíos donde estén establecidas comunidades indígenas o que constituyan su hábitat, sino únicamente y con destino 
a la constitución de resguardos indígenas.
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85113, 86114, 87115 y 107116 

- Ley 152 de 1994:  Por la cual se establece la Ley Orgánica 
del Plan de Desarrollo; Art 5117, 9118, 31119, 33120 y 34121 
- Ley 223 de 1995: Mediante el cual  se expiden 

normas sobre  racionalización tributaria, se regu-
la  los recursos destinados con cargo al presupues-
to nacional  a los resguardos indígenas y políticas 
sobre el impuesto sobre las ventas; art 14122 y 64123, 

184124 y 214125 

- Ley 270 de 1996: Ley mediante el cual se regula 
la administración de justicia llamada a garantizar la 
efectividad de los derechos fundamentales, dentro del 
marco del Estado Social  y Democrático de Derecho, 
y a lograr la convivencia pacífica entre los colombia-
nos, y que dada la trascendencia de su misión debe 
generar responsabilidad de quienes están encargados 
de ejercerla; Art 12126

- Ley 491 de 1999: Busca crear seguros ecológicos; 
Art 20127

- Ley 575 de 2000: Por medio de la cual se reforma par-

cialmente la Ley 294 de 1996, que desarrolla el artículo 42 
de la Constitución Política y se dictan normas para pre-
venir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar; Art 
1128

- Ley 685 de 2001: Por la cual se expide el Código 
de Minas; Art 35129, 121130, 122131, 123132, 124133, 125134, 
126135, 127136, 128137, 129138, 134139, 136140, 275141 
- Ley 670 de 2001: Ley 670 de 2001 que desarrolla parcial-
mente el artículo 44 de la Constitución Política de Colom-
bia que tiene como objetivo garantizar la vida, la integri-
dad física y la recreación del niño expuesto al riesgo por 
el manejo de artículos pirotécnicos o explosivos; Art 17142

113 Artículo 85. El Instituto estudiará las necesidades de tierras, de las comunidades indígenas, para el efecto de dotarlas de las superficies indispensables que faciliten su adecuado asenta-
miento y desarrollo, y además llevará a cabo el estudio de los títulos que aquellas presenten con el fin de establecer la existencia legal de los resguardos. Con tal objeto constituirá o ampliará 
resguardos de tierras y procederá al saneamiento de aquellos que estuvieren ocupados por personas que no pertenezcan a la respectiva parcialidad. Así mismo, reestructurará y ampliará 
los resguardos de origen colonial previa clarificación sobre la vigencia legal de los respectivos títulos, con las tierras poseídas por los miembros de la parcialidad a título individual o colec-
tivo, y los predios adquiridos o donados en favor de la comunidad por el INCORA u otras entidades. PARÁGRAFO 1o. Los predios y mejoras que se adquieran para la ejecución de los 
programas de constitución, reestructuración, ampliación y saneamiento de resguardos y dotación de tierras a las Comunidades Indígenas, serán entregados a título gratuito a los Cabildos o 
autoridades tradicionales de aquéllas para que, de conformidad con las normas que las rigen, las administren y distribuyan de manera equitativa entre todas las familias que las conforman. 
<Jurisprudencia Vigencia>PARÁGRAFO 2o. El Cabildo o la autoridad tradicional elaborará un cuadro de las asignaciones de solares del resguardo que se hayan hecho o hicieren entre las 
familias de la parcialidad, las cuales podrán ser objeto de revisión y reglamentación por parte del INCORA, con el fin de lograr la distribución equitativa de las tierras. PARÁGRAFO 3o. 
Los programas de ampliación, reestructuración o saneamiento de los resguardos indígenas, estarán dirigidos a facilitar el cumplimiento de la función social y ecológica de la propiedad por 
parte de las comunidades, conforme a sus usos o costumbres, a la preservación del grupo étnico y al mejoramiento de la calidad de vida de sus integrantes. El INCORA verificará y certifica-
rá el cumplimiento de la función social de la propiedad en los resguardos y el Ministerio del Medio Ambiente lo relacionado con la función ecológica que le es inherente, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 58 de la Constitución Política, la Ley 99 de 1993 y demás disposiciones concordantes, en concertación con los cabildos o autoridades tradicionales de las comu-
nidades indígenas. PARÁGRAFO 4o. Dentro de los tres (3) años siguientes a la expedición de esta Ley, el INCORA procederá a sanear los resguardos indígenas que se hubieren constituido 
en las Zonas de Reserva Forestal de la Amazonía y del Pacífico. La titulación de estas tierras deberá adelantarse con arreglo a las normas sobre explotación previstas en el Código Nacional 
de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, o las que establezca la autoridad competente sobre la materia. PARÁGRAFO 5o. Los terrenos baldíos determinados 
por el INCORA con el carácter de reservas indígenas, constituyen tierras comunales de grupos étnicos para los fines previstos en el artículo 63 de la Constitución Política y la Ley 21 de 
1991. PARÁGRAFO 6o. Los territorios tradicionalmente utilizados por pueblos indígenas nómadas, seminómadas o agricultores itinerantes para la caza, recolección u horticultura, que 
se hallaren situados en zonas de reserva forestal a la vigencia de esta Ley, sólo podrán destinarse a la constitución de resguardos indígenas, pero la ocupación y aprovechamiento deberán 
someterse además, a las prescripciones que establezca el Ministerio del Medio Ambiente y las disposiciones vigentes sobre recursos naturales renovables.
114 ARTÍCULO 86. El Instituto Colombiano de la Reforma Agraria participará en las diligencias necesarias para la delimitación que el Gobierno Nacional haga de las Entidades 
Territoriales Indígenas, de conformidad con lo señalado para tal efecto en el artículo 329 de la Constitución Política y lo dispuesto en la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial.
115 ARTÍCULO 87. Las tierras constituidas con el carácter legal de resguardo indígena quedan sujetas al cumplimiento de la función social y ecológica de la propiedad, conforme 
a los usos, costumbres y cultura de sus integrantes.
116 ARTÍCULO 107. El Ministerio de Agricultura establecerá un Fondo de Organización y Capacitación Campesina para promover, a través de proyectos, los procesos de organización 
campesina mediante la capacitación de las comunidades rurales, organizadas o no, para participar efectivamente en las diferentes instancias democráticas de decisión. La ejecución de los 
proyectos se hará a través de las organizaciones campesinas legalmente reconocidas que escojan las comunidades beneficiarias, o de entidades privadas de reconocida idoneidad que, igual-
mente, seleccionen las comunidades. En cualquier caso, los proyectos financiados con los recursos del Fondo deberán ser ejecutados, por lo menos en un 90%, a través de las organizaciones 
campesinas, y hasta un 10% por las entidades privadas. El Fondo será administrado y reglamentado por un Comité Ejecutivo conformado de la siguiente manera: (…)
- Tres (3) representantes de las Organizaciones Campesinas y uno (1) de las Organizaciones Indígenas.
El Comité Ejecutivo estará asesorado por un Comité de Concertación, conformado por representantes de las organizaciones campesinas e indígenas con asiento en el Consejo 
Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino.
117 Artículo 5.- Contenido de la parte general del Plan. La parte general del plan contendrá lo siguiente: a. Los objetivos nacionales y sectoriales de la acción estatal a mediano y largo plazo 
según resulte del diagnóstico general de la economía y de sus principales sectores y grupos sociales; b. Las metas nacionales y sectoriales de la acción estatal a mediano y largo plazo y los 
procedimientos y mecanismo generales para lograrlos; c. Las estrategias y políticas en materia económica, social y ambiental que guiarán la acción del Gobierno para alcanzar los objetivos 
y metas que se hayan definido; d. El señalamiento de las formas, medios e instrumentos de vinculación y armonización de la planeación nacional con la planeación sectorial, regional, de-
partamental, municipal, distrital y de las entidades territoriales indígenas; y de aquellas otras entidades territoriales que se constituyan en aplicación de las normas constitucionales vigentes.
118 Artículo 9º.- Consejo Nacional de Planeación. El Consejo Nacional de Planeación será convocado por el Gobierno a conformarse una vez el Presidente haya tomado posesión de su cargo, 
y estará integrado por aquellas personas designadas por el Presidente de la República, de listas que le presenten las correspondientes autoridades y organizaciones, así: Reglamentado Decreto 
Nacional 2284de 1994. En representación de las entidades territoriales sus máximas autoridades administrativas así: Cuatro (4) por los municipios y distritos, cuatro (4) por las provincias que 
llegaren a convertirse en entidades territoriales, cinco (5) por los departamentos, uno por las entidades territoriales indígenas y uno por cada región que llegare a conformarse en desarrollo de lo 
previsto por el artículo 307 de la Constitución Política. Reglamentado Decreto Nacional 2284de 1994 (…). Cinco (5) en representación de los indígenas, de las minoría étnicas y de las mujeres; 
de los cuales uno (1) provendrá de los indígenas, uno (1) de las comunidades negras, otro de las comunidades isleñas raizales del archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, 
escogidos de ternas que presenten las organizaciones nacionales jurídicamente reconocidas que los agrupen, y dos (2) mujeres escogidas de las Organizaciones no Gubernamentales.
119 Artículo  31: Contenido de los planes de desarrollo de las entidades territoriales. Los planes de desarrollo de las entidades territoriales estarán conformados por una parte 
estratégica y un plan de inversiones a mediano y corto plazo, en los términos y condiciones que de manera general reglamenten las Asambleas Departamentales y los Concejos 
Distritales y Municipales o las autoridades administrativas que hicieren sus veces, siguiendo los criterios de formulación, establecidos en la presente Ley. Las autoridades de las 
entidades territoriales indígenas definirán en los alcances y los procedimientos para la elaboración, aprobación, ejecución, evaluación y seguimiento de los planes, de acuerdo con 
sus usos y costumbres, atendiendo los principios generales de esta Ley y haciendo compatibles los tiempos de presentación y la articulación con los procesos presupuestales, de tal 
manera que se logre la coordinación y concertación de la planeación con las autoridades de las demás entidades territoriales y con la Nación.
120 Artículo  33º.- Autoridades e instancias de planeación en las entidades territoriales. Son autoridades de planeación en las entidades territoriales (…) Son instancias de pla-
neación en las entidades territoriales: 1. Las Asambleas Departamentales, los Concejos Municipales, Distritales y de las Entidades Territoriales Indígenas, respectivamente. 2. Los 
Consejos Territoriales de Planeación Municipal, Departamental, Distrital, o de las Entidades Territoriales Indígenas, y aquellas dependencias equivalentes dentro de la estructura 
administrativa de las entidades territoriales que llegaren a surgir en aplicación de las normas constitucionales que autorizan su creación
121 Artículo 34º.- Consejos Territoriales de Planeación. Los Consejos Territoriales de Planeación del orden departamental, distrital o municipal, estarán integrados por las personas que 
designe el Gobernador o el Alcalde de las ternas que presenten las correspondientes autoridades y organizaciones, de acuerdo con la composición que definan las Asambleas o Concejos, 
según sea el caso. (…) El Consejo Consultivo de Planificación de los territorios indígenas, estará integrado por las autoridades indígenas tradicionales y por representantes de todos los 
sectores de las comunidades, designados éstos por el Consejo Indígena Territorial, de ternas que presenten cada uno de los sectores de las comunidades o sus organizaciones.
122 ARTÍCULO 14. El artículo 468 del Estatuto Tributario quedará así: ARTÍCULO 468. TARIFA GENERAL DEL IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS. La tarifa general del 
impuesto sobre las ventas es el dieciséis por ciento (16%), para los años de 1996, 1997, 1998 y en adelante.
Esta tarifa también se aplicará a los servicios, con excepción de los excluidos expresamente. Igualmente la tarifa general será aplicable a los bienes de que tratan los artículos 446, 469 y 474. 
Del dieciséis por ciento (16%), que aquí se fija, dos y medio por ciento (2.5%) puntos porcentuales, descontadas las transferencias a las entidades territoriales a que hace referencia los artí-
culos 356 y 357 de la Constitución Política, se asignarán exclusivamente para gastos de inversión social, según lo previsto en el numeral 2o., del artículo 359 de la misma Constitución, aten-
diendo los siguientes destinos y proporciones (…) 2. Al menos el treinta por ciento (30%) para los recursos que demande el gasto social rural, que comprende desarrollo rural campesino, 
indígena y de comunidades negras, y programa Plante, vivienda social rural, igualmente parte de estos recursos se destinarán al subsidio de crédito para pequeños productores campesinos 
en zonas que se identifiquen como notoriamente deprimidas, de acuerdo con la reglamentación que al respecto establezca el gobierno, en los términos señalados en el plan de desarrollo.
123 ARTÍCULO 64. ENTIDADES QUE NO SON CONTRIBUYENTES. El artículo 22 del Estatuto Tributario quedará así: ARTÍCULO 22. ENTIDADES QUE NO SON CON-
TRIBUYENTES. No son contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios, la Nación, los departamentos y sus asociaciones, los distritos, los territorios indígenas, 
los municipios y las demás entidades territoriales, las corporaciones autónomas regionales y de desarrollo sostenible, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, las 
superintendencias, las unidades administrativas especiales, las asociaciones de departamentos y las federaciones de municipios, los resguardos y cabildos indígenas, los estableci-
mientos públicos y los demás establecimientos oficiales descentralizados, siempre y cuando no se señalen en la ley como contribuyentes.
Tampoco será contribuyente la propiedad colectiva de las comunidades negras conforme a la Ley 70 de 1993”.

124 ARTÍCULO 184. COMPENSACIÓN A RESGUARDOS INDIGENAS. El artículo 24 de la Ley 44 de 1990 quedará así: “Con cargo al Presupuesto Nacional, la Nación girará anual-
mente, a los municipios en donde existan resguardos indígenas, las cantidades que equivalgan a lo que tales municipios dejen de recaudar según certificación del respectivo tesorero 
municipal, por concepto del impuesto predial unificado, o no hayan recaudado por el impuesto y las sobretasas legales. PARÁGRAFO. El Instituto Geográfico Agustín Codazzi, forma-
rá los catastros de los resguardos indígenas en el término de un año a partir de la vigencia de esta Ley, únicamente para los efectos de la compensación de la Nación a los municipios”.
125 ARTÍCULO 214. PROHIBICIÓN. Se prohíbe a los departamentos, municipios, distrito capital, distritos especiales, áreas metropolitanas, territorios indígenas, región, provincias y 
a cualquiera otra forma de división territorial que se llegare a crear con posteridad a la expedición de la presente Ley, gravar la producción, importación, distribución y venta de los pro-
ductos gravados con los impuestos al consumo de qué trata este Capítulo con otros impuestos, tasas, sobretasas o contribuciones, con excepción del impuesto de industria y comercio.
126 ARTÍCULO 12. DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL POR LA RAMA JUDICIAL. <Artículo modificado por el artículo 5 de la Ley 1285 de 2009. El nuevo 
texto es el siguiente:> La función jurisdiccional se ejerce como propia y habitual y de manera permanente por las corporaciones y personas dotadas de investidura legal para hacerlo, 
según se precisa en la Constitución Política y en la presente Ley Estatutaria. <Inciso CONDICIONALMENTE exequible> Dicha función se ejerce por la jurisdicción constitucional, el 
Consejo Superior de la Judicatura, la jurisdicción de lo contencioso administrativo, las jurisdicciones especiales tales como: la penal militar, la indígena y la justicia de paz, y la jurisdic-
ción ordinaria que conocerá de todos los asuntos que no estén atribuidos por la Constitución o la ley a otra jurisdicción”.
127 ARTICULO 20. INVASION DE AREAS DE ESPECIAL IMPORTANCIA ECOLOGICA. El artículo 243 del Código Penal, quedará así: Artículo 243. invasión de áreas de especial 
importancia ecológica. El que invada área de manejo especial, reserva forestal, resguardos o reservas indígenas, reservas campesinas, terrenos de propiedad colectiva de las comunida-
des negras, parque regional, área o ecosistema de interés estratégico o área protegida, definidos en ley o reglamento, incurrirá en prisión de dos a ocho años y multa de 50 a 300 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.
128 Artículo 1. El artículo 4° de la Ley 294 de 1996 quedará así: Artículo 1°. Toda persona que dentro de su contexto familiar sea víctima de daño físico o síquico, amenaza, agravio, 
ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de otro miembro del grupo familiar, podrá pedir, sin perjuicio de las denuncias penales a que hubiere lugar, al Comisario de familia 
del lugar donde ocurrieren los hechos y a falta de éste al Juez Civil Municipal o promiscuo municipal, una medida de protección inmediata que ponga fin a la violencia, maltrató <sic> 
o agresión o evite que ésta se realice cuando fuere inminente. Cuando en el domicilio de la persona agredida hubiere más de un despacho judicial competente para conocer de esta 
acción, la petición se someterá en forma inmediata a reparto. Parágrafo 2°. En los casos de violencia intrafamiliar en las comunidades indígenas, el competente para conocer de estos 
casos es la respectiva autoridad indígena, en desarrollo de la jurisdicción especial prevista por la Constitución Nacional en el artículo 246.
129 Artículo  35. Zonas de minería restringida. Podrán efectuarse trabajos y obras de exploración y de explotación de minas en las siguientes zonas y lugares, con las restricciones que 
se expresan a continuación: f) En las zonas constituidas como zonas mineras indígenas siempre y cuando las correspondientes autoridades comunitarias, dentro del plazo que se les 
señale, no hubieren ejercitado su derecho preferencial a obtener el título minero para explorar y explotar, con arreglo a lo dispuesto por el Capítulo XIV de este Código;
130 Artículo 121. Integridad Cultural. Todo explorador o explotador de minas está en la obligación de realizar sus actividades de manera que no vayan en desmedro de los valores cul-
turales, sociales y económicos de las comunidades y grupos étnicos ocupantes real y tradicionalmente del área objeto de las concesiones o de títulos de propiedad privada del subsuelo.
131 Artículo 122. Zonas Mineras Indígenas. La autoridad minera señalará y delimitará, con base en estudios técnicos y sociales, dentro de los territorios indígenas, zonas mineras 
indígenas en las cuales la exploración y explotación del suelo y subsuelo mineros deberán ajustarse a las disposiciones especiales del presente Capítulo sobre protección y participación 
de las comunidades y grupos indígenas asentados en dichos territorios. Toda propuesta de particulares para explorar y explotar minerales dentro de las zonas mineras indígenas será 
resuelta con la participación de los representantes de las respectivas comunidades indígenas y sin perjuicio del derecho de prelación que se consagra en el artículo 124 de este Código.
132 Artículo 123. Territorio y Comunidad Indígenas. Para los efectos previstos en el artículo anterior, se entienden por territorios indígenas las áreas poseídas en forma regular y 
permanente por una comunidad, parcialidad o grupo indígena de conformidad con lo dispuesto en la Ley 21 de 1991 y demás leyes que la modifiquen, amplíen o sustituya
133 Artículo 124. Derecho de prelación de grupos indígenas. Las comunidades y grupos indígenas tendrán prelación para que la autoridad minera les otorgue concesión sobre los 
yacimientos y depósitos mineros ubicados en una zona minera indígena. Este contrato podrá comprender uno o varios minerales.
134 Artículo 125. Concesión. La concesión se otorgará a solicitud de la comunidad o grupo indígena y en favor de ésta y no de las personas que la integran. La forma como éstas parti-
cipen en los trabajos mineros y en sus productos y rendimientos y las condiciones como puedan ser sustituidas en dichos trabajos dentro de la misma comunidad, se establecerán por 
la autoridad indígena que los gobierne. Esta concesión no será transferible en ningún caso.
135 Artículo 126. Acuerdos con terceros. Las comunidades o grupos indígenas que gocen de una concesión dentro de la zona minera indígena, podrán contratar la totalidad o parte de 
las obras y trabajos correspondientes, con personas ajenas a ellos.
136 Artículo 127. Áreas indígenas restringidas. La autoridad indígena señalará, dentro de la zona minera indígena, los lugares que no pueden ser objeto de exploraciones o explotacio-
nes mineras por tener especial significado cultural, social y económico para la comunidad o grupo aborigen, de acuerdo con sus creencias, usos y costumbres.
137 Artículo 128. Títulos de terceros. En caso de que personas ajenas a la comunidad o grupo indígena obtengan título para explorar y explotar dentro de las zonas mineras indígenas 
delimitadas conforme al artículo 122, deberán vincular preferentemente a dicha comunidad o grupo, a sus trabajos y obras y capacitar a sus miembros para hacer efectiva esa preferencia.
138 Artículo 129. Participación económica. Los municipios que perciban regalías o participaciones provenientes de explotaciones mineras ubicadas en los territorios indígenas de 
que trata el artículo 123, deberán destinar los correspondientes ingresos a obras y servicios que beneficien directamente a las comunidades y grupos aborígenes asentados en tales 
territorios.
139 Artículo 134. Zonas Mineras Mixtas. La autoridad minera dentro de los territorios ocupados indistintamente por pueblos indígenas y comunidades negras, establecerá zonas mi-
neras mixtas en beneficio conjunto o compartido de estas minorías a solicitud de uno o los dos grupos étnicos. En estas zonas serán aplicables las disposiciones del presente Capítulo.
140 Artículo 136. Promoción y autoridad minera. La autoridad minera cuando se trate de formulación y desarrollo de proyectos mineros en zonas indígenas y de comunidades negras 
podrá prestar asistencia técnica en materia de exploración, elaboración de los planes mineros y desarrollo de éstos, siempre y cuando dichos proyectos sean adelantados por dichas 
comunidades. De igual manera, podrá prestar el apoyo correspondiente en materia de promoción y legalización de las áreas.
141 Artículo 275. Comunicación de la propuesta. Si la propuesta no ha sido objetada por la autoridad minera, en un término que no supere los quince (15) días contados a partir de 
la presentación de la misma, dentro de los cinco (5) días siguientes, se comunicará, por intermedio del Ministerio del Interior, a los representantes de los grupos étnicos ocupantes del 
área. La comunicación a los grupos étnicos tendrá por objeto notificarlos con el fin de que comparezcan para hacer valer su preferencia en el término de treinta (30) días contados a 
partir de la notificación, si el área estuviere ubicada en zonas mineras indígenas, de comunidades negras o mixtas.
142 Artículo 17. Facultase a los alcaldes municipales y distritales, para el conocimiento de las infracciones e imposición de las sanciones previstas en la presente ley y para todo lo 
demás que sea de su competencia. PARÁGRAFO. La jurisdicción indígena se sujetará a la ley que regule la materia.

PO
LITICAS DE REC

O
NO

M
IENTO

: C
a
b
il
d
o
s
 In

d
ig

e
n
a
s en Contexto de C

iudad



136 137

- Ley 715 de 2001: Por medio de la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de con-
formidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 de la Consti-
tución Política de Colombia y se dictan otras disposiciones 
para organizar la prestación de los servicios de educación y 
salud, entre otros; Art 2143, 5144, 46145, 82146 y 83147

- Ley 756 de 2002:(Creación del Fondo Nacional de 
Regalías), se establecen criterios de distribución y se 
dictan otras disposiciones; Art 7148

- Ley 906 de 2004: Mediante la cual se expide el Código 
de Procedimiento Penal, que establece los mecanismos de 
sanción y juzgamiento de los colombianos en casos de eje-
cución de delitos Art 30149 y 470150

5.2 Normas que son aplicables a pueblos 
indígenas en contexto de ciudad

- Ley 74 de 1968: Por la cual se aprueban los pactos inter-
nacionales de derechos económicos sociales  y culturales, 

de derechos civiles y políticos, así como el protocolo facul-
tativo del Pacto Internacional de derechos civiles y políticos
- Ley 22 de 1981: Mediante la cual se aprueba el Convenio 
Internacional sobre todas las formas de discriminación
- Ley 30 de 1986: Por la cual se adopta el Estatuto 
Nacional de Estupefacientes y se dictan otras dispo-
siciones; Art 7151

- Ley 21 de 1991: Mediante  el cual se aprueba el con-
venio 169 de la OIT
- Ley 24 de 1992: Por la cual se establecen la organiza-
ción y funcionamiento de la Defensoría del Pueblo y 
se dictan otras disposiciones en desarrollo del artículo 
283 de la Constitución Política de Colombia; Art 9152

- Ley 43 de 1993: Por medio de la cual se establecen las 
normas relativas a la adquisición, renuncia, pérdida y 
recuperación de la nacionalidad colombiana; se desa-
rrolla el numeral séptimo del artículo 40 de la Consti-
tución Política y se dictan otras disposiciones; Art 1153

- Ley 65 de 1993: Por la cual se expide el Código Pe-

nitenciario y Carcelario; Art 29154

- Ley 100 de 1993: Mediante la cual se crea el Sistema 
de Seguridad Social  el cual regula las normas y pro-
cedimientos  de asistencia social y protección  laboral; 
Art 6155, 157156 y 200157

- Ley 162 de 1994: Por medio de la cual se aprueba el 
Convenio  sobre la Diversidad Biológica
- Ley 201 de 1995: Por la cual se establece la estruc-
tura y organización de la Procuraduría General de la 
Nación, y se dictan otras disposiciones
- Ley 335 de 1996: Ley mediante la  cual se modifica 
parcialmente la Ley 14 de 1991 (empresas de  traba-
jo temporal) y la Ley 182 de 1995 (servicio de televi-
sión), se crea la televisión privada en Colombia y se 
dictan otras disposiciones; Art 20158 

- Ley 388 de 1997: Tiene como objeto armonizar y 
actualizar las disposiciones contenidas en la Ley 9ª de 
1989 con las nuevas normas establecidas en la Consti-

143 Artículo 2°. Base de cálculo. Los valores que sirven de base para establecer el Sistema General de Participaciones en 2002 corresponderán a los señalados en el parágrafo 1° del artículo 
357 de la Constitución Política, sin que en ningún caso el monto sea inferior a diez punto novecientos sesenta y dos (10.962) billones de pesos de 2001, y su crecimiento será el señalado 
en el mismo artículo. Parágrafo  2.2 2°. Del total de recursos que conforman el Sistema General de Participaciones, previamente se deducirá cada año un monto equivalente al 4% de 
dichos recursos. Dicha deducción se distribuirá así: 0.52% para los resguardos indígenas que se distribuirán y administrará de acuerdo a la presente Ley, el 0.08% para distribuirlos entre 
los municipios cuyos territorios limiten con el Río Grande de la Magdalena en proporción a la ribera de cada municipio, según la certificación del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, 
0.5% a los distritos y municipios para programas de alimentación escolar de conformidad con el artículo 76.17 de la presente Ley; y 2.9% al Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades 
Territoriales, Fonpet, creado por la Ley 549 de 1999 con el fin de cubrir los pasivos pensionales de salud, educación y otros sectores. Ver Ley 549 de 1999
144 Artículo  5°. Competencias de la Nación en materia de educación. Sin perjuicio de las establecidas en otras normas legales, corresponde a la Nación ejercer las siguientes competencias relacionadas con 
la prestación del servicio público de la educación en sus niveles preescolar, básico y medio, en el área urbana y rural: 5.11. Vigilar el cumplimiento de las políticas nacionales y las normas del sector en los 
distritos, departamentos, municipios, resguardos indígenas y/o entidades territoriales indígenas. Esta facultad la podrá delegar en los departamentos, con respecto a los municipios no certificados.
145 Artículo  46. Competencias en Salud Pública. La gestión en salud pública es función esencial del Estado y para tal fin la Nación y las entidades territoriales concurrirán en su ejecución en los 
términos señalados en la presente ley. Las entidades territoriales tendrán a su cargo la ejecución de las acciones de salud pública en la promoción y prevención dirigidas a la población de su jurisdic-
ción. Los distritos y municipios asumirán las acciones de promoción y prevención, que incluyen aquellas que a la fecha de entrar en vigencia la presente ley, hacían parte del Plan Obligatorio de Salud 
Subsidiado. Para tal fin, los recursos que financiaban estas acciones, se descontarán de la Unidad de Pago por Capitación del Régimen Subsidiado, en la proporción que defina el Consejo Nacional de 
Seguridad Social en Salud, con el fin de financiar estas acciones. Exceptuase de lo anterior, a las Administradoras del Régimen Subsidiado Indígenas y a las Entidades Promotoras de Salud Indígenas.
146 Artículo 82. Resguardos Indígenas. En tanto no sean constituidas las entidades territoriales indígenas, serán beneficiarios del Sistema General de Participaciones los resguardos indíge-
nas legalmente constituidos y reportados por el Ministerio del Interior al Departamento Nacional de Estadísticas, DANE, y al Departamento Nacional de Planeación en el año inmediata-
mente anterior a la vigencia para la cual se programan los recursos.
147 Artículo  83. Reglamentado por el Decreto 1745 de 2002 Distribución y administración de los recursos para resguardos indígenas. Los recursos para los resguardos indígenas se distribuirán en pro-
porción a la participación de la población de la entidad o resguardo indígena, en el total de población indígena reportada por el Incora al DANE. Modificado por el art. 13, Ley 1450 de 2011. Los recursos 
asignados a los resguardos indígenas, serán administrados por el municipio en el que se encuentra el resguardo indígena. Cuando este quede en jurisdicción de varios municipios, los recursos serán gira-
dos a cada uno de los municipios en proporción a la población indígena que comprenda. Sin embargo deberán manejarse en cuentas separadas a las propias de las entidades territoriales y para su ejecución 
deberá celebrarse un contrato entre la entidad territorial y las autoridades del resguardo, antes del 31 de diciembre de cada año, en la que se determine el uso de los recursos en el año siguiente. Copia de 
dicho contrato se enviará antes del 20 de enero al Ministerio del Interior. Cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades recibirán y administrarán directamente 
la transferencia. Los recursos de la participación asignados a los resguardos indígenas deberán destinarse a satisfacer las necesidades básicas de salud incluyendo la afiliación al Régimen Subsidiado, edu-
cación preescolar, básica primaria y media, agua potable, vivienda y desarrollo agropecuario de la población indígena. En todo caso, siempre que la Nación realice inversiones en beneficio de la población 
indígena de dichos resguardos, las autoridades indígenas dispondrán parte de estos recursos para cofinanciar dichos proyectos. Ver art. 1 Decreto Nacional 1512 de 2002. Las secretarías departamentales 
de planeación, o quien haga sus veces, deberá desarrollar programas de capacitación, asesoría y asistencia técnica a los resguardos indígenas y autoridades municipales, para la adecuada programación y 
uso de los recursos. Parágrafo. La participación asignada a los resguardos indígenas se recibirá sin perjuicio de los recursos que los departamentos, distritos o municipios les asignen en razón de la pobla-
ción atendida y por atender en condiciones de eficiencia y de equidad en el caso de la educación de conformidad con el artículo 16 de esta ley, y el capítulo III del Título III en el caso de salud.
149 ARTÍCULO 7o. El parágrafo 5o. del artículo 1o. de la Ley 141 de 1994 quedará así:
“Parágrafo 5o. Las dos terceras partes (2/3) de los recursos asignados a la preservación del medio ambiente tendrán la siguiente destinación: 1. No menos del veinte por ciento (20%) se 
canalizarán hacia la financiación del saneamiento ambiental en la Amazonia, Chocó, Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, la Ciénaga Grande de Santa Marta, la Lagu-
na de Sauso en el Valle del Cauca, el embalse del Guájaro en el Atlántico, el Parque Nacional Tayrona, la Laguna de Tota y la Ciénaga de Sapayá, y el saneamiento ambiental y el desarrollo 
sostenible de tierras de resguardos indígenas ubicadas en zonas de especial significación ambiental.
148 Artículo 30. Excepciones a la jurisdicción penal ordinaria. Se exceptúan los delitos cometidos por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio, 
y los asuntos de los cuales conozca la jurisdicción indígena.
150 Artículo  470. Medidas de seguridad para indígenas. Corresponde a los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad disponer lo necesario para la ejecución de las medidas de 
seguridad aplicables a los inimputables por diversidad sociocultural, en coordinación con la máxima autoridad indígena de la comunidad respectiva.
151 Artículo 7o. El Consejo Nacional de Estupefacientes reglamentará los cultivos de plantas de las cuales se produzcan sustancias estupefacientes y el consumo de éstas por parte de las 
poblaciones indígenas, de acuerdo con los usos y prácticas derivadas de su tradición y cultura.
152 ARTÍCULO 9o. Además de las atribuciones señaladas en la Constitución, el Defensor del Pueblo tendrá las siguientes:………20. Velar por los derechos de las minorías étnicas y de los consumidores.
153 Artículo 1: Son nacionales colombianos de acuerdo con el artículo 96 de la Constitución Política: 1. Por nacimiento: a. Los naturales de Colombia, con una de dos condiciones: que 
el padre o la madre hayan sido naturales o nacionales colombianos o que, siendo hijos de extranjeros, alguno de sus padres estuviere domiciliado en la República en el momento del 
nacimiento; b. Los hijos de padre o madre colombianos, que hubieren nacido en tierra extranjera y luego se domiciliaran en la República. 2. Por adopción: a. Los extranjeros que soliciten y 
obtengan carta de naturalización de acuerdo con la presente Ley; b. Los latinoamericanos y del Caribe por nacimiento, domiciliados en Colombia que con autorización del Gobierno y de 
acuerdo con la ley y el principio de reciprocidad, pidan ser inscritos como colombianos ante la municipalidad donde se establecieren; c. Los miembros de pueblos indígenas que comparten 
territorios fronterizos, con aplicación del principio de reciprocidad y según tratados públicos que para el efecto se celebren y sean debidamente perfeccionados.

tución Política, la Ley del Plan Nacional de Desarrollo, 
la Ley orgánica de Áreas Metropolitanas y la Ley por 
la que se crea el Sistema Nacional Ambiental; Art 6159

- Ley 434 de 1998: Mediante la cual se crea el Consejo 
Nacional de Paz, se otorgan funciones y se dictan otras 
disposiciones. El Consejo nacional de Paz; Art 4160 

- Ley 649 de 2001: Mediante esta ley  se reglamenta 
el artículo 176 de la Constitución Política de Colom-
bia, que establece las circunscripciones nacionales 
especiales que buscan asegurar la participación en la 
Cámara de Representantes de los grupos étnicos, las 
minorías políticas y los colombianos residentes en el 
exterior; Art 1160, 2161 y 9162

- Ley 1297 de 2009: Por medio de la cual se regu-
la lo atinente a los requisitos y procedimientos para 
ingresar al servicio educativo estatal en las zonas de 
difícil acceso, poblaciones especiales o áreas de for-
mación técnica o deficitarias y se dictan otras dispo-

154 Artículo 29. Reclusión en casos especiales. Cuando el hecho punible haya sido cometido por personal del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, funcionarios y empleados de la 
Justicia Penal, Cuerpo de Policía Judicial y del Ministerio Público, servidores públicos de elección popular, por funcionarios que gocen de fuero legal o constitucional, ancianos o indígenas, 
la detención preventiva se llevará a cabo en establecimientos especiales o en instalaciones proporcionadas por el Estado. Esta situación se extiende a los exservidores públicos respectivos. La 
autoridad judicial competente o el Director General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, según el caso, podrá disponer la reclusión en lugares especiales, tanto para la detención 
preventiva como para la condena, en atención a la gravedad de la imputación, condiciones de seguridad, personalidad del individuo, sus antecedentes y conducta.
155 ARTÍCULO 6o. OBJETIVOS. El Sistema de Seguridad Social Integral ordenará las instituciones y los recursos necesarios para alcanzar los siguientes objetivos: (…) 3. Garantizar 
la ampliación de cobertura hasta lograr que toda la población acceda al sistema, mediante mecanismos que en desarrollo del principio constitucional de solidaridad, permitan que sec-
tores sin la capacidad económica suficiente como campesinos, indígenas y trabajadores independientes, artistas, deportistas, madres comunitarias, accedan al sistema y al otorgamiento 
de las prestaciones en forma integral.
156 ARTÍCULO 157. TIPOS DE PARTICIPANTES EN EL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD. <Artículo condicionalmente EXEQUIBLE> A partir de la 
sanción de la presente Ley, todo colombiano participará en el servicio esencial de salud que permite el Sistema General de Seguridad Social en Salud. Unos lo harán en su condición 
de afiliados al régimen contributivo o subsidiado y otros lo harán en forma temporal como participantes vinculados. A. Afiliados al Sistema de Seguridad Social. Existirán dos tipos 
de afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud: (…) 2. Los afiliados al Sistema mediante el régimen subsidiado de que trata el Artículo 211 de la presente Ley son las per-
sonas sin capacidad de pago para cubrir el monto total de la cotización. Serán subsidiadas en el Sistema General de Seguridad Social en Salud la población más pobre y vulnerable del 
país en las áreas rural y urbana. Tendrán particular importancia, dentro de este grupo, personas tales como las madres durante el embarazo, parto y postparto y período de lactancia, 
las madres comunitarias, las mujeres cabeza de familia, los niños menores de un año, los menores en situación irregular, los enfermos de Hansen, las personas mayores de 65 años, los 
discapacitados, los campesinos, las comunidades indígenas, los trabajadores y profesionales independientes, artistas y deportistas, toreros y sus subalternos, periodistas independientes, 
maestros de obra de construcción, albañiles, taxistas, electricistas, desempleados y demás personas sin capacidad de pago.
157 ARTÍCULO 200. PROMOCIÓN DE ASOCIACIONES DE USUARIOS. Para aquellas poblaciones no afiliadas al régimen contributivo, el gobierno promoverá la organización de 
las comunidades como demandantes de servicios de salud, sobre la base de las organizaciones comunitarias de que trata el artículo 22 de la Ley 11 de 1986, y el Decreto 1416 de 1990, 
los cabildos indígenas y, en general, cualquier otra forma de organización comunitaria.
158 ARTÍCULO 20. <Ver Notas de Vigencia en relación con la supresión de Inravisión y con la transformación del Canal A en el Canal Señal Colombia Institucional><Artículo CON-
DICIONALMENTE EXEQUIBLE> La Cadena Tres emitirá la Televisión Educativa, de acuerdo con la programación definida por Inravisión, de conformidad con los lineamientos del 
Ministerio de Educación Nacional y las funciones establecidas para la Comisión Nacional de Televisión. Incluirá programas de educación formal no formal e informal, de educación laboral, 
de bachillerato que actualmente divulga la Radio Nacional de atención educativa a poblaciones y de educación sobre el ambiente, dirigidos a niños, jóvenes y adultos, sin distingo de raza, 
religión y condición social. De la misma, manera las cadenas Uno y A cederán espacios a las instituciones gubernamentales para la emisión de programas encaminados a la educación de los 
ciudadanos, especialmente en áreas de salud, educación, servicios públicos, desarrollo cultural, derechos humanos y economía solidaria. Para ello la Comisión Nacional de Televisión oirá 
las propuestas del Gobierno Nacional y dará prioridad a estos programas. PARÁGRAFO 2o. El Estado garantizará a los grupos étnicos el acceso permanente el uso del Espectro Electro-
magnético y a los servicios públicos de Telecomunicaciones y medios Masivos de Comunicación del Estado, la creación de sus propios medios de comunicación en sus diferentes modalida-
des y la realización del Plan de Desarrollo para los grupos étnicos, con criterio de equidad, reconocimiento de la diferenciación positiva, la igualdad de oportunidades y justicia distributiva 
acorde a la Legislación de las Comunidades, con el objeto de garantizar sus derechos étnicos, culturales y su desarrollo integral. Ordénese al Ministerio de Comunicaciones* y la Comisión 
Nacional de Televisión que a partir de un mes de sancionada la ley, expidan de manera especial los mecanismos legales necesarios para tal efecto acorde a las leyes de los grupos étnicos.
159 Artículo 6: Objeto. El ordenamiento del territorio municipal y distrital tiene por objeto complementar la planificación económica y social con la dimensión territorial, racionalizar 
las intervenciones sobre el territorio y orientar su desarrollo y aprovechamiento sostenible, mediante: (…) 3. La definición de los programas y proyectos que concretan estos propósitos. 
El ordenamiento del territorio municipal y distrital se hará tomando en consideración las relaciones intermunicipales, metropolitanas y regionales; deberá atender las condiciones de 
diversidad étnica y cultural, reconociendo el pluralismo y el respeto a la diferencia; e incorporará instrumentos que permitan regular las dinámicas de transformación territorial de 
manera que se optimice la utilización de los recursos naturales y humanos para el logro de condiciones de vida dignas para la población actual y las generaciones futuras. Reglamenta-
do por el Decreto Nacional 879 de 1998.
 Artículo 4o. Composición. El Consejo Nacional de Paz estará conformado de la siguiente manera: El Presidente de la República, quien lo presidirá. - Dos en representación de las 
organizaciones campesinas nacionales. - Un representante elegido por las organizaciones indígenas nacionales. - Un representante elegido por las organizaciones nacionales de las 
comunidades negras. - Un representante elegido por las organizaciones de oficiales y suboficiales en retiro de la Fuerza Pública.
160 ARTÍCULO 1o. De conformidad con el artículo 176 de la Constitución Política habrá una circunscripción nacional especial para asegurar la participación en la Cámara de Re-
presentantes de los grupos étnicos, las minorías políticas y los colombianos residentes en el exterior. Esta circunscripción constará de cinco (5) curules distribuidas así: dos (2) para las 
comunidades negras, una, (1) para las comunidades indígenas, una (1) para las minorías políticas y una (1) para los colombianos residentes en el exterior.
161 ARTÍCULO 2o. CANDIDATOS DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS. Los candidatos de las comunidades indígenas que aspiren a ser elegidos a la Cámara de Representantes 
por esta circunscripción deberán haber ejercido un cargo de autoridad tradicional en su respectiva comunidad o haber sido líder de una organización indígena, calidad que se acredita-
rá mediante certificado de la respectiva organización refrendado por el Ministerio del Interior.
162 ARTÍCULO 9o. TARJETAS ELECTORALES. Los candidatos a la Cámara de Representantes que aspiren por esta circunscripción en el marco de lo establecido en los artículos 2o. y 3o., 
aparecerán en una tarjeta electoral de circulación nacional donde se distinguirán con claridad los candidatos de las comunidades indígenas y los candidatos de las comunidades negras.
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siciones”; Art 1164

- Ley 1622 de 2013: Ley por medio de la cual se expide 
el estatuto de ciudadanía juvenil y se dictan otras dis-
posiciones; el objeto de dicha norma; Art 35165 y 41166

Recomendaciones de organismos internacionales 
frente al derecho al trabajo, aplicables a pueblos indí-
genas en contexto de ciudad

El Foro Permanente para cuestiones indígenas, en rela-
ción al derecho al trabajo recomienda lo siguiente:

- El foro permanente ha identificado el hecho de que 
varios niños y jóvenes abandonan la escuela mucho 
antes que sus contrapartes no indígenas para buscar 
empleo. Ello provoca una modalidad de trabajo mal 
remunerado y empleos con poca calificación;167 Por 
lo que es necesario generar políticas, que permitan  
atender necesidades puntuales en materia de trabajo 
y educación, para prevenir el empleo infantil, el tra-
bajo informal y el empleo mal remunerado.
- Ha recomendado que lo Estados, a fin de luchar contra 
los efectos negativos de la migración, cooperen con los 
pueblos indígenas para proporcionar empleo y oportu-
nidades de desarrollo económico en sus territorios.

Por su parte la OIT, a través de la Comisión de Expertos 
en Aplicación de Convenios y Recomendaciones, reali-
zó las siguientes recomendaciones168:

- La Comisión, recomienda adoptar medidas efica-
ces para eliminar la discriminación en el acceso al 
empleo y la ocupación, en base al origen social, la 
raza, el color o las características físicas. 
- Adoptar medidas para que no se lleven a cabo in-
vestigaciones sobre el entorno social, que den como 
resultado discriminación fundada en el origen social
- Llevar a cabo acciones  para prohibir en la legisla-
ción y en la práctica los anuncios de vacantes labora-
les discriminatorios 
- Promocionar el empleo de las personas afrocolom-
bianas e indígenas

Salud

Recomendaciones de organismos internacionales 
frente al derecho a la salud

Las recomendaciones internacionales por parte del 
Foro Permanente para las Cuestiones de los pueblos in-
dígenas, son:

- Los indígenas que migran hacia zonas urbanas son 
objeto de discriminación y con frecuencia no disfrutan 
de derechos básicos, ya que tienen un acceso limitado a 
los servicios de salud, viven en viviendas inadecuadas y 
sufren desempleo. El racismo y la discriminación con-
tra los pueblos indígenas urbanos persiste, a pesar del 

carácter cada vez más multicultural de las ciudades169.
- Ha recomendado que los Estados pertinentes, en coo-
peración con los pueblos indígenas interesados, establez-
can centros de salud para indígenas en las zonas urbanas 
con el objeto de ocuparse de sus necesidades médicas
- “El Foro Permanente recomienda que los Estados, la 
Organización Mundial de la Salud (OMS), el Fondo de 
Población de las Naciones Unidas (UNFPA), el Progra-
ma de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) 
y otras organizaciones pertinentes adopten políticas, 
programas, proyectos y presupuestos encaminados a 
hacer frente a la enorme prevalencia de diabetes entre 
los pueblos indígenas y establezcan servicios de salud 
culturalmente apropiados, servicios de educación sa-
nitaria e iniciativas de concienciación para tratar la 
diabetes y prevenir su rápido aumento. Se debe prestar 
especial atención a las mujeres embarazadas, cuya salud 
reproductiva está estrechamente relacionada con el ries-
go de que sus hijos padezcan diabetes en el futuro”170. 

Frente a este mismo derecho, el relator especial para los 
derechos de los pueblos indígenas James Anaya, realizó 
las siguientes recomendaciones en materia de salud, las 
cuales aunque no hacen referencia a los indígenas en 
contexto de ciudad, si resaltan la necesidad que tiene el 
estado colombiano de desarrollar medidas adecuadas de 
protección en materia de salud, a las poblaciones indíge-
nas que son desplazadas de manera violenta de su terri-
torio, por lo que recomienda “Fortalecer los programas 
que implementen los derechos sociales y económicos de 
los pueblos indígenas, incluida la provisión de alimentos 
y servicios de salud, especialmente para aquellas comuni-
dades desplazadas y afectadas por el conflicto armado”171.

Vivienda

Recomendaciones de organismos internacionales no 
convencionales de protección de derechos humanos 
de los pueblos indígenas

En relación al derecho a la vivienda, el Foro Permanen-
te para cuestiones indígenas, realizó las siguientes reco-
mendaciones:

- Los indígenas que migran hacia zonas urbanas son 
objeto de discriminación y con frecuencia no disfrutan 
de derechos básicos, ya que tienen un acceso limitado a 
los servicios de salud; viven en viviendas inadecuadas y 
sufren desempleo, por lo que el Foro recomienda desa-
rrollar políticas culturalmente diferenciadas, que atien-
dan las necesidades puntuales de estas comunidades e 
impidan la vulneración de sus derechos172

- Los indígenas urbanos por lo general viven en vivien-
das de mala calidad, por lo que es necesario que los Es-
tados emprenden medidas adecuadas para solucionar 
esta situación.
- El Foro Permanente para las cuestiones indígenas,  in-
sistió en la elaboración de políticas diferenciadas y efi-
caces para atender las necesidades básicas insatisfechas 
de los pueblos indígenas en contexto de ciudad, esto 
con el ánimo de asegurar que los pueblos indígenas por 
igual, se beneficien de los programas de educación, vi-
vienda y salud. 

Cultura

Recomendaciones de organismos internacionales 
frente al fortalecimiento cultural de los PI

El Foro Permanente para las cuestiones indígenas, en 
relación al fortalecimiento cultural  formuló las siguien-
tes recomendaciones.

- El Foro Permanente destaca el derecho a la cultura, 
como el cuarto pilar del desarrollo sostenible, debido a 
que desde la percepción de los pueblos indígenas la cul-
tura es un eje importante para el desarrollo económico 
y social de las comunidades indígenas, por lo que reco-
mienda a los organismos de las Naciones Unidas y a los 
estados, que en colaboración con los pueblos indígenas 
interesados, afirmen y pongan en práctica el derecho 
de los pueblos indígenas a determinar sus propias prio-
ridades de desarrollo y oportunidades económicas y 
sociales en relación a la cultura173.
- De acuerdo al Foro, los pueblos indígenas en las zo-
nas urbanas pueden experimentar discriminación y 
tener dificultades para mantener su idioma, su iden-

164 Artículo 1°. El artículo 116 de la Ley 115 de 1994 quedará así: Art. 116.- Título para ejercicio de la docencia. Para ejercer la docencia en el servicio educativo se requiere título 
de normalista superior expedido por una de las normales superiores reestructuradas, expresamente autorizadas por el Ministerio de Educación Nacional, o de licenciado en 
educación u otro título profesional expedido por una institución universitaria, nacional o extranjera, académicamente habilitada para ello. Parágrafo Primero. Para garantizar la 
prestación del servicio educativo estatal en zonas de difícil acceso podrá contratarse su prestación con entidades privadas de reconocida trayectoria e idoneidad, de conformidad 
con la reglamentación vigente, siempre que el personal que integra las correspondiente listas de elegibles para ser nombrados en esos cargos no acepte el nombramiento, que no se 
cuente con personal titulado para proveer los cargos en provisionalidad o no se cuente con las correspondientes plazas. Las entidades contratadas tendrán la obligación de capaci-
tar al personal que se destine para la docencia, remunerarlo de acuerdo con las escalas salariales fijadas por el Gobierno Nacional y garantizar su afiliación al sistema de seguridad 
social en los términos de la ley. En todo caso dicho personal deberá acreditar como mínimo la culminación de la educación media, condición ésta que no se aplica a la oferta de 
servicio educativo para las comunidades indígenas. El servicio educativo que se ofrezca a estas comunidades será atendido provisionalmente con docentes y directivos docentes 
etno educadores normalistas superiores, licenciados en educación o profesionales con título distinto al de licenciado o, cuando no los hubiere disponibles, por personal autorizado 
por las autoridades tradicionales del correspondiente pueblo indígena, sin los títulos académicos a los que se refiere este artículo.
165 ARTÍCULO 35. CONSEJO NACIONAL DE JUVENTUD. El Consejo Nacional de Juventud estará integrado de la siguiente manera:
1. Un (1) delegado de cada uno de los Consejos Departamentales de Juventud.
2. Un (1) delegado de cada uno de los Consejos Distritales de Juventud.
3. Un (1) representante de los procesos y prácticas organizativas de las y los jóvenes campesinos.
4. Un (1) representante de las comunidades indígenas.
5. Un (1) representante de las comunidades de afrocolombianos.
6. Un (1) representante del pueblo rom.
7. Un (1) representante de las comunidades de raizales de San Andrés y Providencia.
PARÁGRAFO 2o. El representante de las comunidades indígenas, afrocolombianas, rom y raizales de San Andrés y Providencia será elegido de acuerdo a los procedimientos de 
las comunidades.
<Jurisprudencia Vigencia>
166 ARTÍCULO 41. CONSEJOS MUNICIPALES DE JUVENTUD. En cada uno de los Municipios del territorio nacional, se conformará un Consejo Municipal de Juventud, integrado 
por Jóvenes procedentes de listas de jóvenes independientes, de procesos y prácticas organizativas de las y los jóvenes formalmente constituidos, y de juventudes de los partidos polí-
ticos elegidos mediante voto popular y directo de las y los jóvenes. PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible> En los municipios y localidades donde existan 
organizaciones juveniles de campesinos, comunidades de indígenas, afrocolombianos, rom, raizales de San Andrés y Providencia o en general de comunidades étnicas, cada entidad 
territorial deberá elegir un representante de estas comunidades. En este evento, habrá un miembro más en el Consejo de Juventud por cada una de tales comunidades.
167 Foro permanente para las cuestiones indígenas, (2004), “Los Pueblos Indígenas en Áreas Urbanas y la Migración: Retos y Oportunidades” 
168 Recomendaciones realizadas en: OIT, (2010)“Monitoreo de los derechos de los pueblos indígenas y tribales  a través de los Convenios de la OIT” en: http://www.ilo.org/
wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---normes/documents/publication/wcms_150209.pdf

169 Foro Permanente para las cuestiones indígenas de las Naciones Unidas, (2008), “Pueblos indígenas urbanos y migración”
170 Foro Permanente para las cuestiones indígena, (2006), “Informe sobre el quinto período de sesiones”, en http://www.nacionmulticultural.unam.mx/Portal/Izquierdo/INDICADO-
RES/pdfs/DOCUMENTO%2003.pdf
171 James Anaya, (2010), ”La situación de los pueblos indígenas en Colombia: seguimiento a las recomendaciones hechas por el relator especial anterior”, informe No A/HRC/15/34/, 
en: http://www.politicaspublicas.net/docs/2010_anaya_inf_colombia.pdf
172 Foro Permanente para las cuestiones indígena, (2006), “Informe sobre el quinto período de sesiones”, en http://www.nacionmulticultural.unam.mx/Portal/Izquierdo/INDICADO-
RES/pdfs/DOCUMENTO%2003.pdf
173 Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas. Informe sobre el 12° periodo de sesiones (20 al 31 de mayo de 2013), tomado de: http://daccess-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/
GEN/N13/361/75/PDF/N1336175.pdf?OpenElement, consultado 30/11/2013
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tidad y su cultura así como para educar a las futuras 
generaciones, lo que puede tener como resultado 
una pérdida de su patrimonio y sus valores tradicio-
nales. Por lo que el foro destaca  la importancia de 
la elaboración de políticas culturalmente especificas 
en materia de educación, cultura y demás derechos 
afectados a los pueblos indígenas que se encuentran 
en contexto de ciudad174

- Los pueblos indígenas no deben considerarse di-
vididos entre el medio urbano y el medio rural sino 
más bien como pueblos con derechos y una identi-
dad cultural común, en proceso de adaptación a cir-
cunstancias y entornos cambiantes175

Servicio militar

Recomendación de organismos internacionales fren-
te al servicio militar

Dentro de los organismos internacionales de protec-
ción de derechos humanos, no existen recomendacio-
nes frente al servicio militar obligatorio, sin embargo  
James Anaya  el Relator Especial para las Cuestiones de 
los Derechos de los Pueblos Indígenas, llama la aten-
ción sobre la necesidad de apartar a los pueblos indí-
genas, (en especial a los niños y jóvenes) del conflicto 
armado. Al respecto, señala lo siguiente176:

- El Relator Especial expresa su preocupación, en 
particular, por la situación de la niñez y las mujeres 
indígenas afectadas por el conflicto armado, y urge 
al Gobierno a fortalecer sus programas para respon-
der de manera diferenciada y efectiva a estas necesi-
dades. Exhorta al Estado a cumplir plenamente con 
el Auto 092 y el Auto 237 de 2008, dictados por la 
Corte Constitucional, para atender de manera dife-
renciada, la situación de las mujeres y la niñez indí-
genas en las zonas rurales y urbanas, en particular 
las mujeres y los niños y niñas desplazadas
- El Relator Especial enfatiza que los grupos armados 
deben abstenerse de  reclutar niñas y niños indíge-
nas en actividades relacionadas con las hostilidades, 
lo que constituye una grave violación de derechos 
humanos y derecho internacional humanitario. 
- Todos los actores armados, legales e ilegales, deben 

cumplir con todas las reglas del derecho internacio-
nal humanitario. 

Por su parte el Relator Especial sobre la situación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales de los 
indígenas para el 2004, Rodolfo Stavenhagen, realizó las si-
guientes recomendaciones en relación al servicio militar177:

- Los indígenas deberán continuar excluidos del 
proyecto de ley sobre servicio militar obligatorio. 
El Congreso Nacional no deberá aprobar ley alguna 
que limite y restrinja la autonomía y las libertades de 
las organizaciones no gubernamentales, sociales y de 
derechos humanos. 
- Programas como la red de informantes, los solda-
dos campesinos y “soldados por un  día”, para niños 
y jóvenes, deberán ser cancelados.

Conclusiones frente a las consideraciones  jurídi-
cas y recomendaciones para la garantía y protec-
ción de los derechos de los pueblos indígenas en 
contexto de ciudad

A lo largo del presente documento, se pudo identificar 
que las comunidades indígenas que se encuentran en 
contexto de ciudad, poseen  unos derechos diferencia-
dos que aunque no conciben aspectos como el territorio, 
si abarcan otros derechos como el auto reconocimiento 
e incluso la Consulta previa (medidas administrativas y 
legislativas). De igual manera, a través del análisis de la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, se ha logrado 
identificar un avance en el reconocimiento de estos pue-
blos y sus derechos, ya que conceptos como el de comu-
nidad indígena, pueblo indígena y cabildo indígena se 
han adaptado y reconfigurado a las realidades urbanas.

A pesar de todo este precedente jurisprudencial y norma-
tivo, esté  capitulo permitió identificar que en contextos 
de ciudad, existen vulneraciones reiteradas a los derechos 
a la salud, vivienda, educación, trabajo y cultura, ya que  
tanto las infraestructuras institucionales, como los ser-
vicios prestados en relación a estos derechos, son insu-
ficientes para los indígenas que habitan en las ciudades. 
De igual manera, a pesar de que en varias ciudades se ha 
avanzado en el reconocimiento de los derechos de estos 

pueblos indígenas, así como en el respeto a su integridad 
étnica y cultural, todavía se siguen presentando situacio-
nes negativas de discriminación en entornos laborales, 
educativos y de acceso a la salud.

A nivel general, podemos identificar que en materia de 
salud y educación el acceso a la misma  es complejo, 
ya que no existen mecanismos de ingreso y atención 
eficientes que permitan acceder fácilmente a esto ser-
vicios; en materia de vivienda, gran parte de la pobla-
ción indígena en estos contextos se encuentra en con-
diciones de hacinamiento lo que pone en riesgo otros 
derechos como el de la vida, dignidad y salud; por su 
parte en materia de trabajo no existe una generación de 
ingresos contantes y gran parte de estos pueblos viven 
en condiciones de extrema pobreza.

Con lo anterior, es prioritario que desde las alcaldías 
locales e instituciones nacionales, se avance en el desa-
rrollo de lineamientos de política pública, para imple-

174 Ibidem.
175 http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/6_session_factsheet2_es.pdf
176 Anaya, James, (2010), “promoción y protección de todos los derechos humanos,  civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, incluido el derecho al desarrollo, informe 
A/HRC/15/34/”, en: http://www.politicaspublicas.net/docs/2010_anaya_inf_colombia.pdf
177 Stavenhagen, Rodolfo, (2004), Informe E/CN.4/2005/88/Add.2, en: http://www.politicaspublicas.net/docs/2004_inf_stavenhagen_colombia.pdf

mentar enfoques diferenciales en cada uno de los dere-
chos anteriormente mencionados, que permitan el goce 
efectivo de estos derechos a los pueblos indígenas que 
se encuentran en contexto de ciudad. De igual manera 
es necesario que se desarrollen protocolos de relaciona-
miento comunitario, para establecer las formas y me-
canismos que deben desarrollar las instituciones para 
atender las necesidades puntuales de los pueblos indí-
genas en contexto de ciudad.

En este orden de ideas, la propuesta normativa a desa-
rrollar, buscara generar protocolos de relacionamiento 
comunitario, mediante los cuales las autoridades lo-
cales y nacionales puedan mitigar las vulneraciones 
de los derechos anteriormente mencionados. La pro-
puesta normativa, permitirá  generar pautas  jurídicas 
y sociales para atender cada una de las necesidades 
anteriormente mencionadas, teniendo en cuenta los 
conceptos y parámetros jurídicos abordados a lo largo 
de este documento.
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Presentación 

Los cabildos indígenas en áreas no rurales y la función 
de registrar a las autoridades indígenas del Ministerio 
del Interior.

Alcance del protocolo y proceso de su elaboración 
concertada. 

Estructura del protocolo

CAPÍTULO 1. 
De los derechos de los indígenas en contexto de cabec-
era, ciudad, municipio y/o área metropolitana 
De los derechos colectivos.

CAPÍTULO 2. 
Considerandos.

CAPÍTULO 3.
Los principios 

Principios filosóficos y políticos 
Principios prácticos 

CAPITULO 4. 
Las definiciones 

CAPÍTULO 5.
Los requisitos.

CAPÍTULO 6. 
Procedimientos y trámites 

CAPÍTULO 7. 
Mecanismos y criterios de Control.

CAPÍTULO 8. 
Metodología de verificación de cumplimiento de los 
requisitos 

PROPUESTA PROTOCOLO PARA EL REGISTRO 
DE CABILDOS INDÍGENAS EN CONTEXTO DE
CIUDAD, MUNICIPIO, DISTRITO Y/O ÀREA 
METROPOLITANA EN COLOMBIA*

* Este documento es propuesta borrador.
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Presentación
Según el censo Dane 2005, la población indígenas co-
lombiana asciende a 1.392.623 personas, de los cuales 
un 297.485 (21,5%) viven regular o permanentemente 
en cabeceras municipales o, dicho de otra manera, en 
áreas no rurales; y existen razones para creer que esta 
proporción se ha incrementado en los últimos años.1

Tales áreas tienen diferentes grados de urbanización. 
Algunas son pequeños centros poblados ubicados en 
regiones claramente rurales que los determinan, y otras 
son en cambio auténticas realidades urbanas caracteri-
zadas por la aglomeración espacial (muchos habitantes 
por área); el predominio de actividades económicas 
industriales, comerciales y de servicios; la demanda 
creciente de derechos y prestaciones relativas a equipa-
mientos colectivos, servicios públicos, vivienda; un in-
tenso mercado del suelo, etc.

Naturalmente entre un extremo y otro existen áreas no 
rurales de diferente tamaño y complejidad.

La presencia de población indígena en estos contextos 
obedece a diferentes causas. En algunas ocasiones respon-
de a la migración campo-ciudad que vivió en país con el 
auge industrial y la violencia partidista del siglo XX; en 
otras se debe a la expansión urbana que progresivamente 
ha venido asimilando territorios y comunidades indígenas 
pre-existentes; en otras más se inscribe dentro de patrones 
tradicionales de movilidad y economía comercial, en vir-
tud a la cual se ubican periódicamente en áreas no rurales 
para trabajar; en algunos casos incluso deviene como pro-
ducto de la búsqueda de oportunidades, bienes y servicios 
inexistentes o escasos en sus territorios de origen, tales 
como la educación, el empleo, la prestación de servicios 
de salud, etc. Sin embargo la causa más relevante en las úl-
timas décadas es el conflicto armado y el desplazamiento 
forzado, que han obligado a que un creciente número de 
indígenas de casi todas las etnias se ubiquen en las ciuda-
des, configurándose un complejo étnico y cultural que si 
bien tiene que ver con los Derechos Humanos, en especial 
los derechos de las víctimas, trasciende a otras dimensio-
nes de la diversidad étnica colombiana.

Una rápida caracterización de este segmento de la pobla-
ción indígena permite establecer varios hechos relevantes: 
1. existen indígenas de segunda, tercera y más generación 

que nacieron en áreas no rurales y su disposición no es 
instalarse en los territorios de origen de sus padres o abue-
los, por el contrario su vocación es permanecer en el lu-
gar donde están y fundar proyectos personales, familiares 
y colectivos de vida; 2. Hay personas y familias indígenas 
que habiendo llegado de alguna región tienen la clara de-
terminación de permanecer en las ciudades, mientras que 
otras, especialmente los desplazados, que no terminan de 
asimilar las condiciones que implican que estar fuera de 
sus territorios y su principal demanda es el retorno bajo 
garantías específicas o la reubicación en condiciones simi-
lares o mejores a las que abandonaron; 3. Hay población 
indígena proclive a organizarse en torno a figuras propias 
de autoridad y gobierno, a la vez que otros por razones cul-
turales, de cantidad o de seguridad que no se congregan en 
instancia alguna y permanecen en una situación de franca 
invisibilidad; 4. Algunos indígenas tienen una presencia 
estacional o temporal, pero recurrente, en las áreas no ru-
rales, de modo que su paso por las mismas se inscriben en 
prácticas tradicionales de movilidad y trabajo; 5. Los vín-
culos e intercambios con los territorios y las comunidades 
de origen son variables, en algunos casos son esporádicos 
o incipientes, y en otros son política, económica y cultural-
mente sólidos, al punto de sostener flujos y circuitos recí-
procos que redundan en un fortalecimiento de sus proce-
sos como pueblos indígenas.

Las evidencias encontradas, documentadas y reportadas 
señalan que las identidades indígenas si bien se ven en-
frentadas a nuevos retos en estos contextos, no desapare-
cen en modo alguno. La intensificación de las relaciones 
interculturales, la exposición a otras influencias, la caren-
cia de territorio (tomado como tierra poseída colectiva-
mente y en la que las autoridades ejercen jurisdicción de 
mando), son ciertamente parte de dichos retos.

Dependiendo de múltiples factores, las relaciones de 
parentesco, la reproducción de los idiomas ancestrales, 
la cultura material de los pueblos indígenas, sufren pro-
fundas transformaciones al punto de casi desaparecer; 
pero en muchos otros casos los pueblos indígenas lo-
gran refundar sus planes de vida y sus mecanismos de 
construcción y afirmación de la identidad.

Desde este punto de vista ser indígena y la identidad de 
los pueblos indígenas no resulta incompatible, por ejem-

plo, con la vida en ciudad, de modo que la obligación 
estatal de reconocer, proteger y defender la diversidad 
étnica y cultural también aplica para estas poblaciones.

Conviene mirar algunos datos para hacer comprensible 
la dimensión de lo que se ha señalado2: 

• En Colombia existen, según el censo DANE 2005, 
737 municipios de los 1123 con al menos un indíge-
na en contextos urbanos. Esto corresponde al 72% 
de los municipios del país. Ahora bien 350 de ellos 
tienen 10 o menos personas, 194 entre 10 y 100 per-
sonas, 91 entre 100 y 500 personas, lo que deriva en 
que sólo 102 tienen una población indígena superior 
a 500 personas, lo que empieza a ser destacable dado 
lo pequeño de algunos municipios. Subrayar esta 
frontera es importante puesto que no toda la pobla-
ción estará organizada bajo la figura de cabildo.

•el 42.8% de los indígenas en contextos urbanos del 
país estás repartidos en 600 municipios con menos 
de 20.000 habitantes, el 18.4% en 81 municipios con 
20.000 a 50.000 habitantes, el 6.2 % en 38 munici-
pios de 50.000 a 100.000 habitantes, el 20.5% en 30 
municipios de 100.000 a 500.000 habitantes, el 2.5% 
en 3 municipios de 500.000 a 1.000.000 de habitan-
tes y finalmente el 9.4% en municipios con más de 
1.000.000 de habitantes. Los indígenas en contex-
tos urbanos están mayoritariamente en municipios 
pequeños, mientras las ciudades grandes de más de 
500.000 habitantes no alcanzan a albergar el 12% de 
la población indígena.

• Las ciudades con mayor número de indígenas en 
cabecera son Sincelejo, Bogotá, Riohacha, Manaure 
y Cali. Juntas no representan más del 20% del total 
de indígenas asentados en estos contextos para el 
año 2005.

•De otro lado hay municipios en los que la propor-
ción de indígenas en cabecera respecto al total de 
población también en cabecera es muy significativa. 
En particular se nota mayor incidencia a Chima, San 
Andrés de Sotavento en el departamento de Córdo-
ba, Palmito en el departamento de Sucre, Uribía en 
la Guajira y Tubará en Atlántico.

• Hay municipios que se destacan respecto al total 
nacional de indígenas en cabecera y respecto a la 
proporción de su población en área no rural. Es el 
caso de San Andrés de Sotavento, Tubará, Coyaima, 
y en menor medida Uribia y Palmito, subrayando el 
caso importante de Sincelejo como ciudad capital. 
Según estos datos hay un auténtico fenómeno urba-
no y de urbanización indígena.

Los cabildos indígenas en áreas no rurales y la fun-
ción de registrar a las autoridades indígenas del Mi-
nisterio del Interior.

Con ocasión de la Constitución Política de 1991 las au-
toridades indígenas tienen atribuciones y competencias 
que por sus efectos o su naturaleza pueden considerarse 
públicas, de ahí justamente que los cabildos sean defi-
nidos como “entidades públicas de carácter especial…”.

Bajo esta premisa una autoridad indígena puede ejercer 
funciones jurisdiccionales y sus decisiones hacer tránsi-
to a cosa juzgada. También puede y debe actualizar los 
listados censales de sus comunidades, asumir la repre-
sentación legal de las mismas, certificar la adscripción 
y pertenencia étnica de sus integrantes para diferentes 
fines, firmar convenios, ejercer control en sus territo-
rios, etcétera.

Para que tales competencias tengan plena validez jurídica 
e institucional se requiere que (las autoridades indígenas) 
sean debidamente registradas y certificadas ante otros 
sectores de la sociedad y todas las instancias del Estado. 
Solo así es posible, por ejemplo, acreditar la condición 
indígena de alguien en particular, o que un joven indíge-
na sea exonerado de la prestación del servicio militar, o 
tenga la oportunidad de ingresar a la universidad, o que 
una familia pueda acceder a la oferta de bienes y servicios 
reservados para esta población, etcétera.

Vistas las cosas de esta manera, el registro de autorida-
des indígenas que hace el Ministerio del Interior a través 
de la Dirección de Asuntos Indígenas, Rrom y Minorías 
le otorga a las mismas una suerte de personería jurídica 
al amparo de la cual pueden cumplir con el régimen de 
competencias que el Estado les ha reconocido o asig-
nado.

1 Según datos de los censos de la ronda de 2000, aproximadamente el 40% de la población indígena de América Latina residía en áreas urbanas. (Del Popolo, Oyarce y Ribotta, 2009). 2 Datos tomados del informe presentado por el demógrafo Andrés Lara y contratado por AcdiVoca
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El Decreto 2893 de 2011, Art 13 No 8 precisamente es 
el que faculta a la DAIRM para que realice este proce-
dimiento en particular. Señala lo siguiente: “Llevar el 
registro de los censos de población de comunidades 
indígenas y de los resguardos indígenas y las comuni-
dades reconocidas, de las autoridades tradicionales in-
dígenas reconocidas por la respectiva comunidad y de 
las asociaciones de autoridades tradicionales o cabildos 
indígenas y su actualización”

Para que dicho trámite se cumpla en debida forma se 
requiere:

• La plena certeza de la existencia de una comunidad 
indígena sobre la cual el cabildo o la autoridad ejerce 
poder de mando y control social.

• Que se acredite mediante alguna formalidad que 
la autoridad indígena fue elegida, reconocida, desig-
nada como tal por su grupo conforme a su propia 
tradición o costumbre.

• Que en el caso de los procesos eleccionarios, éstos 
hayan sido convocados por la autoridad saliente.

• Que no exista un conflicto interno que afecte la le-
gitimidad de los procesos internos.

• Que la autoridad se posesione en presencia del res-
pectivo alcalde municipal.

Desde hace varias décadas en el país indígenas residen-
tes en áreas no rurales, especialmente los que por tra-
dición y/o convicción autónoma acogieron la figura de 
Cabildo como instancia propia de organización política 
y autogobierno, decidieron crear cabildos en varias ciu-
dades y cabeceras del país como mecanismo para con-
trarrestar la dispersión residencial, hacerse visibles, ges-
tionar necesidades, demandar la garantía de derechos 
específicos, ejercer control y autoridad, y promover 
procesos de recuperación y afirmación de sus propias 
culturas.

Sin embargo por razones administrativas e interpretati-
vas el Ministerio del Interior históricamente se ha abs-
tenido de registrar a tales organizaciones étnicas como 
autoridades indígenas, primero, porque en la tradición 
colombiana fundada en la Ley 89 de 1890 se debe te-
ner la plena certeza de la existencia de una parcialidad o 
comunidad indígena sobre la que ejerza jurisdicción de 
mando, como ya se dijo, para la posterior validación de 

un cabildo propiamente dicho, y en el caso particular de 
este tipo de cabildos tal condición no ha parecido rea-
lizable debido a la dispersión, movilidad y heterogenei-
dad que priman en zonas no rurales; y segundo, por la 
falta de un protocolo adecuado que permitiera sortear 
algunos vacíos interpretativos de las normas existentes 
y, a la vez, asegurar un debido proceso a todos los inte-
resados.

Esta circunstancia ha venido a sumarse a las precarias 
condiciones de vida que priman en la población indíge-
na en estos contextos, puesto que la pobreza que padece 
se ve agudizada por el no reconocimiento de su diferen-
cia étnico-cultural y la no garantía de sus derechos es-
peciales, incluidos los derechos de inclusión, de acción 
afirmativa, de autogobierno y de trato diferencial.

No obstante el número de este tipo de cabildos ha creci-
do en los últimos años, como también las solicitudes de 
registro al Ministerio del Interior.

Reconociendo este contexto, el Gobierno Nacional en 
el marco de la consulta a los pueblos indígenas del Plan 
Nacional de Desarrollo 2010-2014 “Prosperidad para 
Todos, Más Empleo, Menos Pobreza, Más Seguridad”, 
realizado a instancias de la Mesa Permanente de Con-
certación adquirió el compromiso de elaborar un pro-
tocolo específico para este tipo de organizaciones, que 
a la letra dice:

“El Gobierno Nacional, a través del Ministerio del In-
terior y de Justicia consultara con las organizaciones 
Indígenas y sus autoridades en el marco de la mesa 
permanente de concertación un protocolo que esta-
blezca un procedimiento para el reconocimiento de los 
Cabildos Urbanos”

Compromiso este que pronto coincidió con el Progra-
ma de Garantías para pueblos indígenas, concertado 
con ocasión del Auto 004 de 2007, que con acierto es-
tableció como prioritaria la atención de los indígenas 
en condición de desplazamiento forzado, ubicados en 
cabeceras municipales y ciudades.

Alcance del protocolo y proceso de su elaboración con-
certada.

Este protocolo en modo alguno tiene el propósito de le-
gislar o suplir los vacíos de política pública que existan 
en torno a los indígenas ubicados en áreas no rurales. 
Como tal su único alcance es establecer las definiciones, 

criterios y procedimientos unívocos que seguirá el Mi-
nisterio del Interior para la realización del registro de 
cabildos en contexto de cabecera, ciudad, municipio y/o 
área metropolitana.

En concordancia con el espíritu del compromiso del 
Gobierno Nacional, dicho instrumento se ha elaborado 
de manera participativa adoptando para ello una serie 
de pasos metodológicos que van de las bases locales a lo 
nacional, de lo social a lo político, mediante los siguien-
tes pasos generales:

a. Pre-identificación de los cabildos denominados 
inicialmente como urbanos, con el fin de estable-
cer los directos dolientes y beneficiarios. Con base 
en los archivos del Ministerio del Interior y las re-
iteradas solicitudes de registro de varios cabildos, 
inicialmente se pre-identificaron 88 organizacio-
nes de este tipo en 20 departamentos del país. Pro-
ducto de ello fue un primer directorio que sirvió 
para los primeros acercamientos a los líderes y au-
toridades indígenas de los procesos más represen-
tativos del país. En total el Ministerio del Interior 
dispone de una lista de este tipo de cabildos que se 
aproxima a los 160.

b. Acercamiento a la mayor cantidad de líderes y 
representantes de estos cabildos para explicar el 
alcance del compromiso, establecer algunas de sus 
expectativas y recoger propuestas de carácter meto-
dológico. En esta etapa se tuvo noticia oficial de al-
gunos encuentros nacionales previos de cabildos en 
ciudad, a la vez que se identificaron algunos lideraz-
gos sociales y políticos que expresaban las principa-
les demandas de esta población indígena.

c. Visitas a los cabildos indígenas en sus respectivas 
ciudades para hacer una caracterización detallada 
de sus procesos organizativos, composición interna, 
criterios de adscripción y pertenencia, condiciones 
de vida de sus integrantes, procesos de recupera-
ción y afirmación étnica. Para tal efecto se elaboró 
una guía de entrevistas que permitían identificar 
cuestiones como el origen de cada cabildo, su com-
posición social, las formas de ejercicio de la autori-
dad, sus procesos de afirmación étnica, la calidad de 
vida de sus integrantes, etcétera. De los 88 cabildos 
pre-identificados en total se visitaron y entrevistaron 
60 en ciudades como Armenia (12 de septiembre de 
2012), Cali (14 de septiembre de 2012), Bogotá (25 
de septiembre de 2012), Puerto Asis (8 de noviembre 

de 2012), Florencia Caquetá (21 de noviembre de 
2012), Medellín (13 de febrero de 2014), y Sincelejo 
(14 de marzo de 2013).

d. Talleres locales y regionales para la elaboración 
de propuestas de tipo conceptual, metodológico y 
procedimental, con líderes y voceros de los cabildos 
en contexto de ciudad. Tales eventos se realizaron al 
día siguiente de las entrevistas ya referidas, es decir, 
Armenia (13 de septiembre de 2012), Cali (15 de 
septiembre de 2012), Bogotá (26 de septiembre de 
2012), Puerto Asis (9 de noviembre de 2012), Flo-
rencia (22 de noviembre de 2012), Medellín (14 de 
febrero de 2014) y Sincelejo (15 de marzo de 2013). 
El resultado fue un abanico de propuestas sobre los 
conceptos y principios del protocolo, formas de con-
trol, requisitos de trámite, etcétera.

e. Talleres nacionales participativos con delegados 
indígenas de los cabildos para la redacción de los 
primeros borradores del protocolo, a manera de 
pre-acuerdos. Con un número de aproximadamente 
25 líderes se hicieron dos actividades de este tipo, la 
primera en Cali los días 23 y 24 de abril de 2013, y en 
Bogotá los días 8, 9 y 10 de mayo de 2013.

f. Encuentro nacional de cabildos indígenas en 
contexto de ciudad, municipio, distrito o área 
metropolitana con el propósito de socializar los 
pre-acuerdos. Con una propuesta preliminar de 
protocolo, se realizó el primer encuentro nacio-
nal de cabildos en contexto de ciudad, distrito 
y/o área metropolitana en Cali los días 29 y 30 de 
septiembre, o1 y 02 de octubre de 2013, convoca-
do por el gobierno nacional. En esta ocasión asis-
tieron más de 100 cabildos indígenas, además de 
representantes de organizaciones como la ONIC, 
la OPIAC, AICO. El resultado fue una validación 
general de la propuesta de protocolo y una serie 
de nuevas propuestas de forma y contenido a ser 
incorporados por un equipo mixto de relatores es-
cogidos para tal fin.

g. Reunión nacional de equipo mixto de relatores. Ac-
tividad que se llevó a cabo los días 03 y 04 de febrero 
de 2014 y el resultado es el documento final que se 
llevará a la Mesa Permanente de Concertación.

h. Jornadas regionales y nacionales de socialización 
de la propuesta de protocolo a cargo de los diferen-
tes cabildos.
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i. Sesión de la Mesa Permanente de Concertación 
para la presentación y sustentación de la propuesta 
de protocolo y concertación definitiva.

Estructura del protocolo

El protocolo así concebido consta de ocho (8) capítulos. 
El primero aborda los derechos que en general amparan 
a los indígenas colombianos, particularmente a los que 
viven permanentemente en contexto de ciudad, muni-
cipio, distrito y/o área metropolitana, según la normati-
va y jurisprudencia vigente.

El segundo capítulo es el de los considerandos, y como 
tal resume las principales consideraciones y anteceden-
tes en la construcción del presente protocolo.

El tercer capítulo desarrolla los principios filosóficos, 
políticos y de carácter práctica que guían la aplicación 
de este protocolo.

El cuarto capítulo plantea una serie de definiciones espe-
cíficas que fueron construidas para dar cuenta de la sin-
gularidad de los hechos que se abordan con el protocolo.

El quinto capítulo consagra los requisitos que debe tener 
un cabildo para su registro por primera vez y para el re-
gistro periódico que debe hacer el Ministerio del Interior.

El sexto capítulo precisa los trámites y procedimientos 
que se adelantarán para el eventual registro de un cabil-
do indígena en contexto de ciudad, municipio, distrito 
y/o área metropolitana.

El séptimo capítulo advierte sobre algunas preocupacio-
nes que se han suscitado con la activación de este tipo de 
registros y precisa los criterios y mecanismos de control 
que se aplicarán y promoverán para evitar su incidencia.

El octavo y último capítulo plantea los parámetros me-
todológicos a la luz de los cuales de harían las verifica-
ciones en terreno antes del registro por primera vez.

CAPÍTULO 1.
De los derechos de los indígenas en
contexto de cabecera, ciudad, 
municipio y/o área metropolitana3

La legislación nacional e internacional en materia de pue-
blos indígenas no hace acepción alguna respecto a los 
indígenas en contexto de ciudad o indígenas en contex-
to de urbanización. Por lo que se presume que el marco 
normativo nacional e internacional para los pueblos indí-
genas también se debe profesar para este segmento de la 
población. En efecto, de acuerdo con varios precedentes 
jurisprudenciales relativos a los derechos de Autonomía, 
Autodeterminación y Autoreconocimiento, no hay razón 
para creer que las personas, familias y grupos indígenas re-
sidentes permanentes de ciudades, no deban ser conside-
radas parte integral de los pueblos indígenas y, por lo tanto, 
también son destinatarios de la carta de derechos especia-
les contemplados en instrumentos como el Convenio 169 
de 1989 de la OIT y la Constitución Política Colombiana.

En particular todas las autoridades judiciales coinciden en 
aceptar que bajo el principio del autoreconocimiento, la 
manifestación de adscripción y pertenencia a un pueblo 
indígena en particular por las personas individualmente 
vistas, es algo que solo compete a la conciencia de iden-
tidad y a la capacidad autónoma de cada colectividad de 
regularse así misma; de modo que poco le cabe al gobierno 
pronunciarse a respecto, menos si los criterios de identifi-
cación y reconocimiento que llegara a adoptar fueran de 
corte racial, estereotipado o esencializado. Desde este pun-
to de vista la existencia de los pueblos y sujetos indígenas 
no es incompatible con la vida en ciudad. Otra asunto es 
si esos sujetos indígenas configuran en sus relaciones au-
ténticas colectividades o comunidades, susceptibles de que 
se les reconozca y garantice derechos colectivos, como el 
derecho al territorio, a la Autonomía, al Autogobierno, a la 
Participación, a la Consulta Previa, etc.

En efecto, en la tradición jurídica nacional se ha adoptado 
y desarrollado el concepto de Comunidad Indígena para 
dar cuenta de un sujeto colectivo, dotado de identidad 
sustantiva y titular de derechos fundamentales (colecti-
vos) predicables solo a ellos (es decir a las comunidades) 
y no a las personal individualmente vistas; lo cual plan-
tea una discusión sociológica y antropológica, además de 

política y jurídica, en torno a si en las ciudades pueden 
prosperar este tipo de colectividades y cuáles serían las 
condiciones de observancia de sus derechos. Discusión 
que hasta ahora no está completamente resuelta.

En modo alguno la definición jurídica de indígena ha 
establecido que dicha identidad esté asociada a un con-
texto definido. Basta observar que el Convenio 169 de 
1989 al determinar los beneficiarios del mismo se cuidó 
de hacer alusiones a factores físicos, a la posesión de de-
terminados atributos culturales o a la existencia de cier-
to tipo de organización social o territorio. Solo alude a 
tres factores: a) descendencia de aquellas poblaciones 
que habitaban la región mucho antes de la constitución 
de las actuales fronteras y Estados; b) conservación total 
o parcial de sus propias instituciones sociales, económi-
cas, culturales y políticas; y c) conciencia de identidad.

En la legislación indígena convencional existe la dif-
erenciación entre derechos de las personas indígenas 
y derechos colectivos reservados a las comunidades 
o pueblos indígenas; pero bajo el predicado que solo 
en un contexto de vida en común o en comunidad es 
posible la preservación de la identidad e integridad ét-
nicas, estos últimos tienen especial preeminencia.

La mayoría de tales derechos están fuertemente asociados 
a realidades fácticas, como la existencia de configuraciones 
colectivas o comunitarias que trasciendan incluso la vol-
untad de las personas que las integran, y la existencia de 
tierras y ámbitos territoriales en los que los grupos étnic-
os obtengan la base material de su subsistencia y además 
puedan recrear sus tradiciones y opciones de vida. Otros 
derechos colectivos en cambio para su garantía no requi-
eren un especial atributo de sitio o lugar, sino que basta 
ser Pueblo Indígena para ser titular de derechos como el 
derecho a la Identidad, al Autogobierno, a Integridad étni-
ca y cultural, independientemente del contexto en el que se 
encuentren sus miembros o parte de ellos.

Así, presumir que toda la carta de derechos colectivos está 
reservada a quienes vivan en un territorio, sería negar la 
realidad histórica en virtud a la cual muchos pueblos están 
abocados a vivir en múltiples contextos rurales y no rura-
les. Incluso introduciría una diferenciación que incremen-
taría la vulnerabilidad de aquellos que por razones ajenas 
a su voluntad se han debido reubicar indefinidamente en 
cabeceras municipales y centros poblados.

3 Buena parte de los conceptos acá relacionados fueron desarrollados en el informe de la abogada Alejandra Rey, contratada por AcdiVoca operador de los recursos de USAID y del 
Programa para Afrodescendientes e Indígenas.
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La jurisprudencia constitucional en materia de Jurisdicción 
Especial Indígena y límites a la Autonomía indígena, han 
llamado la atención en el valor y alcance de los derechos in-
dividuales de las personas indígenas. Por ejemplo, un indí-
gena tiene derecho a vivir y a estar en comunidad; a que sus 
autoridades no le vulneren derechos fundamentales como el 
derecho a no ser torturado, a no ser esclavizado, a no ser con-
denado a la indigencia o la privación extrema de sus medios 
de vida, a que se le respete la vida e integridad, a un debido 
proceso. Incluso tiene derecho a abrigar creencias religiosas 
distintas a las ancestrales siempre y cuando restrinja sus ex-
presiones al ámbito de su hogar y fuera de los territorios de 
uso y aprovechamiento colectivo, donde ejercen poder de 
mando las autoridades indígenas. Finalmente como nacional 
colombiano tiene todos los derechos ciudadanos, y cuando su 
condición de miembro de un pueblo indígena entra tensión 
con su condición de colombiano, también tiene derecho a que 
las autoridades públicas ponderen los derechos implicados 
y dependiendo del caso y el grado de preservación cultural 
adopten decisiones que sean acordes al imperativo de prote-
ger la diversidad étnica y cultural, sin afectar valores esenciales 
para la Unidad y la Seguridad nacionales.

Una persona indígena también tiene derecho al auto-
reconocimieto como tal, y su correlato es la obligación 
estatal de respetar este fuero subjetivo de la identidad 
indígena, en la medida que no existe un criterio único 
para establecer quién es o no es indígena.

En este orden de ideas no hay razón para creer que las 
identidades indígenas o la conciencia de identidad ex-
cluya la vida en contextos de ciudad, menos cuando una 
buena parte de esta población llegó movida por el con-
flicto armado o la presión del crecimiento urbano; de 
modo que no es contrario al marco jurídico y jurispru-
dencial reconocer que los pueblos indígenas también 
viven y permanecen en las ciudades.

Naturalmente esta vivencia plantea retos adicionales a 
los procesos históricos de construcción y afirmación 
de identidad, debido a los rasgos de dispersión, atom-
ización y complejidad de las relaciones sociales que 
implica estar fuera de sus territorios ancestrales, coex-
istiendo intensamente con la interculturalidad, pero en 
modo alguno esta realidad habilita introducir la am-
bigüedad de hablar de “indígenas urbanos”, como si tra-
taran de sujetos con un estatus distinto.

De los derechos colectivos.

Los derechos colectivos de los pueblos y comunidades 
indígenas, como su mismo nombre lo indica, plantean 
que no los ejercen los sujetos individualmente vistos, 

sino la colectividad a través de sus instancias de gobier-
no, autoridad y representación.

Una gama importante de estos derechos, como ya se dijo 
antes, pueden considerarse derechos In Situo precisamente 
porque su plena garantía plantea, por ejemplo, la existencia 
de territorios o ámbitos territoriales ponderables, además 
de algún tipo de presencia colectiva en fronteras específicas, 
como sería el caso del derecho a ejercer la Jurisdicción Espe-
cial Indígena, a la propiedad colectiva de la tierra o la Con-
sulta Previa a proyectos de desarrollo localizados en áreas 
concretas, que comprometan a comunidades concretas.

De otro lado hay otro tipo de derechos colectivos no 
territorializados, que se deben garantizar en tanto sean 
pueblos indígenas, como, por ejemplo, el derecho a la 
Identidad y a una Cultura Propia, el derecho a Repa-
ración, el derecho a darse su propia forma de gobierno, 
el derecho al Reconocimiento, el derecho a la Igualdad 
por la vía de los derechos de Acción Afirmativa, etc.

Recientemente la Corte Constitucional ha establecido 
pautas en dicho sentido. Veamos:

• En la Sentencia T-792 de 2012 (caso cabildo Muisca 
de Tunja), estableció que la capacidad de autogobier-
no de un grupo de personas autoreconocidas como 
indígenas no está necesariamente atada a un territo-
rio, sino a la capacidad real y efectiva de hacerlo.

• En la Sentencia T-113 de 2009, se concluyó que el 
hecho que un sujeto indígena esté por fuera de su terri-
torio tradicional, no implica que haya perdido su identi-
dad étnica y cultural, e invita a que se valore su identidad 
real, y no solo su conexión con el territorio. Claramente 
los derechos colectivos afincados en la condición fáctica 
de ser un Comunidad y de tener un Territorio, tienen 
limitaciones objetivas para ser garantizados en contex-
tos donde los indígenas establecen relaciones afectadas 
por la dispersión, la movilidad y la misma intercul-
turalidad e interetnicidad; pero en tanto miembros de 
pueblos indígenas tiene derecho a que el Estado en sus 
diferentes niveles, los reconozca, les otorgue un trato 
diferenciado y en general provean las medidas necesar-
ias que garanticen su existencia étnica y cultural.

Los indígenas en contexto de ciudad son pues titulares 
de derechos colectivos no territorializados y uno de 
ellos es el derecho a darse su propia forma de organi-
zación y de gobierno independientemente del contexto 
en el que se encuentren, al que responde la creación de 
cabildos en contexto de cabecera, ciudad, municipio, 
distrito y/o área metropolitana

CAPÍTULO 2.
Considerandos

El protocolo para registro de los cabildos indígenas en 
contexto de ciudad, municipio, distrito y/o área metro-
politana establece los siguientes considerandos:

1. Que siendo los pueblos indígenas los primeros ha-
bitantes y originarios de estos territorios, la coloni-
zación española estableció poblaciones sobre asen-
tamientos y aldeas indígenas, de modo que incluso 
buena parte de las actuales ciudades se superpone 
con lugares que ancestralmente fueron ocupados 
por pueblos nativos. Prueba de ello son los hallazgos 
arqueológicos y los nombres indígenas que aún con-
servan ríos, cerros, calles, barrios de las cabeceras 
municipales y capitales.

2. Que prácticamente desde el surgimiento de las ac-
tuales ciudades y municipios de Colombia ha habido 
presencia real, permanente o temporal, de comunida-
des y pueblos indígenas, con una vivencia de lo ur-
bano en sus diferentes modalidades, conservando y 
fortaleciendo sus identidades y culturas conforme a 
sus patrones culturales y territoriales ancestrales, pese 
a diversas dificultades y retos que les ha planteado el 
contexto y situaciones políticas y económicas.

3. Que su presencia en contextos de ciudad, muni-
cipio, distrito y/o área metropolitana obedece a di-
ferentes causas. En algunas ocasiones el crecimiento 
urbano moderno absorbió y sigue absorbiendo pue-
blos y territorios indígenas preexistentes, cambian-
do con ellos su dinámica y forma de vida; en otras 
ocasiones responde a migraciones tempranas desde 
sus territorios de origen, por estrechez espacial, por 
búsqueda de diferentes oportunidades, por violencia 
y guerras partidistas, por el desarrollo de la vocación 
comercial en diferentes escenarios por varios pue-
blos, etcétera; y en otras situaciones más recientes 
por factores asociados al conflicto armado y despla-
zamiento forzado, y por la presión que se suele ejer-
cer por el acceso, control y explotación de recursos 
naturales existentes en sus territorios.

4. Que las comunidades y pueblos indígenas que ha-
bitan de forma permanente o temporal en contexto 
de ciudad, municipio, distrito y/o área metropolita-
na, se encuentran en una situación de crisis o aguda 
vulnerabilidad (entendida como desconocimiento y 
vulneración de sus derechos), que los hace pobres 

entre los pobres, vulnerables dentro de los vulne-
rables, entre otras razones por la falta de políticas 
institucionales de reconocimiento, la discrimina-
ción social, el desarraigo territorial, la dispersión y 
desarticulación, el precario acceso a bienes y servi-
cios universales, los bajos niveles de escolaridad, los 
elevados niveles de victimización y revictimización, 
la pobreza económica, la falta de tratamiento dife-
rencial en la generación de oportunidades y atención 
de sus necesidades, la ausencia de programas y pro-
yectos que atiendan sus particulares necesidades y 
expectativas, etcétera.

5. Que las comunidades organizadas como cabildos 
indígenas deben demostrar permanencia dado que 
para ellos está dirigido el protocolo de registro. Del 
mismo modo se reconoce que por la tradición de los 
pueblos indígenas algunos asumen la figura de ca-
pitanías u otras, equiparables a cabildos de acuerdo 
con la norma.

6. Que los indígenas residentes en contexto de ciu-
dad, municipio, distrito y/o área metropolitana, 
haciendo uso de su autonomía y costumbres, han 
conservado y adoptado diferentes modalidades de 
organización con el fin de mantener y fortalecer 
vínculos comunitarios, tramitar necesidades, lograr 
visibilidad, conservar y fortalecer sus culturas y tra-
diciones, obtener espacios de representación en las 
ciudades, entre otros; y desde hace varias décadas en 
particular en diferentes ciudades, municipios, distri-
tos y/o áreas metropolitanas vienen conformando 
cabildos indígenas como mecanismo para reclamar y 
ejercer derechos como pueblos indígenas, entre ellos 
el derecho a la Autonomía, al Reconocimiento, a la 
Unidad, a la Identidad, al Gobierno Propio. En este 
sentido, también han acudido permanentemente al 
gobierno nacional con el fin de que sean registrados 
y con ello poder ejercer las funciones y facultades 
que el Estado reconoce y asigna como Entidades de 
Derecho Público Especial, de conformidad con la le-
gislación nacional.

7. Que las identidades y culturas ancestrales de los 
pueblos indígenas no necesariamente riñen con la 
vida en contexto de ciudad, municipio, distrito y/o 
área metropolitana, entre otras razones porque his-
tóricamente varios pueblos antes de la Conquista 
lograron conformar auténticos complejos sociales, y 
otros por costumbre han tenido una movilidad espa-
cial periódica; los habitantes indígenas de las actua-
les ciudades conservan vínculos con sus territorios y 
comunidades de origen; en general propenden por 
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acceder a la tierra rural para reproducir prácticas tra-
dicionales; y adicionalmente han encontrado y siguen 
encontrando mecanismos para preservar y transmitir 
elementos esenciales de sus culturas propias, como la 
medicina tradicional, las artesanías, expresiones ar-
tísticas, encuentros y asambleas comunitarias, prác-
ticas de control social y justicia indígena, trueques, 
etcétera. No obstante, también debe reconocerse que 
por diferentes circunstancias, otros elementos cultu-
rales se enfrentan a una gran dificultad en cuanto a su 
preservación, con el consecuente riesgo de desapari-
ción como el idioma, las relaciones de parentesco, el 
vestido tradicional, los hábitos alimentarios, algunas 
prácticas de salud y espirituales; razón por la cual es 
perentorio la garantía y reivindicación de derechos.

8. Que los cabildos indígenas en contexto de ciudad, 
municipio, distrito y/o área metropolitana, son un 
mecanismo excepcional de control, unidad y cohe-
sión de la población indígena, en especial de aque-
llos pueblos que por tradición acogieron esta figura.

9. Que el reconocimiento institucional de cabildos 
en contextos de ciudades, municipio, distrito y/o 
área metropolitana NO obliga a aquellos pueblos 
indígenas que no tienen la tradición político-admi-
nistrativa del cabildo, a acoger esta figura. Para otras 
formas de organización según sus usos y costumbres 
propias de cada pueblo, el gobierno deberá disponer 
de procedimientos y criterios distintos a los previs-
tos en este protocolo.

10. Que los tratados internacionales suscritos y que 
suscriba el Estado en favor de los derechos de los 
pueblos indígenas, la legislación nacional y la juris-
prudencia constitucional no hace ninguna acepción 
con los indígenas que viven en contextos de ciuda-
des, municipios, distritos y/o áreas metropolitanas, 
razón por la cual se entiende que de manera gene-
ral tales disposiciones también se deben profesar y 
garantizar a esta población. Con todo y ello dada la 
singularidad de su situación, derivada del contexto 
en el que vive y las razones por las cuales está en es-
tos contextos, se requiere que el Estado establezca 
mecanismos particulares con enfoque diferencial 
que garanticen la observancia y garantía de sus de-
rechos, diferenciando aquellos que requieran algún 
tipo de adecuación en su interpretación.

11. Que el gobierno nacional, en el marco del proceso 
de consulta el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 

“Prosperidad para Todos, Mas Empleo, Menos Pobre-
za, Más Seguridad”, con los pueblos indígenas adquirió 
un compromiso relativo a los cabildos en contextos de 
ciudades, municipios, distritos y/o áreas metropolita-
nas, que a la letra dice: “El Gobierno Nacional, a tra-
vés del Ministerio del Interior y de Justicia consultara 
con las organizaciones Indígenas y sus autoridades en 
el marco de la mesa permanente de concertación un 
protocolo que establezca un procedimiento para el re-
conocimiento de los Cabildos Urbanos”.

12. Que antes de este compromiso el gobierno na-
cional a través del Ministerio del Interior no tenía 
directriz o política definida para el eventual registro 
de este tipo de organización indígena, razón por la 
cual la gran mayoría de estos cabildos no lo han ob-
tenido pese a reiteradas solicitudes en tal sentido en 
los últimos años. Entre las causas de esta situación 
se encuentra precisamente la falta de un protoco-
lo que garantice ejercer esta función conforme a la 
legislación nacional vigente y la singularidad de su 
situación, sumada a vacíos de orden interpretativo 
respecto a las condiciones y criterios de observancia 
y garantía de algunos derechos individuales y colec-
tivos en estos contextos, que precisamente se verían 
habilitados con dicho registro. No obstante, desde la 
Dirección de asuntos Indígenas, Rrom y minorías 
se ha procurado garantizar el goce efectivo de estos 
derechos mediante la búsqueda de soluciones y el 
arraigo con su comunidad de “origen”, de tal manera 
que la población indígena asentada en contexto de 
ciudad no vea menoscabados los mismos.

13. Que en cumplimiento de este compromiso, el 
Ministerio del Interior construyó una ruta meto-
dológica para la identificación, acercamiento y ca-
racterización de este tipo de cabildos indígenas, 
que progresivamente fuera permitiendo construir 
de manera concertada criterios y propuestas direc-
tamente con los interesados. Es así, como durante 
el segundo semestre de 2012 y primer trimestre de 
2013 construyó un directorio nacional de cabildos 
en ciudad; se visitó y entrevistó a líderes y repre-
sentantes de más de 60 cabildos; se realizó talleres 
participativos locales y regionales para la identifica-
ción de propuestas; se contrató la realización de una 
caracterización sociodemográfica de los indígenas 
en ciudad y cabeceras municipales, con base en esta-
dísticas oficiales; se convocó a reuniones de trabajo 
con líderes, Autoridades Tradicionales y delegados 
de diferentes cabildos del país con el fin de concer-

tar los términos generales de un primer borrador del 
protocolo en mención, y de paso la manera como 
se realizaría un encuentro nacional de cabildos en 
contexto de ciudades, municipios, distritos y/o áreas 
metropolitanas con el propósito de consensuar un 
documento unificado a presentar a la Mesa Perma-
nente de Concertación con los pueblos indígenas; 
y coordinó con un equipo de delegados indígenas 
jornadas técnicas para la redacción de dicho docu-
mento. Dentro de este proceso el apoyo de la Usaid a 
través ACDIVOCA, con la contratación de dos pro-
fesionales y parte del financiamiento del encuentro 
de Cali fue relevante.

14. Que dicha propuesta así concebida debe en 
todo caso ser presentada a la Mesa Permanente de 

Concertación con los pueblos indígenas, creada 
y reglamentada mediante Decreto 1397 de 1996, 
para su concertación y adopción final (Conside-
ración TRANSITORIA).

15. Que dicho protocolo debe estar acompañado de 
una directriz emitida por el Ministerio del Interior, 
que determine definiciones generales para la cons-
trucción de una política pública, reconozca la exis-
tencia de población y culturas indígenas en contexto 
de ciudad, municipio, distrito y/o área metropolita-
na precise los derechos de prioritaria atención, lla-
me la atención al Estado en general y a las entidades 
territoriales en particular sobre los derechos de la 
población indígena en esta situación, esté o no orga-
nizada, etcétera.
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CAPÍTULO 3.
Los principios

Para el cumplimiento y observancia del presente protoco-
lo, el Ministerio del Interior observará principios de carác-
ter filosófico y político, y principios de carácter práctico.

Principios filosóficos y políticos

Unidad

El principio de Unidad nace de una necesidad espiritual 
y física de los indígenas que desterritorializados históri-
camente, se integran a entornos difíciles que los trasto-
can como seres humanos y como pueblos.

La unidad de los pueblos indígenas en contexto de 
ciudad, municipio, distrito y/o área metropolitana, 
está ligada a la Madre Tierra, al tejido, al Árbol de la 
Vida, a sus territorios ancestrales, a través de procesos 
de visibilización étnico-culturales, de proyección, sos-
tenibilidad, pervivencia, reivindicación de derechos y 
fortalecimiento de su identidad cultural. El encontrarse 
y re-encontrarse los ha hecho visibles en diferentes es-
cenarios de ciudad para la defensa y recuperación de 
prácticas y derechos de forma legítima y legal.

Es un principio organizativo e histórico de reconoci-
miento y lucha en defensa de derechos propios, con-
suetudinarios, constitucionales e internacionales, que 
se fundamenta en sus procesos políticos organizativos 
de cada comunidad indígena, a través de su entidad de 
derecho público especial indígena de acuerdo a sus usos 
y costumbres.

El principio de Unidad permite a los pueblos indíge-
nas residentes en contexto de ciudad, municipio, dis-
trito y/o área metropolitana, recuperar el sentido de 
pertenencia, fortaleciéndose culturalmente y recono-
ciendo las diferencias entre unos y otros. Les permi-
te reencontrarse con la familia, como comunidad que 
teje vínculos de solidaridad y reciprocidad, para salva-
guardar su cosmovisión indígena en contextos de por 
si diversos y complejos. Permite establecer y fortalecer 
vínculos con las autoridades y territorios de origen, 
y con las organizaciones indígenas regionales, nacio-
nales e internaciones. La unidad contribuye a traba-
jar por un sentido colectivo de pervivir en el tiempo 
como pueblo indígena originario.

Autonomía - Gobierno Propio

Es un derecho a la libre autodeterminación como seres 
humanos y como pueblos originarios, donde prevalece 
la Ley de Origen y/o derecho mayor. Este principio, 
que rige desde su cosmovisión a los pueblos indíge-
nas organizados como cabildos en contexto de ciudad, 
municipio, distrito y/o área metropolitana, es también 
un ejercicio legítimo y legal en favor de la Autonomía y 
Autogobierno. La autonomía de los pueblos indígenas 
en las ciudades se fundamenta en los usos y costum-
bres, representados en aspectos inmateriales como, la 
espiritualidad, la cultura, la ancestralidad y las cosmo-
visiones, entre otros; y también en aspectos materiales 
de la vida cotidiana.

El gobierno propio es la estructura ancestral organiza-
tiva de los pueblos indígenas, que ejerce control desde 
su cosmovisión, principios y valores culturales, que 
hacen posible la sostenibilidad cultural y la perviven-
cia de los pueblos.

Cultura - Interculturalidad

La cultura es la esencia los pueblos indígenas, enmar-
cada en la cosmovisión, los usos y costumbres visibles 
a través de las prácticas ancestrales, que perviven aun 
en el pensar, el sentir y el actuar, determinante en la 
reafirmación de la identidad.

Los pueblos indígenas transmiten su legado ancestral, 
mediante un diálogo intergeneracional e intercultural 
que se vive desde la familia, la comunidad indígena y 
el cabildo, construye ciudadanía e identidad basándose 
en principios de reciprocidad, respeto al otro, equilib-
rio, armonía, solidaridad y complementariedad.

Las transformaciones que han vivido los pueblos indí-
genas debido a la desterritorialización hace que la cul-
tura se recree con otras dinámicas, especialmente con 
aquellas que se encuentran contexto de ciudad, muni-
cipio, distrito y/o área metropolitanas, de modo que se 
ven en la necesidad de compartir con otros pueblos, 
otras etnias, otras costumbres bajo un sistema de rela-
ciones interculturales.

Territorio

La concepción de territorio desde la cosmovisión in-
dígena se fundamenta desde el cuerpo, integridad del 

ser humano, pensamiento, cultura, cosmovisión y rel-
ación con la madre naturaleza.

Los cabildos indígenas en contexto de ciudad, municip-
io, distrito y/o área metropolitana, conciben el territorio 
como espacio material e inmaterial donde se recrea la 
cultura, la pervivencia, la pertinencia; donde se con-
struye el pensamiento, se promueve el respeto, se tejen 
lazos familiares y comunitarios alrededor de las tradi-
ciones culturales, usos y costumbres, que fortalecen 
la identidad a partir de las mingas de pensamiento, 
que son representadas en espacios simbólicos como el 
fogón, la chagra, la chacana, las tulpas, las mingas, las 
ceremonias, el mambeadero, las asambleas, entre otros.

La comunidad y sus cabildos indígenas en contexto 
de ciudad, municipio, distrito y/o área metropolitana, 
conciben y practican sus usos y costumbres conforme 
a su plan de vida oral o escrito, su ordenamiento an-
cestral territorial, su cosmovisión y/o ley de origen, ley 
natural, derecho mayor o derecho propio. Así mismo, 
garantizan las condiciones plenas para un buen vivir 
con autonomía y libertad.

Diversidad

Diversidad es la riqueza de la nación Colombiana, de 
la cual hace parte los pueblos indígenas en contexto 
de ciudad, municipio, distrito y/o área metropolitana. 
La diversidad hace parte del patrimonio tangible e 
intangible, da cuenta de los valores ancestrales, pens-
amiento, conocimiento, lengua materna, cosmovisión, 
cosmogonía, que enmarcan una comunidad indígena 
donde ejerce su competencia jurisdiccional, a través de 
su entidad de derecho público especial indígena.

La diversidad es el reconocimiento del otro, y la posib-
ilidad de complementarse sin perder su identidad 
como pueblo y cultura indígena.

Principios prácticos

Flexibilidad- Adecuación

Si bien el presente protocolo es una garantía para re-
ducir los sesgos de tipo subjetivo o ideológico a la hora 
de su implementación, en la medida que introduce 
definiciones, criterios y procedimientos unívocos, es 
decir, de un mismo sentido independientemente de 
quien esté a cargo, los principios de flexibilidad y ade-
cuación son un llamado a que dependiendo del caso 

se puedan hacer algunas excepciones por razones cul-
turales, de emergencia y de victimización; es decir que 
las condiciones de requisito y trámite establecidas lle-
gado el momento pueden ser relativizadas o pondera-
das en aras de salvaguardar derechos fundamentales 
de las personas y de los grupos indígenas.

Celeridad

El eventual registro de un cabildo en contexto de ciu-
dad, municipio, distrito y/o área metropolitana consti-
tuirá un Acto Administrativo y como tal estará sujeto 
de las actuaciones previstas en la ley.

La producción de dicho acto supone una serie de pasos y 
procedimientos, que en estricto deben cumplirse dentro 
de los tiempos establecidos en el presente protocolo, pre-
vio cumplimiento de los requisitos exigidos para tal fin.

El principio de celeridad desde este punto de vista im-
plica no solo cumplir con los términos ordinarios y de 
Ley, sino darle prioridad a algunos casos excepcionales 
que así lo requieren, en especial cuando se trate de gru-
pos indígenas que pertenezcan a pueblos en alto riesgo 
de desaparición física y cultural, o que su situación sea 
tan apremiante que del registro dependa la garantía de 
derechos directamente relacionados con la protección 
de la Vida y la Integridad.

Buena Fe

La presunción de la Buena Fe como principio en la 
aplicación del presente protocolo implica asumir que 
tanto los profesionales encargados de su aplicación, 
por un lado, como los grupos indígenas en la acred-
itación de los requisitos, suministro de evidencias, 
generación de información, no incurren en hechos 
falsos o delictivos, de modo que de por sí todos los 
insumos aportados no requieren un medio de dem-
ostración o prueba distinto a los que de por si ellos 
presenten. En caso de duda fundada, corresponderá al 
Ministerio del Interior demostrarlo con todos los me-
dios disponibles.

Por el otro lado este mismo principio permite asumir 
que el funcionario o servidor público encargado de la 
aplicación del presente protocolo, no está movido por 
intereses personales o consideraciones caprichosas, de 
modo que dudas y reclamos en torno a su proceder de-
ben ser demostradas de manera suficiente ante las auto-
ridades de control respectivas.
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Enfoque Diferencial

El enfoque diferencial dentro de este protocolo impli-
ca una apuesta en favor de los grupos y sectores más 
vulnerables y discriminados, tanto para hacer visible 
su situación, como para promover acciones específicas 
que contrarresten esas inequidades según sea su situ-
ación y características.

En la práctica significa que hay vulnerables dentro 
de los más vulnerables, discriminados dentro de los 
más discriminados, y que esta consideración es un 
criterio suficiente tanto de celeridad como de ade-
cuación.

Legalidad/ Debido Proceso

El principio de legalidad para los efectos de este proto-
colo supone que el Ministerio garantiza las reglas míni-
mas del Debido Proceso aplicables para este tipo de actos 
administrativos y lo establecido en el Código de Proced-
imiento Administrativo y Contencioso Administrativo, 
permitiendo a los interesados conocer y, si es el caso, 
controvertir algunos conceptos, conocer oportunamente 
los procedimientos y criterios a aplicar, participar activa-
mente en los ejercicios de verificación, etcétera.

Implica también que mientras no se cumplan los crite-
rios de excepción previstos, los pasos, tiempos y opor-
tunidades se deben cumplir conforme están previstos.

CAPITULO 4.
Las definiciones

Para el pleno y cabal cumplimiento del presente proto-
colo se adoptan los siguientes conceptos y definiciones:

1. Cabildo indígena: es una entidad pública especial, 
cuyos integrantes son miembros de una comunidad 
indígena, elegidos y reconocidos por ésta, con una or-
ganización sociopolítica tradicional, cuya función es 
representar legalmente a la comunidad, ejercer la au-
toridad y realizar las actividades que le atribuyen las 
leyes, sus usos, costumbres y el reglamento interno de 
cada comunidad. (Decreto 2164 de 1995, Art.2)

2. Cabildo indígena en contexto de ciudades, mu-
nicipios, distritos y/o áreas metropolitanas: es el 
cabildo indígena definido anteriormente, que ejer-
ce autogobierno en contexto de ciudad, municipio, 
distrito y/o área metropolitana, cuya jurisdicción es 
social y territorial en tanto ejerce autoridad sobre un 
conjunto de personas y familias indígenas adscritas, 
y espacial o territorial en la medida que dispone de 
lugares y áreas en las que la comunidad indígena de-
sarrolla sus actividades.

3. Pueblo indígena: es el conjunto de personas, fami-
lias, grupos, comunidades descendientes de pobla-
ciones que habitaban regiones mucho antes de que 
estas fueran convertidas en países o fronteras esta-
tales, sienten, manifiestan y conservan conciencia 
de identidad, y mantienen todas sus propias institu-
ciones sociales, económicas, culturales y políticas, o 
parte de ellas, independientemente de su situación 
jurídica. (Convenio 169 OIT de 1989)

4. Pueblo indígena en contexto de ciudades, munici-
pios, distritos y/o áreas metropolitanas: es el pueblo 
indígena (definido anteriormente) o parte del mismo 
que por razones históricas, forzadas o subjetivas, per-
manece de manera constante en ciudades, municipios, 
distritos o áreas metropolitanas, implicados la mayoría 
de las veces en dinámicas regionales urbanas o de urba-
nización, donde desarrollan sus actividades culturales, 
sociales, económicas, políticas, entre otras, y recrean, 
conservan y afirman sus identidades étnicas.

5. Comunidad o parcialidad indígena: es el grupo o con-
junto de familias de ascendencia amerindia, que tienen 

conciencia de su identidad y comparten valores, rasgos, 
usos o costumbres de su cultura, así como formas de 
gobierno, gestión, control social o sistemas normativos 
propios que la distinguen de otras comunidades, tengan 
o no títulos de propiedad, o que puedan acreditarlos le-
galmente, o que sus resguardos fueron disueltos, dividi-
dos o declarados vacantes. (Decreto 2164 de 1995)

6. Comunidad o parcialidad indígena en contexto de 
ciudades, municipios, distritos y/o áreas metropolita-
nas: es el grupo o conjunto de familias de ascenden-
cia amerindia, que tienen conciencia de identidad y 
comparten valores, rasgos, usos o costumbres de su 
cultura, así como formas de gobierno, gestión, control 
social o sistemas normativos propios que la distin-
guen de otras comunidades, que permanece de ma-
nera constante en contexto de ciudades, municipios, 
distritos y/o áreas metropolitanas, cohesionado por 
distintos tipos de vínculos y prácticas propias en co-
mún, pese a la dispersión espacial.

7. Territorio indígena: Son áreas poseídas en forma 
regular y permanente por una comunidad, parcia-
lidad o grupo indígena y aquellas que, aunque no 
se encuentren poseídas en esa forma, constituyen el 
ámbito tradicional de sus actividades sociales, eco-
nómicas y culturales. (Decreto 2164 de 1995).

8. Territorio indígena en contexto de ciudades, munici-
pios, distritos y/o áreas metropolitanas: es el conjunto de 
lugares, espacios y escenarios materiales e inmateriales, 
permanentes o variables, en los que una comunidad 
indígena en contexto de ciudades, municipios, distritos 
y/o áreas metropolitanas construye el pensamiento, pro-
mueve el respeto, teje lazos familiares y comunitarios al-
rededor de las tradiciones culturales, usos y costumbres; 
fortalece la identidad a partir de las prácticas culturales 
de cada pueblo, esenciales para la preservación, conser-
vación, pervivencia y cohesión del grupo.

9. Autoridad indígena tradicional: Las autoridades tra-
dicionales son los integrantes de una comunidad indí-
gena que ejercen, dentro de la estructura propia de la 
respectiva cultura, un poder de organización, gobierno, 
gestión o control social. (Decreto 2164 de 1995).

10. Autoridad tradicional indígena en contexto de ciu-
dades, municipios, distritos y/o áreas metropolitanas: 
es la autoridad indígena cuyo poder de mando se ejerce 
sobre una comunidad indígena en contexto de ciudad, 
municipio, distrito y/o área metropolitana.
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CAPÍTULO 5.
Los requisitos

Para el registro ante el Ministerio del Interior de los Ca-
bildos en contexto de ciudad, municipio, distritos y/o 
área metropolitana se establecen los siguientes requisi-
tos, los cuales se entienden concurrentes, es decir que 
salvo las excepciones establecidas de forma explícita, 
todos los cabildos que aspiren al registro deben cumplir 
con ellos.

5.1. Requisitos para la realización del registro 
POR PRIMERA VEZ

1. Tiempo de existencia: mínimo cinco (5) años de 
existencia continua.

2. Composición étnica: monoétnica, es decir, que los 
integrantes del cabildo deben ser de una misma et-
nia o pueblo indígena.

Criterios de excepción: eventualmente podrán ser 
registrados cabildos pluriétnicos o que sus integran-
tes sean de más de una etnia, solo a condición que 
demuestren una existencia continua de más de diez 
(10 años), y/o que por tradición cultural sus relacio-
nes de parentesco sean pliriénticas y exogámicas, 
como es el caso de varios pueblos de la Amazonía y 
Orinoquía colombiana

3. Tamaño (número de familias): mínimo veinticin-
co (25) familias u hogares.

Criterio de excepción: eventualmente este requisito 
mínimo puede ser relativizado si el pueblo indígena 
al que pertenezca el grupo en cuestión se encuentra 
en riesgo de desaparición física y cultural, y el total 
de sus miembros es bajo, con tendencia a disminuir. 
Para estos casos se entiende como número bajo alre-
dedor de dos mil (2000) personas o menos.

4. Cohesión Social: estabilidad en su composición; 
crecimiento razonable de su listado censal entre un 
periodo y otro; prácticas rutinarias de encuentro, in-
tercambio y socialización de sus integrantes.

5. Vigencia de relaciones regulares o permanentes 
con los territorios y comunidades de origen: prác-
ticas de intercambio social, cultural, económico y 

político, pactadas o no con sus comunidades y terri-
torios de origen.

Criterios de excepción: se exceptúan de este requisi-
to aquellos grupos que no llegaron a la ciudad, sino 
que fueron absorbidos por la expansión de la fron-
tera urbana, al igual que aquellos que por razones de 
fuerza mayor, como las asociadas al conflicto arma-
do no pueden sostener relaciones de tipo alguno con 
sus comunidades y territorios de origen.

6. Capacidad de regulación Interna: capacidad de in-
staurar una disciplina colectiva y de ejercer control, 
autoridad y gobierno sobre conductas y compor-
tamientos de sus integrantes que atenten contra la 
cohesión, unidad y autonomía del grupo, expresada 
en formas de castigo, cumplimiento de deberes y ob-
ligaciones, acatamiento de la autoridad, instauración 
y cumplimiento de reglamentos internos.

7. Manifiesta vocación de permanencia: decisión 
clara y explícita de los integrantes del cabildo de es-
tar y permanecer en contexto de ciudad, municipio, 
distrito y/o área metropolitana. Percepción colecti-
va de sus planes y propósitos de vida están en es-
trecha relación con estos contextos. Predominio de 
población indígena nacida en tales contextos. Mani-
fiesta sensación de imposibilidad de volver a sus ter-
ritorios de origen.

Nota aclaratoria: Los denominados cabildos indí-
genas universitarios no son una entidad de dere-
cho público especial, no tiene vocación de perma-
nencia, carecen de otros requisitos y por lo mismo 
no son susceptibles de registro como autoridad 
indígena. Los estudiantes universitarios indígenas 
podrán articularse al respectivo proceso organiza-
tivo que adelanten sus autoridades de origen y/o 
el cabildo indígena en contexto de ciudad, muni-
cipio, distrito y/o área metropolitana al que pert-
enezcan siempre y cuando se valore su situación 
de transitoriedad y el propósito siempre válido de 
retornar a sus comunidades.

8. Desarrollo de prácticas tradicionales: conser-
vación de rasgos, prácticas, costumbres que los 
distingue como grupo étnico, como el idioma, la 
medicina tradicional, hábitos alimentarios, bailes, 
formas de vestir, etcétera. Desarrollo de iniciativas 
orientadas a conservar, recuperar y expresar elemen-
tos de su distintividad en el respectivo contexto.

9. Reconocimiento y aval de las autoridades de ori-
gen: la autoridad de origen de la mayor parte de sus 
integrantes, o una autoridad indígena regional o na-
cional debidamente legalizada del mismo pueblo o 
etnia al que pertenezca el cabildo interesado, deberá 
avalar mediante las formalidades acostumbradas su 
proceso organizativo y la adscripción y pertenencia 
étnica de sus integrantes.

Criterios de excepción: se exceptúan de este requi-
sito (1) aquellos cabildos que de manera predomi-
nante tienen población de tres o cuatro generaciones 
nacida en contexto de ciudad, municipio, distrito 
y/o área metropolitana, de suerte que es imposible 
que un cabildo de origen pueda dar cuenta de todos; 
(2) aquellos pueblos que por tradición no tienen una 
autoridad mayor o central que los represente como 
pueblo; (3) aquellos cabildos cuya base social tiene 
diferentes orígenes territoriales y étnicos (como es el 
caso de los cabildos pluriétnicos) y por lo tanto no es 
posible que una sola autoridad de origen los pueda 
avalar en su conjunto.

5.2. Requisitos para la realización periódica del 
registro de un cabildo

1. Solicitud formal de registro por parte del nuevo cabildo.

2. Acta de elección, designación y reconocimiento 
del nuevo cabildo indígena, en la que conste que el 

proceso interno fue convocado por el cabildo sali-
ente y que adicionalmente se adelantó el proced-
imiento acostumbrado o reglamentado.

3. Posesión del cabildo en presencia del alcalde 
municipal o distrital: conforme lo estipula la Ley 
89 de 1890, el respectivo cabildo debe posesion-
arse periódicamente ante su comunidad en pres-
encia del respectivo alcalde municipal o distrital, 
quien en modo alguno puede abstenerse de hacer-
lo excepto que existan razones de fuerza mayor 
que impidan hacerlo. El acta de posesión debe es-
tar acompañada del acta de elección, designación 
o reconocimiento comunitario, en la que se con-
state el cumplimiento de las reglas acostumbradas 
para ello.

Nota aclaratoria: el Ministerio del Interior 
emitirá una circular a todas las administra-
ciones municipales y distritales en la que infor-
mará sobre la naturaleza de la posesión de las 
autoridades indígenas y la pertinencia de que 
este procedimiento se haga bajo los términos 
previstos por la Ley. Aquellos cabildos ubica-
dos en áreas metropolitanas podrán acreditar la 
posesión con la firma del alcalde donde resida la 
mayor parte de sus integrantes.

4. Inexistencia de conflictos internos previos al pro-
ceso de elección, designación o reconocimiento del 
nuevo cabildo, que puedan afectar su legitimidad.
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CAPÍTULO 6.
Procedimientos y trámites

Este capítulo corresponde al debido proceso que se le 
debe garantizar al cabildo indígena en contexto de ciu-
dades, municipio, distrito y/o área metropolitana que 
solicite su registro por primera vez al Ministerio del 
Interior, Dirección de Asuntos Indígenas, Rom y Mino-
rías. A continuación las etapas de dicho trámite.

1. Solicitud formal por parte del cabildo interesado 
anexando el nombre del cabildo, la ubicación, la his-
toria, el censo poblacional actualizado y sistemati-
zado, el acta de elección de la comunidad, el acta de 
posesión ante la comunidad, preferiblemente con la 
firma del respectivo alcalde municipal o distrital.

2. El Ministerio del Interior debe dar respuesta for-
mal a la solicitud explicando a los interesados cuál es 
el procedimiento que se continuará, de acuerdo a lo 
establecido en el presente protocolo. Esta respuesta 
se debe dar en 15 días hábiles después de radicada 
la solicitud.

3. El Ministerio del Interior establecerá una base de 
datos de acuerdo con el orden cronológico, tomando 
en cuenta la fecha de la solicitud de cada Cabildo.

4. El Ministerio del Interior hará una programación 
de las visitas de verificación o de trabajo de campo, 
de acuerdo con el orden cronológico de radicación 
de las solicitudes, así como de la disponibilidad de 
profesionales y asignación presupuestal, decisión 
que se le comunicará al cabildo interesado para con-
certar la agenda respectiva. El tiempo previsto entre 
la solicitud y la visita de verificación no puede exce-
der los seis (6) meses, horizonte de tiempo que pue-
de variar dependiendo del volumen de solicitudes, la 
disponibilidad de profesionales, el cumplimiento de 
algunos criterios de celeridad, etcétera.

5. La Jornada de verificación por parte del Ministe-
rio del Interior en terreno será de 8 a 15 días máxi-
mo. Eventualmente los tiempos pueden variar de-
pendiendo de las circunstancias, y en todo caso los 
interesados serán informados de dichas novedades.

Nota aclaratoria: El Ministerio del Interior utiliza-
rá los resultados de las entrevistas realizadas, así 

como la información que voluntariamente han en-
tregado a esta dependencia en otras ocasiones los 
cabildos interesados, junto con estudios técnicos 
previos que se hayan podido realizar, como infor-
mación válida dentro del procedimiento de verifi-
cación de cumplimiento de requisitos.

6. Posterior a la visita de verificación el profesional 
encargado rendirá un informe técnico, relacionando 
las evidencias acopiadas y proponiendo de manera 
argumentada un concepto en cuanto a la viabilidad 
o no del registro. Este informe debe producirse máx-
imo un (1) mes después de tal visita, dependiendo si 
la comunidad ha aportado la informacion solicitada 
por el profesional.

7. El Ministerio del Interior someterá dicho informe 
técnico a un comité interdisciplinario conformado 
a discreción de la DAIRM, del que debe hacer parte 
el profesional encargado del caso, con el único fin 
de producir un concepto final sobre la viabilidad 
o no del registro. Eventualmente dicho concepto 
puede incluir la recomendación de que se hagan in-
dagaciones complementarias antes de un pronuncia-
miento oficial. Este acto debe producirse en máximo 
un (1) mes contado a partir de la fecha de present-
ación del informe.

8. El Ministerio del Interior emitirá un acto ad-
ministrativo (resolución) en el que debe precisar 
si procede o no el registro, las razones de tal de-
terminación, e incluyendo el concepto final elab-
orado por el comité interdisciplinario antes men-
cionado. Acto que debe producirse en menos de 
15 días contados a partir de la fecha de entrega del 
concepto.

9. Dicho acto administrativo debe ser publicado 
por medios oficiales y remitido directamente al ca-
bildo interesado para que si lo considera proceden-
te solicite aclaración o interponga los recursos que 
la Ley le permite, dentro de los términos de rigor. 
El acto administrativo por ser un acto de registro, 
se entenderá notificado en los términos estableci-
dos en el CPACA y contra el mismo procederán los 
recursos de ley.

10. Durante el proceso de construcción y emisión 
del concepto, el cabildo Interesado podrá solicitar 
información al Ministerio del Interior sobre el esta-
do del proceso.

CAPÍTULO 7.
Mecanismos y criterios de Control

Los cabildos indígenas en contexto de ciudad, munici-
pio, distrito y/o área metropolitana, deben ejercer me-
canismos de control con el apoyo y coordinación del 
Estado, para evitar inconvenientes que terminen por 
deslegitimar sus procesos y reivindicaciones.

Un inventario de lo que podrían ser los eventuales exce-
sos o efectos no deseados del presente protocolo, permi-
te establecer los mecanismos de control más adecuados.

1. Eventual proliferación de cabildos indígenas en 
estos contextos. Además del cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el capítulo 5, resulta en 
todo caso deseable que por cada contexto de ciudad, 
municipio, distrito y/o área metropolitana, exista un 
solo cabildo por pueblo o etnia, y al tenor de ello el 
Ministerio del Interior adopta los siguientes proce-
dimientos como criterio de control:

a. De existir dos o más solicitudes simultáneas de 
registro de la misma etnia en un mismo contex-
to, se realizarán ejercicios preliminares de acer-
camiento y dialogo entre los interesados a fin de 
establecer la viabilidad de una unificación. En caso 
de no ser posible, la decisión final dependerá del 
aval que la autoridad indígena de origen o de la 
autoridad étnica mayor (regional o nacional) otor-
gue. Si ninguna de las dos condiciones se cum-
plen, el Ministerio del Interior podrá profundizar 
el procedimiento de verificación y al amparo del 
mismo convocar a una comisión interinstitucional 
para que se conceptúe sobre la conveniencia o no 
de que exista más de un cabildo de la misma etnia 
y proceder en consecuencia. En este caso los tiem-
pos ordinarios previstos dejarán de ser la pauta bá-
sica del debido proceso.

b. De existir un cabildo previamente registrado, 
el eventual registro de otro (cabildo) de la misma 
etnia quedará sujeto, primero, a la comprobación 
de que no exista un conflicto; y segundo, a un 
acuerdo entre los unos y los otros que preferible-
mente incluya a las autoridades de los territorios 
de origen o a la autoridad regional o nacional de 
mayor jerarquía. De no producirse acuerdo algu-
no, el Ministerio del Interior podrá profundizar 

el procedimiento de verificación y al amparo del 
mismo convocar a una comisión interinstitucional 
para que se conceptúe sobre la conveniencia o no 
de que exista más de un cabildo de la misma etnia 
y proceder en consecuencia. En este caso los tiem-
pos ordinarios previstos dejarán de ser la pauta bá-
sica del debido proceso.

2. Incorporación de no indígenas en los autolistados 
censales indígenas. De comprobarse que en los listados 
censales de los cabildos en contexto de ciudad, munic-
ipio, distrito y/o área metropolitana se han incorpora-
do personas que no se autoreconocen como indígenas, 
el Ministerio del Interior tendrá que negar el registro 
solicitado y generar las recomendaciones para que esta 
situación sea subsanada en el marco de la autonomía de 
cada grupo. Adicionalmente el cabildo registrado po-
drá reportar periódicamente (cada dos años) las actu-
alizaciones del listado censal respectivo, precisando las 
altas y las bajas. Los cambios desmesurados e injustifi-
cados hacia arriba o hacia abajo podrán conllevar a que 
el Ministerio del Interior haga ejercicios posteriores de 
verificación, y de encontrarse anomalías que erosionen 
la unidad y la integridad étnicas, podrá abstenerse de 
registrar a un nuevo cabildo, en espera de que el grupo 
indígena opere los cambios o una autoridad compe-
tente disponga lo contrario.

3. Estímulo de emigraciones indígenas de los territo-
rios de origen hacia las ciudades y otros contextos con 
el registro de estos cabildos. La comprobación de la 
vocación de permanencia en el contexto respectivo de 
cada persona indígena es ciertamente un mecanismo 
de control efectivo para evitar este fenómeno. Sin em-
bargo es necesario que entre las autoridades de ori-
gen y los cabildos indígenas en contexto de ciudad, 
municipio, distrito y/o área metropolitana exista una 
clara coordinación que, por ejemplo, garantice que el 
eventual ingreso de una persona al autocenso de es-
tos últimos esté previamente respaldada por la verifi-
cación de antecedentes comunitarios, la descarga del 
autocenso de origen y la inscripción en el autocenso 
del cabildo receptor, y otras prácticas que eviten el 
despoblamiento de los territorios ancestrales. Así 
mismo se verificara que la pertenencia al censo no sea 
simultanea tanto en sus comunidades de origen como 
en el censo aportado para el registro de cabildo urba-
no o en contexto de ciudad.

La promoción de la emigración por parte de los ca-
bildos objeto del presente protocolo es inadmisible 
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y de comprobarse que dentro de su constitución se 
incurrió en esta práctica el Ministerio del Interior 
podría abstenerse de realizar el registro.

4. Control de legalidad. El ministerio del Interior 
dentro del trámite periódico de registro de un cabil-
do realizará los controles de legalidad a partir de los 
documentos que se requieran, a fin de establecer el 

cumplimiento de requisitos y formalidades de ley o 
los establecidos por la costumbre o sus reglamentos 
internos. De detectar algunas omisiones relevantes 
podría abstenerse de realizar el registro y, a la vez, 
promover la activación de mecanismos comunitari-
os de control. También podrá evaluar la convenien-
cia de continuar con el proceso de registro si los pre-
ceptos que dieron su origen desaparecieron.

CAPÍTULO 8.
Metodología de verificación de 
cumplimiento de los requisitos

El Ministerio del Interior para la verificación del cum-
plimiento de los requisitos previstos en el Capítulo 
Cinco (5) de Requisitos, desarrollará un conjunto de 
procedimientos y metodologías orientado a compilar la 
información necesaria para garantizar un debido pro-
ceso y evitar apreciaciones subjetivas o arbitrarias de los 
funcionarios públicos o de terceros.

Para tal efecto adopta los siguientes PRINCIPIOS me-
todológicos:

• Flexibilidad y adecuación a las características y 
circunstancias de cada cabildo indígena que aspire 
a ser registrado.
• Valoración e inclusión de los aportes de las orga-
nizaciones y comunidades indígenas, así como tam-
bién evidencias singulares propias de sus saberes y 
prácticas culturales.
• Participación directa de los interesados mediante 
ejercicios cualitativos de análisis, reconstrucción de 
la historia, validación de información, etc.
• Rigor y objetividad, particularmente en el uso de 
fuentes primarias y secundarias disponibles.
• Concertación del cronograma y de los criterios 
generales de la metodología de verificación con 
los interesados.
• Consulta de diferentes fuentes disponibles de in-
formación, institucionales y comunitarias, primarias 
y secundarias.

No obstante el principio de adecuación y flexibilidad 
metodológica, en todo caso y de manera general se ten-
drán en cuenta los siguientes TEMAS en la compilación 
y análisis de información:

• Historia de la creación y conformación del ca-
bildo indígena
• Composición social del cabildo indígena, es decir, 
el listado censal, clasificación de la población por 
edad, sexo, niveles de fluctuación y permanencia de 
la población, comportamiento estadístico entre un 
período y otro, etc.
• Los listados censales deben contener toda la in-
formación de las personas que componen la co-
munidad, organizadas por núcleos familiares con 

información básica como pueblo, nombres y apelli-
dos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento (real 
– oficial4), origen (comunidad o resguardo de ori-
gen), tiempo de residencia en la ciudad, municipio, 
distrito o área metropolitana, tipo de documento y 
numero, parentesco, dirección (barrio, comuna, lo-
calidad), teléfono, carne de salud (régimen, 1811), 
ocupación, nivel educativo.
• Pertenencia a un pueblo indígena de la población 
adscrita al cabildo
• Criterios de adscripción y pertenencia al cabildo
• Prácticas sociales, económicas y culturales que con-
tribuyen a la cohesión del cabildo y sus miembros
• Formas de ejercicio del autogobierno y el control 
social
• Vínculos y relaciones con las comunidades y terri-
torios de origen
• Vínculos y relaciones con las autoridades y organi-
zaciones indígenas de origen
• Formas de visibilización social, económica, cultu-
ral y política ante la población no indígena del entor-
no donde se encuentra ubicado el respectivo cabildo
• Formas de reconocimiento e inclusión por parte de 
las administraciones municipales, departamentales, 
distritales y nacionales
• Formas de reconocimiento e inclusión por parte de 
las organizaciones indígenas regionales y nacionales.
• Prácticas económicas y de superviviencia del cabil-
do y de la población adscrita.
• Formas y prácticas de construcción y apropiación 
de espacios y territorios en contextos de municipio, 
distrito y área metropolitana.
• Los demás aspectos que en virtud a las caracte-
rísticas de la población y sus necesidades conven-
ga incluir.

Si bien el diseño metodológico que se acoja depende de 
las especificidades de cada caso, el Ministerio del Inte-
rior tendrá en cuenta las siguientes PAUTAS o DERRO-
TEROS metodológicos y de método:

• Taller participativo de socialización y concertación 
del cronograma y del diseño metodológico a seguir.
• Talleres participativos de reconstrucción de la his-
toria, validación de la información u otros propósi-
tos.
• Observación pasiva y/o participativa en eventos 
o actividades de la población indígena adscrita al 
cabildo.
• Entrevistas a líderes, mayores (ancianos, viejos), 
autoridades y miembros del cabildo indígena.
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• Acopio y análisis de fuentes secundarias como 
recortes de prensa, archivos históricos, estudios 
y monografías, archivos institucionales, archivos 
familiares.
• Visitas y recorridos de campo o de terreno según 
sean los ámbitos cotidianos del grupo indígena.
• Visitas a oficinas de gobierno y de Estado, y entrev-
istas a funcionarios
• Levantamiento participativo de mapas sociales o 
cartografías sociales
• Acopio y revisión de otro tipo de pruebas que los 
indígenas consideren relevante aportar.
• Grupos de análisis y grupos focales, es decir la re-
alización de talleres con personas con características 

específicas como jóvenes, mujeres, médicos tradi-
cionales, etc.
• Análisis estadístico descriptivo de los autolista-
dos censales.

El perfil de los profesionales que realicen la verificación, 
además de estar debidamente autorizados por el Min-
isterio del Interior, debe ajustarse al de profesionales 
de las ciencias sociales con experiencia en trabajo con 
comunidades indígenas. Para los conceptos o informes 
finales se deben tener en cuenta los aportes de las auto-
ridades tradicionales y de los profesionales que trabajan 
con las comunidades indígenas, lo anterior como parte 
de ese derecho a la participación.






